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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg. Asimismo, se encontraban presentes las asesoras del Ministro de Economía, señora Mónica Ríos Brahm, y de la Subsecretaría de Pesca, señora María Alicia Baltierra, respectivamente, y el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio Rives.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 10:43, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 79ª y 80ª, empalmadas, ordinaria y especial, respectivamente, ambas en 28 de noviembre; 81ª, especial, y 82ª, ordinaria, en 11 de diciembre; 83ª y 84ª, especiales, en 12 de diciembre, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N°7.484-01).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en sendos oficios de Su Excelencia el Presidente de la República para requerir el acuerdo del Senado en los siguientes asuntos: 



1.- Nombramiento como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema del señor Juan Manuel Muñoz Pardo (boletín Nº S 1.535-05) (con la urgencia prescrita por el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 1).


2.- Nombramiento como Ministros titulares del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, de los señores José Ignacio Vásquez Márquez y Rafael Carlos Asenjo Zegers, en los cupos de abogados, y Sebastián Valdés de Ferari, en el cupo de licenciado en Ciencias, y como Ministros suplentes, de la señora Carolina Fuentes Torrijo, en el cupo de abogado, y del señor Juan Escudero Ortúzar, en el cupo de licenciado en Ciencias (boletín Nº S 1.537-05) (con la urgencia prescrita por el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Quedan para tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, se me había informado que la Cámara de Diputados envió el oficio relacionado con el proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio entre Chile y la Federación Rusa para evitar la doble tributación. El Ejecutivo requiere que dicha iniciativa se tramite con urgencia, y se está pidiendo que la saquemos hoy día. 



No sé si es posible confirmar aquello. De lo contrario, solicito adoptar el acuerdo de que, apenas llegue el proyecto, se dé cuenta de él en la Sala, para abordarlo de inmediato en la Comisión de Relaciones Exteriores. 



La Cámara de Diputados lo despachó ayer.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, nos hacemos parte de su preocupación, pero no ha ingresado ningún oficio en ese sentido. 



En todo caso, para tranquilizarlo, le puedo decir que, como tenemos sesión especial de 12:30 a 13, podemos incluir entonces ese proyecto en la Cuenta, si es que llega, y tramitarlo en la tarde.



Sin embargo, escapa a nuestras posibilidades su petición si el documento pertinente no llega al Senado.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Se ha pedido autorización para que ingresen a la Sala tres asesores del señor Ministro de Economía con motivo del tratamiento del informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto que modifica la Ley de Pesca.



--Se accede a lo solicitado.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido abrir la votación sobre dicho informe de inmediato.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?

El señor WALKER (don Patricio).- Sí.

El señor PROKURICA.- Muy bien.

La señora ALLENDE.- De acuerdo.

El señor ROSSI.- Se trata de una sola votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Pero primero hay que hacer la correspondiente relación.



Luego de ello, resolveremos el punto.

V. ORDEN DEL DÍA

REFORMA DE LEY N° 18.892 EN CUANTO A SUSTENTABILIDAD DE RECURSOS; PESCAS INDUSTRIAL Y ARTESANAL, E INVESTIGACIÓN Y FISCALIZACIÓN. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley Nº 18.892 y sus modificaciones, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8091-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 37ª, en 31 de julio de 2012.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 82ª, 11 de diciembre de 2012.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 54ª, en 10 de octubre de 2012.


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 62ª, en 20 de noviembre de 2012.


Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 62ª, en 20 de noviembre de 2012.


Certificado de las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas: sesión 69ª, en 21 de noviembre de 2012.


Mixta: sesión 88ª, en 19 de diciembre de 2012.


Discusión:



Sesiones 55ª, en 16 de octubre de 2012 (queda pendiente la discusión general); 56ª, en 17 de octubre de 2012 (se aprueba en general); 58ª, en 31 de octubre de 2012 (nuevo plazo para presentar indicaciones); 62ª, 64ª y 65ª, en 20 de noviembre de 2012; 66ª, 67ª, 68ª y 69ª, en 21 de noviembre de 2012; 70ª y 71ª, en 22 de noviembre de 2012; 76ª y 77ª, en 27 de noviembre de 2012; 78ª y 79ª, en 28 de noviembre de 2012 (queda pendiente la discusión particular); 80ª, en 28 de noviembre de 2012 (se despacha en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las siguientes enmiendas: artículo 1° del proyecto referidas a la letra c) del numeral 3), al numeral 38), al numeral 39) y al numeral 123), en lo que respecta a la letra g) que incorpora en el artículo 173 de la ley; artículo 7°; artículo tercero transitorio, nuevo; artículo décimo quinto transitorio; incisos segundo y tercero del artículo décimo sexto transitorio; artículo décimo séptimo transitorio, y artículo vigésimo cuarto transitorio, nuevo.



La Comisión Mixta deja constancia de que se abocó al estudio de las diferencias suscitadas entre ambas Cámaras y de que, además, acordó por unanimidad introducir enmiendas en diversos otros preceptos de la iniciativa, las que, aun cuando no fueron objeto de discrepancia, se consideraron necesarias para alcanzar los acuerdos que hicieran posible la aprobación de aquella.



Ahora bien, dicho órgano legislativo, como forma de resolver las divergencias entre ambas Corporaciones, propone aprobar, en una sola votación, el texto que consigna en su informe, haciendo presente que casi la totalidad de las decisiones fueron adoptadas por unanimidad, salvo dos, que lo fueron por mayoría.



Cabe señalar que la Comisión Mixta deja constancia de que la proposición que se somete a vuestra consideración requiere, para su aprobación, quórum calificado; o sea, el voto favorable de la mayoría de los Senadores en ejercicio (19 votos), porque muchas de las disposiciones contenidas en ella limitan o fijan requisitos para adquirir bienes.



Finalmente, corresponde informar que la Cámara de Diputados, en sesión de 18 de diciembre de 2012, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de la Comisión Mixta y el texto final que quedaría de aprobarse esta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como ya se señaló, se ha pedido abrir inmediatamente la votación.

El señor PROKURICA.- Perfecto.

El señor COLOMA.- De acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la proposición de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.



--(Durante la votación).

El señor ROSSI.- Señor Presidente, este tema ha sido ampliamente discutido y hoy día corresponde pronunciarnos sobre la propuesta de la Comisión Mixta.



Simplemente quiero resaltar que los efectos de esta iniciativa de ley -ha habido mucho debate al respecto-, o sea, si ella será buena o mala para el país, se van a ver en tres, cuatro o cinco años más, cuando veamos que gran parte de las pesquerías actualmente sobrexplotadas o en estado de colapso se ha recuperado.



Esa es la convicción más profunda que me asiste.



Entonces seguramente a mucha gente que dudaba de la efectividad de la ley, desde la perspectiva de la sustentabilidad y de la preservación de los recursos, le va a pasar lo mismo que a aquellos que hicieron campaña en contra del Presidente Lagos, colocándole una nariz muy larga -así lo hizo el Colegio Médico- y diciendo que se mentía cuando se difundió el Plan AUGE.



Hay que hacer memoria: muchos parlamentarios aquí presentes votaron en contra del proyecto que creó el sistema AUGE, algunos en la Cámara de Diputados y otros en el Senado, argumentando que ello era “el fin de la salud pública”, “la privatización de la salud”, “la discriminación de los más pobres”. ¡Puras consignas y puro discurso barato! Incluso se invirtió en campañas comunicacionales, igual como ocurrió con el debate sobre la Ley de Pesca.



¿Y ustedes han escuchado a alguien manifestar que la reforma a la salud impulsada por el Presidente Lagos mediante el AUGE es mala? Por el contrario, todos los parlamentarios piden incorporar más patologías en dicho plan.



Por eso digo que ya hubo suficiente discusión acerca del tema. Si el proyecto es bueno o malo, se verá en el futuro. 



Yo me hago cargo del esfuerzo realizado por tratar de alcanzar un acuerdo. 



Lo ganado en el Senado producto de ese acuerdo se perdió en la Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional. Pero se recuperó con la Comisión Mixta, porque en ella primó la voluntad de sus miembros y, también, del Gobierno de respetar los acuerdos se habían suscrito en esta Corporación, más allá de lo que pasó en la otra rama legislativa.



El punto central del proyecto, en términos muy simples, es que se cambia el eje en la toma de decisiones. Este es el elemento esencial. Hoy día la institucionalidad resuelve sin considerar la información científica respecto del estado de las pesquerías, lo cual ha conducido al colapso de muchas de ellas.



Durante algunos años la recomendación del Instituto de Fomento Pesquero era conceder determinadas cuotas de una pesquería. Pero se entregaban 500 mil, un millón de toneladas más. A partir de esta nueva normativa, dicha tarea la hará un Comité Científico Técnico.



Por otra parte, se fortalece la investigación y se mejora la fiscalización de SERNAPESCA para que se cumpla con la extracción de las cuotas definidas, y no haya diferencias entre la captura y el desembarque.



Pero vamos a las modificaciones que se introdujeron en la Comisión Mixta.



Se repone la licitación del 15 por ciento de la fracción industrial a todo evento, aspecto que es muy importante porque se sostenía que los recursos serían solo para siete familias. Sin embargo, como en pocos países del mundo, aquí se propone licitación a todo evento del 15 por ciento.



En cuanto a la tributación y la recaudación, preocupaba que el enfoque basado en el principio precautorio y la sustentabilidad disminuyera las cuotas; por tanto, si se estableciera un impuesto específico en función de estas, bajaría la recaudación tributaria. Ante ello, se propone elevar el impuesto específico de 3,3 a 4,2 por ciento. Sin embargo, partirá en 5,7 por ciento en 2014 y luego irá decreciendo.



En consecuencia, la suma de la patente más el impuesto específico va a permitir mantener la recaudación, aun con una entrega de cuotas más baja. O sea, el país no pierde recursos.



Asimismo, en lo que concierne a la plataforma laboral, que me parece un aspecto central, el acuerdo suscrito con los trabajadores permitió duplicar el monto del bono anual que se les otorgará por tres años a quienes se vean afectados por la aplicación de esta ley y pierdan su empleo. Además, se elimina la incompatibilidad de acceder a este bono con la impetración de otros beneficios de la plataforma laboral.



Por otra parte, se mantiene la reserva -se había perdido en la Cámara de Diputados- de hasta el 1 por ciento para las plantas que procesan recursos para consumo humano. Este es un tema realmente importante, considerando que consumimos muy poco pescado y que las plantas procesadoras generan empleo y dan mucho valor agregado.



También se conceden beneficios puntuales para algunas Regiones.



Y, por último, se aumentan las sanciones pecuniarias para quienes no cumplen la ley. Se disponen unas muy similares a las que se aplican en las infracciones de la normativa ambiental.



Por lo tanto, creo que estamos en presencia de una iniciativa legal que le va a hacer bien al país, sobre todo a las pesquerías que hoy día, francamente, se hallan en un estado de mucha vulnerabilidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, finalmente, los peces pertenecen a Chile y los pescados, a los industriales. En mi opinión, este es el resumen de lo que fue toda la discusión.



El señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra aludió a la plataforma laboral: un bono por tres años -¡tres años!- versus el enorme beneficio que obtuvieron los industriales al quedarse con la pesca de por vida. 



¿Qué significa eso en concreto? ¡Un bono de 134 mil pesos mensuales por trabajador de la industria por un período de tres años!



Nosotros presentamos una indicación, que fue declarada inadmisible, para incluir en ese beneficio a los pescadores artesanales. 



Asimismo, nos gustaría -lo vamos a decir una vez más- que los trabajadores de la industria, tras el gran resultado que obtuvieron los industriales, puedan negociar mejores condiciones laborales. No basta con estos 134 mil pesos mensuales, aun cuando se les haya duplicado el bono inicialmente propuesto, tal como indicó el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



Por otra parte, se indicó que se dejó a todo evento la licitación. ¡No es así!



Lo dije en su momento: el artículo tercero transitorio va a ir a la Cámara de Diputados y ahí se votará en contra. ¡Tal cual! Nos anticipamos a lo que efectivamente ocurrió. Se llevó ese precepto a la Cámara Baja y ¿adivinen qué?: ¡se votó en contra! 



No se trata de que habrá licitación a todo evento. ¡No! No se podrá licitar -salvo que estén colapsados- la merluza, el jurel y la sardina. ¡O sea, lo top....! Esas pesquerías no están sujetas a licitación a todo evento.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- No es así.

El señor BIANCHI.- Corríjanme si estoy equivocado. No tengo ningún problema en ello. De hecho, me encantaría que no fuera así. 



Estoy argumentando en la línea de lo que entiendo es el resultado de toda esta situación.



Ahora me dicen que solamente las pesquerías colapsadas quedarán excluidas de licitación. 



En todo caso, dijimos en su momento lo que pasaría con el artículo tercero transitorio. 



Eso es lo negativo. 



Lo positivo -el Ministro bien me lo ha dicho- es que se logró que las Regiones de Magallanes y de Aysén cuenten con la posibilidad de licitar, sin historia previa, el 5 por ciento del bacalao. Esa fue una lucha permanente y una conquista que se agradece, porque permite abrir un camino para la pesca artesanal de dicho recurso en esas zonas.



En este proyecto se llegó a un acuerdo político, que se cristalizó en la mañana de hoy miércoles, previo a las fiestas de Navidad y de Año Nuevo, mediante el cual se estableció que los industriales queden con permisos renovables cada 20 años; o sea, de por vida.



Yo aspiro a que los trabajadores de la industria puedan obtener mejores condiciones laborales. 



No pudimos incluir en la iniciativa lo que tantos pescadores artesanales en justicia nos pidieron: una plataforma social laboral para que quienes sufren las consecuencias de esta actividad reciban a los 55 o 60 años una retribución y cuenten con alguna garantía para una mejor jubilación, habiendo entregado toda una vida, desde muy temprana edad, a la pesca artesanal.



Eso no fue posible. 



El aspecto positivo es el que acabo de mencionar para la Región que represento en cuanto al jurel.



Y me encantaría que me pudieran explicar por qué no es efectivo lo que he señalado respecto a las pesquerías y la licitación.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Como estamos en votación, señor Ministro, puede usar de la palabra solo para rectificar los dichos de algún señor Senador.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Es lo que deseo hacer, en efecto, señor Presidente, porque quiero que Sus Señorías estén bien ilustrados acerca del acuerdo de la Comisión Mixta.



Hago constar que todo registró unanimidad, salvo dos materias.



Y me referiré específicamente al artículo tercero transitorio, porque es una parte esencial. El que la Cámara lo haya rechazado no era una novedad. Lo importante es que el Ejecutivo cumplió su compromiso y lo repuso.



Así de simple.



Ya sabemos que la otra rama del Congreso no quería licitaciones. En el primer trámite desechó todo, incluso el artículo 27 vigente. Nosotros lo repusimos.



La única modificación que plantearon todos -y debo decir que incluso Diputados de la Democracia Cristiana- fue la de excluir la licitación cuando una pesquería se encuentre colapsada. Pero, cuando salga de esa situación, se licita a todo evento. Por lo tanto, quiero ser muy claro: no hay una pesquería en que ello no ocurra.



Así de simple.



Algo diferente y que es un aspecto que compartimos todos, desde el punto de vista de la sustentabilidad, es que, en el caso de una pesquería que haya colapsado y que pase, en su recuperación, al siguiente estado, que es la sobreexplotación -los organismos internacionales también dicen al respecto: “No licite”-, vamos a licitar a todo evento.



Por lo tanto, quiero ser muy preciso en el sentido de que en todas las pesquerías del país -reitero- se licita a todo evento y de que los mecanismos que se gatillan están claros.



Deseo consignar que se incorporó todo aquello que plantearon los señores parlamentarios. Creo que el consenso en la Comisión Mixta solo refleja el trabajo que se hizo durante un año.



Se ha contemplado, tal como se expresó aquí, la posibilidad de que los pescadores artesanales accedan a la captura del bacalao. Y se consideró, excepcionalmente, a aquellos que están en el Registro, más los de Aysén y Magallanes.



Cabe recordar que en la discusión del Presupuesto se tuvo en cuenta lo relativo a la modificación de las licitaciones, para que ello se pudiera gatillar a partir del próximo año. Se licita para los efectos del acceso de los pescadores artesanales, pero, para un período de cinco años, necesitábamos incluir en la Comisión Mixta algo que no suscitó discrepancia y sobre lo cual hubo consenso para conversar.



Fue parte del consenso, también, la letra g) del artículo 173, sobre la plataforma laboral, norma que había sido rechazada. Se obtuvieron las dos cosas pedidas por los trabajadores, que eran el aumento de 20 unidades de fomento a 40 en el monto del beneficio y la eliminación de la incompatibilidad con todos los otros.



El aumento de sanciones propuesto por el Ejecutivo no registró unanimidad. Esta última la solicitamos para incrementar de 200 unidades tributarias mensuales a mil las multas a los industriales que no cumplan el descarte en las cinco millas, que no informen sus capturas y que no certifiquen. Ello, para que no se incorporen tales montos en la contabilidad y finalmente se siga infringiendo la ley. Fue una iniciativa del Ejecutivo. No hubo discrepancias, pero la Comisión coincidió en incorporar el punto en este trámite.



Se incluyó, por cierto, lo relativo a las patentes, con correcciones que permiten, tal como fue parte del debate, mantener la recaudación, y se verificaron modificaciones y aumentos en los guarismos para precisar y garantizar a todo evento esta última y transitar al impuesto específico incorporado en la ley en proyecto.



Y quiero referirme a algunos perfeccionamientos en materia laboral. Fueron los propios dirigentes del sector los que nos formularon una petición al respecto.



Cuando señalamos una causal para perder las licencias transables de pesca, ¿qué les ocurre a los trabajadores? Resulta que, encontrándonos todos bien inspirados y con el propósito de defender sus derechos, una de ellas, mediando normas muy imprecisas, era la de afectarse la jornada laboral. ¿Qué es lo que nos dicen? Es importante que Sus Señorías lo sepan, porque eso fue parte de la discusión en la Comisión Mixta. Cuando uno de ellos hace que su armador o empleador pierda la licencia, en último término se atenta más contra los derechos de que son titulares. Son los propios dirigentes y sus compañeros los que le dicen: “No denuncie, porque finalmente quedaremos todos sin empleo”.



Entonces, no podemos estar indexando, por defender derechos laborales, normas imprecisas que llevan a que los propios trabajadores expresen: “¿Sabe? Con este mecanismo terminan abusando más de nosotros, porque nadie denuncia si eso gatilla la pérdida de la licencia transable de pesca y el que lleguemos a estar todos sin pega”.



Por eso, se precisaron las normas, las cuales quedaron explícitas, claras. Fueron los propios dirigentes -repito- los que nos plantearon su perfeccionamiento. Y ello se consideró.



Respecto de la Cuarta Región, se contempló un fraccionamiento, sobre la base de un acuerdo firmado por la industria y los pescadores artesanales.



Todo viene en forma unánime, salvo -repito- dos materias. Y deseo expresarles a los Senadores de la Concertación que los rechazos fueron de la Alianza, porque el Ejecutivo cumplió. Uno de ellos dice relación con el aumento de sanciones, que registró 7 votos a favor, uno en contra y una abstención, pero se aprobó el planteamiento del Ejecutivo. Y el otro se refiere a la reposición -era nuestro compromiso- del artículo tercero transitorio, en cuanto a las licitaciones a todo evento, con la única modificación de haberse incorporado lo que plantearon Diputados de la Democracia Cristiana en orden a que se exceptuara solo el estado de colapso. Cuando se salga de este último, ellas tendrán lugar. Por lo tanto, vuelvo a precisar que se verificarán en todas las pesquerías del país.



Gracias.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, estimo que no hay para qué extremar los argumentos y traer a colación materias tan ajenas a las que se encuentran en debate como el Plan AUGE, y que procede argumentar en cuanto al mérito de lo que nos ocupa.



Deseo insistir en que tiene lugar una violación de la libertad económica a través de un monopolio legal establecido por el Estado, lo que vulnera la Carta Fundamental. Reitero mi punto de vista y mi reserva de constitucionalidad en la materia.



Es el mismo planteamiento que defendió el propio Primer Mandatario actual en 1992, cuando formó parte de esta Corporación junto con el señor Sergio Díez y otros destacados constitucionalistas.



Vamos a mantener nuestra posición, entonces, la cual, por cierto, no fue atendida, ni mucho menos, en el curso del debate. Se determina claramente una situación de privilegio en el caso de controladores económicos, en desmedro de quienes quisieren participar en el rubro productivo de que se trata.



Al mismo tiempo, no me parece válido el argumento de que se han recogido demandas de dirigentes sindicales.



En lo relativo a la recaudación, no se han expuesto antecedentes, lamentablemente, que impliquen saber, en forma fehaciente, que el mayor gasto fiscal va a ser producto de un ingreso superior que entregue el sector al erario. Eso no está resuelto.



De hecho, el propio Ejecutivo tuvo que rectificar el guarismo relativo al impuesto, que fijó en 4,2 por ciento. Y se establece una tabla que lo determina en 5,7 por ciento para el año 2014, luego de lo cual decrecería hasta 4,8 en 2017.



Sin embargo, a continuación viene la letra chica: “En ningún caso un mismo titular de licencias transables de pesca, pagará en los años 2014, 2015 o 2016, por concepto de patente única pesquera y de impuesto específico, una suma que exceda en un 40% a lo pagado por concepto de patente única pesquera en el año 2012”.



Ello me parece francamente inaudito. No se ha proporcionado ninguna cifra que permita confirmar lo que se asevera aquí por el Ejecutivo, es decir, que el Estado va a tener más recursos, no menos, después de entregar por tiempo ilimitado este patrimonio.



Al disponer el artículo décimo séptimo transitorio un tope de 40% “a lo pagado por concepto de patente única pesquera en el año 2012”, ello señala claramente que no solo se le está entregando de manera indefinida un privilegio al sector industrial controlador de los recursos hidrobiológicos del país, sino que también se le están asegurando ganancias enormes, exorbitantes, al ponerse un techo en la posible recaudación del Estado en los años sucesivos.



Entonces, señor Presidente, ¿cómo se pide que podamos pronunciarnos por algo así? ¿Cómo vamos a votar a favor de una vergüenza semejante, ya que se defrauda al Estado?



Porque, si no, no existiría ese inciso.



Lamento tener que expresar en la Sala que todas mis preocupaciones no solo no han sido atendidas, por desgracia, sino que, además, observo que se han confirmado. Acá se entrega un patrimonio invaluable de parte del Fisco, sin ninguna seguridad de que se va a mantener, al menos, la recaudación proveniente del mismo sector productivo antes de la promulgación de la ley.



En consecuencia, todo lo que aquí se señala, como la plataforma social -ello me parece bien-, es de costo fiscal. Es decir, es algo que pagan los propios trabajadores, las dueñas de casa y el país, con los impuestos. No hay ningún aporte nuevo al erario.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, es cierto lo que manifiesta mi Honorable colega Escalona en el sentido de que no es necesario extremar los argumentos para defender nuestras posiciones. Creo que a todos los presentes nos mueve la convicción en nuestras razones y defensas.



Durante toda la discusión del proyecto de ley, un grupo de Senadores planteamos que se requerían cambios sustantivos en la iniciativa del Ejecutivo: más licitación, mejor plataforma laboral, más recaudación fiscal -ello se acaba de exponer latamente-, más cuota para las pymes, mayor espacio para los trabajadores.



Nadie podría negar que el informe de la Comisión Mixta representa un avance. El problema es que ello dice relación con un mal proyecto, que consolida una situación que ha generado un detrimento de los recursos naturales en el tiempo y no significa una protección para los pescadores artesanales. Son 80 mil los que viven de esta actividad. Solo operan cuatro industrias, en cambio, en el caso de las grandes empresas.



Y los datos son nítidos y objetivos. No vamos a repetirlos, ya que sería casi una porfía, pero la iniciativa que nos ocupa no apunta a lo que nos ha exigido la ciudadanía en el último año y medio o dos años: un país que cambie. Porque ya no es suficiente el crecimiento económico, sino que se requiere desarrollo; ya no es suficiente la estabilidad, sino que se requiere participación.



Es un texto que no apunta a lo que nos demandan en orden a terminar con la concentración. Y, sin lugar a dudas, eso es lo que ha quedado en evidencia en esta discusión legislativa: una mirada particular del Ejecutivo, que resguarda los intereses de unos pocos, en desmedro de muchos.



Lamentablemente, no logramos ser mayoría para actuar en el sentido que la ciudadanía plantea. Esa es la realidad.



El informe de la Comisión Mixta ya cuenta con los votos que requiere para ser aprobado, y no puedo concurrir con el mío a apoyar un proyecto que claramente es malo, que claramente atenta contra las normas de la Carta. El Honorable señor Escalona formuló una reserva de constitucionalidad a la cual nos sumamos, y vamos a dar el paso que corresponde, porque creemos que lo que está en juego son los intereses de todos.



Por ello, señor Presidente, no respaldaré el informe de la Comisión Mixta, que mejora -es cierto- lo que votó la Cámara de Diputados, pero no se hace cargo de los temas sustantivos que nos han mantenido en la oposición a la iniciativa.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero valorar el tremendo trabajo realizado por esta Corporación durante la discusión del proyecto, el cual fue perfeccionado gracias a un acuerdo político.



Ello se plasmó también en la labor de la Comisión Mixta, porque muchas de las propuestas del Senado fueron rechazadas en la Cámara de Diputados y tuvimos que reponerlas y lograr una coincidencia prácticamente unánime, como bien lo dijo nuestro Ministro señor Longueira. Eso habla bien de lo que hizo la Comisión Mixta, pero también de lo correspondiente a nuestras Comisiones de Pesca y de Hacienda.



En segundo término, felicito al titular de Economía por su trabajo. Destaco el hecho de haber sentado a la mesa a actores que nunca se habían reunido y que llegaron a un acuerdo para que se pudiera presentar un proyecto que, en el fondo, es de sustentabilidad, de recuperación de nuestras pesquerías.



Y la posición de instituciones como Greenpeace, como Oceana, que son fundamentalmente un apoyo a la sustentabilidad requerida por nuestro medio ambiente, habla muy bien del esfuerzo que se hizo.



Tenemos que recordar que las licencias eran indefinidas. Hoy día se aumenta el fraccionamiento, pero los pescadores artesanales quedan con un permiso de tal carácter -y eso es fundamental-, a diferencia de los industriales, los que, de contar con ellas, pasarán a disponer de un plazo máximo de 20 años, con la posibilidad de renovarlas, siempre y cuando cumplan con las normas que nos ocupan.



A mi juicio, uno de los conflictos que se crearon fue el de las pesquerías colapsadas. Licitarlas es muy complejo. Significa atentar contra el proyecto mismo, contra la idea de la sustentabilidad. Estimo que eso fue muy bien resuelto por la Comisión Mixta, ya que solo se van a poder licitar a todo evento una vez que dejen de exhibir esa condición.



Asimismo, subrayo el trabajo realizado en la plataforma laboral con los dirigentes de los trabajadores. Se duplicó el bono: de 20 unidades de fomento a 40.



Se llegó a unanimidad respecto de la situación impositiva. Al existir un mayor fraccionamiento para los pescadores artesanales, los industriales van a seguir cubriendo el diferencial. La idea es que por ningún motivo baje la recaudación, y esa fue una de las mayores preocupaciones -se lo digo al señor Presidente- que tuvimos en la Comisión Mixta, porque tienen que pagar más.



Ahora, es preciso comprender que los peces son de todos los chilenos. En tal sentido, me parece que este es el más importante proyecto ambiental registrado con relación a nuestro mar. Por eso, quiero felicitar también al equipo del Ministerio de Economía y a la Subsecretaría de Pesca. El esfuerzo que hicieron durante todo el año realmente es admirable. Pueden haber intervenido personas provenientes de gobiernos anteriores, pero primó un concepto de Estado, de cómo recuperar nuestras pesquerías, de cómo nuestro mar merece la mayor preocupación.



Y quiero hacer hincapié en el informe de la Comisión Mixta, porque la unanimidad a la cual llegamos habla muy bien, sin duda, del trabajo de perfeccionar la normativa vigente.



Era mucho más fácil una postergación de dos o tres años y seguir sin tomar una decisión importante, ya que las pesquerías tienen que ser recuperadas.



Vamos a contar con observadores científicos, quienes resolverán cuánto se podrá pescar en cada una de las pesquerías; tendremos no una decisión política respecto de lo que se hará con la cuota para imprevistos, que baja a 1 por ciento; y se apoyará a las pymes, lo cual era una de las aspiraciones existentes. Pero a estas también podrán postular los pescadores artesanales, porque ellos son pymes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional para terminar.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, no quiero alargar más mi intervención, porque hemos tratado este proyecto en bastantes sesiones.



Solo quiero felicitar nuevamente al Gobierno y a todos los miembros de la Comisión de Pesca, quienes trabajaron en forma muy dura con el fin de sacar esta iniciativa adelante.



Voto que sí.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, con lo que más coincido acá es con que a lo menos hemos realizado una discusión en la que se han podido plantear las diferencias existentes en este proyecto de ley.



Ahora disponemos de escasos cinco minutos.



¿Que esta iniciativa tiene avances? Hay varios. Y los enumeraré rápidamente:



Establece el principio precautorio. ¡Bien!



Instaura el criterio científico-técnico y un Consejo para definir la biomasa y determinar en el futuro cuántos peces hay, cuántos se pueden pescar, dónde, por quién y qué tipo de peces. ¡Bien! ¡Lo apoyamos!



¿Hay mejores medidas de fiscalización? ¡Sí! ¡Se respaldan!



¿Se regulan las artes de pesca? Bastante, aunque no del todo. Pero hay un avance.



Se crea la plataforma social. ¡Bienvenida sea! ¡La apoyamos todos!



Se establece la reserva artesanal de las cinco millas; cómo fiscalizar la primera milla; hay un “INDAP pesquero”. Todo esto se acordó, y fue aprobado.



Se dispone una cuota destinada al consumo humano, reservada para las pymes. Ello se acogió.



Pero no son esas las diferencias que hay acá, en el Senado. Aquí existe una fundamental. Y es el meollo de esta discusión, que debemos repetir una vez más. Hay Senadores que se preguntan por qué se repiten los argumentos. Se reiteran porque quedan en la Versión Oficial. Porque en el Senado hoy se sanciona algo que en 10, 15 años más será indefendible.



Por eso es tan importante marcar la diferencia.



No hay ni una razón para manifestarles, políticamente, a un grupo pequeño de chilenos: “Ustedes tendrán un derecho de pesca y una cuota para siempre”. No como dijo el Senador Bianchi, “de por vida”. Es para siempre, porque son heredables.



La normativa es clara: 20 años. “Y si usted cumple con la ley, los tendrá otros 20 años”.



Yo pregunto a cualquiera acá: cuando usted o yo cumplimos con la ley, ¿nos llega un premio del Servicio de Impuestos Internos? ¿Nos entregan un bono? ¿Un certificado de buena conducta?



Señor Presidente, cumplir con la ley es un deber. Y acá, en la ley en proyecto, se establece que por cumplirla en materia laboral y de pesca se renovarán para siempre los derechos de pesca.



Eso es lo que se establece. Es lo que estamos discutiendo hoy. Y me parece tremendo. No tengo explicación razonable, a mis escasos 50 años, de por qué una mayoría está dispuesta a decirle al resto de los chilenos: “Mis amigos, acá hay derechos de pesca por siempre para un sector económico”.



En 1992, en esta Corporación, el Senador Sebastián Piñera y el Presidente de la UDI, Jaime Guzmán, recurrieron al Tribunal Constitucional, porque exigían licitaciones de pesca.



¿Y ahora qué ocurre? Que los mismos herederos políticos y el mismo otrora Senador y hoy Presidente de la República se dan vuelta la chaqueta de manera injustificada.



No he visto a nadie de este Gobierno, a ningún parlamentario, ni a aquellos de mi coalición que votan a favor de este proyecto, que lo hayan ido a defender ante las cámaras de televisión -lo digo así-, con ninguna fuerza. ¿Saben por qué? Porque no es defendible; porque no tiene buena lectura para afuera. Trae muchas cosas buenas, pero en materia de licitación fracasamos. Dar cuotas de pesca por 20 años, de manera indefinida, para siempre, me parece un escándalo.



Eso nos pasará la cuenta. Son de las cosas ante las cuales cuando uno mira para atrás se pregunta: ¿Por qué en materia educacional el crédito con aval del Estado (CAE) se hizo de cierta forma? Y uno se cuestiona: “¿Podrían haberse hecho mejor las cosas?”



Algunas sí, señor Presidente.



Pero ahora no había ninguna necesidad de dirimir.



En 1992 no se llegó a acuerdo en el Senado. Hay quienes sostienen legítimamente que les asiste un derecho histórico de propiedad. Otros dijeron que no. No se resolvió. Se dictó una ley temporal por 10 años.



En 2001 nuevamente hubo gente que expresó: “Tengo un derecho adquirido”. Alguien dijo que no. Y quedó consagrado en la ley actual, en el artículo 14, que no constituían derecho para asignaciones futuras. Porque se decidió no dirimirlo.



Pero hoy se constituyó -dicen- un “gran acuerdo”. No. No es un gran acuerdo. Es un gran número de Senadores que apoyará este proyecto de ley. Pero un gran número no es necesariamente la expresión de que sea lo correcto o de que se tenga la razón.



Es cierto que mantenemos diferencias. Y las voy a respetar, porque este es el Senado. Al final del día, todos fuimos elegidos por la misma cantidad de ciudadanos.



Sin embargo, no me parece buena la forma en que procedemos. Y hay que hacerse cargo de ello. Todo esto tiene costo. Todos hemos vivido el lobby que ha significado. Hoy día quedará consagrado en definitiva.



Lo que se hace es decirle al sector que creía tener un derecho adquirido: “Mi amigo, cámbiese a este sistema; lo va a tener para siempre, y se va a blanquear la situación”. Y ya nadie discutirá si hay derechos históricos o no. Porque con tal de cumplir la ley los primeros 20 años tengo asegurado los próximos 20. Y después de los 40, si la sigo cumpliendo tendré asegurado otros 20 años, hasta cumplir 60. Después ya me morí. Porque uno no vive eternamente. Mi abuelita murió a los 109 años. Pero, entonces, su hijo habría heredado las cuotas de pesca.



Eso es lo que hacemos con el sistema propuesto. Y no me digan lo contrario: son renovaciones automáticas.



¿Y se justificaba todo lo bueno de esta iniciativa a cargo de eso otro? No. Porque podríamos haber optado por lo primero y rechazado lo segundo.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estamos en la última etapa de un proyecto largamente debatido tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, y respecto del cual hay gran expectación en la ciudadanía, en la opinión pública, en los actores que tienen que ver con los recursos marítimos.



Quiero reconocer el trabajo realizado aquí por el Ministerio de Economía, las Comisiones del Parlamento. Distintos Senadores ya lo han destacado.



Lo que no haré será felicitarlos. Porque este es un mal trabajo; porque este es un mal proyecto; porque esta es una iniciativa discriminadora, que castiga a una parte de la población que tiene derechos sobre los recursos marítimos excluyéndola de ella.



Al menos 10 Senadores logramos votar en contra de este proyecto. Sabemos que acá hay una mayoría. Pero esta no representa a la mayoría nacional que quiere ver en el presente proyecto la inclusión, una consideración en especial por aquellos que tienen tanto o más derechos que quienes fueron incluidos.



Y con ello me refiero a que el corazón de esta iniciativa tiene que ver con el reconocimiento de los derechos históricos de los industriales, que han explotado y -por qué no decirlo-, en muchos casos, depredado los recursos naturales. A ellos se les entregan de por vida tales derechos. ¡No! ¡No de por vida! ¡Por más allá de la vida! ¡A sus herederos!



Alguien dijo: “Mire, son por 20 años”. No, señor Presidente. No se otorgan por 20 años; ni siquiera de por vida: son para siempre.



Lo anterior, en función del llamado “derecho histórico”.



Fíjese, señor Presidente, que a los pueblos originarios, que participan desde antes de la formación del Estado de Chile no solo en la pesca o explotación racional de los recursos del mar, sino también en su protección, se les excluye absoluta y completamente de este proyecto.



Presentamos indicaciones para que en los primeros artículos fueran considerados como sujetos beneficiarios de esta iniciativa.



Eso no se aprobó.



Y, como consecuencia de ello, quedaron excluidos absolutamente de una cuota pesquera.



Se dijo: “No, es que la ley de borde costero les permite a los pueblos originarios ser considerados”.



La ley que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios les reconoce participación en ese territorio. Pero no les da ninguna posibilidad de acceder a la cuota de pesca que aquí, con tanta facilidad, en función de derechos históricos, les estamos entregando a los industriales. Es decir, no se consideran los derechos históricos de quienes estaban desde antes de la constitución del Estado.



Eso constituye una discriminación arbitraria, un acto de inconstitucionalidad del proyecto. 



Y espero que, de la presentación ante el Tribunal Constitucional, que varios Senadores hemos firmado y que vamos a materializar mañana, se obtenga como resultado una paralización de tal injusticia, una paralización de la iniciativa, para efectos de considerar realmente los derechos del mundo indígena que interactúa en el borde costero.



Señor Presidente, no estoy disponible para dar mi voto de aprobación a la presente iniciativa, aun cuando medie un acuerdo de la Comisión Mixta, aun cuando haya razonabilidad en la resolución de las diferencias existentes entre ambas Cámaras. Porque, a mi juicio, hay que seguir dando señales de que existen Senadores dispuestos a reformar un texto legal tan injusto. Y si es necesario hacerlo a través del Tribunal Constitucional, hasta ahí vamos a llegar.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, paradójicamente, varios de los detractores del proyecto que nos ocupa y de la propuesta de la Comisión Mixta, especialmente diversos amigos de las bancadas de la Izquierda, han invocado la autoridad intelectual y política de Sebastián Piñera, quien propuso legislar en esta materia cuando era Senador, para argumentar en contra de la iniciativa.



Por mi parte, invoco el sentido común, a fin de llamar a aprobar el informe de la Comisión Mixta.



¿Cuál es la pregunta que se debe formular? A mi juicio, una sola: ¿La propuesta de la Comisión Mixta significa un avance o un retroceso respecto a la situación actual y a la proposición que vino, en primera instancia, desde la Cámara de Diputados? Porque si implica un retroceso, hay que votar en contra; y si es un avance, me parece que hay que pronunciarse a favor, cosa que yo voy a hacer.



El proyecto obtiene tres logros históricos.



Primero: conservación, preservación y sustentabilidad de los recursos pesqueros. Casi nadie -o nadie- ha objetado este gran avance. No recuerdo que alguien lo haya hecho.



Tremendo avance: soberanía y jurisdicción del Estado de Chile en la zona económica exclusiva, el mar territorial y la plataforma continental; comités científicos en todo el país para velar por la biomasa, etcétera. Nadie ha impugnado este tremendo adelanto que implica el proyecto, el cual por sí solo lo justificaría.



En segundo lugar: defensa de la pesca artesanal. Al día siguiente de aprobarse la iniciativa me fui a Papudo con pescadores de las diez caletas que represento y con Humberto Chamorro, Presidente de FEDEPESCA Quinta Región. Y todos, ampliamente, en representación de los 85 mil artesanales de Chile, aprobaron y aplaudieron los progresos en materia de la pesca artesanal: la milla, los posicionadores satelitales, los certificados de desembarco, en fin, lo que hemos expresado. 



La mayoría reconoce los tremendos avances para dicho sector.



Y tercero, el punto más controvertido, por supuesto: las características de la industria. 



La iniciativa, por primera vez en tres décadas -¡por primera vez en tres décadas!-, abre la posibilidad de terminar con el llamado “oligopolio de las cuatro empresas y las siete familias” y de que se incorporen otros actores a la industria, a través de normas claras y explícitas sobre caducidad total o parcial, caso en el cual hay licitación; las nuevas pesquerías; los excedentes. 



Y, sobre todo -nadie lo dice, y hay que repetirlo porque constituye un buen argumento-: por primera vez las cuotas van a ser transferibles y divisibles. Hasta ahora eran intransferibles e indivisibles. No me cansaré de subrayarlo, porque eso estamos aprobando.



Por otro lado, las licencias, a pesar de lo que diga el Senador Lagos -y lo respeto-, son temporales (esto no fue a la Comisión Mixta; lo aprobó la Cámara de Diputados): no se renuevan automáticamente. Por lo tanto, ahora disponemos de licencias temporales -lo mismo hicimos para la televisión-: veinte años, no renovación automática, cumpliendo ciertos requisitos. 



En síntesis, en los tres aspectos mencionados se experimenta un avance.



Termino con lo siguiente, respecto al acuerdo del Senado.



En primer lugar, nosotros aprobamos -y la Comisión Mixta lo recogió- la norma relativa a la subasta pública del 15 por ciento a todo evento -para muchos resulta muy importante- en todas las pesquerías al cabo de tres años de la determinación del punto biológico. Y en el caso de las colapsadas, cuando pasen a estado de sobreexplotación.



Por lo tanto, aquí hay una norma lógica, coherente con el principio de conservación, preservación y sustentabilidad.



Y queda lo relativo al 15 por ciento. Por primera vez en décadas se abre dicha ventana. Esto nadie lo dice. No se trata solo de derechos históricos o cuotas, sino de 15 por ciento de licitación. Más las situaciones que he mencionado.



Segundo, la reserva del uno por ciento de la cuota global para las plantas procesadoras que califiquen como pymes. ¿Por qué? Porque tienen problemas de acceso a muchos recursos pesqueros.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Se le concederá un minuto adicional.

El señor WALKER (don Ignacio).- Muchas gracias.



Y se licitan, respecto al uno por ciento, todas las pesquerías, salvo las de recursos bentónicos, algas y demersales. ¿Por qué? Porque no existen problemas de acceso a ellas, desde el punto de vista de las pymes. Y se destinan en cien por ciento al consumo humano.



Finalmente, en cuanto al incumplimiento de las normas laborales, que es una de las tres causales de no renovación, se elimina dicho concepto, entre otras infracciones, porque obviamente podría haber sido algo muy vago. Y, en estricto rigor, lo de la jornada laboral fue propuesto en la propia Comisión Mixta -y así se determinó-, más allá de la opinión que podamos sustentar.



En definitiva, señor Presidente, la iniciativa claramente es un avance respecto de lo que tenemos hoy día y de lo que proponía, en el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados. 



Por eso, voy a votar a favor del informe de la Comisión Mixta.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, sin duda este proyecto de ley marca un punto de inflexión muy importante en materia pesquera a nivel nacional, por un primer elemento: es imposible consolidar la sustentabilidad en leyes cortas. Creo que constituye el primer cambio fundamental. Solo se puede planificar la pesquería nacional cuando se cuenta con una normativa llamada a permanecer en el tiempo.



Y a la manera de titulares, quiero exponer ciertos elementos que aquí se han destacado.



En materia de preservación, ¿qué recoge, al final, la iniciativa? Lo que proponen las propias organizaciones ambientalistas: el principio precautorio. 



Por otra parte, se ha destacado el progreso en todo lo que se refiere a la pesca artesanal.



Y, en tercer lugar, como va a tener efectos sociales, también el proyecto de ley se hace cargo de la plataforma social. 



Pero quiero concentrarme en los dos puntos más controvertidos en el curso del debate de la mañana.



El primero dice relación con el acceso. Y deseo fundamentar este punto en torno a un concepto que señalé durante la discusión habida en el Senado.



En Chile hemos creado una institucionalidad completa en materia de libre competencia. Y hay una resolución del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que se refiere, precisamente, a lo relativo al acceso. Y el Parlamento no ha hecho nada más que recoger los conceptos establecidos por el mencionado organismo.



Y el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia señala dos elementos: que el punto fundamental, más que las licitaciones, es la plena transabilidad y la divisibilidad de las cuotas, que consagramos en el artículo 30 del proyecto de ley.



Eso va a permitir el acceso y la sustentabilidad. Incluso, el Tribunal era partidario de ampliar el concepto a los pescadores artesanales. 



En resumen, el Parlamento no ha hecho algo distinto de lo señalado por el fallo -porque eso es- del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. No es un invento ni del Gobierno ni de los parlamentarios. Todos aspiramos a que ingresen más actores al sector. Y creemos, de buena fe, que el mecanismo más efectivo es el planteado en la iniciativa. Pero esta ha ido más allá, al establecer licitaciones a todo evento y, además, sobre la base del rendimiento máximo sostenible, vinculado a la situación de la biomasa.



Como aquí no hay nada escondido, quiero concentrarme en lo que ocurre en materia tributaria.



¿Cómo se tributa hoy en la actividad pesquera? Básicamente, mediante una patente única aplicable a las naves, independiente de si estas están operando o no.



¿Qué hace la ley en proyecto, que me parece razonable?



La Comisión Mixta determinó que, por ningún motivo, bajara la recaudación fiscal. Y por eso se cambian los conceptos. Se dispone que se va a pagar un impuesto específico y una patente. Esta última se impondrá a las embarcaciones que efectivamente estén operando. Eso es lo real. Y el impuesto específico se aplicará a un porcentaje de las cuotas, que en régimen será de 4,2 por ciento. Pero como las cuotas van a bajar -eso es lo real-, se estableció un régimen transitorio, que parte en 5,7 por ciento y llega en régimen a 4,2 por ciento en 2018.



¿Y por qué se colocan topes? Porque hay muchas pymes a través del país -no grandes industrias- a las cuales el cambio de sistema les significaría impactos que podrían llegar a 150 o 200 por ciento. 



Entonces, junto con establecer el régimen transitorio, que se inspira en la norma permanente que acabo de mencionar, se estimó que el impacto sobre las pymes  o sobre las industrias, al final es social. Eso, sumado a las licitaciones, podría generar un efecto social tremendamente importante. Por eso, se dispuso que en el régimen transitorio, sin bajar la recaudación fiscal, hubiera un mecanismo que tendría por límite  el 40 por ciento, hasta llegar al estado en régimen.



Esa es la explicación. La materia se conversó largamente en la Comisión Mixta y se llegó a un acuerdo unánime. Porque no era fácil cambiar el sistema tributario. Se buscó mantener la recaudación fiscal e ir apuntando hacia el régimen permanente, pero en una norma transitoria, para que no impactara socialmente de forma importante, aunque igual afectará de manera no menor en muchos lugares del país no solo a las grandes industrias, sino también a un sinnúmero de pymes.



Para reducir los impactos sociales de este cambio en materia de tributación, se fijaron los topes. Y en eso no hay nada escondido, pues todo es absolutamente explícito.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, hemos concluido la crónica de una muerte anunciada.



Hubo un acuerdo político parcial -a él no concurrimos ni los radicales, ni el Partido Socialista ni el Partido Por la Democracia- mediante el cual finalmente se determinó que los industriales serán dueños de los peces por veinte años, más veinte, más veinte. Es decir, se concretó lo que dijimos en un comienzo: el negocio quedó perfectamente amarrado.



En la  exposición de motivos del proyecto, se señala: “Actualmente, el sector pesquero nacional representa el 1% del PIB nacional y genera exportaciones por US$ 1.260 millones de dólares”. Eso es lo que significa este negocio.



Todos estamos de acuerdo con lo que señaló el Senador señor Lagos, y lo apoyamos. Pero, ¿cómo quedó estructurado este negocio? El 90 por ciento corresponde a los industriales y el 10 por ciento a los artesanales. En el norte, el 95 por ciento es para los primeros y el 5 por ciento para los segundos. Ello se concretó, se definió y se estableció claramente en la ley en proyecto.



Y no solo eso.



Bastaría con revisar el artículo segundo transitorio, el cual dispone que, en el plazo de seis meses, los armadores titulares de autorizaciones de pesca de pesquerías administradas mediante límite máximo de captura por armador van a poder optar por el nuevo sistema.



¿Y por qué digo que se concreta el negocio? Porque la ley anterior no les daba estas facultades. 



Cuando nos dicen que, si no se aprueba la ley en proyecto empezará  la “carrera olímpica”, tampoco es cierto. Si fuera así, no existiría esta norma transitoria.



Entonces, al final del cuento, se permite traspasar las cuotas de estos industriales -cuatro empresas importantes- a un nuevo sistema que les da acceso, según el artículo 26 A, a licencias -comillas- temporales. Ese es el gran éxito que, según algunos, se obtuvo “por un plazo de 20 años renovables y equivaldrán...”, etcétera.



¿Cómo se renuevan?



El artículo 26 B establece: “Antes del vencimiento de las licencias transables de pesca clase A, a solicitud del titular, arrendatario o mero tenedor de las licencias transables de pesca, mediante decreto supremo fundado se asignarán según la legislación vigente, siempre que el solicitante o los titulares previos no hayan incurrido en un lapso de 10 años...”, etcétera.



Pero, ¡por favor!, seamos honestos en lo que estamos diciendo. Que se haya puesto la palabra “temporales” no significa que lo sean. Solo lo serían si efectivamente tuvieran una sanción al no cumplir con los objetivos pertinentes. Y para ser sancionado habría que ser realmente un poco inepto, para no evitar que el proceso de incumplimiento se mantenga.



Se habla de un acuerdo histórico.



Nosotros no estamos en contra de los avances, sino de la perpetuidad del negocio que se establece mediante esta iniciativa. Y lo que nos interesaba finalmente a quienes hemos estado en contra de esto era la existencia de normas claras y precisas para que la explotación del recurso pesquero, además de responsable, fuera distribuida de modo más equitativo y no como se halla establecido.



Señor Presidente, no cabe duda de que este proyecto reúne muchas virtudes. Pero todas ellas quedan sobrepasadas cuando hay perpetuidad en las licencias. Por eso, como el señor Presidente del Senado lo mencionó, presentaremos un recurso ante el Tribunal Constitucional, donde esperamos que esto se resuelva no por lo que haya señalado el entonces Senador Sebastián Piñera, sino porque nos asiste la convicción de que la iniciativa contiene errores graves que afectan a todos los chilenos.



Como lo hemos hecho en otras oportunidades respecto de la iniciativa, voto en contra del informe de la Comisión Mixta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en primer lugar, ¿por qué algunos parlamentarios votaremos en contra? Fundamentalmente, porque queremos tener la libertad en algunos meses o años más para señalar la necesidad de avanzar y modificar una ley que, si bien parte de una buena intención, lamentablemente cuenta con instrumentos que no van a permitir resolver el problema que se quiere solucionar. Entonces, no tendríamos autoridad moral en dos, tres años más para plantear que hay que cambiar la ley si hoy votáramos a favor de un proyecto que, a nuestro juicio, no resuelve la situación.



¿Y por qué no lo hace? Porque la ley en proyecto parte -quiero reiterar lo que hemos venido señalando permanentemente- de supuestos que no son verdaderos y que carecen de base científica. 



Aquí hay una disociación absoluta entre la ciencia, los expertos, la Academia de Ciencias, los Premios Nacionales de Ciencia (Chile los tiene) y quienes toman decisiones. Porque estos últimos adoptan sus resoluciones al margen del sustento técnico y de la investigación.



Entonces, el primer problema de la ley en proyecto radica en suponer que en Chile hay un stock de recursos hidrobiológicos que no concuerdan con la realidad. Parte de la premisa, por ejemplo, de que en nuestro país se pueden seguir distribuyendo la merluza, la anchoveta, la sardina, el jurel, en circunstancias de que estos recursos ya están sobreexplotados, pues tienen una tasa de explotación por sobre su capacidad de reproducción. Es decir, lo único que logrará la futura ley, por basarse en supuestos ciegos que no poseen sustento científico, es agravar el problema en el corto plazo. Porque se distribuye algo que no hay.



Es como la asignación de agua en el Norte: se entregan derechos sobre el líquido elemento que no existen.



Entonces, la ley en estudio parte de una premisa equívoca. ¿Y por qué? Porque, lamentablemente, se da una disociación entre la academia, la ciencia y quienes toman decisiones en el país; entre la academia, la ciencia y el Parlamento sobre cuestiones, en distintos ámbitos, que carecen de referencia científica.



En segundo lugar, esta iniciativa tiene un debe, que para mí es, tal vez, lo más significativo. Y tal debe consiste en que en Chile también hay pueblos originarios que viven en las costas. 



Estoy muy de acuerdo en que se reconozca a los pescadores artesanales su derecho a pesca y se les den privilegios. Pero en las mismas circunstancias se encuentran los pueblos originarios. 



Sin embargo, la ley que nos ocupa sería racista, porque la única razón por la cual a esas personas, que igualmente son pescadores artesanales, no se les reconocen sus derechos es por ser mapuches. Y el articulado refleja una visión vertical, autoritaria, racista del Estado chileno y de quienes ejercen las políticas, que dejan fuera de él a ese mundo. Y es más: no cumplen con el mandato, sustentado en tratados internacionales, de efectuar consultas a los pueblos originarios. 



Me parece que, en un país que tiene una historia negra, torpe, de abuso, de genocidio y de destrucción de la cultura indígena, nosotros no podemos seguir siendo cómplices de esas prácticas.



Por tales motivos, voy a firmar el recurso ante el Tribunal Constitucional.



Hay un tercer aspecto, relacionado con la propiedad de los recursos naturales: el agua. Chile es el único país que ha privatizado sus recursos naturales. 



Ahora estamos privatizando el borde costero, el mar, a través de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Por primera vez se da un ejemplo al mundo de un país que toma la decisión de privatizar sus recursos marinos. 



Pero, detrás de esa concepción, se halla la visión de quienes piensan  que los recursos hidrobiológicos, los peces, tienen dueños, y que estos dejarían de pertenecer a la sociedad toda.



Para nosotros, los peces son patrimonio de Chile.



Por lo tanto, este tercer punto nos parece cuestionable.



Finalmente, hay otro argumento que no compartimos: la falta de competencia. El monopolio que se establece para que solo a algunos -de acuerdo con criterios históricos que no han sido los más eficientes ni eficaces-, se les asignen y entreguen esos recursos, que tienen un valor monetario muy importante. Estamos hablando de sobre 1.000 millones de dólares por año.



Entonces, a mí no me importaría quiénes sean los que exploten los recursos marinos si se cumpliesen las condiciones anteriores y, además, se hiciera utilizando la tecnología y la ciencia, para darles un valor agregado, por ejemplo, elaborando productos para el consumo humano como el Omega 3 y el EPA, ácidos grasos esenciales que tienen una demanda inmensa y una importancia fundamental para la salud.



Yo privilegiaría a empresas que agreguen valor a los recursos pesqueros y no los destinen a fabricar harina de pescado; a las que tengan artes de pesca menos invasivas; a aquellas que mantengan mejores relaciones con sus trabajadores; a las que promuevan la sustentabilidad; a aquellas que impulsen el desarrollo de Chile; a las que estén dispuestas a hacer investigación; a aquellas que estén dispuestas a aliarse con las universidades y con las academias de ciencias, para que el país tenga un progreso real.



Desgraciadamente, nada de eso se consigna en este proyecto, o lo que hay es del todo insuficiente.



Por eso y para poder criticar en un tiempo más, cuando este sistema colapse y fracase, voto que no en este momento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, como estamos en votación, el Ministro Secretario General de la Presidencia solicita autorización de la Sala para intervenir.



Si no hubiere objeciones, se accedería a ello. 

El señor PROKURICA.- No hay problema.

El señor LETELIER.- ¿Es para rectificar algo?

El señor GÓMEZ.- Si es para eso, no hay inconveniente.

El señor ESCALONA (Presidente).- No, el señor Ministro solicita intervenir pero no para rectificar.



Por eso he requerido la anuencia del Senado.



Si  le parece a la Sala, se accedería.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro, hasta por 5 minutos. 

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente,  quiero referirme a algunas de las materias planteadas en el debate. Para ello, debo señalar que esta iniciativa de ley, que en el Senado cumple ahora su último trámite, tiene tres características fundamentales, que significan un avance sustancial para la actividad pesquera del país.



Primero, es un proyecto que va a lograr la conservación de los recursos marinos.



A mi entender, hay unanimidad en la ciudadanía y en el Congreso Nacional en cuanto a que el nuestro es un país con gran potencialidad pesquera, por lo cual necesita que cuidemos los recursos. ¿Y cómo se logra eso? Básicamente, porque, a propósito de los planteamientos hechos, se incorpora la actividad científica. Así, han de ser los científicos quienes definirán la cuota global de captura.



En consecuencia, la ciencia fue incluida en la normativa, como nunca sucedió antes y, además, con la imparcialidad que se recomienda para regular la industria pesquera, siguiendo la experiencia internacional.



Entonces, no es extraño que instituciones que se preocupan de la conservación de los recursos naturales -como Greenpeace, Oceana y otras- hoy día apoyen este proyecto, para la conservación de los recursos.



Segundo, se establece el concepto de equidad en el acceso a la pesca, lo que implica un avance esencial. Y, para comprobarlo, usemos de nuevo datos objetivos. ¿Qué dicen estos? Que, gracias a esta iniciativa, los pescadores artesanales dispondrán  del 55 por ciento de los desembarques nacionales, cosa que no ocurría. 



¡El 55 por ciento de los desembarques nacionales van a estar a disposición de los pescadores artesanales!



Si valoramos esas cuotas, ello significa tener acceso a 30 millones de dólares adicionales anualmente, gracias a este proyecto de ley. ¡A 30 millones de dólares adicionales al año!



Es decir, estamos dando equidad en el acceso a los recursos pesqueros.



Por último, con relación a la preocupación por la competencia en el sector, muy válida, que se ha hecho presente en el curso del debate, es necesario manifestar que la normativa también implica un avance preponderante. Estamos hablando de licencias que duran 20 años, las que, además, son transferibles y divisibles. 



¿Y qué han dicho sobre la materia las principales instituciones encargadas de velar por la libre competencia?



La Fiscalía Nacional Económica ha calificado como fundamental el perfeccionamiento que se incorpora respecto a la transferibilidad, la divisibilidad y la licitación de las cuotas de pesca.



Y el Tribunal de la Libre Competencia -el ente máximo en este ámbito- ha señalado: “Dejemos que las instituciones operen”. 



¡El ente máximo que vela por la libre competencia en el país nos dice que este proyecto de ley vela por la libre competencia!



Señor Presidente, termino agradeciendo el apoyo que la iniciativa ha tenido en las distintas instancias del Congreso Nacional y a los parlamentarios que la han votado a favor. 



Me asiste el total convencimiento de que, después de un período largo, de dos décadas, hemos logrado consensuar una reforma a la industria y a la actividad pesquera nacional que, aparte de implicar progreso para quienes viven de esta noble actividad, dará sustentabilidad a los tan importantes recursos pesqueros que Chile posee.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer término, como representante de la Región de La Araucanía, anuncio que votaré a favor del proyecto, porque sin duda mejora la posición de nuestros pescadores artesanales. Y eso responde a una demanda legítima que por años venían planteando en la zona las distintas organizaciones que los agrupan.



Por ejemplo, el artículo vigésimo noveno transitorio establece que la cuota de imprevistos de sardina común se destinará, los primeros tres años, a la Novena Región. Es decir, la Subsecretaría de Pesca renuncia a una antigua función, que ejercía con bastante arbitrariedad, con el solo propósito de favorecer a Regiones que, teniendo recursos hidrobiológicos frente a sus costas, resultaban tremendamente castigadas en la asignación de cuotas de pesca. Y eso se corrige al menos respecto de La Araucanía y varias otras Regiones a través de lo que se dispone en el citado precepto.



En segundo lugar, señor Presidente, esta iniciativa legal significa mayor fiscalización.



Nuestros pescadores artesanales han dicho en todos los tonos que están de acuerdo con el posicionador satelital, pues con este instrumento impedirán la amenaza que hoy padecen, como es que se perforen los límites marítimos regionales con embarcaciones que a veces son industriales, y otras, de pescadores artesanales de Regiones vecinas, los que, viendo la riqueza y la enorme cantidad de recursos que hay frente a nuestras costas, irrumpen en el territorio marítimo de La Araucanía, copando la pequeña cuota asignada a los locales.



Y la manera de terminar con esa situación es a través de dos medidas: una, incluida en el proyecto, como es la exigencia de posicionador satelital para todos, y la otra, con una mayor presencia del SERNAPESCA en las caletas pesqueras de la Región, particularmente en la de Queule.



Finalmente, Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra se expresaron en durísimos términos respecto de lo que ellos estiman una discriminación contra nuestros pueblos originarios, los que quedarían marginados de la Ley de Pesca.



Yo no comparto tal interpretación, señor Presidente. Nuestros pueblos originarios cuentan, desde hace ya un par de años, con la ley de borde costero marino, que establece el derecho a que se les reconozcan tales espacios. Y ese reconocimiento consiste en que lo que producen o capturan en ellos es de su propiedad.



¿Es para todos? No, no es para todos, sino para quienes demuestren, a través de la costumbre, del uso consuetudinario de las costas, que se han dedicado al trabajo de la pesca o de la acuicultura.



Por eso, los derechos de nuestros pueblos originarios y, específicamente, los del pueblo mapuche están plenamente garantizados, plenamente reconocidos y plenamente protegidos en una ley anterior a la que se encuentra en proyecto. Más aún: tenemos el compromiso del Ministro de Economía en cuanto a que esta legislación será fortalecida todavía más, para que no quepa ninguna duda de que los derechos del pueblo mapuche y los de todos los pueblos originarios se hallan totalmente garantizados.



No usemos a nuestros pueblos originarios para evitar que tengamos una nueva Ley de Pesca, ni tampoco para reiniciar la “carrera olímpica” a partir del 1° de enero.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le voy a dar un minuto más.

El señor GARCÍA.- Gracias, señor Presidente.



No me parece justo que se use a nuestros pueblos originarios con un propósito que lo único que hace, al no haber nueva ley, es permitir que continúe un sistema que ha significado depredación, pobreza y un menor desarrollo de nuestras costas.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como se ha indicado, estamos concluyendo un arduo trabajo, que ha correspondido a la discusión, por más de un año, de la Ley de Pesca.



En lo personal, tengo muchas razones para votar a favor.



En primer lugar, creo, sin temor a equivocarme, que hay muy pocos casos en que haya habido un mayor proceso de participación que en este.



Aquí se partió con el acuerdo de una mesa de trabajo a la cual se sentaron todos los actores del sector: los artesanales, los industriales. Y de ahí se pasó al debate en la Cámara de Diputados y en el Senado, con la concurrencia de las más diversas organizaciones del mundo pesquero pertenecientes a esos dos ámbitos. No hubo ninguna que haya quedado sin ser escuchada. Y muchas de sus posturas, propuestas y anhelos están recogidos en las distintas normas que hoy día se someten a nuestra consideración.



Ha habido un verdadero proceso de participación, en el cual las personas y las diferentes agrupaciones han tenido acceso al Ministro y a los equipos de la Cartera de Economía, a las Comisiones, a los Senadores y Diputados. Y estos, a su vez, han tenido acceso a los entes gubernamentales para poder perfeccionar y mejorar el texto de la iniciativa.



Por lo tanto, nadie puede quejarse de que esta es una ley donde la participación no ha sido un elemento decisorio en cada uno de sus aspectos.



Pero hay otras razones por las cuales uno también debe votar a favor: la sustentabilidad que se establece en el proyecto.



Chile ha experimentado un proceso declinante, en el que ha aumentado la depredación y donde la sustentabilidad de la biomasa ha ido claramente en decadencia. La industria y toda la actividad pesquera del país ha pasado de más a menos, producto de la falta de normas que garanticen la referida sustentabilidad.



Esta iniciativa legal vuelve a colocar las cosas en su lugar. Y es más, establece exigencias que nos permiten avizorar y tener la convicción de que en un futuro cercano -en el mediano plazo- vamos a revitalizar nuestro mar, para que los pescadores artesanales e industriales puedan realizar su actividad y generar un desarrollo mayor, no solo en las costas, sino en todo el país, aumentando su participación en el PIB (hoy de uno por ciento), porque somos un país marítimo donde la industria pesquera debe desarrollarse fuertemente.



Otra razón para aprobar la iniciativa es que nuestros pescadores artesanales salen fortalecidos: fortalecidos en la primera milla; en las cinco millas; en lo que es fiscalización; en la posibilidad de tener en el futuro un “INDAP pesquero”. Hay un avance significativo.



Además, voy a votar a favor porque, por primera vez, vamos a observar una mayor competencia. Las decisiones adoptadas de 1990 en adelante han venido reduciéndola, hasta contar con muy pocos actores en el ámbito industrial. Y el hecho de que las cuotas sean ahora divisibles, transferibles, constituye un elemento central para aumentar la participación en el sector y permitir la incorporación de nuevos interesados.



Por lo tanto, señor Presidente, estamos ante una iniciativa donde se ha escuchado a la gente, donde se ha recogido la opinión de cada uno de los actores del sector. Y ese es, verdaderamente, un mérito y un valor que se ha logrado gracias a la labor de los equipos del Ministerio de Economía,  al liderazgo de su titular, el señor Pablo Longueira, y al trabajo realizado por la Comisión de Pesca tanto de la Cámara como del Senado.



A partir de ahora, tendremos la posibilidad de que la industria y la actividad pesquera aporten mucho más al progreso y bienestar de nuestras Regiones y del país en general.



Hoy, tenemos la convicción de que caminamos hacia delante y de que el desarrollo también puede llegar a la industria pesquera, a la que veíamos en declinación desde hacía mucho tiempo.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, lo dije desde el primer momento y lo reitero ahora: esta es una muy mala Ley de Pesca; es una ley que mantiene los privilegios de unos pocos; es una ley que no protege los intereses de Chile; es una ley que está hecha a la medida de los grandes industriales; es una ley que no resguarda la pesca artesanal, sino que le entrega mínimos mejoramientos que no alteran el desequilibrio brutal de la actividad.



Voté en contra de este sistema de cuotas hace diez años, cuando fue presentado por el Gobierno de la Concertación. Lo volví a hacer ahora, y lo seguiré haciendo.



Nada justifica entregar, a título casi gratuito, recursos que son de todos los chilenos a un puñado de familias.



Nada justifica que no hayamos sido capaces de establecer claramente que ellos les pertenecen a todos los compatriotas.



Nada justifica que no cuestionemos la enorme concentración de esta industria.



Nada justifica que no pongamos en el debate el modelo de exportación primaria, que seguirá produciendo empleos de muy baja calidad.



Nada justifica, señor Presidente, que miles de pescadores artesanales sigan apenas subsistiendo.



Este régimen de cuotas fracasó y seguirá fracasando, más aún cuando ahora el regalo es por más de 40 años.



El reparto para la pesca artesanal, contenido en el fraccionamiento, sigue siendo muy insuficiente. Si distribuimos el mejoramiento que el Ejecutivo ha exhibido y que se logró en la mesa de trabajo a nivel de caletas, vemos que el aumento alcanza a un par de kilos por pescador artesanal. ¡Esto es una vergüenza para un sector que factura millones de dólares al año!



Los mejoramientos en la administración, donde se perfila tímidamente una institucionalidad más científica, son más una promesa que una realidad.



Las presiones de los grandes grupos cambiaron de lugar. Pasarán de los Consejos a los Comités, pero seguirán ahí.



No se avanza decididamente en fortalecer la investigación y tampoco hay un impulso claro a la fiscalización.



Como hemos señalado, iremos al Tribunal Constitucional para impugnar esta ley bajo dos premisas fundamentales. 



Este proyecto es inconstitucional porque vulnera el derecho a la igualdad ante la ley y el libre ejercicio de la actividad económica. Es una determinación a dedo de beneficiarios. Es, por tanto, una discriminación arbitraria flagrante. Tan claro es que los mismos beneficiarios, reunidos en SONAPESCA, reclamaban la inconstitucionalidad de este régimen en 1989, cuando pensaban que no serían exclusivamente favorecidos.



Este proyecto es inconstitucional, además, porque no se respetó el Convenio 169 de la OIT, que obliga a consultar a los pueblos originarios acerca de materias que son de su interés.



Represento a una zona que tiene dos pueblos originarios con antigua tradición en la pesca, cuyos derechos no están suficientemente protegidos en esta iniciativa, ni tampoco fueron escuchados en forma oportuna y suficiente.



Señor Presidente, votaré en contra del informe de la Comisión Mixta, aunque contiene avances en puntos muy específicos, como las patentes, la plataforma social y la posibilidad de que los pescadores artesanales de las Regiones de Magallanes y de Aysén accedan a la pesca del bacalao.



Sin embargo, solo representa el broche final para una normativa que persiste en un sistema profundamente injusto, que entrega el patrimonio de Chile a unas pocas manos, que no resguarda a pescadores artesanales que por años han vivido del mar, y que, en definitiva, seguirá depredando los recursos por el lucro voraz de la industria.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, estamos votando el informe de la Comisión Mixta después de un largo debate, de un extenso proceso de discusión que se ha llevado adelante tanto en la Cámara de Diputados y el Senado como en la opinión pública y en los distintos actores involucrados en el tema de la pesca.



Yo quisiera aprovechar esta última intervención para, en lo tocante al referido informe, dejar establecido lo que fue el acuerdo que la bancada de Senadores de la Democracia Cristiana alcanzó con el Ministro Longueira cuando el proyecto se vio en nuestra Corporación.



A nosotros nos interesaban fundamentalmente cuatro puntos.



El primero apuntaba a dejar claramente consignado en la Ley de Pesca algo de lo cual todos hablábamos pero que no estaba contemplado hasta ahora -y creo que es un elemento primordial que hay que rescatar de este proyecto-, cual era asegurar que los recursos pesqueros son parte sustancial de la soberanía del Estado de Chile -por tanto, le pertenecen a todos los compatriotas-, y que, en cuanto tales, debían ser administrados, explorados e investigados por aquel.



Eso quedó establecido con claridad y constituyó, a mi juicio, uno de las principales decisiones adoptadas por esta Sala, más allá de la retórica con que nos referimos al tema. Fue un elemento clave, esencial, y para nosotros significó parte importante del acuerdo.



El segundo punto tenía que ver con que hoy día, a pesar de lo que se ha dicho acá, los derechos de pesca son perpetuos y están en manos de grupos industriales, en forma indefinida. Esto es lo que existe en la actualidad. En consecuencia, si no se modifica ni se promulga esta ley, esos derechos seguirán siendo perpetuos.



Por eso, cuando aquí se vota en contra de este proyecto, lo que se está haciendo es favorecer a las siete familias para que continúen conservándolos eternamente, de manera indefinida.



Entonces, hay que ser prácticos en esta materia.



Nosotros éramos partidarios de establecer temporalidad, o sea, que se terminara con esos derechos perpetuos fijándoles un plazo. Pensábamos que lo razonable eran 15 años. Al final, se llegó a un acuerdo por 20. Y, obviamente, como ocurre en la generalidad de las concesiones y en todo el sistema que se encuentra vigente en nuestro país, si se cumplían los requisitos, los objetivos y las condiciones en que fueran entregadas las licencias de pesca, estas podrían ser renovadas.



Y aquí viene el tercer elemento que también fue parte importante de nuestro acuerdo: que esas renovaciones estuvieran condicionadas, primero, a que se cumpliera con los compromisos, con las normas de sustentación, con el buen uso de los recursos, con la explotación. Pero agregamos, además, causales que nos parecían fundamentales, vinculadas a aspectos laborales y orientadas a proteger a los trabajadores de las prácticas antisindicales en que normalmente incurren las empresas del rubro. En el fondo, se estableció una renovación condicionada.



Ahora bien, en la Comisión Mixta se modificó uno de los elementos primordiales de nuestro acuerdo, relacionado con las cláusulas laborales.



Debo reconocer que eso no fue responsabilidad del señor Ministro, sino de Diputados de Gobierno y de Oposición, quienes sacaron de las cláusulas que habíamos planteado -que para nosotros eran algo muy importante- el tema de las infracciones a la jornada laboral de los trabajadores pesqueros.



A mí me parece que ahí hubo un error garrafal. Y digo “hubo” porque se incurrió en él a raíz de una decisión unánime de Senadores y Diputados de Gobierno y de Oposición. Y salvo en ello la responsabilidad del Ministro de Economía, con el cual teníamos el compromiso de que ese asunto no se revisaría. Lamentablemente, ocurrió lo contrario.



Para nosotros ese es un punto en el cual vamos a quedar “al debe”, por cuanto nuestra intención en el acuerdo a que llegamos era brindar el máximo de protección a los trabajadores, sobre todo respecto de aquellos organizados del sector de la industria pesquera.



Por último, señor Presidente, creo que, más allá de lo anterior, el informe de la Comisión Mixta contiene otros elementos que son esenciales. El primero de ellos apunta al acortamiento del plazo para la presentación del Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal, el “INDAP pesquero”, que es una demanda y, a mi juicio, una necesidad fundamental para el desarrollo de la pesca artesanal.



Segundo, se presentó una indicación en la que por primera vez se admite la perforación de las cinco millas, siempre que se cuente con el asentimiento de los pescadores artesanales. Si estos o sus representantes no acceden, no habrá tal perforación. Y eso, en el caso de mi Región, la de Coquimbo, constituye una diferencia fundamental, porque se protege a los pescadores artesanales frente a la voracidad...

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor PIZARRO.- Gracias, señor Presidente.



Con esto termino.



Decía que se protege a los pescadores artesanales frente a la voracidad que normalmente muestran los industriales, que pasan a llevar sus derechos más elementales.



Hay otros aspectos que no viene al caso señalar. 



Pero, señor Presidente, a pesar de las diferencias en la licitación a todo evento -lo cual también formó parte del acuerdo-, que se redujo con respecto a las pesquerías colapsadas, y no obstante las dudas que nos ha generado el informe de la Comisión Mixta, cuyo texto es distinto en algunos aspectos del que habíamos consensuado -la Senadora Alvear y quien habla tuvimos ciertas diferencias en esta materia con algunos de mis colegas de bancada-, creo que de todas maneras la normativa propuesta presenta mejoramientos en comparación a la que se había despachado por esta Corporación y, en líneas gruesas, cumple el acuerdo que habíamos adoptado. Y es la razón por la cual la voy a votar favorablemente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que se insiste en argumentos muy complejos acerca de los resultados que va a tener esta ley. 



El 2002, cuando votamos en contra de ella, señalamos que era una mala legislación, que no protegía a los trabajadores ni tampoco los recursos. Y fíjense: ¡le achuntamos! ¡No protegió los recursos, que están colapsados, y no protegió a los trabajadores, que aún mendigan el apoyo del Estado después de diez años! ¡Después de diez años los trabajadores de la industria, los tripulantes y la gente de planta todavía siguen esperando los recursos prometidos el año 2002! ¡Diez años después! Y los recursos ahí están, ¡colapsados! Lo advertimos el 2002. Votamos en contra; hemos actuado en consecuencia.



Respecto de los pescadores artesanales dijimos qué tienen que hacer los industriales en las cinco millas. La sardina y la anchoveta solo se encuentran en ese espacio marítimo, que es exclusivo de los primeros. Por tanto, claramente la propiedad de la cuota debiera estar, en su totalidad, en manos de los pescadores artesanales.



Aspirábamos a la existencia de un fondo para que se pudiera pagar la deuda que los artesanales mantienen con los industriales. ¡Setenta millones de dólares! Eso hace que el mercado funcione al revés: la tonelada de sardina, en vez de costar los 110 mil pesos que determina el mercado, solo alcanza a 57 mil. Y, por ende, la presión sobre más cuota es la bandera de lucha de los artesanales, en circunstancias de que debiera existir un justo valor por la tonelada de sardina, de anchoveta, de jurel. Pero los contratos secretos, muchas veces en blanco, lo impiden.



Los trabajadores y tripulantes industriales seguirán con sus contratos sin dar cuenta de su seguridad en la pesca de alta mar. Hablo de las 500, 800, 1.000, 1.200 millas. Cuando se accidentan no tienen cómo regresar y este proyecto no respondió a aquello.



Del mismo modo, quiero advertir que los programas de apoyo a la plataforma social duran tres años y que todas las medidas -punto biológico de referencia, licitación- empiezan al concluir ese lapso. Es decir, cuando comienzan las medidas que van a impactar en el empleo termina la plataforma de apoyo social.



¡Cuarenta UF por trabajador al año! ¿Cuánto significa eso para que la gente de la industria lo sepa? La UF hoy día llega a 22.885 pesos: 916 mil pesos al año, es decir, alrededor de 76 mil pesos mensuales. Eso es lo que estamos aprobando -¡76 mil pesos mensuales!- para los trabajadores que salgan de la industria, porque sin mediar licitación esta ha expulsado a más de 25 mil trabajadores sin ningún beneficio. Y ahora les ofrecemos 76 lucas al mes durante tres años, en circunstancias de que recién al concluir ese período comenzará el proceso de salida de verdad, dado que las modificaciones legales recién ahí empiezan a implementarse.



Asimismo, se han eliminado, con acuerdo de los trabajadores -conforme a lo señalado por el Ministro Longueira-, las normas que fijaban las infracciones a la jornada de trabajo y que sancionaban con la caducidad de las concesiones. Esta iniciativa legal establece que tienen que haber cuatro o más condenas ejecutoriadas en el plazo de siete años para proceder a la caducidad de las licencias. ¡Seamos francos! ¡Eso no se va a cumplir jamás! ¡Cuatro condenas ejecutoriadas en el plazo de siete años y a los diez: amnistía,  con lo cual se borra todo para atrás! 



Eso no ocurre bajo ningún régimen. Según nuestro ordenamiento jurídico debe existir una apelación ante un tribunal para limpiar el papel de antecedentes, en circunstancias de que la ley en proyecto borra los delitos y las infracciones laborales, lo cual no debería ocurrir por cuanto son datos que han de quedar en la historia.



Y, por cierto, esos requisitos no se van a cumplir.



El aporte fiscal de la industria es cero. Apelamos a que pudiera ser generosa. ¡1.200 millones de dólares anuales, todo de cargo fiscal! No hay un peso de la industria en apoyo de sus trabajadores. ¡Ni uno solo! Y a mí me habría gustado que los trabajadores que defendían a los empresarios exigieran a la industria recursos frescos para apoyar a aquellos que van a perder el empleo.



En cuanto a la situación de los lafquenches, tengo en mis manos el informe del relator especial James Anaya en el cual se establece que la Ley Forestal y la Ley de Pesca debieran ser incluidas en las consultas a los pueblos originarios. Sin embargo, Chile no lo ha hecho. Eso es un error y vamos a ir al Tribunal Constitucional.



Señor Presidente, no concuerdo con los planteamientos expresados por el Senador Ignacio Walker, Presidente de la Democracia Cristiana, quien ha dicho que este proyecto de ley terminará con el oligopolio. Aquí tengo el informe. El límite máximo de captura por armador lo único que hizo fue desatar la concentración. Se fusionaron las empresas: Pesquera El Golfo absorbió cuatro empresas; Pesquera Itata, nueve. Se generó un lunar. Se juntaron las cuotas individuales y crearon otras industrias.



En consecuencia, no va a ocurrir lo que dice el Senador Ignacio Walker, Presidente de la Democracia Cristiana -me gustaría mucho estar equivocado-, quien fue parte del acuerdo. Y recuerdo que los Partidos Radical Social Demócrata, MAS, PPD y -entiendo- Socialista,  no concurrieron a suscribirlo. De ahí la nueva mayoría: ¡la Derecha y parte de los Senadores de la Democracia Cristiana! Espero que el Senador Ignacio Walker tenga la razón, pero me parece que se va a equivocar.



Un minuto más y concluyo, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).-  Muy bien.



Puede continuar, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha alegado que el concepto de soberanía constituye un gran triunfo y un avance. El Senador Ignacio Walker habló de que la propuesta de la Senadora Alvear era casi perfecta.



Sin embargo, tengo en mis manos la intervención del Diputado René Saffirio, quien sostiene que la soberanía vale nada para los efectos de lo que estamos hablando. ¡Seamos claros! El Diputado afirma que, cuando se señala que los recursos hidrobiológicos estarán sometidos a la soberanía del Estado de Chile, “no se dice nada”. Y Saffirio hizo una larga fundamentación en la Cámara Baja para plantear que este concepto de soberanía no implica ningún dominio, ningún poder del Estado sobre los recursos pesqueros.



Por eso, señor Presidente, espero que se aclare el concepto de licitación. 



Conforme a las normativas que tengo en mis manos -la Nº 19.886, el decreto Nº 97 y la ley Nº 18.575-, tal como está definida la subasta pública, será a través de un martillero. El decreto Nº 97, a mi juicio, debe ser modificado, porque no estoy disponible para una licitación con martillero al mejor postor, sino para una licitación con condiciones que cautele que los recursos serán procesados en Chile y darán más empleo.



En ese sentido, hemos apoyado la licitación y el Ejecutivo nos debe una respuesta. No deseamos una subasta pública al mejor postor.



Voto en contra, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, estamos culminando un proceso que ha sido largo, particularmente en la Cámara de Diputados -en el Senado el proyecto estuvo bastante menos tiempo-, donde ha habido la oportunidad de reflexionar y manifestar nuestros diferentes puntos de vista. 



Por eso, acojo que a lo menos hemos tenido una discusión en este Parlamento en que es legítimo que existan miradas diferentes.



Creo que se ha tratado de hacer un esfuerzo y reconozco que en el trabajo de la Comisión Mixta se recogieron algunos elementos importantes introducidos por el Senado que, efectivamente, mejoran o, en cierta manera,  mitigan algunos de los problemas que nos preocupaban.



Sin embargo, no puedo dejar de pensar que, en general, vivimos en una sociedad bastante inequitativa y el proyecto específico que nos convoca en este momento es una clara demostración de aquello.



El tema de fondo para mí es que en todos estos años tenemos un mundo industrial donde siete familias, a través de cuatro empresas, son dueñas del 92 por ciento de los recursos pesqueros con un ingreso anual aproximado de 1.200 millones de dólares y, por otro lado, los pescadores artesanales, con mucho esfuerzo, ni siquiera trabajando los doce meses del año, intentan sobrevivir en las mejores condiciones.



Entiendo que en esta iniciativa ha habido avances y logros para el sector artesanal y una mayor cantidad de recursos.



Sin embargo, me pregunto hasta dónde vamos a sancionar esta inequidad. Y, en ese sentido, no puedo participar, porque seguimos manteniendo siete familias que son dueñas de cuatro empresas, las cuales, en definitiva -reitero-, poseen el 92 por ciento de los recursos.



Yo era partidaria -y en eso tengo una diferencia; lo hablamos varias veces con los pescadores artesanales de mi zona a quienes he escuchado, hemos dialogado con respeto, con afecto, mirándonos a la cara como corresponde- de una licitación de 50 por ciento de la cuota industrial con cierta gradualidad de años. No obstante, conforme a este proyecto, se llega a una licitación de 15 por ciento de la fracción industrial.



Francamente, a mí me cuesta entender que todavía mantengamos esta inequidad porque, a pesar de todos los logros -entre comillas- y avances que la iniciativa en debate significa para la pesca artesanal, aún sigue siendo un sector que se ve afectado por muchas precariedades y respecto del cual uno no está en situación de decir que se halla asegurado en sus condiciones sociales, en sus seguros, en lo que ellos y sus familias deben proyectarse legítimamente e, incluso, en aquello que tanto se celebra: la plataforma laboral de los trabajadores de la industria.



Por supuesto, el aumento del bono anual de 20 a 40 UF y por tres años constituye un avance. Pero, la verdad es que uno se pregunta, dado que esto empezará a operar en tres años más, cuáles serán los efectos que este beneficio comenzará a tener una vez que se termine dicha plataforma laboral.



Por eso, yo quisiera ver que el tema de fondo: la sustentabilidad, que se ha tratado de plantear por el Ejecutivo y por aquellos que están de acuerdo con el proyecto, no quede en letra muerta. 



Hasta ahora -así ha sido la historia y lo que hemos visto; por eso no puedo apoyar el informe de la Comisión Mixta-, esa sustentabilidad no ha existido y no solo se produjo concentración, sino también el colapso de varias pesquerías. O sea, la voracidad -llamémoslo así- de algunos industriales ha significado que tengamos algunas especies colapsadas.



Entonces, uno se empieza a preguntar si realmente vamos a conseguir con este proyecto lo que todos quisiéramos: la sustentabilidad.



Ella implica que entreguemos, efectiva y verdaderamente, las atribuciones para que este Comité Científico pueda operar en forma independiente. Porque, hasta ahora siempre se encontraron recursos por las ventanas, que implicaban, de alguna manera, entregar cuotas cuando a lo mejor no correspondía. Hoy día tenemos unos recursos colapsados, otros sobreexplotados, y francamente debiéramos preocuparnos de que esto no continúe como está...

El señor ESCALONA (Presidente).- Le concedo un minuto más para que pueda concluir, señora Senadora.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



Me alegro, sí, de que nosotros tratemos de que realmente exista una preocupación para que este recurso llegue al consumo humano, que es bastante bajo en nuestro país, lo que no se justifica.



Celebro que se haya acordado que la captura de estos recursos sea para la pesca artesanal, lo cual es una forma, obviamente, de potenciarla. Pero no entiendo que mantengamos la pesca de arrastre, porque eso claramente es un atentado contra la sustentabilidad y una contradicción.



Señor Presidente, reconociendo algunos avances, reconociendo la incorporación de materias importantes que antes no existían, creo, sin embargo, que quedan demasiados temas pendientes y, sobre todo, el de fondo, que a mi juicio subsiste. Las licencias no se van a mantener de manera prácticamente indefinida, como ocurre hoy día, pero sí por 20 años, más 20 años renovables automáticamente, lo que no hemos logrado revertir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, un Senador que me antecedió hace algún rato en el uso de la palabra señaló que iba a votar en contra porque quería tener la libertad, cuando esto fallara -esa es la expresión exacta que utilizó-, de poder denunciarlo.



Es legítima su posición. Pero yo tengo una visión completamente distinta sobre cómo enfrentar los problemas. Yo creo que parte de las obligaciones de este Senado es ver cómo podemos mejorar sustancialmente los temas que están pendientes dentro del esquema económico y social de nuestro país.



Y yo parto señalando tener la íntima convicción de que esta es una legislación mejor que las dos anteriores que este Parlamento ha estudiado, una hace diez años y otra hace 20 años.



Pienso que aquí, de alguna manera, se asumen, y en forma positiva, experiencias que son importantes. Y, claramente, eso me permite a mí, cuando esta legislación madure -porque obviamente hay plazos para ciertos temas-, tener la convicción y la tranquilidad de haber contribuido con mi voto y con las intervenciones a generar un ordenamiento y un mucho mejor desarrollo en un sector que urgentemente lo necesitaba.



El primer punto, que no es político sino de futuro, tiene que ver con la sustentabilidad. Y, claramente, al incorporar ese tema como una idea matriz, estamos dando un paso gigantesco para el cuidado del recurso, para su uso racional, para la estructura científica de la toma de decisiones. Y eso me hace tener la confianza de que, cuando se reemplace el rigor científico por el rigor político, el rigor del largo plazo por el rigor simplemente de una elección cualquiera que viene hacia delante; cuando se logre desconcentrar las decisiones de poder y cuando se creen los consejos zonales de pesca; cuando se produce un nuevo fraccionamiento, en términos de velar por que la pesca artesanal tenga más opciones de desarrollo dentro de un sector que obviamente está con menos recursos que los que había hace 10 o 20 años, podremos tener el legítimo sentimiento de haber contribuido a que los próximos 20 años en materia de pesca sean mejores que los anteriores 20. Y eso es lo que importa para darle legitimidad moral a lo que uno piensa.



Y creo, adicionalmente, respecto de las personas que uno representa -yo soy Senador de una zona en la que no hay pesca industrial, sino solo artesanal, como lo hemos planteado otras veces con varios Senadores de la Región-, que a pesar de vislumbrarse en un inicio una ley extraordinariamente compleja, difícil, que en años anteriores había terminado con las galerías incendiadas o con incidentes gigantescos a lo largo de todo el país, hoy día se ha tramitado en un ambiente distinto.



Entonces, mi reflexión es por qué ocurre eso. La respuesta es que claramente hay señales de que la situación es mejor que lo que había. 



Y, en materia de pesca artesanal -lo digo cada vez, porque los pescadores artesanales siguen estos debates-, tengo la tranquilidad de haber conversado con cada uno de ellos. Y ellos mismos me pidieron que votara a favor del proyecto de Ley de Pesca, porque generaba lo que esperaban: una mayor cuota de captura; una mayor transparencia a través del posicionador satelital; una prohibición de las perforaciones entre Regiones contiguas, exigiéndose ahora la autorización de la pesca artesanal de la Región respectiva; la creación de los Consejos Zonales Regionales, que es fundamental para tener, de una vez por todas, la capacidad de decisión, de reclamo, de acción cerca de los lugares donde se pesca y no lejos de aquellos; la milla excluyente para los pequeños artesanales; el “INDAP pesquero”; la nueva plataforma laboral, que no existía. En fin, es un paquete muy potente de medidas.



Por tanto, tal como algunos Senadores explican, dentro de su punto de vista, que quieren votar en contra para tener la libertad de reclamar, yo quiero votar a favor para tener la convicción de haber contribuido con mi país, a que dispongamos de recursos más sustentables, de criterio científico, de transparencia y, en último término, de mejores días para este sector.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Senador señor Letelier.



No está en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, creo que solo resta felicitar a este Gobierno de Derecha, porque aquí hay un logro político que se ha alcanzado: se ha provocado una fractura en la Oposición respecto de una forma de ver los recursos naturales, la economía, el medio ambiente. Y ello no es menor, porque precisamente este es un proyecto que conjuga todos esos elementos, que son de política estratégica. Y un grupo de Senadores de la Oposición, junto con el Gobierno, planteó este tema. 



Yo espero que esta iniciativa funcione por el bien del país, pero tengo profundas dudas, como lo hicimos notar en toda su tramitación. Al ver el informe de la Comisión Mixta, las dudas persisten. A mi juicio, los avances en esa instancia fueron mínimos y, al revés, los forados, las perforaciones, literalmente, son muchas.



Aquí se ha hablado bastante de la palabra “sustentabilidad”, una idea tan pregonada por el Ministro Longueira y tan ausente en el conjunto de este proyecto. Ello constituye un retroceso desde todo punto de vista. Es un retroceso respecto de lo que fue la Ley General de Pesca y Acuicultura en los tiempos de Aylwin, y respecto de lo que fue, el 2001, la normativa sobre el límite máximo de captura por armador.



Y, simplemente, lo quiero ejemplificar en dos casos, que son parte esencial de esta iniciativa.



Uno es el de la propiedad de los recursos hidrobiológicos. Comparto todo lo que aquí se ha dicho sobre el particular. Nos instalaron un concepto, un globo sonda, esto de la soberanía, que no establece con claridad absoluta que los recursos pertenecen a todos los chilenos. Hay, por tanto, un retroceso con relación a lo que se consagró en el artículo 14 de la ley sobre límite máximo de captura por armador, el que señalaba: “El establecimiento del límite máximo de captura por armador a que se refiere este título no constituirá derecho alguno en asignaciones de cualquier tipo que se efectúen en el futuro”. 



Lo anterior, que lo tenía tan claro el legislador el año 91, lo descuidamos, lo abandonamos, y es un tema central. En lugar de ello, se esgrimen teorías jurídicas que nada tienen que ver con la propiedad del mar ni con los recursos hidrobiológicos a los cuales se podía acceder. Hoy día claramente estos recursos se les entregan a siete familias, a cuatro familias, a cuatro empresas. Da lo mismo. Es a un pequeño grupo, a un puñado de privilegiados. Finalmente, lo que estamos haciendo es consagrar el “club de la pesca”.



El segundo ejemplo tiene que ver con otro aspecto central de este proyecto: las licencias de pesca. ¿Qué nos decía el Presidente Aylwin? Hubo un acuerdo suscrito en este mismo Senado el 16 de enero de 1991. ¿Entre quiénes? Tuvo una participación activa el actual Presidente de la República, el entonces Senador Sebastián Piñera, y su colega, que luego fue asesinado, don Jaime Guzmán. Ellos y muchos Senadores de la época se la jugaron -hay que destacarlo- para que se impusiera la tesis de la impertinencia de asignar gratuitamente y en propiedad derechos de pesca.



Sin embargo, hoy día estamos retrocediendo completamente respecto de lo que fue la mirada del legislador del año 91. Lo digo porque a veces se añora mucho a los parlamentarios de aquel tiempo. Bueno, miremos también lo que opinaban acerca de los temas estratégicos. 



Ahora se nos plantea la presente iniciativa, gracias a un acuerdo al que llega este Gobierno de Derecha a través del Ministro Longueira, y se señala que su objetivo es la sustentabilidad. ¡Pero la verdad es que se cae por todos lados! 



Se insiste harto en que el proyecto gana mucho en institucionalidad. Pero, a mi juicio, esta materia constituye un flanco absolutamente débil. No se avanza nada en investigación; no se avanza nada en fiscalización, aspectos vitales para la adecuada toma de decisiones. Se mantienen resabios discrecionales, como la cuota para imprevistos. Todos sabemos para qué son los “imprevistos”: para desmovilizar, para pagar favores de todo tipo. Eso ha ocurrido en la pesca durante 20 años, y ahora se blanquea y se legitima mediante esta futura ley.



Uno de los pocos avances -hay que decirlo- con relación a la actual institucionalidad para la toma de decisiones es el reemplazo del Consejo Nacional de Pesca, integrado hasta ahora por actores del sector, por los Comités Científicos Técnicos. Sin embargo, estos organismos carecen de autonomía y de financiamiento. Aquí no se escuchó al mundo científico. 



El IFOP, con la misma institucionalidad, va a quedar establecido como un órgano público-privado, sin autonomía financiera para su funcionamiento basal que permita asegurar independencia en los intereses y en las decisiones que finalmente se tomen.



Para terminar, señor Presidente, quiero expresar que no tengo dudas de la buena voluntad de los Senadores de la Democracia Cristiana que concurrieron al acuerdo con el Gobierno. Como resultado de ello, el artículo tercero transitorio dispuso licitaciones a todo evento. Me parece bien. Lo señaló el Senador señor Zaldívar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Le doy un minuto adicional para que concluya.

El señor QUINTANA.- Tal licitación se efectuaría después de tres y cinco años de establecidos los puntos biológicos de referencia.



Tal proposición correspondía a la única alternativa real de apertura a nuevos actores. Así, ya no se seguiría desconfiando ni se insistiría en el planteamiento de que este negocio se entrega a siete familias. 



Pero ¿qué pasó en la Comisión Mixta? Se modificó la norma pertinente incorporando nuevas condiciones para licitar, lo cual en la práctica no permitirá el ingreso de nuevos actores. Si a eso agregamos el parámetro bioeconómico (el rendimiento máximo sostenible), ya sabemos cuál será el camino más fácil para los siete actores de la industria: mantener una pesca constante, abundante, sistemática, depredadora, y no cumplir con la recuperación que se establece aquí.



Por lo tanto, ¡olvidémonos!, licitación no va a haber. Les entregamos la pesca a siete familias.



Además, los pueblos originarios no fueron considerados. ¡Aquí hay un daño profundo que se le ha hecho a la etnia lafquenche, a los primeros ocupantes del mar! 



Yo creo que esta es una mala noticia para Chile.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra al Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la ley en proyecto debe mirarse a la luz no solo de lo que uno quiere, sino también de lo que hoy existe.



La normativa actual contiene varias perversiones: algunas se resuelven y otras no. 



Una de las cosas valiosas que se proponen es que la comunidad científica va a calificar la cantidad de recursos que se podrá extraer. En lo personal, pienso que ese es un tremendo avance.



La iniciativa habla del fraccionamiento. Y el señor Ministro indicó que ello es bueno para los pescadores artesanales. ¡Claro! Es un paso adelante. Pero me parece del todo insuficiente. Los industriales, que tienen un negocio de más de 1.300 millones de dólares, les pasaron 30 millones de dólares a los pescadores artesanales. En una mesa, como de manejo de dineros, donde el Ministro Longueira estaba presente como un bróker, los actores comenzaron a repartirse la torta.



A mí no me gusta ese sistema. 



Lo propuesto constituye un avance para los artesanales; sus organizaciones firmaron el acuerdo, y uno podrá valorar eso. Pero el resultado, a mi juicio, no es el adecuado.



En estos momentos, estamos llamados a evaluar si el proyecto quedó muy bien, más o menos bien, o mal. 



Yo quiero referirme solo a dos temas. 



El primero es lamentar que no se haya corregido cierta situación durante el debate de la iniciativa. Porque había una cortina de humo del tamaño de este edificio para evitar que se viera el problema de fondo, a saber, que cuando hay recursos limitados, como ocurre con los pesqueros, es imposible que haya libre competencia. Esto lleva necesariamente hacia estructuras oligopólicas. ¡Necesariamente! ¡Y eso es lo que tenemos en el país! 



Lo inadecuado es que el proceso de extracción del recurso signifique un negocio de 1.300 millones de dólares para industriales que hoy cuentan con permisos indefinidos. Algunos dicen que la modificación en este punto no cambia mucho las cosas. Ahora se proponen licencias de pesca por 20 años, renovables. Y hay quienes consideran que los requisitos para esa renovación son tremendamente formales.



Señor Presidente, a mí no me preocupa tanto esa materia. Ahí no hemos logrado avanzar por un problema de correlación de fuerzas en el Congreso. Lo que más me llama la atención es que, habiendo reconocido que los recursos pesqueros son de todos los chilenos, la industria no aporte al desarrollo nacional como corresponde. 



El monto que se paga por patente e impuesto específico es un chiste. No tengo la cifra exacta, pero, según me han informado, lo que aportan las industrias por esos conceptos -considérese que el negocio les reporta 1.300 millones de dólares- no supera los 26 millones de dólares. Y dicen: “Ah, después se va a recuperar la cuota; se van a ver más recursos”. 



¡Es un chiste!



Algunos sostienen que la solución del problema es que haya más competencia, que no solo participen las siete familias. En verdad, hay un octavo actor que también quiere entrar al negocio. Y está bien. ¡Que entre! El punto no es ese. 



Aquí se establecen licitaciones. A mí no me gusta como están planteadas: sobre pesquerías en plena explotación o colapsadas. Me parece que no se debe generar una mala impresión respecto de los recursos.



Mi interrogante es: sean los actores que sean, ¿por qué no aportan más al desarrollo nacional?



Y este reclamo se lo hago no a la industria ni a los actores,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Le concedo un minuto adicional.

El señor LETELIER.-... sino al Congreso, a nosotros, que entregamos los recursos sin exigir compensación por la explotación de algo que es de los chilenos. Todas las otras actividades industriales, todas las actividades manufactureras pagan por sus insumos. Aquí no se paga por ello. 



Señor Presidente, no quiero dejar pasar la oportunidad sin hacer un comentario sobre la plataforma social. 



Aquí debemos votar solo lo propuesto por la Comisión Mixta, no todo el proyecto. Y lo que viene de ella se resolvió en términos generales, con un criterio mejor que el que uno hubiese pensado. ¿Hay plataforma social y es importante? Sí. ¿Hay proceso de licitación de recursos no en todos los contextos? Sí. Entonces, se observa un avance. 



Respecto de la plataforma social, lo único que espero...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ya vamos en un segundo minuto adicional, señor Senador.

El señor LETELIER.-... es que esto marque un precedente. 



Y le pido -por su intermedio, señor Presidente- al Ministro Larroulet, en representación del Gobierno, que nos garantice que aquí hay precedente. Porque yo represento a trabajadores agrícolas a los que les va pésimo. Les pagan los peores sueldos, en términos comparativos, a los temporeros. Es el sector donde hay más salario mínimo. ¡Lo que ganan nada tiene que ver con lo que reciben los trabajadores de la flota industrial! ¡Su sueldo está muy por debajo de ello!



Señor Presidente, yo voy a defender siempre un beneficio para un trabajador -¡siempre!-, aunque sea el que ahora se otorga solo por tres años y que no podrá exceder de 40 unidades de fomento anual.



Sin embargo, espero que haya una plataforma social para todos los trabajadores de Chile, y no solo para algunos, no únicamente para grupos de presión, que obtienen beneficios porque el Ejecutivo quiere sacar adelante un proyecto y, para ello, está dispuesto a gastar algunas monedas.



Espero que en esa materia esta no sea una inconsistencia más del Gobierno.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he guardado silencio durante casi la totalidad del debate sobre esta iniciativa. Sin embargo, no puedo dejar de hablar al terminar su tramitación.



He sido objeto, al igual que otros Senadores, de una campaña persistente y orquestada para desprestigiarme y atribuirme torcidos intereses.



Ante el Senado, al comenzar la discusión, fui claro y categórico para rechazar las acusaciones que se me hacían. Sin embargo, esa campaña ha continuado a través de las llamadas “redes sociales”.



Se ha distorsionado la verdad mediante una campaña de alto costo, con la cual se pretende presentarnos divididos entre los que están por favorecer los intereses mezquinos de unos pocos y los que defienden los intereses de Chile.



¿Quién ha financiado esta campaña? 



Algún día sería bueno saber por qué una empresa, que se ha mencionado varias veces en el transcurso del debate, ha estado tan interesada en la campaña de que hemos sido testigos.



El proyecto de ley que se está aprobando, en mi opinión, desmiente lo que se ha afirmado en tal campaña.



Basta leer las opiniones expresadas en la prensa por los representantes de las pesquerías industriales, quienes han rechazado esta iniciativa en la forma como está siendo aprobada.



Aquí, en el Senado, en mi concepto, se ha corregido lo aprobado en su momento por la Cámara de Diputados, en lo que se refiere precisamente a las empresas industriales. Puede que no sea lo óptimo para algunos o lo bueno para otros. Pero ello no permite descalificar a los otros por sus opiniones divergentes.



En efecto, el artículo 1° del proyecto establece la plena soberanía del Estado sobre el mar territorial, de forma tal que aquel es el único que puede determinar las condiciones en que se pesca, cómo se fiscaliza y qué derechos tienen quienes han sido autorizados a apropiarse de los recursos pesqueros.



Nada se decía al respecto antes de esta iniciativa y tampoco en el texto despachado por la Cámara de Diputados.



Asimismo, el objetivo de sustentabilidad quedó mejor establecido en este proyecto que en la legislación vigente o en el texto despachado por la otra rama del Parlamento. 



Además, dispusimos que las cuotas de pesca no fueran fijadas por los Consejos Zonales, porque ahí los mismos incumbentes podían definirlas. Para ello, se crearon los Comités Científicos Técnicos, aun cuando estos no sean tan fuertes e importantes como quisiéramos. Pero ahora existen.



Se declara que los permisos o las licencias de pesca serán temporales: por 20 años. En cambio, como se ha recordado, la leyes de 1991 y de 2001 -fueron votadas a favor por muchos de los parlamentarios que hoy rechazan este proyecto- consagraban permisos indefinidos. Y la iniciativa que nos envió la Cámara de Diputados mantenía estos permisos.



Aquí limitamos la autorización de pesca industrial a 20 años.



La diferencia entre nosotros es que unos querían 25 años; otros 10, y otros 15. Al final se aprobaron 20 años. Todos estábamos de acuerdo en los permisos temporales. La discrepancia era de años más o años menos. ¿Hace ello que unos estén más con la historia o con el bien común que otros?



Se establece que los permisos por 20 años son renovables, siempre que se cumplan las exigencias que la ley fija. Se ha afirmado que la renovación opera en forma automática, ad aeternum, indefinidamente. No lo entiendo así. Son renovables de acuerdo con lo que disponga la legislación vigente. Así lo estipula el proyecto que estamos aprobando: al momento de la renovación se determina si se cumplen las condiciones para ello.



Esa es la misma norma que se aplica, en la gran mayoría de los casos, para las concesiones otorgadas por el Estado. ¿Por qué no se puede renovar el permiso a alguien si ha cumplido con la ley? ¿Por qué se le podría impedir seguir en esa actividad?



La iniciativa que venía de la Cámara de Diputados no aceptaba ningún tipo de licitación. Nosotros, en cambio, hemos establecido licitación del 15 por ciento de la fracción industrial a todo evento, salvo la corrección hecha por la Comisión Mixta para las pesquerías colapsadas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional para terminar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Gracias, señor Presidente.



Se propuso lo anterior porque eso también permite resguardar la sustentabilidad. ¿Cómo se va a licitar una pesquería si está colapsada?



Se ha dicho que habrá licitación a todo evento, incluso respecto de esas pesquerías, pero cuando sean recuperadas. A mí me parece bien.



Estoy conforme con lo que he hecho y soy consciente de que he votado en este proyecto defendiendo los intereses de los pescadores artesanales de mi Región, con los cuales me he reunido. Ellos están de acuerdo con lo que hemos determinado: exclusividad de la primera milla para los artesanales; la no perforación de las 5 millas; la no posibilidad de pesca en las zonas contiguas sin autorización de los pescadores artesanales del sector; la exigencia del posicionador satelital; la certificación de la actividad para los pescadores semiindustriales; la mayor representación de los artesanales en los respectivos consejos zonales; la plataforma social, a pesar de que no es la que quisiéramos,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría dispone de un segundo minuto adicional para finalizar su intervención.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).-... y el compromiso, que es muy importante, de implementar el “INDAP pesquero”, organismo que podría apoyar realmente a la pesquería artesanal.



Señor Presidente, he tratado de ser claro ante esta injusta campaña que se ha orquestado en mi contra. 



Mi conducta de toda una vida en el servicio público ha sido siempre estar al servicio de lo que he estimado lo mejor para mi país. Dios me libre, por mí y por mi familia, si algún día hice lo contrario.



Excúseme el Senado por haberle quitado tiempo para tratar un asunto personal en la tramitación de este proyecto.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, como uno nunca sabe cuánta gente está viendo en vivo esta sesión, es muy importante dejar algunas materias claras, en especial para la historia fidedigna de la ley.



Después de 30 años y -digámoslo- de 19 sesiones de Sala en la Cámara Diputados y en el Senado, estamos poniéndole el cascabel al gato, haciéndonos cargo de un problema que venía arrastrándose desde hace muchos años, y que ahora de verdad queda resuelto.



Por lo mismo, me atrevo a decir que esta es una muy buena iniciativa. Claro, a lo mejor a unos nos habría gustado que fuera mejor en algún sentido o en otro, pero, en general y en particular, podemos afirmar que hemos elaborado un buen proyecto, que innova en materias sustantivas.



Por de pronto, destaco que se introduce a la licencia de pesca dos grandes condiciones.



La primera es el concepto de sustentabilidad. Aparece este término por primera vez en la historia en este ámbito. No por casualidad Greenpeace, Oceana y muchas ONG han aplaudido de pie esta iniciativa. Lo han hecho porque se incorpora el concepto de sustentabilidad.



Quiero aclarar -por su intermedio, señor Presidente- al Senador Quintana que los Comités Científicos Técnicos y el Instituto de Fomento Pesquero sí tienen financiamiento. Ello se encuentra consignado en el informe financiero que acompaña al proyecto. Y es el Ministerio de Economía, y no la Subsecretaría, el organismo que administrará ese presupuesto.



La segunda condición es la protección a los trabajadores, concepto con el que muchos hacen gárgaras. En esta iniciativa vienen normas específicas, que apuntan concretamente a tal finalidad.



Me quiero referir al artículo 26 B, en el que se establecen las causales de caducidad. Su letra c) expresa: “El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de cuatro o más condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo”, etcétera.



Esta disposición fue redactada a pedido del sector laboral. Establece causales objetivas. Va en beneficio exclusivo de sus derechos. Es inédita.



Por lo mismo, me atrevo a decir que el que nos ocupa es un muy buen proyecto de ley, el cual descansa en dos grandes pilares: la sustentabilidad y la protección de los trabajadores.



Además, se contemplan otros conceptos, otras normas muy novedosas, que es importante recordar.



Por de pronto, se consagra la licitación de un 15 por ciento.



Pero, asimismo, se termina el oligopolio, al cual tanto se ha hecho referencia.



Las cuotas son ahora divisibles y transferibles, algo muy relevante y que constituye una garantía para que no siga la concentración.



Los derechos de pesca dejan de ser perpetuos.



Para la Región de Coquimbo se establece -ya lo dijo el Senador señor Pizarro- una modalidad a fin de que opere la perforación, lo que es fundamental, de nuevo, para los más chicos: los artesanales, los boteros. Por lo mismo, nos parecía que ello debía quedar plasmado en el texto. Y así fue.



Finalmente, cabe consignar el compromiso, ya no de legislar en cinco o seis meses más sobre el “INDAP pesquero”, sino de sentarnos acá en tres meses para sacar adelante una iniciativa que se haga cargo, como todos queremos, del fomento, de la capacitación y del perfeccionamiento de los pequeños, de los pescadores artesanales.



Por todo lo dicho, señor Presidente, estamos ante un muy buen articulado -no frente a uno malo-, que va a resolver numerosos problemas que venían arrastrándose durante muchos años.



Eso mismo determina que sea justo felicitar a todos los que han participado en el acuerdo: a los asesores del Ministerio, quienes han trabajado incansablemente; a Diputados y Senadores de las distintas bancadas, y, por cierto, al Gobierno y al Presidente de la República, quien impulsó el proyecto hasta ahora para que fuera posible convertirlo en ley.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde el uso de la palabra al Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, presento excusas a la Sala por referirme a un asunto personal, relacionado con lo que expresó el Senador señor Zaldívar.



Todos saben que ambos, en el debate sobre la pesca, registramos diferencias en la votación, a pesar de pertenecer al mismo Partido y a la misma bancada. Pero coincidimos en que Su Señoría tiene derecho a limpiar su nombre frente a agravios, a ataques, a la difusión de falsedades que nunca se prueban y que, en consecuencia, terminan en las redes sociales, las que dan lugar a otro tipo de discusión que tenemos que hacer.



Quisiera resaltar lo que ha dicho.



Cabe considerar que esté equivocado, pero lo que nadie puede hacer es recurrir al sigilo para dañar la honra de un Senador.



Hago público mi respaldo a lo manifestado por mi Honorable colega.



Muchas gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (23 votos a favor, 7 en contra, 4 abstenciones y un pareo), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Navarro y Quintana.



Se abstuvieron las señoras Allende y Alvear y los señores Bianchi y Muñoz Aburto.



No votó, por estar pareado, el señor Tuma.

El señor ESCALONA (Presidente).- Habiéndose cumplido el objeto de la sesión,... 

El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, por habernos encontrado en votación, se plantea una continuidad con la sesión citada en seguida, en la cual tenemos que ocuparnos en la solicitud de designación de un ministro de la Corte Suprema. Entiendo que ahora es posible un empalme y, de esa manera, resolver este otro asunto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Usted acaba de acercarse a la Mesa, Su Señoría, y quiero reiterarle lo que el señor Secretario le informó.



El artículo 55 del Reglamento señala: “Cuando la hora de término de una sesión coincida con la fijada para iniciar la siguiente, podrán empalmarse unas con otras, con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores presentes, siempre que estén destinadas a tratar proyectos de ley o de acuerdo”.



Como es de su conocimiento, la sesión de las 12:30 no estaba destinada a tratar ni un proyecto de ley ni un proyecto de acuerdo,...

El señor COLOMA.- ¿Este no es un acuerdo?

El señor ESCALONA (Presidente).- ... sino la designación de un ministro de la Corte Suprema, de manera que no es el caso.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir.

El señor COLOMA.- Entiendo que el concepto corresponde precisamente a lo que se ha planteado, no a la lógica restrictiva de reducirlo solo a proyectos de acuerdo. Justamente lo que hace el Presidente de la República es solicitar el acuerdo del Senado para tal efecto. A eso me refiero con la interpretación que expongo.



Si tengo razón, señor Presidente, le pido recabar los dos tercios de los Senadores presentes -no tengo idea de si se reúne ese quórum- para poder empalmar las sesiones. 



No creo que sea especialmente conflictivo resolver acerca del nombramiento de un ministro de la Corte Suprema, para lo cual fuimos especialmente citados por Su Señoría, conforme al Reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Procedí con la mejor voluntad, a petición del Comité Renovación Nacional, sabiendo expresamente que se corría un riesgo. Mi intención era citar para las 15:30, lo que ya no puedo hacer, porque deben mediar cuatro horas como mínimo.



El artículo 55 hace referencia a que “la hora de término de una sesión coincida con la fijada para iniciar la siguiente”. Su Señoría convendrá conmigo en que eso ocurrió hace 40 minutos.

El señor COLOMA.- Estábamos en votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Una interpretación mínimamente razonable del Reglamento permite concluir, por lo tanto, que no se cumple ninguna de las dos condiciones que señala la disposición citada: quedó atrás la hora de inicio de la sesión, que era las 12:30, y la finalidad no era tratar proyectos de ley ni de acuerdo, sino un oficio del Presidente de la República para la designación de un ministro de la Corte Suprema.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, debo manifestar mi diferencia de opinión respecto de su interpretación del artículo 55.



Y quisiera pedir también el parecer al respecto del señor Secretario.



Al decidir si aprobamos o no una propuesta del Ejecutivo para un nombramiento determinado, adoptamos un acuerdo. Lo que hace esta Corporación es despachar proyectos de ley, y un asunto que no reviste tal carácter da lugar a esa otra resolución. Una designación genera siempre un acuerdo. No hay otro tipo de determinación.



En consecuencia, el requisito se cumple.



Por otro lado, coincidieron el término de una sesión y el inicio de otra, pero no era posible interrumpir la votación, de modo que no se pudo aclarar que tenía que verificarse el empalme. Mas eso no obsta a que el señor Presidente pueda hacerlo ahora, lo que permitirá resolver el punto.



No sé si existe alguna razón de fondo, alguna inconveniencia particular, que impide decidir una cuestión sencilla, la cual demanda un solo pronunciamiento y ha sido objeto de un informe de la Comisión de Constitución, que recibió en audiencia al candidato propuesto por el Ejecutivo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Es responsabilidad del Presidente de la Corporación la interpretación del Reglamento. De acuerdo con el artículo 55, no procede el empalme de sesiones.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó la sesión a las 13:9.






Patricio Fernández Ruiz-Tagle,





       Jefe de la Redacción subrogante

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 360

ACTAS APROBADAS

SESIONES 79ª y 80ª, ORDINARIA Y ESPECIAL, RESPECTIVAMENTE, EN MIÉRCOLES 28 DE NOVIEMBRE DE 2012

(Empalmadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 55 del Reglamento del Senado)


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Pablo Longueira, respectivamente. Asisten, también, de la Subsecretaría de Pesca, el Subsecretario, señor Pablo Galilea; el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio, y las asesoras, señoras María Alicia Baltierra y Mónica Ríos.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 61ª, de 19 de noviembre, y 62ª y 63ª, de 20 de noviembre, respectivamente, todas especiales y del presente año, que no han sido observadas. 

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, inicia un proyecto de reforma constitucional que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales (Boletín Nº 8.715-06). 


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el segundo, hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de la tramitación del proyecto de reforma constitucional que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales (Boletín Nº 8.715-06).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio

Del señor Presidente del Directorio de EFE


Da respuesta a una petición, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la factibilidad de disponer la detención de trenes en la comuna de San Javier.


- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.754, permitiendo la incorporación del personal de los establecimientos municipales de salud a las prestaciones de bienestar, y autorizando la constitución de servicios de bienestar separados por entidad administradora (Boletín N° 8.334-06) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Facultar al señor Presidente del Senado, en virtud del artículo 123 del Reglamento, para que, con relación al proyecto de ley que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley         N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21), pueda efectuar proposiciones a fin de realizar una discusión más acotada. 

_________


Enseguida, el señor Presidente saluda a los dirigentes de FENATS Unitaria, FENPRUSS, AJUNJI, CONFENATS, CONFUSAM y otros dirigentes del sector de la salud, que se encuentran en las tribunas. 

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita recabar el asentimiento de la Sala con el objeto de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales (Boletín N° 8.155-01).


La Sala acuerda abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, hasta el próximo lunes 3 de diciembre, a las 12:00 horas. 

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Cantero solicita recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el periodo que indica y una bonificación adicional (Boletín      N° 8.447-04). Así se acuerda.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos y otros beneficios que indica y modifica normas legales que señala, con informe de la Comisión de

Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.706-05, y urgencia de “discusión inmediata”.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es otorgar un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, así como concederles aguinaldos y otros beneficios que indica.


Destaca que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.


Informa que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Hacienda efectuó enmiendas al artículo 26 del proyecto, las que aprobó por la misma unanimidad recién mencionada.


Finalmente, señala que al proyecto se han presentado varias indicaciones, que se darán a conocer en su oportunidad. 

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados:

Artículo 26


Sustituir, en los incisos primero y segundo, la palabra “especial” por “de vacaciones”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi, Tuma, Horvath, Ruiz-Esquide y Gómez. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 33 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Allende, señores García, Sabag, Larraín Fernández, Bianchi, Chahuán, Zaldívar y García-Huidobro, señora Rincón y señores Quintana, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Se abstiene, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien fundamenta su decisión. 

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Horvath, Ruiz-Esquide y Gómez. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que corresponde iniciar la discusión en particular del proyecto. 


En primer término, declara inadmisibles las indicaciones presentadas por el Honorable Senador señor Horvath a los artículos 2°, 8°, 19 y la que propone un artículo nuevo. 

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que el Ejecutivo presentó dos indicaciones:


La primera de ellas, al artículo 26 para modificar el inciso primero del siguiente modo:


“1) Reemplázase la expresión “bruta” por “líquida”.


2) Intercálase entre la expresión “no exceda de” y el guarismo   “$ 1.927.314” la frase “una remuneración bruta de”.”.


El señor Secretario General aclara que la Secretaría entiende que la primera parte de la indicación, al emplear la palabra “bruta”, se refiere a la primera vez que aparece, porque se emplea en dos oportunidades. 


En primer término, el señor Presidente pone en discusión la indicación transcrita y ofrece la palabra al señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Seguidamente, señala el señor Secretario General que la segunda indicación de S.E. el Presidente de la República tiene por propósito intercalar un artículo 34, nuevo, del siguiente tenor:


“Incorpórase el siguiente artículo 34, nuevo:


“Artículo 34.- En la subasta a que se refiere el artículo 40 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, que se realice en el año 2012 para aplicarse durante el año 2013, del 10% de la cuota global de captura a licitar de la pesquería de bacalao de profundidad declarado en pesquería de desarrollo incipiente por decreto Nº 328, de 1992, del Ministerio de Economía; el 50 % de dicho porcentaje, se subastará entre los armadores artesanales inscritos en el registro artesanal de bacalao de profundidad. En este caso los armadores artesanales pagarán dos cuotas anuales en los meses de junio y diciembre, venciendo la primera en junio de 2013. 


El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior, constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas. 


Los permisos extraordinarios de pesca que adquieran los armadores artesanales producto de esta subasta sólo serán transferibles entre armadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad. 


Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivo los permisos extraordinarios de pesca que se adjudiquen o adquieran los armadores artesanales deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas. 


Los remanentes no asignados a los armadores artesanales en la subasta a que se refiere el inciso anterior, se subastarán entre los interesados de conformidad con el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura antes citado.”.”. 

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la indicación transcrita y hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Frei y el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es aprobada por 30 votos a favor y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Orpis, Muñoz Aburto y Pérez Varela.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión. 

- - -


Enseguida, se presenta una indicación del Honorable Senador señor Horvath al inciso primero del artículo 34, nuevo, con la finalidad de agregar a continuación de las palabras “de profundidad” -la segunda vez que aparecen- “y pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal en una o más pesquerías en la XI Región de Aysén y XII Región de Magallanes”, que por ser de iniciativa del Ejecutivo es recogida en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, y es aprobada, con ajustes de redacción, con la misma votación anterior.

- - -


A continuación, el señor Presidente manifiesta que el Honorable Senador señor Muñoz Aburto ha solicitado la reconsideración de la inadmisibilidad de las indicaciones números 1 y 2, declarada en la Comisión de Hacienda, y expresa que, también, a su juicio, son inadmisibles. 


Luego, señala que el citado señor Senador ha solicitado, de acuerdo al artículo 25 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que la Sala se pronuncie sobre la declaración de inadmisibilidad.


Puesta en votación la inadmisibilidad de las indicaciones mencionadas, es aprobada por 21 votos a favor y 5 en contra. 


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro y Walker (don Patricio).

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Enseguida, se aprueba el resto del proyecto por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2012, un reajuste de 5 % a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2012.


Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes         Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $ 44.226.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2012 sea igual o inferior a $ 580.466.- y de $ 23.466.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.


Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2013 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2013, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $ 56.941.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2013, sea igual o inferior a $ 580.466.-, y de $ 39.665.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.


Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley       Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $ 55.526.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $ 27.763.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2013. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2013, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 23.224.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $ 580.466.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 15.- Concédese durante el año 2013, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 16.- Durante el año 2013 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de         $ 96.504.-


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Artículo 17.- Increméntase en $ 3.365.000 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2012. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2012.


Artículo 18.- Sustitúyense, a partir del 1 de enero del año 2013, los montos de "$ 234.743-”, “$ 266.215.-” y “$ 286.349.-”, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por “$ 247.184”, “$ 280.324”, y “$ 301.526”, respectivamente.


Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13 los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.927.314.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2013, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $ 49.500.


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2013, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.


Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2013, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2013, de $ 15.400. Este aguinaldo se incrementará en $ 7.900.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditada como causante de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2013 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2013, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2013 de $ 17.700. Dicho aguinaldo se incrementará en $ 10.000.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio  para  las personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley    N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de  Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes. 


Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2013, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $ 203.955.- trimestrales.


Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.


La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.


Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2012"  por "y enero del año 2013,", y


b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2013" por "2014".


Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2012, y cuyo monto será de $ 185.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2012 sea igual o inferior a $ 631.800, y de $92.500 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $ 1.927.314. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.


Artículo 26.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono de vacaciones no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de enero de 2013, y cuyo monto será de $ 60.000 para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2012 sea igual o inferior a      $ 580.466, y de $ 40.000 para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de una remuneración bruta de $ 1.927.314. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida la referida en el artículo 19 de la presente ley.


El bono de vacaciones que concede este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 27.- El mayor gasto que represente en el año 2012 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.


El gasto que irrogue durante el año 2013 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8°, 13, 14 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2013 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2013. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 28.- Agrégase en el artículo 102 de la ley N° 20.529, a continuación de la expresión “1980”, lo siguiente: “, Título I y sus modificaciones y las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 9° y 12 de la ley N° 20.212, en el artículo 5° de la ley N° 19.528 y en el artículo 17 de la ley N° 18.091, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes”.


Artículo 29.- Para la concesión del componente variable de la asignación por desempeño del artículo 9° de la ley N° 20.212 durante el año 2014, las autoridades que correspondan deberán dar cumplimiento a los procedimientos que se fijan en los incisos cuarto y siguientes del mismo artículo, dentro de los noventa días siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley. El período de ejecución de las metas de eficiencia institucional correspondiente al año 2013, será aquél comprendido entre la fecha del decreto supremo que las fije y el 31 de diciembre del año 2013.


Artículo 30.- El desahucio, que de conformidad al artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley     N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, a que tuvieren derecho los funcionarios traspasados desde el Ministerio de Educación a la Superintendencia de Educación, en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del mismo Ministerio, se calculará sobre el sueldo base y la asignación de antigüedad correspondiente al grado que tenían a la fecha de traspaso cuando los nuevos sueldos base, en dicha Superintendencia, sean inferiores. 


Lo dispuesto en el inciso precedente, se aplicará en la medida que se mantenga la situación antes descrita.


Artículo 31.- El reajuste previsto en el artículo 1° de la presente ley se aplicará a las remuneraciones que los funcionarios perciban por concepto de planilla suplementaria, en la medida que ésta se haya originado con ocasión de traspasos de personal entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base o por modificación del sistema de remuneraciones de la institución a la cual pertenece el funcionario. 


Artículo 32.- Los funcionarios que sean beneficiarios de la bonificación adicional  que conceden los artículos 5° de las leyes N° 20.589 y  N° 20.612, tendrán derecho a un bono especial por trabajos pesados, si se encuentran afiliados al Sistema de Pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, por los años que se hayan desempeñado en labores calificadas como pesadas conforme al artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980, y cotizado al efecto, según el artículo 17 bis del señalado decreto ley. 


El bono especial por trabajos pesados será de 10 UF por cada año de desempeño efectivo de trabajo pesado calificado como tal, sobre el que se hubiera cotizado, con un tope de 100 UF, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


Se deberá solicitar acompañando la calificación correspondiente y los certificados de la cotización efectuada, conjuntamente con la postulación a los beneficios del plan de retiro. Los funcionarios o ex funcionarios que ya hayan sido seleccionados para percibir la bonificación adicional de los artículos 5° de las leyes citadas, como también aquellos que ya hayan concretado la renuncia voluntaria al cargo, tendrán un plazo 30 días desde la publicación de esta ley para acreditar el cumplimiento de los requisitos y requerir el bono. 


Los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980, y por la ley N° 18.883 y el personal de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, tendrán derecho al mismo beneficio concedido en los incisos anteriores, con iguales requisitos, si se les otorgare un plan de retiro por renuncia voluntaria al cargo, que contemple una bonificación adicional por una sola vez, de cargo fiscal. 


El mayor gasto será fiscal y se financiará en su primer año con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos. De aprobarse el beneficio para el personal del inciso anterior, se financiará con cargo a los presupuestos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y de Educación, respectivamente, pudiendo suplementarse de igual forma.


Artículo 33.-  Créanse en el escalafón de Oficiales Profesionales de Línea de la Planta de Oficiales de la Policía de Investigaciones de Chile, establecido en el artículo 1° de la ley N° 19.586, 862 nuevos cargos de Subinspector grado 12°, pasando el número total de cargos de dicho grado de “900” a “1.762”.


Rebájanse en 862 el número de Detectives grado 13° que han ingresado a la planta institucional conforme a lo dispuesto en la glosa 01, b) del presupuesto aprobado para la policía de investigaciones por las leyes de Presupuestos del Sector Público de los años 2008, 2009, 2010, 2011 y 2012, leyes N°s 20.232, 20.314, 20.407, 20.481 y 20.557, respectivamente.


Artículo 34.- En la subasta a que se refiere el artículo 40 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, que se realice en el año 2012 para aplicarse durante el año 2013, del 10% de la cuota global de captura a licitar de la pesquería de bacalao de profundidad declarado en pesquería de desarrollo incipiente por decreto N° 328, de 1992, del Ministerio de Economía, el 50% de dicho porcentaje se subastará entre los armadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal de bacalao de profundidad y los pescadores artesanales inscritos en el Registro Artesanal de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de la XII Región de Magallanes y la Antártica Chilena. En este caso los armadores artesanales pagarán dos cuotas anuales en los meses de junio y diciembre, venciendo la primera en junio de 2013.


El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior, constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas. 


Los permisos extraordinarios de pesca que adquieran los armadores artesanales producto de esta subasta sólo serán transferibles entre armadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad.


Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivo los permisos extraordinarios de pesca que se adjudiquen o adquieran los armadores artesanales deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas.


Los remanentes no asignados a los armadores artesanales en la  subasta a que se refiere el inciso anterior, se subastarán entre los interesados de conformidad con el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura antes citado.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que otorga una asignación asociada al mejoramiento del trato a los usuarios para los funcionarios pertenecientes a las plantas de técnicos, administrativos y auxiliares de los establecimientos de los servicios de salud, con informes de las

Comisiones de Salud y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.660-11 y urgencia de “discusión inmediata”.


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es otorgar una asignación asociada al nivel de satisfacción de la población en lo tocante a sus necesidades y expectativas, e instalar un sistema objetivo de medición de la satisfacción y percepción de los usuarios de ese sistema. 


Destaca que la Comisión de Salud discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte. 


Agrega que la Comisión de Hacienda, por su parte, lo aprobó en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Salud, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores García y Uriarte, y una abstención, del Honorable Senador señor Lagos. 


Finalmente, hace presente que el proyecto debe aprobarse primero en general y después se discuten en particular sólo los artículos respecto de los cuales se pide votación separada y aquellos en los que han recaído indicaciones. A este respecto, el Honorable Senador señor Navarro pidió votar en forma separada el inciso tercero del artículo primero transitorio. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación en general el proyecto, que es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes. 

- - -


Luego, se pone en discusión en particular, otorgándose la palabra a los Honorables Senadores señor Lagos, señora Rincón y señores Chahuán, Zaldívar, Uriarte, Navarro, Rossi, Horvath, Walker (don Patricio), Gómez, Girardi y Bianchi.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita remitir oficio al señor Ministro de Salud -en nombre de la Sala- a objeto de hacerle presente la inquietud del Senado, porque el sector de profesionales, en esta oportunidad, queda excluido del beneficio. Así se acuerda. 

- - -


Cerrado el debate y puestas en votación en particular todas las disposiciones del proyecto, salvo aquella para la cual se pidió votación separada, se aprueban por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la norma para la cual se pidió votación separada, la que es aprobada con la misma votación anterior, pero con el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese, a contar de la publicación de esta ley, para el personal auxiliar, técnico y administrativo, sea de planta o a contrata, de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, regidos por la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, y por el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación anual en relación a los resultados obtenidos en el proceso de evaluación de la calidad del trato a los usuarios en los establecimientos señalados.


Para los efectos de la presente ley se entenderá por “establecimiento” las dependencias de los servicios de salud, hospitales, institutos, centros de diagnóstico terapéutico, centros de referencia de salud, centros de salud, consultorios y centros de salud familiar, como asimismo las direcciones de los servicios de salud, en las cuales se incluirán las direcciones de atención primaria.


Artículo 2°.- Corresponderá la asignación establecida en el artículo 1° al personal que se encuentre en servicio en cada uno de los establecimientos a la fecha de pago de aquélla y que haya prestado servicios para una o más de las entidades señaladas en el artículo anterior, sin solución de continuidad, durante los once meses anteriores a dicha fecha.


Artículo 3°.- El otorgamiento de la asignación que establece la presente ley se sujetará a las reglas siguientes: 


a) Se concederá en función del mejoramiento del trato a los usuarios de los establecimientos pertenecientes a los servicios de salud referidos en el inciso segundo del artículo 1°, y se determinará mediante el resultado obtenido de la aplicación del instrumento de evaluación contemplado en los literales siguientes.


b) La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir el instrumento de evaluación, el que podrá ser actualizado cada tres años. Dicho instrumento deberá contener la aplicación de una encuesta de percepción del trato a los usuarios de los establecimientos de los servicios de salud.


c) La aplicación del instrumento de evaluación será efectuada anualmente por expertos externos a los servicios de salud. La contratación de dichos expertos se efectuará por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a través del procedimiento dispuesto en la ley Nº 19.886, y será de su cargo. La aplicación de dicho procedimiento será de responsabilidad de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. Con todo, las bases técnicas de la respectiva licitación deberán contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.


d) El instrumento de evaluación se aplicará respecto de los usuarios mayores de 15 años que hayan recibido atención en los servicios de salud durante el período de aplicación del respectivo instrumento. La selección muestral será aleatoria y representativa de los servicios de salud evaluados, conforme a la metodología que determine el respectivo reglamento.


e) Los establecimientos a que se refiere la letra a), que hubieren obtenido en el instrumento de evaluación a lo menos un puntaje de 60% o su equivalente, se ordenarán en forma decreciente según el puntaje obtenido en la aplicación de dicho instrumento, clasificándose en los tres niveles siguientes:


Nivel 1: el 33% de los establecimientos que hayan obtenido los mejores resultados en el proceso de evaluación.


Nivel 2: el 33% siguiente de los establecimientos.


Nivel 3: el 34% restante de los establecimientos, hasta completar el 100%.


Con todo, los establecimientos señalados en el artículo 1°, para acceder al beneficio, deberán alcanzar en el instrumento de evaluación, a lo menos, un puntaje del 60% o su equivalente.


f) Los expertos externos señalados en el literal c), una vez aplicado el instrumento de evaluación, deberán entregar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales el resultado de dicha aplicación y los demás antecedentes que se definan en las respectivas bases de licitación.


g) El proceso de evaluación se efectuará en el primer semestre de cada año. Con todo, los períodos de evaluación que se establezcan no podrán ser distintos para los establecimientos de salud.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará los contenidos mínimos, aspectos y metodología que deberá considerar el instrumento de evaluación, los elementos y procedimientos que deberá contemplar, como también cualquier otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento de la asignación establecida por esta ley.


El citado reglamento deberá dictarse dentro de los 120 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Para efectos de proceder al pago de la asignación el Subsecretario de Redes Asistenciales, mediante resolución exenta visada por la Dirección de Presupuestos, determinará un listado con los establecimientos que corresponda ubicados en orden decreciente en tres niveles, de acuerdo al puntaje obtenido en la aplicación del instrumento de evaluación señalado en el artículo 3°.


El monto anual de la asignación corresponderá a $ 255.000 para aquellos funcionarios de establecimientos ubicados en el primer nivel, a           $ 190.000 para aquéllos situados en el segundo nivel, y a $ 125.000 para aquéllos ubicados en el tercer nivel.


El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.


La asignación se pagará en una sola cuota al personal señalado en el artículo 2°, a más tardar el día 30 de noviembre de cada año.


Artículo 5°.- No tendrán derecho a percibir la asignación que establece esta ley los funcionarios que sean calificados en lista 3, condicional, o lista 4, de eliminación, en el período calificatorio inmediatamente anterior a la fecha del pago de la asignación. Tampoco tendrán derecho a esta asignación los funcionarios que hayan tenido ausencias injustificadas conforme a lo establecido en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó por el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, en los once meses anteriores al pago de la asignación.


Artículo 6°.- Respecto de los funcionarios que, de conformidad al artículo 110 del mencionado Estatuto Administrativo, hayan hecho uso de un permiso sin goce de remuneraciones durante los once meses anteriores al pago de la asignación, ésta será pagada proporcionalmente a los meses completos efectivamente trabajados.


Artículo 7°.- Esta asignación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal y el monto que los funcionarios perciban por su concepto tendrá carácter tributable e imponible para efectos de salud y pensiones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Excepcionalmente, el primer pago de la asignación establecida en el artículo 1° será por un monto único de $ 190.000 para cada funcionario de los establecimientos señalados en el inciso segundo de dicha norma. Esta asignación no estará sujeta a la aplicación del instrumento de evaluación a que se refiere esta ley. Para estos efectos será aplicable lo dispuesto en los artículos 2°, 5° y 6° de la presente ley.


El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.  


El monto señalado en el inciso primero no será tributable ni imponible para efectos de salud y pensiones, y no servirá de base de cálculo para beneficio o remuneración alguna.


Artículo segundo.- El primer año de aplicación del instrumento de evaluación que establece esta ley corresponderá al año calendario siguiente a aquél en que se realice el pago señalado en el artículo anterior.


Para efectos del otorgamiento de la asignación establecida en el artículo 1° de esta ley, durante el primer año de aplicación del instrumento de evaluación, los establecimientos deberán alcanzar un puntaje de 50% o su equivalente, como mínimo.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a los recursos establecidos en el presupuesto del Ministerio de Salud y, en lo que faltare, con cargo a la partida Tesoro Público.”.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea una asignación asociada al mejoramiento de la calidad de trato al usuario, para los funcionarios regidos por el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, con informes de las

Comisiones de Salud y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.661-11 y urgencia de “discusión inmediata”.


Agrega que la Comisión de Salud discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Ruiz-Esquide y Uriarte.

- - -


Seguidamente, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Salud:

Artículo 6°


Suprimir la siguiente oración: “; los funcionarios que hayan tenido ausencias injustificadas en los once meses anteriores al pago de la asignación, conforme a lo establecido en la ley N° 19.378 que Establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo transitorio


Sustituir, en el inciso tercero, el guarismo “60%” por “50%”. 
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Bianchi.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes. 

- - -


Luego, se pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión de Hacienda al artículo 6°, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Enseguida, se pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión mencionada al artículo segundo transitorio, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Establécese, para el personal regido por el Estatuto de Atención Primaria contenido en la ley N° 19.378, que se desempeñe en los establecimientos municipales de atención primaria de salud y en las entidades administradoras de salud municipal, que se encuentre contratado a plazo fijo o indefinido, una asignación anual en relación con los resultados obtenidos en el proceso de evaluación del mejoramiento en la calidad del trato al usuario en los establecimientos municipales de atención primaria de salud.


Artículo 2°.- La asignación establecida en el artículo 1° corresponderá al personal que se encuentre en servicio a la fecha de pago de aquélla, siempre que haya prestado servicios para una o más de las entidades o establecimientos de salud señalados en dicho artículo 1°, sin solución de continuidad, durante los once meses anteriores a su pago.


Artículo 3°.- El otorgamiento de la asignación que establece la presente ley se sujetará a las reglas siguientes: 


a) Se concederá en función del mejoramiento del trato a los usuarios de los establecimientos municipales de atención primaria de salud, el cual se determinará mediante el resultado obtenido de la aplicación del instrumento de evaluación establecido en los literales siguientes.


b) La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir el instrumento de evaluación, el que podrá ser actualizado después de tres años de uso. Dicho instrumento deberá contener la aplicación de una encuesta de percepción del trato a los usuarios de los establecimientos de salud municipal.


c) La aplicación del instrumento de evaluación será efectuada por expertos externos a los establecimientos municipales de atención primaria de salud. La contratación de dichos expertos se efectuará por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a través del procedimiento dispuesto en la ley             Nº 19.886, y será de su cargo. La aplicación del referido procedimiento será de responsabilidad de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. Con todo, las bases técnicas de la respectiva licitación deberán contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.


d) El instrumento de evaluación se aplicará respecto de los usuarios mayores de 18 años que hayan recibido atención en los establecimientos de salud municipal durante el período de la aplicación de dicho instrumento. La selección muestral se realizará en los establecimientos de salud municipal conforme a la metodología que determine el respectivo reglamento.


e) La primera aplicación del instrumento de evaluación constituirá la línea de base a considerar, la que permitirá constatar la mejora en el trato a los usuarios de los establecimientos en los años sucesivos.


f) Los establecimientos de atención primaria de salud municipal se ordenarán en forma decreciente de acuerdo al resultado comparativo obtenido entre el primer año de aplicación del instrumento de evaluación y el obtenido en cada año de aplicación del mismo, clasificándose de acuerdo a los siguientes tramos:


i. Tramo 1: el 33% de los establecimientos de salud que hayan obtenido los mejores resultados en el proceso de evaluación.


ii. Tramo 2: el 33% siguiente de los establecimientos de salud.


iii. Tramo 3: el 34% restante de los establecimientos de salud, hasta completar el 100%.


Con todo, los establecimientos de atención primaria de salud municipal, para acceder al beneficio, deberán alcanzar en el instrumento de evaluación un puntaje de, a lo menos, un 60% o su equivalente en la medición del trato a los usuarios.


g) En caso que dos o más establecimientos de salud obtuvieren el mismo puntaje final, la Subsecretaría de Redes Asistenciales procederá a resolver dicha situación aplicando criterios de desempate, tales como porcentaje de población inscrita en el establecimiento correspondiente al Grupo A contemplado en el artículo 160 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, condición de ruralidad u otras, materias que serán definidas para tal efecto en el reglamento.


h) Una vez aplicado el instrumento de evaluación, los expertos externos señalados en el literal c) deberán entregar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales el resultado de la evaluación y el ordenamiento decreciente de los establecimientos de atención primaria de salud municipal.


i) El proceso de evaluación se efectuará en el primer semestre de cada año. Con todo, el período de aplicación del instrumento no podrá ser distinto para los establecimientos municipales de atención primaria de salud.


j) Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará los contenidos mínimos y aspectos que deberá considerar el instrumento de evaluación, la metodología, los criterios de desempate a que alude el literal g), los factores de mejora continua, los elementos y procedimientos que deberá contemplar dicha evaluación, así como cualquier otra norma necesaria para el adecuado otorgamiento del beneficio.


El citado reglamento deberá dictarse dentro de los 90 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 4°.- Exclusivamente y para efectos de la aplicación del artículo 5°, el Subsecretario de Redes Asistenciales mediante resolución exenta visada por la Dirección de Presupuestos, determinará para cada año un valor hora de la asignación, dividiendo el monto señalado en el artículo 9° por la sumatoria de los factores siguientes:


a) Tres veces el total de horas contratadas mensualizadas de todos los establecimientos ubicados en el tramo 1, referido en el artículo anterior.


b) Dos veces el total de horas contratadas mensualizadas de todos los establecimientos ubicados en el tramo 2, referido en el artículo anterior.


c) El total de horas contratadas mensualizadas, de los establecimientos que quedaren ubicados en el tramo 3, referido en el artículo anterior. 


A más tardar el 30 de julio de cada año las entidades y establecimientos de salud deberán informar a la Subsecretaría de Redes Asistenciales, a través de los Servicios de Salud, el número total de horas del personal señalado en el artículo 1°, contratadas durante el primer semestre del año respectivo.


Artículo 5°.- El monto de la asignación para cada funcionario dependerá del tramo en que esté clasificado el establecimiento donde aquél se desempeñe, conforme a lo siguiente: 


1) La asignación de los funcionarios que se desempeñan en los establecimientos ubicados en el 33% mejor evaluado corresponderá a 3 veces el valor hora multiplicado por las horas de cada funcionario contratadas en dicho establecimiento.


2) La asignación de los funcionarios que se desempeñen en los establecimientos ubicados en el segundo 33% corresponderá a dos veces el valor hora multiplicado por las horas de cada funcionario contratadas en el respectivo establecimiento.


3) La asignación de los funcionarios que se desempeñen en los establecimientos ubicados en el 34% restante corresponderá al valor hora multiplicado por las horas de cada funcionario contratadas en el respectivo establecimiento.


Para efectos del pago se considerará el promedio de horas contratadas por el funcionario durante el primer semestre del año respectivo.


Todos los funcionarios del establecimiento de atención primaria de salud municipal o entidad administradora percibirán la asignación, sin distinción de categorías funcionarias, de conformidad al tramo de cumplimiento respectivo y, en todo caso, en proporción a las horas contratadas, con un máximo de 44 horas. 


La asignación se pagará en una sola cuota a más tardar conjuntamente con las remuneraciones del mes de noviembre de cada año.


Los recursos para el financiamiento de la asignación serán transferidos desde la Subsecretaría de Redes Asistenciales a los Servicios de Salud y de éstos a los establecimientos municipales de atención primaria y a las entidades administradoras de salud municipal, según corresponda, para efectos de proceder al pago de la asignación.


Artículo 6°.- No tendrán derecho a percibir esta asignación los funcionarios que sean calificados en lista 3, condicional, o lista 4, de eliminación. 


Artículo 7°.- Respecto de los funcionarios que, de conformidad al artículo 17 de la mencionada ley N° 19.378, hayan hecho uso de un permiso sin goce de remuneraciones durante los once meses anteriores al pago de la asignación, ésta será pagada proporcionalmente a los meses completos efectivamente trabajados y de acuerdo a su jornada.


Artículo 8°.- La asignación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal y el monto que los funcionarios perciban por concepto de la asignación de trato al usuario tendrá carácter tributable e imponible para efectos de salud y pensiones.


Artículo 9°.- Los recursos presupuestarios de que trata esta ley sólo podrán concederse hasta por un monto máximo anual de $ 7.500.000.- miles, cantidad que se reajustará anualmente en el mismo porcentaje que se determine para el reajuste de las remuneraciones del sector público. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Excepcionalmente, el primer pago de la asignación establecida en el artículo 1° será por un monto único de $ 180.000 para cada funcionario de las entidades y establecimientos señalados en la referida disposición. Dicha asignación no estará sujeta a la aplicación del instrumento de evaluación a que se refiere esta ley. Para estos efectos será aplicable lo dispuesto en los artículos 2°, 6° y 7° de la presente ley.


El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.


El monto señalado en el inciso primero no será tributable ni imponible para efectos de salud y pensiones, y no servirá de base de cálculo para beneficio o remuneración alguna.


Artículo segundo.- El primer año de aplicación del instrumento de evaluación que establece esta ley corresponderá al año calendario siguiente a aquél en que se realice el pago señalado en el artículo anterior. 


Para efectos del otorgamiento de la asignación establecida en el artículo 1° de esta ley, durante el primer año de aplicación del instrumento de evaluación, los establecimientos municipales de atención primaria de salud se dispondrán en función del ordenamiento decreciente de los puntajes obtenidos en la aplicación de dicho instrumento.


Con todo, para acceder al beneficio, los establecimientos de atención primaria de salud municipal deberán alcanzar en el instrumento de evaluación, a lo menos, un puntaje del 50% o su equivalente en la medición del trato a los usuarios.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a los recursos establecidos en el presupuesto del Ministerio de Salud y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, certificado de la Comisión de

Hacienda y certificado de las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y

Acuicultura, unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar la discusión en particular del asunto de la referencia y solicita autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, y de los asesores de esa Subsecretaría. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.091-21 y urgencia de “discusión inmediata”.

- - -


Se deja constancia de que todas las referencias de esta Acta están realizadas a la numeración propuesta al proyecto por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, salvo que se indique otra cosa.

- - -


En primer término, el señor Presidente señala que en la sesión anterior quedó pendiente la votación de la modificación propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura al numeral 39) del ARTÍCULO 1° del proyecto.


Puesta en votación tal enmienda, es aprobada por 20 votos a favor y 3 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio). 


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Gómez y Muñoz Aburto. 

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que se ha llegado a un consenso para tratar las siguientes materias en forma separada: numerales 40); 42); 46), nuevo; 47); 59); 75); 120); 123), nuevo, y 124) del ARTÍCULO 1° del proyecto, ARTÍCULOS segundo, quinto, décimo cuarto y décimo octavo transitorios, y las indicaciones N°s 364, 799 y 829.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las normas pendientes que tienen carácter de ley orgánica constitucional, que son aprobadas por 24 votos favorables y 4 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los siguientes numerales: 58), en lo relativo al artículo 55 K; 103), 107), letra a), y 108), nuevos, y 120), en lo referido a sus artículos 153 y 154, todos del ARTÍCULO 1° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto y Navarro. 

- - -


Terminada la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Lagos y Sabag. 

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación todas las demás normas pendientes del proyecto, con la sola excepción de aquellas para las que se acordó votación separada, siendo aprobadas por 26 votos favorables y 4 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los siguientes preceptos: N°18); N° 43); N° 45); N° 46), nuevo; N° 50); N° 56); N° 58), todos sus artículos menos el artículo 55 K; N° 62), nuevo; N° 64); N° 72), nuevo, y N° 115), todos del ARTÍCULO 1°; ARTÍCULOS 6° y 7° permanentes, y ARTÍCULOS duodécimo transitorio; décimo tercero transitorio; décimo octavo transitorio; vigésimo primero transitorio; vigésimo sexto transitorio, y vigésimo octavo transitorio.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto y Navarro. 

- - -


El señor Presidente anuncia que corresponde pronunciarse respecto de los preceptos para los cuales se pidió votación separada. 


En primer término, se pone en votación el numeral 40) del ARTÍCULO 1° del proyecto, que es aprobado por 23 votos a favor, 4 abstenciones y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Novoa y Lagos.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona, Gómez y Muñoz Aburto. 


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Gómez.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra, debidamente autorizada, la asesora señora Ríos.

- - -


Enseguida, se pone en discusión la modificación propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura al numeral 42) del ARTÍCULO 1° del proyecto, y la indicación N° 364 renovada, y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Rincón y señor Prokurica y al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate se somete a votación, en primer término, la indicación renovada, que es rechazada por 19 votos en contra y 8 a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio).


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto y Navarro. 


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Luego, se pone en votación la modificación señalada, que es aprobada por 23 votos a favor y 3 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Pizarro, Orpis y Uriarte.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez y Muñoz Aburto. 

- - -

A continuación, el señor Presidente pone en votación la incorporación de un numeral 46), nuevo, propuesto por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura al ARTÍCULO 1° del proyecto, al que las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas, a su vez, le introdujeron modificaciones. El citado numeral y las aludidas enmiendas se aprueban con la misma votación anterior.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión el numeral 59) del ARTÍCULO 1° del proyecto y las modificaciones propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, otorgándose el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro y al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate y puestos en votación los referidos preceptos, son aprobados por 25 votos a favor y 2 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath, Lagos y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Gómez, quienes fundamentan su decisión.

- - -


A continuación, se ponen en discusión las modificaciones propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura al numeral 75) del ARTÍCULO 1° del proyecto, en lo relativo al artículo 92, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Rincón y señor Navarro. Interviene, también, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate y puestas en votación las modificaciones, son aprobadas por 23 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi y Muñoz Aburto. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la supresión de la oración final del inciso quinto del artículo 50, en que recae la modificación propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura al numeral 47) del ARTÍCULO 1° del proyecto -que comienza diciendo “En caso de que no exista acuerdo”-, para la cual se ha pedido votación separada, otorgando el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Rincón y señores Zaldívar, Bianchi, Pizarro y Horvath. Interviene, también, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

Cerrado el debate y puesta en votación la eliminación de la oración señalada, es aprobada por 21 votos a favor, 7 en contra y un pareo. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Cantero, Coloma, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, García-Huidobro, Novoa, Pérez Varela y Uriarte. 


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina. 

- - -


Luego, se pone en discusión la supresión del inciso cuarto del artículo 155, contenido en el numeral 120) del ARTÍCULO 1° del proyecto, propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y que las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas, proponen reponer, y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro y Horvath.

Cerrado el debate y sometida a votación la alternativa antedicha, la Sala acoge la propuesta de las Comisiones unidas, por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la modificación al inciso final del artículo 155, contenido en el mismo numeral 120) del ARTÍCULO 1° del proyecto, propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y la supresión de dicho inciso, planteada por la Comisión de Hacienda, y hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la discrepancia, la unanimidad de los Honorables Senadores presentes se inclina por la modificación propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión el numeral 123), nuevo, del ARTÍCULO 1° del proyecto, propuesto por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Horvath. Interviene, también, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate y puesto en votación el numeral antedicho, es rechazado por 27 votos en contra, una abstención y 2 pareos. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi, Girardi, Navarro y Muñoz Aburto, señora Rincón y señores Horvath, Lagos, Novoa, Quintana, Zaldívar y Walker (don Patricio).


Se abstiene, el Honorable Senador señor García. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Espina. 

- - -


Durante sus intervenciones, los Honorables Senadores señor Navarro y señora Rincón hacen reserva de constitucionalidad sobre este punto, en caso de que fuera aprobado.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en votación las modificaciones propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura al numeral 124) del ARTÍCULO 1° del proyecto, que son aprobadas por 25 votos a favor, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Horvath y Bianchi, señora Rincón y señores Gómez, Chahuán, Novoa, Muñoz Aburto, Sabag y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión. 


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la discrepancia que se produce entre las modificaciones al ARTÍCULO segundo transitorio del proyecto, propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y lo planteado por la Comisión de Hacienda, y se aprueba la proposición de la primera de dichas Comisiones por 21 votos a favor y 9 en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana. 

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra, debidamente autorizada, la asesora de la Subsecretaría de Pesca, señora Baltierra.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la modificación al ARTÍCULO quinto transitorio del proyecto, propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y la indicación N° 799, renovada. Intervienen el Honorable Senador señor Gómez y el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.

Cerrado el debate y puesta en votación la señalada enmienda, es aprobada por 23 votos a favor, 2 en contra y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Navarro y Horvath.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona y Lagos. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Girardi, quien fundamenta su decisión. 

- - -


En consecuencia, el señor Presidente da por rechazada la indicación N° 799.

- - -


A continuación, se pone en votación la modificación al ARTÍCULO décimo cuarto transitorio del proyecto, propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, que es aprobada por 20 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Horvath.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Lagos y Quintana. 

- - -


Durante la votación, hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro y, debidamente autorizado, el señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las modificaciones al ARTÍCULO décimo sexto transitorio del proyecto, propuestas por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, y la supresión del inciso primero de la norma, planteada por la Comisión de Hacienda, y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Navarro y al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


Cerrado el debate y puesta en votación la aludida supresión, se aprueba por 22 votos a favor, uno en contra y una abstención, aprobándose, también, la enmienda propuesta por la primera de aquellas Comisiones al inciso segundo de la norma. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Escalona. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Quintana. 

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación la modificación al ARTÍCULO décimo octavo transitorio del proyecto, propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, con las enmiendas que introdujeron las Comisiones de Hacienda y de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, unidas (en las que la norma pasaría a ser ARTÍCULO décimo noveno transitorio), siendo aprobadas por la unanimidad de los 26 Honorables Senadores presentes, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -


A continuación, se pone en votación la indicación N° 829, renovada, que es rechazada por 14 votos en contra, 6 a favor y 2 pareos. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro y Quintana. 


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Espina. 

- - -


Seguidamente, el señor Presidente solicita el acuerdo unánime de la Sala para discutir una indicación referida a comunidades indígenas. No hay acuerdo.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de la siguiente forma:


1) Incorpóranse en el Título I, a continuación del artículo 1°, los siguientes artículos 1° A, 1° B y 1° C, nuevos:


“Artículo 1° A.- Los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas están sometidos a la soberanía del Estado de Chile en las aguas terrestres, aguas interiores y mar territorial, así como a sus derechos de soberanía y jurisdicción en la Zona Económica Exclusiva y en la Plataforma Continental, de acuerdo a las normas de derecho internacional y a las de la presente ley.


En conformidad a la soberanía, a los derechos de soberanía y a su jurisdicción a que se alude en el inciso anterior, el Estado de Chile tiene el derecho de regular la exploración, explotación, conservación y administración de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas existentes en todos los espacios marítimos antes mencionados. 


De acuerdo con lo dispuesto en los incisos anteriores, el Estado de Chile podrá autorizar la exploración y explotación de los antes mencionados recursos hidrobiológicos existentes en los espacios referidos, sujeto a las disposiciones de esta ley.


Artículo 1° B.- El objetivo de esta ley es la conservación y el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos.


Artículo 1° C.- En el marco de la política pesquera nacional y para la consecución del objetivo establecido en el artículo anterior, se deberá tener en consideración al momento de adoptar las medidas de conservación y administración así como al interpretar y aplicar la ley, lo siguiente:


a) establecer objetivos de largo plazo para la conservación y administración de las pesquerías y protección de sus ecosistemas, así como la evaluación periódica de la eficacia de las medidas adoptadas.


b) aplicar en la administración y conservación de los recursos hidrobiológicos y la protección de sus ecosistemas el principio precautorio, entendiendo por tal:


i) Se deberá ser más cauteloso en la administración y conservación de los recursos cuando la información científica sea incierta, no confiable o incompleta, y


ii) No se deberá utilizar la falta de información científica suficiente, no confiable o incompleta, como motivo para posponer o no adoptar medidas de conservación y administración.


c) aplicar el enfoque ecosistémico para la conservación y administración de los recursos pesqueros y la protección de sus ecosistemas, entendiendo por tal un enfoque que considere la interrelación de las especies predominantes en un área determinada.


d) Administrar los recursos pesqueros en forma transparente, responsable e inclusiva.


e) recopilar, verificar, informar y compartir en forma sistemática, oportuna, correcta y pública los datos sobre los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas.


f) considerar el impacto de la pesca en las especies asociadas o dependientes y la preservación del medio ambiente acuático.


g) procurar evitar o eliminar la sobreexplotación y la capacidad de pesca excesiva.


h) fiscalizar el efectivo cumplimiento de las medidas de conservación y administración.


i) minimizar el descarte tanto de la especie objetivo como de la fauna acompañante y de la captura de la pesca incidental.


Cada cinco años se evaluará la eficacia e implementación de las medidas de conservación y administración.”.


2) En el artículo 2°:


a) Deróganse los numerales 20), 31), 32), 37) y 43).


b) Modifícase el numeral 21), agregando entre las palabras “hidrobiológicas” y “que”, la frase “que ocupan temporal o permanentemente un espacio marítimo común con la especie objetivo, y”.


c) Reemplázase en el numeral 25) la expresión “Reconstrucción” por “Turismo”.


d) Agrégase el siguiente inciso final al numeral 29):


“Las capturas obtenidas mediante pesca de investigación no serán consideradas en la determinación de las asignaciones futuras que se efectúen de acuerdo con esta ley.”.


e) Reemplázase en el numeral 46) la frase “previos informes técnicos de la Subsecretaría de Pesca y del Consejo Nacional de Pesca.” por “previo informe técnico de la Subsecretaría.”, e incorpórase la siguiente frase final, pasando el punto aparte (.) a ser seguido (.): “Un reglamento establecerá los procedimientos, metodología y criterios que se considerarán en su determinación, los que deberán lograr estimaciones de alta calidad estadística.”.


f) Incorpórase el siguiente numeral 58):


“58) Punto biológico: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto evaluar el desempeño de un recurso desde una perspectiva de la conservación biológica de un stock, pudiendo referirse a: a) biomasa, b) mortalidad por pesca, o c) tasa de explotación.


La determinación de estos puntos se deberá efectuar, mediante decreto del Ministerio, según la determinación que efectúe el Comité Científico Técnico.”.


g) Incorpórase el siguiente numeral 59):


“59) Estado de situación de las pesquerías: Pesquería subexplotada: aquella en que el punto biológico actual es mayor en caso de considerar el criterio de la biomasa, o menor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible y respecto de la cual puede obtenerse potencialmente un mayor rendimiento. Pesquería en plena explotación: aquella cuyo punto biológico está en o cerca de su rendimiento máximo sostenible. Pesquería sobreexplotada: aquella en que el punto biológico actual es menor en caso de considerar el criterio de la biomasa o mayor en el caso de considerar los criterios de la tasa de explotación o de la mortalidad por pesca, al valor esperado del rendimiento máximo sostenible, la que no es sustentable en el largo plazo, sin potencial para un mayor rendimiento y con riesgo de agotarse o colapsar. Pesquería agotada o colapsada: aquella en que la biomasa del stock es inferior a la biomasa correspondiente al punto biológico límite que se haya definido para la pesquería; no tiene capacidad de ser sustentable y cuyas capturas están muy por debajo de su nivel histórico, independientemente del esfuerzo de pesca que se ejerza.”.


h) Incorpórase el siguiente numeral 60):


“60) Rendimiento máximo sostenible: mayor nivel promedio de remoción por captura que se puede obtener de un stock en forma sostenible en el tiempo y bajo las condiciones ecológicas y ambientales predominantes.”.


i) Incorpórase el siguiente numeral 61):


“61) Uso sustentable: es la utilización responsable de los recursos hidrobiológicos, de conformidad con las normas y regulaciones locales, nacionales e internacionales, según corresponda, con el fin de que los beneficios sociales y económicos derivados de esa utilización se puedan mantener en el tiempo sin comprometer las oportunidades para el crecimiento y desarrollo de las generaciones futuras.”.


j) Agrégase el siguiente numeral 62):


“62) Contrato a la parte o Sociedad a la parte: forma de asociación destinada a la realización de actividades extractivas que considera el aporte de los socios en embarcaciones, materiales, implementos, financiamiento y trabajo y el posterior reparto de las utilidades que genera la jornada de pesca en función de la contribución que cada persona realizó, de conformidad con las siguientes reglas:


a) Sólo podrán participar pescadores artesanales propiamente tales inscritos en el Registro Pesquero;


b) La embarcación que se aporte deberá estar inscrita en el Registro Pesquero en la pesquería respectiva;


c) Determinar en forma previa al viaje de pesca las partes en las cuales se distribuirá el resultado de la operación pesquera y los gastos que se descontarán;


d) Los gastos que se pueden descontar sólo podrán ser en víveres, combustibles, lubricantes, en la operación pesquera de recursos pelágicos así como los gastos directos que irroga un viaje de pesca tales como carnada y descarga en las demás operaciones pesqueras.”.


k) Incorpórase el siguiente numeral 63):


“63) Embarcación de transporte: nave utilizada para el traslado de capturas de embarcaciones pesqueras, desde la zona de pesca hasta el puerto de desembarque. Estas embarcaciones deberán inscribirse en el registro especial que para estos efectos llevará el Servicio.”.


l) Incorpóranse los siguientes numerales 64) y 65):


“64) Política Pesquera Nacional: directrices y lineamientos mediantes los cuales el Ministerio orienta a los organismos competentes en materia pesquera en la consecución del objetivo de lograr el uso sustentable de los recursos hidrobiológicos, mediante la aplicación del enfoque precautorio, de un enfoque ecosistémico en la regulación pesquera y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan esos recursos.


65) Informe Técnico: acto administrativo mediante el cual el órgano competente expresa los fundamentos de orden científico, ambiental, técnico, económico y social, cuando corresponda, que recomiendan la adopción de una medida de conservación o administración u otra que establezca esta ley. Los datos e información que sustentan el informe técnico serán públicos, así como el informe técnico, el que, además deberá estar publicado en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.


m) Incorpóranse los siguientes numerales 66), 67), 68), 69), 70) y 71):


“66) Captura: peso físico expresado en toneladas o kilogramos de las especies hidrobiológicas vivas o muertas que en su estado natural hayan sido extraídas ya sea en forma manual o atrapadas o retenidas por un arte, aparejo o implemento de pesca.


67) Desembarque: peso físico expresado en toneladas o kilogramos de las capturas que se sacan de la nave pesquera o de la nave de transporte, que hayan sido procesadas o no, incluyéndose aquellas capturas obtenidas mediante recolección sin el uso de una embarcación.


68) Ecosistema Marino Vulnerable: unidad natural conformada por estructuras geológicas frágiles, poblaciones o comunidades de invertebrados de baja productividad biológica, que ante perturbaciones antrópicas son de lenta o escasa recuperación, tales como en montes submarinos, fuentes hidrotermales, formaciones coralinas de agua fría o cañones submarinos.


69) Pesca de fondo: actividad pesquera extractiva que en las operaciones de pesca emplea artes, aparejos o implementos de pesca, que hacen contacto con el fondo marino.


70) Monte submarino: elevaciones del piso oceánico que no emergen a la superficie y cuya altura sobrepasa los 1.000 metros, medidos desde el fondo marino circundante que constituye su base.


71) Punto biológico de referencia: valor o nivel estandarizado que tiene por objeto establecer la medida a partir de la cual o bajo la cual queda definido el estado de situación de las pesquerías, pudiendo referirse a: biomasa, mortalidad por pesca, o tasa de explotación. Serán puntos biológicos de referencia la biomasa al nivel del máximo rendimiento sostenible, la biomasa límite y la mortalidad o tasa de explotación al nivel del máximo rendimiento sostenible, u otro que el Comité Científico Técnico defina.”.


3) En el artículo 3°:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo Zonal de Pesca que corresponda” por “Comité Científico Técnico, correspondiente” y elimínanse las palabras “y aprobaciones”.


b) Modifícase el inciso segundo de la letra a), agregando a continuación de la palabra “biológicos” la expresión “que serán determinados por el respectivo Comité Científico Técnico”, e incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Veda extractiva por especie o por sexo en un área determinada. Esta veda sólo se podrá establecer inicialmente por un periodo de hasta dos años y deberá contar con un informe técnico del Comité Científico correspondiente. En caso de renovación de la misma, se establecerá por el período que determine el Comité Científico respectivo.”.


c) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Fijación de cuotas anuales de captura por especie en un área determinada o cuotas globales de captura. Estas cuotas globales de captura se podrán determinar por periodos de hasta tres años, debiendo siempre establecerse la magnitud anual. En el evento que no se capture la totalidad en un determinado año no se podrá traspasar al año siguiente. Podrán establecerse fundadamente las siguientes deducciones a la cuota global de captura:


- Cuota para investigación: se podrá deducir para fines de investigación hasta un 2% de la cuota global de captura para cubrir necesidades de investigación. Para lo anterior, la Subsecretaría deberá informar al Consejo Nacional de Pesca los proyectos de investigación para el año calendario siguiente y las toneladas requeridas para cada uno de ellos. Dicho listado deberá publicarse en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


- Cuota para imprevistos: se podrá deducir para imprevistos hasta un 1% de la cuota global de captura al momento de establecer la cuota o durante el año calendario. Los criterios para la asignación de esta reserva por la Subsecretaría serán propuestos por ésta y aprobados por la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional de Pesca y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


- Cuota de reserva para consumo humano de las empresas de menor tamaño de conformidad con la ley N° 20.416: se podrá reservar hasta el 1% de la cuota global de captura de las especies, para licitarla entre los titulares de las plantas de proceso inscritas en el Registro que lleva el Servicio y que califiquen como empresas de menor tamaño, para realizar actividades de transformación sobre éstas y destinarlas exclusivamente a la elaboración de productos para el consumo humano directo.


La cuota no licitada acrecerá a la cuota global de captura. La licitación se efectuará cada tres años de conformidad a las reglas establecidas en un Reglamento y se deberán establecer cortes que permitan la participación de todas las plantas que califiquen.


La cuota sólo podrá ser extraída por armadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero o armadores titulares de autorizaciones de pesca o de licencias transables de pesca. La inscripción, autorización y licencia deberá corresponder a la misma pesquería objeto de la licitación y sólo podrán operar en la unidad o área autorizada a la respectiva embarcación.


Los adjudicatarios de la subasta sólo podrán procesarla para consumo humano directo quedando prohibido su traspaso o venta antes de dicho proceso.


En el caso de las pesquerías de pequeños pelágicos, con excepción del jurel y la caballa, salvo en el caso de las pesquerías de pez espada y tiburón, se podrá reservar del porcentaje a licitar una parte para destinarla exclusivamente a carnada.


Esta reserva se adjudicará mediante licitación, en la que sólo podrán participar armadores artesanales inscritos en la pesquería de que se trate.


Las normas de la licitación serán establecidas en un reglamento y deberá garantizarse que ésta se efectúe en cortes que permita la participación de todas las categorías dentro de los armadores artesanales.


Las deducciones a que se refieren los párrafos anteriores se efectuarán de la cuota global anual de captura en forma previa al fraccionamiento de la cuota entre el sector pesquero artesanal e industrial.


En la determinación de la cuota global de captura se deberá:


1. Mantener o llevar la pesquería hacia el rendimiento máximo sostenible considerando las características biológicas de los recursos explotados.


2. Fijar su monto dentro del rango determinado por el Comité Científico Técnico en su informe técnico, que será publicado a través de la página de dominio electrónico del propio Comité o de la Subsecretaría.


No obstante lo anterior, en el caso de las pesquerías de recursos bentónicos el Comité Científico Técnico establecerá criterios para la determinación de la cuota global, cuando corresponda, considerando la información disponible y las particularidades de los recursos de que se trate.


3. Cualquier modificación de la cuota global de captura que implique un aumento o disminución de la misma, deberá sustentarse en nuevos antecedentes científicos, debiendo someterse al mismo procedimiento establecido para su determinación.”.


d) Elimínanse en la letra d) las expresiones “y reservas” y “y el artículo 48 letra b)”.


e) Agrégase una nueva letra e), pasando la actual letra e) a ser letra f), del siguiente tenor:


“e) Declaración de Reservas Marinas, mediante decreto del Ministerio del Medio Ambiente.”.


f) Agrégase en la letra e), que ha pasado a ser f), el siguiente párrafo segundo:


“Tratándose de especies pelágicas pequeñas en que el arte de pesca con los que se capturan no permitan discriminar entre éstas o tengan la calidad de fauna acompañante, y se encuentren sujetas a cuotas globales de captura, se podrá modificar los porcentajes de fauna acompañante autorizados cuando el desembarque de éstas no concuerde con las abundancias inicialmente consideradas, siempre que ello no atente con la conservación de dichas especies.”.


4) Modifícase el artículo 4° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en su encabezamiento, la locución “previo informe técnico del” por “previa consulta al”, y agrégase, a continuación de las palabras “que corresponda”, la frase “y comunicación previa al Comité Científico Técnico”;


b) Incorpóranse las siguientes letras c), d) y e), nuevas:


“c) Establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de dispositivos o utensilios para minimizar la captura de fauna acompañante o para evitar o minimizar la captura incidental, propendiendo a que la pesca sea más selectiva.


d) Establecimiento de uso y porte en las embarcaciones de utensilios para liberar ejemplares capturados incidentalmente por las artes y aparejos de pesca.


e) Establecimiento de buenas prácticas pesqueras para evitar, minimizar o mitigar la captura incidental de mamíferos, aves y reptiles acuáticos.”.


5) Agréganse los siguientes artículos 4° A, 4° B y 4° C:


“Artículo 4° A.- La Subsecretaría deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar un informe sobre el estado de situación de cada pesquería que tenga su acceso cerrado, declarada en estado de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente. El informe se deberá efectuar de conformidad con las definiciones del estado de situación de las pesquerías contenidas en esta ley, las medidas de administración y la investigación desarrollada durante el periodo. Dicho informe deberá publicarse en su página de dominio electrónico.


Artículo 4° B.- El Servicio deberá, en el mes de marzo de cada año, elaborar y publicar en su página de dominio electrónico un informe sobre las actividades de fiscalización realizadas el año anterior en las pesquerías con su acceso cerrado y administradas con cuotas globales de captura, cualquiera sea la forma como se administren.


Artículo 4° C.- La Subsecretaría mediante resolución, previo informe técnico y consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, determinará los recursos hidrobiológicos que se exceptúan de consumo humano directo y que pueden ser destinados a la elaboración de harina y aceite.”. 


6) Agréganse, en el artículo 5°, los siguientes incisos finales:


“Asimismo, en virtud del principio precautorio, tratándose de montes submarinos, no se permitirá la pesca de fondo, a menos que exista una investigación científica realizada de acuerdo al protocolo y reglamento a que se refiere el artículo 6° B, que demuestre que la actividad de pesca no genera efectos adversos sobre los ecosistemas marinos vulnerables presentes en el área.


Sin perjuicio de lo anterior, previo a que la Subsecretaría autorice las actividades de pesca de fondo en algún monte submarino, los estudios científicos que funden dicha decisión serán sometidos al procedimiento de información pública, de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.”.


7) Intercálanse, a continuación del artículo 6º, los siguientes artículos 6° A, 6° B y 6° C:


“Artículo 6° A.- En las aguas marítimas de jurisdicción nacional, independientemente del régimen de acceso a que se encuentre sometida, el Ministerio, mediante decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y comunicación previa al Consejo Zonal de Pesca que corresponda, deberá establecer en áreas geográficas delimitadas un régimen de administración pesquera para Ecosistemas Marinos Vulnerables, cuando se verifique en ellas la existencia de invertebrados o estructuras geológicas que den cuenta, de conformidad con el reglamento, de la existencia de un ecosistema marino vulnerable.


Sin perjuicio de otras medidas de administración o prohibiciones contempladas en esta ley, en las áreas que se aplique el régimen antes indicado, la Subsecretaría deberá establecer, mediante resolución fundada, las siguientes prohibiciones o medidas de administración pesquera:


a) Prohibición de realizar actividades de pesca de fondo con artes, aparejos o implementos de pesca que afecten al ecosistema marino vulnerable en un área determinada.


b) Regulación de las características y diseño de las artes, aparejos e implementos de pesca.


c) Prohibición del uso y porte de las artes y aparejos e implementos de pesca a que se refiere la letra a) o que no cumplan con las características y diseño indicados en la letra b).


La Subsecretaría, mediante resolución, podrá autorizar por períodos transitorios la realización de actividades de investigación científica en el área en que se aplique el régimen dando cumplimiento al reglamento a que se refiere el artículo 6° B. El resultado de dicha investigación se someterá al procedimiento de información pública de conformidad con el artículo 39 de la ley N° 19.880.


Las prohibiciones o medidas de administración adoptadas se podrán modificar sólo con antecedentes científicos fundados y que hayan sido sometidos al mismo procedimiento de información pública del inciso anterior.


Artículo 6° B.- Mediante resolución de la Subsecretaría y la determinación del Comité Científico correspondiente, se establecerá la nómina de recursos hidrobiológicos cuyas pesquerías califiquen como pesca de fondo que pueden afectar Ecosistemas Marinos Vulnerables.


Para realizar actividades extractivas de aquellos recursos hidrobiológicos establecidos en dicha nómina, el armador deberá comunicar al Servicio, antes del zarpe, su intención de efectuar actividad de pesca de fondo, el área en la cual efectuarán operaciones y los equipos de detección que utilizarán en las operaciones de pesca, sometiéndose al Protocolo de Operación en Ecosistemas Marinos Vulnerables, que se contendrá en el reglamento. En este reglamento se regulará la información que se deberá entregar de las operaciones de pesca, la cual al menos deberá comprender: a) individualización del armador, nave o embarcación y características principales de ésta; b) descripción del equipo de comunicación y detección; c) probables especies que constituirán fauna acompañante; d) área de operación y huella de pesca proyectada; e) periodo de pesca; f) lugar de zarpe y recalada; g) detalles de construcción y de maniobra y operación del arte o aparejo de pesca; h) cuota de captura autorizada, en su caso; i) número de lances proyectados por día y duración de éstos. Asimismo, se deberá acreditar antes del zarpe que la nave cuenta con el observador científico a bordo y con la implementación requerida para aplicar el respectivo protocolo.


Si durante las actividades extractivas de pesca de fondo, de aquellos recursos hidrobiológicos establecidos en dicha nómina, una nave captura accidentalmente elementos que sean constitutivos de un Ecosistema Marino Vulnerable, el observador científico a bordo aplicará el Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable establecido en el reglamento.


Si la aplicación del protocolo antes señalado establece que los elementos capturados son constitutivos de la presencia de un Ecosistema Marino Vulnerable, el capitán de la nave deberá suspender inmediatamente las faenas de pesca en el área ubicada en torno a las coordenadas en que se efectuó el lance de pesca que generó dicha captura accidental. El área en que se suspenderán las faenas de pesca se establecerá en el reglamento, la cual deberá tomar en consideración los elementos constitutivos de ecosistema marino vulnerable que fueron objeto de la captura accidental. El observador deberá remitir a la Subsecretaría un informe emanado de la aplicación del Protocolo de Evidencia de Ecosistema Marino Vulnerable en un plazo máximo de 48 horas desde la recalada a puerto habilitado. Los límites de captura accidental que den cuenta de la presencia constitutiva de un Ecosistema Marino Vulnerable serán establecidos de conformidad con el reglamento.


La Subsecretaría deberá publicar en su sitio de dominio electrónico los informes de hallazgo de los observadores científicos a que se refiere el inciso anterior.


El reglamento a que se refiere este artículo será expedido conjuntamente por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y por el Ministerio del Medio Ambiente.


Artículo 6° C.- Las naves o embarcaciones, cuyos armadores cuenten con autorizaciones de pesca, permisos extraordinarios de pesca, licencias transables de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal sobre los recursos hidrobiológicos que figuren en la nómina a que se refiere el inciso primero del artículo 6° B, deberán contar con observadores científicos a bordo en todos los viajes de pesca que tengan por objeto la extracción de dichos recursos.


El armador y el capitán o patrón de la nave deberán otorgar todas las facilidades necesarias a los observadores científicos que permita la aplicación del Protocolo de Evidencia de Ecosistemas Marinos Vulnerables.”.


8) Incorpórase, en el Título II de la Ley General de Pesca y Acuicultura, un Párrafo 2°, nuevo, pasando el actual Párrafo 2° a ser 3° y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Párrafo 2°

Implementación de Tratados y procedimiento de adopción de medidas de conservación o administración de carácter internacional en materia pesquera


Artículo 7° E.- Las medidas de conservación y administración de recursos hidrobiológicos, adoptadas en el marco de Tratados u Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea Parte o miembro, una vez aceptadas por Chile serán publicadas en el Diario Oficial mediante resolución de la Subsecretaría íntegramente o en extracto, según la extensión de la medida adoptada. Deberán, asimismo, publicarse íntegramente en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


Artículo 7° F.- En caso que un Tratado u Organización  Internacional de aquellos mencionados en el artículo anterior contemplen un derecho de objeción o aceptación posterior por el Estado Parte, respecto de las medidas adoptadas por los órganos de dicho Tratado u Organización, se deberá seguir el siguiente procedimiento, previo a la publicación de la medida de conservación y administración por la Subsecretaría:


a) El Ministerio de Relaciones Exteriores informará a la Subsecretaría, acerca de la decisión adoptada en el marco del respectivo Tratado u Organización;


b) La Subsecretaría se pronunciará favorable o desfavorablemente mediante oficio dirigido al Ministerio de Relaciones Exteriores. En caso de opinión desfavorable, la Subsecretaría propondrá si correspondiere las medidas de conservación o administración alternativas a fin de garantizar la conservación y el uso sustentable de los recursos de que se trate, durante el período de objeción de la medida;


c) El Ministerio de Relaciones Exteriores comunicará la objeción o la no aceptación de la medida, de acuerdo con el procedimiento establecido en las normas del Tratado u Organización de que se trate;


d) Las medidas alternativas que se hayan adoptado, podrán mantenerse, modificarse o dejarse sin efecto de conformidad a los resultados del Panel de Revisión o del procedimiento que establezca el Tratado u Organización aplicable en la materia.


Artículo 7° G.- Tratándose de pesquerías transzonales y altamente migratorias que se encuentren dentro de la Zona Económica Exclusiva y en la alta mar adyacente a ésta, reguladas por un Tratado internacional del cual Chile sea parte, se deberán seguir las siguientes reglas para concurrir a adoptar las medidas de conservación o administración a ser acordadas en el marco de dicho Tratado:


a) En aquellos casos en que, de conformidad con el tratado internacional, se contemple la aplicación de medidas de conservación o administración adoptadas dentro de la Zona Económica Exclusiva, se requerirá el expreso consentimiento del Estado de Chile. Para este efecto, el Ministerio de Relaciones Exteriores deberá, previa consulta a la Subsecretaría, expresar la manifestación de voluntad del Estado de Chile al momento de adoptarse la medida. 


b) Si la medida de conservación a adoptar se refiere a la cuota global de captura se deberá, además de lo establecido en la letra anterior, considerar lo siguiente:


i) Si la medida intenta abarcar tanto la Zona Económica Exclusiva como el alta mar adyacente, se deberá instar por ajustarla dentro de los rangos establecidos por el Comité Científico Técnico Nacional; 


ii) El Comité Científico Técnico Nacional, para emitir su pronunciamiento sobre dicha medida de conservación deberá tener en consideración el informe del Comité Científico del Tratado u Organización Internacional que se trate;


iii) Si la cuota global ha sido adoptada en forma previa en la Zona Económica Exclusiva, de conformidad con la regulación nacional, ésta podrá modificarse en caso que se adopte con posterioridad una cuota global distinta de conformidad con las reglas del Tratado. 


Artículo 7° H.- Los Planes de Acción Internacional adoptados por Organizaciones Internacionales de los cuales Chile sea parte, podrán adoptarse mediante decreto del Ministerio, previo informe de la Subsecretaría.


Las medidas de administración, conservación y manejo de recursos hidrobiológicos recomendadas en el marco de dichos planes de acción deberán seguir el procedimiento establecido en esta ley, a menos que las medidas incorporadas no estén reguladas, en cuyo caso se adoptarán por decreto del Ministerio y se requerirá un informe del Comité Científico Técnico correspondiente y consulta al Consejo Nacional de Pesca.”.


9) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8°.- Para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como las pesquerías declaradas en régimen de recuperación y desarrollo incipiente, la Subsecretaría deberá establecer un plan de manejo, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales, tales como el área de aplicación, recursos involucrados, áreas o caladeros de pesca de las flotas que capturan dicho recurso y caracterización de los actores tanto artesanales como industriales y del mercado.


b) Objetivos, metas y plazos para mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible de los recursos involucrados en el plan.


c) Estrategias para alcanzar los objetivos y metas planteados, las que podrán contener:


i) Las medidas de conservación y administración que deberán adoptarse de conformidad a lo establecido en esta ley, y


ii) Acuerdos para resolver la interacción entre los diferentes sectores pesqueros involucrados en la pesquería.


d) Criterios de evaluación del cumplimiento de los objetivos y estrategias establecidos.


e) Estrategias de contingencia para abordar las variables que pueden afectar la pesquería.


f) Requerimientos de investigación y de fiscalización.


g) Cualquier otra materia que se considere de interés para el cumplimiento del objetivo del plan.


Para la elaboración de la propuesta, implementación, evaluación y adecuación, si correspondiere, del plan de manejo, la Subsecretaría constituirá un Comité de Manejo que tendrá el carácter de asesor y será presidida por el funcionario que el Subsecretario designe al efecto. Dicho Comité deberá estar integrado por no menos de dos ni más de siete representantes de los pescadores artesanales inscritos en la pesquería involucrada, debiendo provenir de regiones distintas en caso que haya más de una involucrada; tres representantes del sector pesquero industrial que cuenten con algún título regulado en la ley sobre dicha pesquería, debiendo provenir de regiones o unidades de pesquería distintas en caso que haya más de una involucrada; un representante de las plantas de proceso de dicho recurso; y un representante del Servicio. Un reglamento determinará la forma de designación de los integrantes de dicho Comité.


El Comité de Manejo deberá establecer el periodo en el cual se evaluará dicho plan, el que no podrá exceder de cinco años de su formulación.


La propuesta de plan de manejo deberá ser consultada al Comité Científico Técnico correspondiente, quien deberá pronunciarse en el plazo de dos meses de recibida. El Comité de Manejo recibirá la respuesta del Comité Científico y modificará la propuesta, si corresponde. La Subsecretaría aprobará el plan mediante resolución, y sus disposiciones tendrán carácter de obligatorio para todos los actores y embarcaciones regulados por esta ley que participan de la actividad.


En el plan de manejo se podrá considerar un procedimiento de certificación de la información de desembarque a que se refiere el artículo 63 de esta ley, para aquellas pesquerías que no contemplen un sistema obligatorio, el cual será efectuado conforme a las reglas establecidas en el artículo 64 E y será obligatorio para todos los participantes de la pesquería.”.


10) Derógase el artículo 9°.


11) En el artículo 9° bis:


a) Sustitúyese al final del inciso primero la expresión “artículo 9°” por “artículo 8°”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente:


“e) Instalación de arrecifes artificiales, de conformidad con los requisitos y características establecidas en el reglamento.”.


c) Modifícase el inciso quinto de la siguiente forma:


“i) Reemplázase la expresión “una mesa de trabajo público privada” por “un Comité de Manejo”.


ii) Sustitúyese la oración final por la siguiente: “Dicho Comité deberá estar integrado por no menos de dos ni más de siete representantes de los pescadores artesanales inscritos en la o las pesquerías de que se trate, así como un representante de las plantas de proceso, un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante Nacional y un representante del Servicio.”.


12) Incorpórase el siguiente artículo 9°A:


“Artículo 9°A.- En los casos en que una pesquería, de conformidad con los puntos biológicos de referencia determinados, se encuentre en estado de sobreexplotación o agotada, se deberá establecer dentro del plan de manejo, previo acuerdo del Comité de Manejo, un programa de recuperación que deberá considerar, a lo menos, lo siguiente:


a) Evaluar y establecer los objetivos y metas para la recuperación de la pesquería en el largo plazo y de forma transparente; y establecer un sistema de evaluación del cumplimiento de tales metas y objetivos;


b) Evaluar la eficacia de las medidas de administración y conservación y establecer los cambios que deberán introducirse a fin de lograr el objetivo de la recuperación de la pesquería;


c) Evaluar la eficacia del sistema de control de la pesquería y definir los cambios que deberán introducirse para aumentar su eficacia en caso que ésta no sea bien evaluada;


d) Evaluar la investigación científica desarrollada y establecer los cambios que deberían introducirse, si ello es pertinente;


e) Tener en cuenta los efectos económicos y sociales de la adopción de las medidas propuestas, y


f) Considerar las medidas de mitigación y compensación para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.


g) En caso de pesquerías de colapso, evaluar y proponer la operación alternada en el tiempo de caladeros de determinadas pesquerías a que se refiere el inciso primero por distintas flotas, así como evaluar la limitación temporal del uso de determinados artes o aparejos de pesca en dichos caladeros.


Una vez establecido el programa de recuperación de la pesquería, éste se deberá evaluar con la periodicidad establecida en el respectivo plan de manejo.”.


13) En el artículo 19:


a) Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que se encuentra entre las palabras “explotación” y “encontrarse” por la conjunción “o”, y agrégase la siguiente expresión al final de la oración: “y del Párrafo I del Título IV”.


b) Reemplázase en la letra c) la expresión “con su acceso transitoriamente cerrado” por “o con su acceso transitoriamente cerrado por los artículos 20 y 50 de esta ley”.


c) Incorpórase la siguiente letra f):


“f) Por no tener el recurso solicitado distribución geográfica en el área solicitada conforme al informe fundado del Comité Científico Técnico correspondiente.”.


14) Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- A iniciativa de la Subsecretaría, mediante decreto supremo, y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda, podrá declararse una unidad de pesquería en plena explotación en aquellos casos en que de conformidad con los puntos biológicos definidos conforme a esta ley, la pesquería se encuentre en dicho estado.”.


15) En el artículo 22:


a) Elimínanse las palabras “estado de”, y


b) Reemplázase la frase “semestralmente en el Diario Oficial” por “anualmente en su sitio de dominio electrónico”.


16) Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:


“Artículo 24.- Declarado el régimen de plena explotación se suspenderá la recepción de solicitudes y el otorgamiento de autorizaciones de pesca, así como la inscripción en el Registro Artesanal en las regiones y unidades de pesquería artesanal y su fauna acompañante, si correspondiere. Lo anterior, sin perjuicio de la declaración de vacantes en el Registro Artesanal establecido en el artículo 50.”.


17) Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Los titulares de autorizaciones de pesca, habilitados para desarrollar actividades pesqueras en pesquerías declaradas en plena explotación o en pesquerías con su acceso transitoriamente cerrado, podrán sustituir sus naves pesqueras sin que signifique un aumento del esfuerzo pesquero. Para estos efectos, el Ministerio, por decreto supremo, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Nacional de Pesca, establecerá el Reglamento que fije las normas correspondientes.”.


18) En el artículo 26:


a) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Dichas cuotas se establecerán de acuerdo al procedimiento de la letra c) del artículo 3°.”.


b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


“Las cuotas globales anuales de captura no podrán ser objeto de modificación, a menos que existan nuevos antecedentes científicos que la funden, debiendo efectuarse con el mismo procedimiento del inciso anterior.”.


19) Incorpóranse los siguientes artículos 26 A y 26 B, nuevos:


“Artículo 26 A.- En aquellas pesquerías que se declaren en plena explotación y se establezca una cuota global de captura se les otorgarán licencias transables de pesca clase A, a los titulares de autorizaciones de pesca, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca. Estas licencias temporales se otorgarán por un plazo de 20 años renovables y equivaldrán al coeficiente de participación de cada armador expresado en porcentaje con siete decimales el cual podrá decrecer si se realiza una o más subastas de conformidad con el artículo 27 de esta ley. En este caso los coeficientes de cada armador no podrán disminuir en más de un quince por ciento del coeficiente de participación original.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de esta ley, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.


El coeficiente de participación original de cada armador titular de autorizaciones de pesca vigente para la unidad de pesquería de que se trate, se determinará dividiendo las capturas de todas las naves autorizadas al armador, correspondientes a los 3 años calendario anteriores a la declaración del régimen, por las capturas totales, extraídas durante el mismo período, correspondientes a todos los armadores que cuenten con autorización de pesca vigente a esa fecha.


En el evento que alguna de las naves se encuentre autorizada en virtud de una sustitución, se considerarán las capturas efectuadas en el mismo período por la o las naves que dieron origen a ésta. Si en virtud de la sustitución se otorgó una autorización a dos o más naves sustitutas, se distribuirán entre ellas las capturas de las naves que les dieron origen en la proporción que corresponda de acuerdo con el parámetro específico contenido en el Reglamento de Sustitución de embarcaciones pesqueras industriales.


Se entenderá por captura lo informado de conformidad con el artículo 63 de esta ley, una vez imputadas las diferencias entre lo capturado y lo desembarcado.


Artículo 26 B.- Antes del vencimiento de las licencias transables de pesca clase A, a solicitud del titular, arrendatario o mero tenedor de las licencias transables de pesca, mediante decreto supremo fundado se asignarán según la legislación vigente, siempre que el solicitante o los titulares previos no hayan incurrido en un lapso de 10 años en uno o más de los siguientes hechos:


a) Haber sido sancionado con más de cuatro infracciones de las contempladas en los artículos 40 B y 40 C de esta ley, en una misma pesquería, no existiendo por parte del armador recursos administrativos ni judiciales pendientes.


b) Haber sido sancionado con más de tres caducidades parciales en una misma pesquería, declaradas mediante resolución firme y ejecutoriada.


c) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de cuatro o más condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales en el plazo de siete años.


Para los efectos de este artículo, si en un período de 10 años, el titular de la licencia transable de pesca, no cuenta con ninguna sentencia condenatoria ejecutoriada o resolución ejecutoriada, no se contabilizarán las infracciones por las cuales haya sido condenado durante el período anterior.


El acto administrativo que niegue la solicitud del inciso primero deberá ser notificado al peticionario por carta certificada. Este último dispondrá de un plazo de 30 días contado desde la fecha del despacho de la notificación, para reclamar de esa resolución ante el Ministro, el que resolverá dentro de igual plazo. Esta última decisión no será susceptible de recurso administrativo alguno.


Las licencias transables de pesca que no se renueven se licitarán conforme a las reglas establecidas en el reglamento para la licitación de licencias transables de pesca clase B y por un período de 20 años.”.


20) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:


“Artículo 27.- En los casos que una determinada pesquería sujeta a régimen de plena explotación y administrada con cuota global de captura, se encuentre en un nivel igual o superior al 90 por ciento de su rendimiento máximo sostenible, se iniciará un proceso de pública subasta de la fracción industrial de la cuota global de la siguiente forma:


a) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 90 por ciento de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible;


b) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel del 95 por ciento de su punto biológico de su rendimiento máximo sostenible;


c) El 5 por ciento de la fracción industrial de la cuota global de captura una vez que la pesquería de que se trate se encuentre en un nivel de su punto biológico del rendimiento máximo sostenible;


Las licitaciones que se produzcan darán origen a las licencias transables de pesca clase B. Estas licencias tendrán una vigencia de 20 años al cabo de los cuales se vuelven a licitar por igual período.


Las licencias transables de pesca clase A, decrecerán en el mismo coeficiente de participación que se licite de las licencias transables de pesca clase B, hasta un límite de 15 por ciento de su coeficiente de participación.


Las licencias transables de pesca clase A tendrán una vigencia de 20 años renovables de conformidad con el artículo 26 B.


Para determinar las toneladas a licitar se deberá restar de la fracción industrial de la cuota del año en que se aplicará la licitación, la fracción industrial de la cuota correspondiente al punto biológico de la licitación respectiva. Estas licitaciones deberán efectuarse en el año calendario anterior al de su aplicación.


El reglamento determinará los procedimientos de la subasta y el establecimiento de los cortes de los derechos a subastar que permita un adecuado acceso a la actividad pesquera extractiva de que se trate incluyendo a las empresas pequeñas y medianas de conformidad con la definición de la ley N° 20.416. Las subastas tendrán un precio mínimo anual de 3,3 por ciento del valor de sanción. En el caso que una subasta se declare desierta, se podrá hacer un segundo llamado. Si esta última también se declara desierta, las toneladas correspondientes no serán asignadas a ningún actor.


Los dineros a pagar como consecuencia de las subastas de este artículo se expresará en unidades tributarias mensuales por tonelada y la primera anualidad se pagará dentro de los quince días siguientes a la fecha de la adjudicación y las siguientes durante el mes de marzo de cada año.


Los pagos anuales por licencias transables clase B corresponderán al valor de la adjudicación multiplicado por las toneladas que le corresponda a ese año de acuerdo al coeficiente de su licencia transable de pesca.”.


21) Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- Para determinar las toneladas que cada titular de licencias transables de pesca clase A puedan capturar en cada año calendario, se multiplicará el coeficiente de participación relativo por la fracción industrial de la cuota de captura de la respectiva unidad de pesquería.


Mediante Resolución de la Subsecretaría, se establecerá, anualmente, el universo de titulares, arrendatarios y meros tenedores inscritos en el Registro de Licencias a que se refiere esta ley, al 20 de diciembre de cada año.”.


22) Incorpórase el siguiente artículo 28 A:


“Artículo 28 A.- Para los efectos tanto de la aplicación de la licencia transable de pesca como de los permisos extraordinarios de pesca, se deberá fijar anualmente una cuota global de captura para cada una de las unidades de pesquería administradas bajo este sistema, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.”.


23) Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Las naves que se utilicen para hacer efectivos los derechos provenientes de licencias transables de pesca o de los permisos extraordinarios de pesca, sea que cuenten o no con autorización de pesca de conformidad a esta ley, deberán inscribirse previamente en el Registro que para estos efectos llevará el Servicio. La inscripción en el Registro de Naves habilitará a la nave a operar en la unidad de pesquería que corresponda a la licencia transable de pesca o al permiso extraordinario de pesca, por un período equivalente al de la vigencia de dicha licencia o permiso. No obstante, en cualquier momento la nave podrá desinscribirse y volverse a inscribir ya sea por el mismo titular, o por otro.


La nave deberá estar inscrita a nombre de un solo titular en un viaje de pesca.


Las naves que se inscriban en el Registro deberán estar matriculadas en Chile y cumplir con las disposiciones de la Ley de Navegación. Asimismo, deberán cumplir con las disposiciones vigentes de esta ley y con el procedimiento que establezca el Servicio.”.


24) Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Las licencias transables de pesca serán divisibles, transferibles, transmisibles y susceptibles de todo negocio jurídico.


Las licencias transables de pesca se deberán inscribir en un Registro Público que llevará la Subsecretaría en un soporte electrónico y estará disponible en su sitio de dominio electrónico.


Las transferencias, arriendos o cualquier acto que implique la cesión de derechos de las licencias de pesca, deberán inscribirse en el Registro señalado, previa verificación de la solicitud, a la que deberá adjuntarse el certificado del pago de la patente de pesca, y de no tener deudas por concepto de multas de las sanciones administrativas establecidas en esta ley, y de la escritura pública o del instrumento privado autorizado ante Notario, en el que conste el acto respectivo. La Subsecretaría recabará información sobre valores de transferencias y arriendos con fines estadísticos.


En el evento que la solicitud de inscripción no cumpla con los requisitos señalados en el inciso anterior, se devolverán los antecedentes al peticionario.


Los actos jurídicos a que se refiere el inciso anterior no serán oponibles a terceros mientras no sean inscritos de conformidad con el presente artículo.


La Subsecretaría tendrá un plazo de 5 días para resolver, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud de inscripción del acto jurídico que tiene por objeto la licencia transable de pesca.


La unidad mínima de división de las licencias transables de pesca respecto de las cuales podrá recaer algún acto jurídico será un coeficiente de 0,00001.


Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, la prenda sin desplazamiento se someterá a las normas de la ley N° 20.190.”.


25) Incorpórase el siguiente artículo 30 A:


“Artículo 30 A.- En el Registro a que se refiere el artículo anterior, se inscribirán además los embargos y prohibiciones judiciales que recaigan sobre las licencias, encontrándose la Subsecretaría impedida de inscribir cualquier acto jurídico que se solicite con posterioridad a la inscripción de las medidas antes señaladas y mientras éstas se encuentren vigentes.


La Subsecretaría deberá emitir los certificados que sean requeridos por los interesados, respecto del estado en que se encuentren las licencias transables de pesca.”.


26) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 31 la conjunción copulativa “y” por una coma (,) entre la expresión “autorización de pesca” y “el permiso”. Asimismo intercálase entre las expresiones “extraordinario de pesca” y “no garantizan” la siguiente: “y licencia transable de pesca”.


27) Sustitúyese el artículo 32 por el siguiente:


“Artículo 32.- La licencia transable de pesca se hará efectiva en las unidades de pesquerías determinadas de conformidad a esta ley con los artes y aparejos de pesca y la fauna acompañante establecidas en las autorizaciones de pesca original. Los porcentajes de fauna acompañante se fijarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° letra f) de la presente ley.”.


28) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- El titular de licencia transable de pesca podrá capturar las especies asociadas al arte de pesca definidas por resolución de la Subsecretaría, que no se encuentren declaradas en régimen de plena explotación, desarrollo incipiente o recuperación.


En caso que alguna de las especies asociadas se encuentren administradas mediante licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, el titular deberá contar con dicha licencia o permisos para hacer efectiva su operación de pesca, a lo menos en la proporción establecida por la Subsecretaría. Asimismo, el titular de una autorización de pesca deberá contar con la licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de aquellas especies asociadas para ejercer la actividad.”.


29) Incorpórase el siguiente artículo 34 A:


“Artículo 34 A.- Tratándose de pesquerías altamente migratorias y transzonales, según los tratados internacionales sobre la materia ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, para desarrollar actividades pesqueras extractivas en el área de alta mar aledaña a la zona económica exclusiva sobre dichas especies, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Contar con autorización de la Subsecretaría para ejercer actividades en áreas de alta mar, o aledañas a la zona económica exclusiva.


b) La nave con la cual se ejerzan dichas actividades extractivas debe estar matriculada en Chile, de conformidad con las disposiciones de la Ley de Navegación.


c) Dependiendo del régimen de administración de la pesquería, quien ejerza la actividad pesquera debe contar, ya sea con una autorización de pesca, licencia transable de pesca o permisos extraordinarios de pesca, según corresponda.


d) Cumplir con las normas de conservación, manejo y cumplimiento, establecidas de conformidad a esta ley, así como con las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte, y que sean aplicables.”.


30) Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Tratándose de pesquerías sujetas a régimen de plena explotación, recuperación o desarrollo incipiente, en que se establezcan cuotas por áreas dentro de la unidad de pesquería o en que la cuota se divida en dos o más períodos, el coeficiente de participación o el porcentaje licitado, según corresponda, deberá aplicarse respecto de cada una de las cuotas que se establezcan para cada área dentro de la unidad de pesquería o para cada período en que se divida la respectiva cuota.”.


31) Intercálase en el artículo 36 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “durante el año” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.


32) Intercálase en el artículo 37 entre las expresiones “permiso extraordinario” y “terminare” la siguiente: “o licencia transable de pesca”.


33) Reemplázase, en el artículo 38, la frase “con la aprobación por mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”, por “previa consulta al Consejo Nacional y Zonal de Pesca que corresponda.”.


34) En el artículo 39:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”.


b) Agrégase en el inciso segundo la siguiente frase final, pasando el punto aparte a ser punto seguido:


“Este régimen no será aplicable a las pesquerías declaradas en plena explotación administradas con licencias transables de pesca.”.


c) Incorpóranse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando los actuales a ser sexto, séptimo y octavo:


“Para estos efectos, se entenderá por pesquería en recuperación aquella que se encuentra sobreexplotada y sujeta a una veda extractiva de, a lo menos tres años, con el propósito de su recuperación, y en las cuales sea posible fijar una cuota global de captura.


Declarado el régimen, se deberá determinar el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal y aquella parte de cuota que se subastará. Para lo anterior, se deberá determinar el coeficiente de participación del sector pesquero artesanal en la pesquería con anterioridad al establecimiento de la veda. Para este efecto, se dividirá la sumatoria de las capturas efectuadas en el área de la unidad de pesquería del sector artesanal en los tres años anteriores a la fecha del establecimiento de la veda por la sumatoria de la totalidad de capturas efectuadas en dicha área.


La subasta a que se refiere este artículo se aplicará en la parte de la cuota global una vez descontada la cuota que corresponda al coeficiente de participación artesanal regulado en el inciso anterior, multiplicado por la cuota global establecida para un año determinado.”.


35) En el artículo 40:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “con consulta al Consejo Zonal de Pesca y con la aprobación por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo Nacional” por “y consulta a los Consejos Nacional y Zonal de Pesca que corresponda”. Asimismo, reemplázase la expresión “cuota global anual de captura” por “fracción industrial de la cuota global de captura”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:


“Se entenderá por pesquería incipiente aquella sujeta al régimen general de acceso en la cual se pueda fijar una cuota global de captura, en que no se realice esfuerzo de pesca o éste sea en términos de captura anual menor al 10% de dicha cuota.


La subasta regulada en este artículo se efectuará sobre el 50% de la cuota global de captura de la pesquería. El otro 50% de la cuota global de captura se deberá reservar para ser extraída por el sector pesquero artesanal por un periodo de tres años. Si al cabo de dicho periodo el sector pesquero artesanal no ha capturado la totalidad de la cuota asignada a dicho sector, se deducirá el porcentaje no capturado e incrementará el porcentaje licitado.”.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Al momento de la declaración de la pesquería en este régimen, se deberá abrir el Registro Pesquero Artesanal en las regiones correspondientes a la unidad de pesquería, por un plazo de 120 días, en caso que estuviese cerrado. Al término de dicho plazo se deberá cerrar el Registro en todas sus categorías.”.


36) Incorpórase el siguiente artículo 40 A:


“Artículo 40 A.- A los adjudicatarios de la subasta a que se refieren los artículos 39 y 40, se les otorgará un permiso extraordinario de pesca, que les dará derecho a capturar anualmente, a partir del año calendario siguiente al de la licitación, hasta un monto equivalente al resultado de multiplicar la cuota global anual de captura correspondiente por el coeficiente determinado en el permiso extraordinario de pesca en la unidad de pesquería respectiva.


A los permisos extraordinarios de pesca se les aplicará lo dispuesto en los artículos 30 y 30 A.”.


37) Agréganse en el Párrafo 4° del Título III los siguientes artículos 40 B, 40 C, 40 D, 40 E, 40 F y 40 G: 


“Artículo 40 B.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se le sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso por el infractor se le descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una licencia o permiso extraordinario que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cinco veces el valor de sanción de la especie respectiva.


Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada vía licencia transable de pesca o permiso extraordinario, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se haya inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.


Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en los incisos anteriores será sancionado con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales.


Artículo 40 C.- Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63; no dé cumplimiento al procedimiento de certificación a que se refiere el artículo 64 E de esta ley; o realice sus capturas con una nave no inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una parte de la multa será a todo evento de 250 unidades tributarias mensuales y, b) la otra parte de la multa será equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas del recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.


Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, cuyas naves inscritas para capturar efectúen descartes en contravención a las normas de esta ley, o efectúen operaciones de pesca extractiva en áreas de reserva artesanal no autorizadas conforme al artículo 47 de esta ley o efectúen capturas en una unidad de pesquería distinta a la inscrita, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior, pero aplicando en la multiplicación el doble de las toneladas que hayan sido objeto de la infracción.


Al titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que efectúe operaciones de pesca sin estar inscrito en el Registro del artículo 29, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará con el procedimiento del inciso anterior.


En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó durante el año calendario anterior se considerará el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción. Tratándose de buques fábrica, será el promedio de las capturas informadas para un período de cinco días del período o año calendario inmediatamente anterior.


Asimismo, el capitán de la nave con la cual se cometa la infracción establecida en el inciso segundo será sancionado con una multa de 100 a 200 unidades tributarias mensuales.


Artículo 40 D.- El titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca, que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letras a) y b), será sancionado con multa de hasta 600 unidades tributarias mensuales. 


Sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos 40 B y 40 C, el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca que actúe en contravención a lo dispuesto en el artículo 34 A, letra d), respecto de las normas de conservación, manejo y cumplimiento que hayan sido adoptadas por tratados internacionales de los cuales Chile es parte y que sean aplicables, será sancionado de conformidad con las normas del Párrafo 4° del Título IX.


Artículo 40 E.- Será sancionado con multa de 100 a 1000 unidades tributarias mensuales el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca el armador pesquero industrial o artesanal que contravenga la medida de prohibición establecida de conformidad con la letra a) del inciso segundo del artículo 6° A, en los casos que se establezca un Régimen de Ecosistemas Marinos Vulnerables.


Asimismo las embarcaciones artesanales o industriales que contravengan dicha medida serán sancionadas con la suspensión de los derechos derivados de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal, de las autorizaciones o de los permisos extraordinarios de pesca por el plazo máximo de 15 días, según corresponda.


Si dentro del plazo de dos años contados desde la ejecución de la infracción se incurriere nuevamente en la conducta antes indicada, se sancionará dicha infracción con el doble de la sanción antes indicada.


Durante el período de suspensión, quedará prohibido el zarpe de la embarcación infractora desde que se comunique por el Servicio dicha circunstancia a la Autoridad Marítima.


Artículo 40 F.- En el evento de que el titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca cometa más de dos infracciones de este párrafo en dos años calendario consecutivos, cualquiera sea su naturaleza, se le sancionará con la suspensión por seis meses del ejercicio de su licencia de pesca, sin perjuicio de las sanciones previstas en los artículos anteriores.


Artículo 40 G.- Las sanciones administrativas serán aplicadas conforme al procedimiento contenido en el artículo 55 O y siguientes de esta ley.”.


38) En el artículo 43:


a) Reemplázase en el inciso segundo la frase “dos cuotas iguales, pagaderas en los meses de enero y julio” por “el mes de marzo”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la locución “Fondo de Investigación Pesquera”, la frase “o para estudios, programas o proyectos de investigación pesquera y de acuicultura que desarrolle el mencionado Fondo”, e incorpórase, a continuación de la expresión “patente única pesquera”, la frase “o de la patente e impuesto específico a que se refieren los artículos 43 bis y 43 ter”.


c) Elimínanse los incisos cuarto y quinto.


39) Reemplázase el artículo 43 bis por el siguiente:


“Artículo 43 bis.- Los titulares de licencias transables de pesca clases A y B pagarán anualmente en el mes de marzo una patente de beneficio fiscal por cada una de las naves inscritas de conformidad con el artículo 29 de la presente ley, la que será equivalente a 0,44 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves de hasta 80 toneladas de registro grueso; de 0,55 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 80 y de hasta 100 toneladas de registro grueso; de 1,1 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso para naves mayores a 100 y de hasta 1.200 toneladas de registro grueso; y de 1,66 unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso, para naves mayores a 1.200 toneladas de registro grueso. Se exceptuarán de este pago las naves que cuenten con autorización de pesca y paguen la patente a que se refiere el artículo 43.”.


40) Agrégase el siguiente artículo 43 ter:

“Artículo 43 ter.- Los titulares de licencias transables de pesca clase A, pagarán anualmente en el mes de julio, además de la patente a que se refiere el artículo anterior, un impuesto específico cuyo monto corresponderá al número de toneladas que tengan derecho a extraer, de conformidad con el coeficiente de participación que representen sus licencias, multiplicado por el tipo de cambio observado de Estados Unidos de América al último día hábil del mes de junio anterior y multiplicado por el resultado más alto obtenido en las letras a) o b) siguientes:

a) El 3,3 por ciento del valor de sanción asociado a la especie respectiva contenido en el decreto exento N° 1108, de 2011, del Ministerio de Economía, multiplicado por el valor de la UTM a diciembre de 2011 y dividido por el valor del dólar observado de Estados Unidos de América del 30 de diciembre de 2011, ambos valores publicados por el Banco Central de Chile, multiplicado por el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, y dividido por el valor de este mismo índice en el año 2011 o, a falta de éste, el más cercano a esa fecha. En el caso de la merluza de tres aletas se considerará el mismo procedimiento anterior, considerando el valor de sanción contenido en el decreto exento del Ministerio de 2012 y ajustando los valores de UTM y dólar para el año 2012.


b) El resultante de aplicar el siguiente polinomio:
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Donde:
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 es el impuesto específico unitario por especie que el titular deberá pagar por las toneladas equivalentes a sus licencias transables de pesca clase A en el año correspondiente o año, expresado en dólares de Estados Unidos de América por tonelada.
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es el impuesto específico unitario asociado al año anterior.
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 es el factor de reajuste calculado como el cuociente entre el último valor anual del índice estimado por la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y Alimentación (FAO) asociado a dicha especie o el que lo reemplace, dividido por el valor de este mismo índice en el año anterior.


Para los efectos de los cálculos de las letras a) y b), a cada especie se le asociará el índice que se lista a continuación:


Jurel, Anchoveta, Sardina común y Sardina española: “FAO Fish Price Index, Pelagic excluding tuna”;


Merluza común, Merluza de tres aletas, Merluza del sur, Merluza de cola y Congrio dorado: “FAO Fish Price Index, whitefish”;


Camarón naylón, Langostino colorado y Langostino amarillo: “FAO Fish Price Index, shrimp”.
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 son aquellas toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que por subastas o cualquier otro acto o contrato que transfiera la propiedad o ceda el uso o goce temporal de licencias clase A o B, al 31 de diciembre del año anterior o t-1 se encuentran inscritas por primera vez o a nombre de un titular distinto al titular inscrito al 1 de enero de ese año en el registro a que hace referencia el artículo 30, ya sea como dueño, arrendador o titular del uso o goce a cualquier título, siempre que dichos titulares  fueren partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores. En caso que no se registren licitaciones o transacciones o éstas no produzcan el resultado señalado precedentemente, el valor de esta variable será igual a cero.
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 son las toneladas, de la fracción industrial de la cuota global de captura, que no fueron objeto de subastas o transacción alguna durante el año anterior o que, de haberlas, no produjeron el efecto señalado en la definición anterior.



[image: image8.wmf]Q

 son las toneladas de la fracción industrial de la cuota global de captura, es decir, la suma de(
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 es el promedio ponderado por toneladas de los valores de adjudicación de subasta de licencias clase B y de los precios anualizados de las enajenaciones, arriendos o cualquier acto entre partes no relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que implique la cesión de derechos de las licencias clase A y B, de acuerdo al Registro a que hace referencia el artículo 30, ocurridas durante el año anterior al del cálculo de la patente. Este valor deberá expresarse en dólares de Estados Unidos de América por tonelada ocupando el dólar observado del día de la transacción.


Para los efectos de anualizar los precios a que alude el inciso anterior, se utilizará un factor de descuento anual de 10 por ciento. Para el cálculo del promedio ponderado se usarán los valores equivalentes a dólares de Estados Unidos de América por tonelada.


A fin de determinar el precio de cesión de derechos de las licencias clase A y B en el caso de las enajenaciones de derechos sociales, acciones u otro título representativo del capital o utilidades de la sociedad o persona jurídica titular de la licencia, el nuevo titular deberá informar al Servicio de Impuestos Internos el precio total de la transacción y el precio que se le asignó a la o las licencias respectivas dentro de ella.  El Servicio de Impuestos Internos podrá tasar el precio asignado a la o las licencias respectivas en los términos de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario.


Para los efectos del inciso anterior, la determinación del nuevo titular en el caso de sociedades anónimas abiertas, se efectuará según lo dispuesto en el Título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores y, en el caso de las sociedades anónimas cerradas, según lo dispuesto en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.


El valor del impuesto específico calculado según lo dispuesto en este artículo se informará en junio de cada año mediante Resolución del Ministerio. Este impuesto específico será de competencia del Servicio de Impuestos Internos y se regirá por las disposiciones del Código Tributario. En caso que se otorguen licencias transables de pesca clase A por primera vez en una pesquería, el impuesto específico unitario que regirá para el primer año de vigencia de dicha licencia será el establecido en el literal a).


Un reglamento regulará el procedimiento interno para el cálculo del impuesto establecido en este artículo y en el artículo 43.


Si para un año determinado, el Servicio constata que en una pesquería los desembarques totales capturados por el sector industrial fueron un 50 por ciento o menos de las toneladas que representa de la fracción industrial de la cuota global de captura, deberá informarlo públicamente antes del 31 de marzo del año siguiente mediante resolución.


Dicha constatación permitirá a todos los armadores industriales de esa pesquería, que no hayan capturado el 100% de sus licencias transables de pesca clase A, solicitar un crédito para el pago del impuesto específico del año siguiente.


Dicho crédito será igual al 50% del impuesto específico que hayan pagado por la diferencia entre las toneladas de sus licencias transables de pesca clase A y lo efectivamente capturado.”.

41) En el artículo 46:


a) Elimínase en el inciso primero la expresión “27”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Los pagos anuales correspondientes a las licencias transables de pesca a que se refiere el artículo 37 se pagarán de acuerdo a lo establecido en el artículo 43 ter.”.


42) Modifícase el artículo 47 de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “41° 28,6'”, por “43° 25' 42"”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el inciso cuarto a ser sexto:


“No obstante lo anterior, mediante resolución de la Subsecretaría, previo informe técnico del Consejo Zonal de Pesca que corresponda, se podrán efectuar operaciones pesqueras extractivas por naves de titulares de licencias transables de pesca o de autorizaciones de pesca en las Regiones de Arica y Parinacota; Tarapacá y Antofagasta, sobre los recursos sardina española y anchoveta.


Asimismo, mediante el mismo procedimiento del inciso anterior pero con el acuerdo de los integrantes artesanales del Consejo Zonal de Pesca, se podrán efectuar operaciones pesqueras extractivas por naves de titulares de licencias transables de pesca y autorizaciones de pesca en la Región de Coquimbo, sobre los recursos camarón naylon; langostino amarillo; langostino colorado; gamba y sardina española y anchoveta.


La extracción de recursos hidrobiológicos que se encuentran dentro de las aguas interiores son de exclusividad, en dicha área, de los pescadores artesanales inscritos en pesquerías que correspondan.”.”.


43) Incorpórase el siguiente artículo 47 bis:


“Artículo 47 bis.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, la primera milla marina del área de reserva artesanal, entre el límite norte de la República y el grado 43°25’42’’ de Latitud Sur, con exclusión de las aguas interiores quedará reservada para el desarrollo de actividades pesqueras extractivas de embarcaciones de una eslora total inferior a 12 metros.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, cuando en una o más zonas específicas dentro del área de una milla, no haya actividad pesquera artesanal efectuada por embarcaciones de eslora inferior a 12 metros, o si la hubiere, sea posible el desarrollo de actividad pesquera artesanal por naves de mayor eslora a las establecidas en el inciso anterior, sin que interfieran con la actividad pesquera existente, podrá autorizarse transitoriamente el ejercicio de actividades por embarcaciones de una eslora mayor a 12 metros. En ningún caso podrán autorizarse actividades pesqueras artesanales que afecten el fondo marino y los ecosistemas de los peces de roca.


La autorización indicada en el inciso anterior se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva. En caso que no exista acuerdo entre los pescadores artesanales que operan en el área indicada en el inciso primero, se requerirá de un informe técnico de la Subsecretaría y el acuerdo del Consejo Zonal de Pesca involucrado.


Si se extiende la operación de los pescadores artesanales en los términos indicados en el inciso anterior, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.


44) Reemplázanse las letras a) y b) del artículo 48 por las siguientes:


“a) Autorización de las actividades pesqueras extractivas sobre determinados recursos en los estuarios, entendiendo por tal, aquella parte del río que se ve afectado por las mareas.


b) Instalación de arrecifes artificiales en un área determinada de conformidad con los requisitos y características establecidas por reglamento.”.


45) Sustitúyese el artículo 48 A por el siguiente:


“Artículo 48 A.- El Subsecretario podrá, mediante resolución fundada:


a) organizar días o períodos de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.


b) limitar el número de viajes de pesca por día.


c) Distribuir la fracción artesanal de la cuota global de captura por región, flota o tamaño de embarcación y áreas, según corresponda. Asimismo, se deberá considerar la disponibilidad de los recursos hidrobiológicos, sin que en ningún caso se afecte la sustentabilidad de los mismos. En este caso el Subsecretario deberá consultar al Consejo Zonal y al Comité de Manejo, que corresponda.


d) En el caso que la fracción artesanal de la cuota global de captura sea distribuida en dos o más épocas en el año calendario y comprenda a más de una región o a más de una unidad de pesquería, la Subsecretaría mediante Resolución, podrá redistribuir el 50% de los saldos no capturados al término de cada período, asignando dichos saldos a otra región o unidad de pesquería que se encuentre comprendida en la respectiva cuota global de captura. En el evento en que existan acuerdos de esta naturaleza en el Comité de Manejo del Plan de Manejo de una pesquería respectiva éstos deberán ser aprobados por el Subsecretario.”.


46) Incorpórase el siguiente artículo 48 B:


“Artículo 48 B. En el caso de las pesquerías de la merluza común, anchoveta y sardina común, de la V a X regiones, y jurel, para determinar la participación de cada región en la cuota de captura artesanal de una unidad de pesquería, se deberá considerar anualmente lo siguiente:


En el caso que una región capture menos del 80% de la cuota de captura artesanal que le corresponde, durante los dos años de mayor porcentaje de cumplimiento de la cuota en el período de los tres años anteriores al año de fijación de la cuota, el porcentaje que resulte de la resta del 80% y el porcentaje promedio capturado, será distribuido entre las regiones que tengan desembarque promedios por sobre el 80% a prorrata considerando los porcentajes regionales de participación del año anterior.


Si en una región la pesquería de que se trate está sometida al régimen artesanal de extracción, la medición se efectuará a la unidad de asignación que corresponda.”.


47) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 50 por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos, pasando los actuales a ser séptimo y octavo, y así sucesivamente:


“Podrá extenderse el área de operaciones de los pescadores artesanales a la región contigua, cuándo éstos realicen actividades pesqueras en las otras regiones. Para establecer esta excepción, se deberá efectuar a través del procedimiento contemplado en los planes de manejo, con el acuerdo de los pescadores artesanales involucrados en la pesquería respectiva y que registren desembarques en los últimos tres años. 


En cualquier caso que se autorice, se deberá establecer la obligatoriedad del uso del sistema de posicionamiento satelital, con excepción de las embarcaciones inscritas en recursos bentónicos, y de certificación de capturas de las embarcaciones que operen. Además, se podrán establecer restricciones de áreas de operación, número o tamaño de las embarcaciones.”.


48) Intercálase en el inciso segundo del artículo 50 A, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de la Isla de Pascua, el Registro Artesanal será independiente del de la V Región de Valparaíso.”.


49) En el artículo 50 B:


a) Intercálase en su inciso quinto, entre las expresiones “El reemplazante deberá” y “cumplir, en todo caso,” la siguiente: “ser pescador artesanal inscrito en el Registro Artesanal en cualquiera de sus categorías y”.


b) Agrégase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando el actual a ser octavo, y así sucesivamente: 


“El Servicio deberá llevar un Registro Público de las solicitudes y reemplazos autorizados, por región.”.


50) Incorpóranse los siguientes artículos 50 C y 50 D, pasando el actual artículo 50 C a ser artículo 50 E:


“Artículo 50 C.- Los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos, deberán contar con un seguro de vida vigente contra riesgo de muerte accidental e invalidez. Se eximirá de dicha obligación a los pescadores y buzos mayores de 65 años de edad.


El pescador que no cuente con el seguro no podrá desarrollar actividades pesqueras extractivas a bordo de embarcaciones artesanales. La embarcación artesanal sólo podrá zarpar si la totalidad de su tripulación cuenta con dicho seguro.


Artículo 50 D.- Los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 12 metros, pagarán una patente equivalente a las unidades tributarias mensuales que se determinan en las letras siguientes por cada tonelada de registro grueso de la nave:


a) Embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros e inferiores a 15 metros, equivalente a 0,2 unidades tributaria mensuales.


b) Embarcaciones de una eslora igual o superior a 15 metros, equivalente a 0,4 unidades tributarias mensuales.


El valor de la unidad tributaria mensual será el que rija al momento del pago efectivo de la patente, el que se efectuará en dos cuotas iguales pagaderas en los meses de enero y julio de cada año calendario.


Los armadores artesanales que hayan incurrido en un gasto de inversión por adquisición e instalación de un sistema de posicionador satelital de conformidad con el artículo 64 B, podrán descontar de la patente el 100% de dicho gasto, por una sola vez, durante el o los años siguientes.


Asimismo, podrán descontar hasta el 50% del gasto operacional del sistema de posicionador satelital.


Los armadores que paguen por la certificación de desembarque a que se refiere el artículo 64 E, podrán descontar del pago de la patente hasta el 50% del gasto de dicha certificación.


El Servicio deberá requerir la documentación necesaria que acredite los gastos incurridos para hacer efectivo este beneficio fiscal e informar a la Subsecretaría.


En ningún caso los descuentos establecidos en los incisos anteriores, podrán superar el valor total de la patente anual.


Asimismo, estos descuentos no serán aplicables en aquella parte en que el armador haya recibido un subsidio o asignación del Estado en la adquisición del equipo del sistema de posicionador.”.


51) En el artículo 55:


a) Intercálase la siguiente letra e) nueva, pasando la actual a ser letra f): 


“e) Si el armador artesanal no paga la patente pesquera a que se refiere el artículo 50 D por dos años consecutivos.”.


b) Reemplázase en la letra e), que pasa a ser f), la expresión “dos años” por “tres años”.


c) Agréganse los siguientes incisos finales:


“En el plazo de dos meses a contar de la resolución del Servicio a que se refiere el inciso primero, la Subsecretaría deberá dictar la resolución estableciendo el número de vacantes, si procede de conformidad al inciso noveno del artículo 50 de esta ley.


Para proveer la vacante sólo se considerará a los pescadores artesanales que cumplan las reglas de habitualidad establecidas en el artículo 50 B.


La inscripción en las listas de espera caducarán en el plazo de tres años a contar de la inscripción.”.


52) En el inciso primero del artículo 55 B, reemplázase la palabra “proyecto” por “plan”; agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “solicitada”, la frase “el que deberá comprender, a lo menos, un estudio de situación base de ésta en conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 55 D,”, y sustitúyese la expresión “no podrá exceder del plazo de la destinación respectiva.”, por la frase “será de carácter indefinida, mientras no se incurra en las causales de caducidad establecidas en esta ley.”.


53) Agrégase, en el artículo 55 C, el siguiente inciso final:


“Los pescadores artesanales que pertenezcan a la organización titular del área de manejo podrán extraer los recursos hidrobiológicos comprendidos en el plan de manejo con independencia de su inscripción en el Registro Artesanal, dentro de su área de manejo, debiendo cumplir, en todo caso, con las exigencias que establezcan para el otorgamiento del título o matrícula a que se refiere el artículo 51.”.


54) En el artículo 55 D:


a) En el inciso primero reemplázanse la expresión “El reglamento” por la frase “El funcionamiento de este régimen será establecido por un reglamento, el cual además”, y la palabra “proyectos” por “planes”; y agrégase a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “explotación” la frase “los informes de seguimiento que deben entregar las organizaciones de pescadores artesanales titulares del área, el cual tendrá una periodicidad de no menos de un año ni más de tres y dará cuenta de la evaluación del desempeño biológico pesquero, económico y social del área, las acciones de manejo señaladas que puedan realizarse en el área respectiva, de conformidad con el plan aprobado”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la palabra “proyecto” por “plan”, las dos veces en que aparece, y agrégase a continuación de la expresión “porción de agua” la siguiente: “y fondo de mar”.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Las organizaciones titulares de áreas de manejo, podrán solicitar, en aquellos casos que la superficie del área no incluya la playa de mar, la explotación exclusiva de aquellos recursos que hayan sido incorporadas en su plan de manejo y que se encuentren en el espacio de la playa de mar colindante con el área. Dicha autorización se establecerá por resolución de la Subsecretaría previa consulta al Consejo Zonal de Pesca que corresponda.”.


55) Derógase el artículo 55 F.


56) Reemplázase el artículo 55 G por el siguiente:


“Artículo 55 G.- Las organizaciones de pescadores artesanales titulares de un área de manejo podrán renunciar a ella en favor de otras organizaciones de pescadores artesanales inscritas de conformidad con el artículo 55 A.


Para estos efectos, en el instrumento en el cual se efectúe la renuncia y cesión del área de manejo deberá constar la manifestación de voluntad de la mayoría absoluta de los integrantes de la respectiva organización de pescadores artesanales, debiendo, en todo caso, ser suscrito ante notario público.


Asimismo la organización de pescadores artesanales que continúe explotando el área de manejo deberá estar constituida por, a lo menos, el 80% de los integrantes de la organización de pescadores artesanales renunciante.”.


57) En el artículo 55 H:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “un área de manejo, por alguna de las causales previstas en el artículo 144” por la siguiente: “un plan de manejo y explotación, de conformidad con el artículo 144”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Asimismo, en caso de caducidad del área de manejo y explotación de recursos bentónicos por alguna de las causales previstas en el artículo 144 bis, dicho sector no podrá volver a ser propuesto para su establecimiento de acuerdo al artículo 55 A, por un plazo de 5 años, contado desde la fecha de la resolución que declare la caducidad.”. 


58) Agrégase el siguiente párrafo 4° al Título IV de la ley, pasando el actual a ser Párrafo 5°: 

“Párrafo 4°

Del Régimen Artesanal de Extracción


Artículo 55 I.- Además de las facultades de administración de los recursos hidrobiológicos establecidas en el Párrafo Primero del Título II y de lo previsto en el artículo 48, en las pesquerías que tengan su acceso suspendido conforme a los artículos 50 ó 33 de esta ley, podrá establecerse por decreto, previo informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Zonal  de  Pesca respectivo, y con consulta o a solicitud de  las organizaciones de pescadores artesanales, un sistema denominado "Régimen Artesanal de Extracción". Este régimen consistirá en la asignación de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada Región, ya sea por área o flota, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente.


Para estos efectos se considerarán, según corresponda, los pescadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero Artesanal en la respectiva pesquería, la caleta, la organización, o el tamaño de las embarcaciones.


La asignación de la fracción artesanal de la cuota global se efectuará por Resolución del Subsecretario, de acuerdo a la historia real de desembarques de la Caleta, Organización, pescador artesanal o tamaño de las embarcaciones, según corresponda, y teniendo en cuenta la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.


No obstante lo anterior, en caso de catástrofe natural declarada por la autoridad competente, la Subsecretaría podrá no considerar el o los años durante los cuales estuvo vigente dicha declaración para efectos de determinar la historia real de desembarque. Del mismo modo, la Subsecretaría no considerará las capturas que se imputen a la reserva de la cuota global anual fijada para efectos de atender necesidades sociales urgentes, establecida de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra c) del artículo 3°.


Una vez establecido el Régimen Artesanal de Extracción, el Subsecretario podrá, por Resolución, organizar días de captura, los que podrán ser continuos o discontinuos.


Artículo 55 J.- Para la distribución de la cuota regional se considerará uno o más de los siguientes criterios:


a) desembarques informados por cada embarcación al Servicio de conformidad con el artículo 63 de esta ley en un período determinado.


b) antigüedad de la inscripción del armador artesanal o buzo inscrito en la pesquería, siempre y cuando haya registrado capturas en el mismo período.


c) habitualidad de la embarcación en la pesquería, entendiendo por tal los viajes de pesca, alternados o continuos, determinado de acuerdo al promedio anual regional de la pesquería, según se establezca por resolución del Servicio.


d) número de pescadores artesanales, número de embarcaciones artesanales o buzos inscritos en el Registro para la pesquería respectiva en la región.


Siempre se deberá considerar el criterio contemplado en la letra a).


Para la determinación del coeficiente de participación, la Subsecretaría, mediante resolución, fijará el o los criterios y sus ponderaciones. Asimismo, podrá aplicar factores de corrección si corresponde. La información que sirva de antecedente para dicha determinación deberá publicarse por un período de un mes en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría y mantenerse disponible en las oficinas de las Direcciones Zonales de Pesca que corresponda, por igual período.


Artículo 55 K.- Los pescadores artesanales que puedan ser afectados por la resolución que se dicte en base a los antecedentes publicados según lo dispuesto en el artículo anterior, podrán interponer en el plazo de tres meses, contado desde el término del plazo de la publicación de la información que establece el artículo anterior, con antecedentes fundados, un recurso de reposición ante la Subsecretaría, y jerárquico en subsidio ante el Ministerio, el cual deberá fundarse en que la publicación de la información es inexacta, errónea o incompleta.


Dicho recurso deberá indicar y acompañar los antecedentes en los que se funda y no será admitido a trámite si no se cumple con este requisito.


La Subsecretaría deberá resolver en el plazo de un mes contado del vencimiento del plazo de interposición del recurso antes señalado y dicha resolución se notificará mediante carta certificada al interesado y se publicará en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría.


En caso que la Subsecretaría rechace el recurso y se haya interpuesto un recurso jerárquico en subsidio, deberá elevar los antecedentes al Ministerio para que resuelva el recurso jerárquico en el plazo de tres meses. La Resolución del Ministerio se notificará por carta certificada y se publicará en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.


Artículo 55 L.- Vencido el plazo de publicación de la información a que se refiere el artículo 55 J, o resueltos los recursos administrativos establecidos en el artículo anterior, en su caso, la Subsecretaría dictará una resolución que señalará los coeficientes de participación y las toneladas determinadas para el respectivo año que le corresponden a cada pescador artesanal y a cada tipo de régimen según corresponda. 


Si durante el año de establecimiento del régimen, los coeficientes de participación se modifican con posterioridad al vencimiento de los plazos, esto no alterará la asignación del resto de los asignatarios, acreciendo la cuota. 


A partir del segundo año de aplicación del régimen, la resolución se dictará una vez adoptada la cuota global de captura para la especie respectiva.


Artículo 55 M.- En caso de muerte de un pescador artesanal, si no se ha reservado la vacante de conformidad con el artículo 55, su coeficiente se redistribuirá al año siguiente a prorrata entre los beneficiarios del régimen en la región.


Artículo 55 Ñ.- Al pescador de una asignación individual artesanal o a los pescadores artesanales titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea la forma de ésta, que sobrepasen las toneladas autorizadas a capturar para un año calendario, se les sancionará administrativamente con una multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por el doble del exceso, expresado en toneladas. Asimismo, lo capturado en exceso se descontará de las toneladas autorizadas a capturar para el año calendario siguiente. En el evento que el sancionado no cuente con una asignación artesanal que lo habilite a realizar actividades extractivas o ésta sea insuficiente, el descuento se reemplazará por una multa equivalente a lo que resulte de multiplicar el número de toneladas que debía descontarse por cuatro veces el valor de sanción de la especie respectiva.


Con todo, la sanción de descuento siempre se hará efectiva en la cuota asignada, aun cuando el infractor titular, arrendatario o mero tenedor, la haya enajenado durante la secuela del procedimiento sancionatorio o de reclamación judicial, salvo que la sanción o la existencia del procedimiento sancionatorio se hayan inscrito al margen de la inscripción en el registro a que se refiere el artículo 30 con posterioridad a la enajenación, arrendamiento o cambio de tenedor.


Los pescadores que sean titulares de una asignación colectiva, cualquiera sea ésta, serán solidariamente responsables de la infracción a que se refiere el inciso anterior.


Al pescador cuyas naves desembarquen y no informen sus capturas de acuerdo con el procedimiento a que se refiere el artículo 63, cuando corresponda, o no dé cumplimiento al procedimiento de certificación, cuando corresponda, a que se refiere el artículo 64 E de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de la siguiente forma: a) una fracción de la multa a todo evento de 30 unidades tributarias mensuales en las naves de hasta 12 metros y de 60 unidades tributarias mensuales en las demás embarcaciones artesanales y, b) una fracción de la multa equivalente al resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas de recurso hidrobiológico que hayan sido objeto de la infracción.


Al pescador, cuyas naves efectúen descarte en contravención a las normas de esta ley, se le sancionará administrativamente con una multa que se determinará de conformidad con el procedimiento del inciso anterior pero aplicando en la multiplicación el doble del exceso de las toneladas descartadas que hayan sido objeto de la infracción.


En caso que no puedan establecerse las toneladas objeto de la infracción, en la determinación de la multa se aplicará el resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la infracción, por las toneladas promedio de las capturas desembarcadas por viaje de pesca de la nave en el año inmediatamente anterior. Si la nave no operó en el año calendario anterior será el promedio de dos naves que tengan las mayores capturas por viaje de pesca y de similares características náuticas, arte o aparejo de pesca y pesquería objeto de la infracción.”.


59) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 55 I, que pasa a ser 55 N, integrando dicho artículo el Párrafo 4°, nuevo, a continuación del artículo 55 M contemplado en el numeral anterior: 


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “en regiones no sometidas” por “no sometidos”.


b) Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, pasando los actuales a ser cuarto y quinto, y así sucesivamente:


“Asimismo, los titulares de asignación artesanal a que se refiere el inciso anterior podrán ceder total o parcialmente las toneladas asignadas para un año calendario a un titular de licencia transable de pesca de la especie de que se trate, quienes podrán extraerlas de acuerdo a su normativa y dentro de la unidad de pesquería autorizada, debiendo ésta siempre efectuarse dentro de la misma unidad poblacional.


En el caso de régimen artesanal de extracción por área, flota u organizaciones, en la solicitud de cesión deberá constar el acuerdo de la mayoría absoluta de los pescadores artesanales que formen parte de las distintas unidades de dicho régimen.”.


c) Intercálase en el inciso tercero que pasa a ser quinto, entre las palabras  “cedente” y la expresión “, de conformidad”, la siguiente: “, en su caso” y agrégase la siguiente oración final: “En estos casos y dependiendo del régimen contractual o laboral que rija la relación entre el armador y el patrón o tripulantes, se deberá pagar la parte acordada en el respectivo contrato o la remuneración correspondiente, por el traspaso de cuota que se haya efectuado.”.


60) Agréganse los siguientes artículos 55 O), 55 P), 55 Q), 55 R), 55 S) y 55 T): 


“Artículo 55 O.- Las sanciones administrativas a que se refieren los artículos anteriores, serán aplicadas de conformidad con el procedimiento previsto en el presente artículo, por resolución del Director Regional del Servicio que tenga competencia en el lugar donde tuvieren principio de ejecución los hechos que configuran la infracción.


En los casos que, a juicio del Servicio, se configure algún hecho constitutivo de infracción, notificará esta circunstancia al presunto infractor, remitiéndole el informe de infracción y de todos los antecedentes en que ésta se funda.


El procedimiento previsto en el presente artículo podrá iniciarse de oficio o a solicitud de persona interesada. 


El denunciado dispondrá de un plazo de 30 días corridos para hacer valer sus descargos y en la misma presentación, deberá fijar domicilio en el radio urbano donde funciona la Dirección Regional de Pesca competente, para efectos de practicar las notificaciones que se libren en el expediente. La omisión facultará al Servicio para notificar al denunciado o infractor a través de su sitio de dominio electrónico o por medio de un aviso publicado en un diario de circulación regional correspondiente a los días primero o quince, o al día siguiente hábil, si fueren feriados. 


Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio podrá ordenar la apertura de un período de prueba, por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse las medidas o diligencias que se estimen pertinentes. El presunto infractor en sus descargos, podrá proponer la realización de las medidas o diligencias probatorias, las que sólo podrán ser rechazadas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.


Los hechos investigados podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Las resoluciones de mero trámite en el procedimiento sancionatorio, a solicitud del infractor, podrán ser notificadas a la dirección de correo electrónico que indique en su primera presentación.


Transcurrido el plazo para hacer valer los descargos, o vencido el período de prueba, el Servicio dictará una resolución de absolución o condena, la cual deberá ser notificada al infractor por carta certificada, la que se entenderá legalmente practicada después de un plazo adicional de tres días, contado desde su despacho por la oficina de correos.


El Director Regional Respectivo deberá designar a un funcionario de su dependencia para que ejerza la función de ministro de fe, respecto de las actuaciones probatorias y las resoluciones que se libren en el procedimiento. 


Artículo 55 P.- En el evento que los pescadores artesanales cometan más de dos infracciones de este párrafo, en el plazo de dos años calendario, cualquiera sea su naturaleza, se aplicará, además, la sanción más alta contemplada para dichas infracciones.


Artículo 55 Q.- Los sancionados dispondrán de un plazo de 15 días hábiles, contado desde la notificación de la resolución sancionatoria, para reclamar de ella ante la Corte de Apelaciones que corresponda, la que deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del reclamo y si éste se ha interpuesto dentro del término legal.


Admitido el reclamo, la Corte dará traslado por 15 días hábiles al Servicio. Evacuado el traslado, la Corte ordenará traer los autos en relación, agregándose la causa en forma extraordinaria a la tabla del día siguiente, previo sorteo de la sala cuando corresponda.


La Corte dictará sentencia dentro del término de 15 días.


La resolución que expida la Corte de Apelaciones será apelable en el plazo de diez días, recurso del que conocerá en cuenta la Corte Suprema, sin esperar la comparecencia de las partes, salvo que estime conveniente traer los autos "en relación". En contra de la sentencia definitiva dictada por la Corte de Apelaciones no procederá el recurso de casación.


El Servicio tendrá siempre la facultad de hacerse parte en estos procesos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 123.


Artículo 55 R.- Las resoluciones que apliquen sanciones de conformidad con los artículos anteriores sólo deberán cumplirse una vez que éstas se encuentren ejecutoriadas. El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha en que quede ejecutoriada la resolución que la imponga.


El pago de toda multa aplicada de conformidad a este Título deberá ser acreditado ante el Servicio, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


El titular de una asignación artesanal será solidariamente responsable de las multas impuestas al arrendatario o mero tenedor de su asignación.


El sancionado, titular, arrendatario o mero tenedor de una licencia transable de pesca o permiso extraordinario de pesca o el armador de una asignación individual artesanal o los armadores artesanales titulares de una asignación colectiva, que no hubiere enterado la multa en tesorería dentro del término legal, como medida de apremio podrá imponérsele la suspensión de sus derechos de pesca y consecuentemente, la prohibición de zarpe de su embarcación, en tanto no haga pago íntegro de la multa impuesta. Asimismo, si el sancionado careciere de tales instrumentos o le fueren caducados, el pago de la multa será ejecutado por la Tesorería General de la República. 


El apremiado que incumpliere la medida impuesta de conformidad con el inciso anterior, será sancionado con la suspensión de la licencia, permiso o asignación individual o colectiva por un año. En caso de reincidencia dentro de los tres años desde el término de la suspensión se caducará la licencia, permiso o asignación individual o colectiva.


Artículo 55 S.- Para los efectos de prescripción tanto para la acción como de las sanciones será aplicable el artículo 132 bis.


Artículo 55 T.- En el caso que un titular de licencia transable de pesca ceda, total o parcialmente, las toneladas que represente su licencia transable de pesca, en un año calendario, a uno o más armadores artesanales inscritos en la pesquería respectiva, éste deberá inscribirse en el registro a que hace referencia el artículo 29 de esta ley y podrá extraer las toneladas cedidas dentro de la región correspondiente a su respectiva inscripción en el Registro Artesanal, dando cumplimiento a la exigencia de certificación de las capturas al momento de desembarque de conformidad con el artículo 64 E.”.


61) Sustitúyese el artículo 63 por el siguiente:


“Artículo 63.- Los armadores pesqueros, industriales o artesanales deberán informar al Servicio, sus capturas y desembarques por cada una de las naves o embarcaciones que utilicen, de conformidad a las siguientes reglas:


a) Las capturas se deberán registrar e informar en la bitácora de pesca que cada armador deberá llevar a bordo. En el caso de los armadores industriales dicha bitácora será electrónica y deberá tener la capacidad de informar las capturas lance a lance. Un reglamento determinará la información que deberá contener la bitácora, la que al menos comprenderá la captura por lance de pesca u otra forma de conformidad con la operación pesquera, la fecha y ubicación del lance de pesca. El Servicio determinará la oportunidad y condiciones de la entrega de la información de captura.


b) Los desembarques se deberán informar, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento, al momento que éste se produzca o al tiempo que el Servicio determine, ya sea en Chile o en el extranjero.


c) En caso que existan diferencias entre la información de captura y desembarque, el Servicio deberá establecer un procedimiento y criterios técnicos mediante los cuales se resolverán las diferencias de captura y desembarque, debiendo considerar lo establecido en el plan de reducción de descarte o fauna acompañante. Todo aquello que exceda conforme al procedimiento anterior, será imputado a la cuota global de captura o a las cuotas individuales o colectivas asignadas.


La misma obligación de la letra b) deberán cumplir las lanchas transportadoras, los recolectores de orilla, buzos, buzos apnea y organizaciones de pescadores artesanales asignatarias de áreas de manejo, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento.


Los titulares de Plantas de Proceso o de transformación y las personas que realicen actividades de comercialización de recursos hidrobiológicos, deberán informar al Servicio el abastecimiento de recursos hidrobiológicos y de los productos finales derivados de ellos, en las condiciones y oportunidad que determine el reglamento.


Los que realicen cualquier tipo de actividad de acuicultura y a cualquier título, deberán informar conforme al reglamento, sobre las estructuras utilizadas en el cultivo, el abastecimiento, existencia, cosecha, situación sanitaria, origen y destino de los ejemplares.


Toda la información de captura, desembarque, abastecimiento y comercialización de recursos hidrobiológicos, a que se refieren los incisos anteriores deberá tener origen legal, entendiendo por tal, aquellos capturados o adquiridos, procesados o comercializados cumpliendo con la normativa pesquera nacional y los tratados internacionales vigentes en Chile. El procedimiento, condiciones y requisitos de la acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos, serán establecidos mediante resolución del Servicio.”.


62) Incorpórase el siguiente artículo 63 quáter, nuevo:


“Artículo 63 quáter.- Sólo se podrán desembarcar recursos hidrobiológicos en los puntos o puertos de desembarque que el Servicio autorice mediante resolución. 


Para otorgar esta autorización, el Servicio deberá tener en cuenta lo siguiente:


a) La forma en cómo se desarrollan las actividades pesqueras extractivas con el objeto de no interferir sustantivamente en éstas, teniendo en consideración las características del lugar de desembarque, el tipo de naves o embarcaciones que las realizan así como los horarios y las condiciones naturales de la operación pesquera.


b) Los medios necesarios para el efectivo control de los desembarques.


c) Las características sanitarias de la infraestructura de apoyo al desembarque del lugar a autorizar, de forma que sean apropiadas para realizar esta actividad.


d) El cumplimiento de los titulares del punto o puerto de desembarque de las condiciones del decreto de concesión marítima y de la normativa pesquera.


El incumplimiento de cualesquiera de las obligaciones y condiciones establecidas por el Servicio, respecto de los puntos o puertos de desembarque por éste autorizados, hará incurrir al infractor en las sanciones que al efecto se prevén en el artículo 113 B de esta ley.”.


63) Intercálase en el inciso primero del artículo 64 B entre la palabra “industriales” y la expresión “matriculadas en Chile” la oración: “de embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a 15 metros y embarcaciones transportadoras, así como para las embarcaciones artesanales de una eslora total igual o superior a doce metros e inferior a quince metros inscritas en pesquerías pelágicas con el arte de cerco”, y agrégase a continuación del vocablo “mar” la siguiente frase final: “Con excepción de las embarcaciones que efectúan operaciones extractivas inscritas en recursos bentónicos.”.


64) Agréganse los siguientes artículos 64 E, 64 F, 64 G y 64 H, pasando los actuales artículos 64 E y 64 F a ser artículos 64 I y 64 J, respectivamente:


“Artículo 64 E.- Los titulares de cualquier instrumento que autorice a la extracción de la fracción industrial de la cuota global o de las autorizaciones de pesca, así como los armadores artesanales de embarcaciones de una eslora igual o superior a 12 metros y los titulares de embarcaciones transportadoras deberán entregar al Servicio la información de desembarque por viaje de pesca a que se refiere el artículo 63 de esta ley, certificada por una entidad auditora acreditada por el Servicio. 


Para otorgar el certificado, se deberán pesar los desembarques o productos de la pesca en su caso, a menos que el Servicio fundadamente, mediante resolución, la exceptúe por la aplicación de una metodología equivalente. El sistema de pesaje utilizado deberá estar habilitado por el Servicio.


La forma, requisitos y condiciones de la certificación y acreditación de las entidades auditoras y del pesaje, así como la periodicidad, lugar, forma de pago y demás aspectos operativos del sistema, serán establecidos por el Servicio mediante resolución. El Servicio deberá dar cumplimiento a los mecanismos de la ley N° 19.886, en lo que resulte pertinente, para efectos de determinar a la empresa autorizada para operar en cada zona. La empresa que resulte como adjudicataria de este proceso en cada zona será la que, cumpliendo con los requerimientos exigidos en las bases de licitación, ofrezca las mejores condiciones para el ejercicio de sus labores.


Las tarifas máximas por los servicios de certificación que deberán ser pagadas por los armadores o, en su caso, por los titulares de las embarcaciones transportadoras serán establecidas en cierta cantidad de la respectiva moneda de curso legal por tonelada de recurso o materia prima desembarcada, pudiendo contemplarse aranceles diferenciados en consideración a la especie, cantidad, horario y ubicación geográfica del desembarque, y serán fijadas en la resolución del Servicio que resuelva la contratación de la certificación. Las tarifas referidas serán pagadas a la entidad auditora a través del Servicio. Para estos efectos, la Dirección Regional del Servicio correspondiente al lugar en el cual se presten los servicios de certificación, recibirá los fondos que se perciban por el pago que efectúen los titulares y armadores de estos servicios. Dichos fondos serán administrados en forma extrapresupuestaria utilizando las cuentas complementarias abiertas para dicho efecto.


En caso de no pago, la entidad auditora podrá suspender la certificación, previa autorización del Servicio. El plazo que tendrán los titulares y armadores para pagar por los servicios de certificación será el fijado en la resolución del Servicio. Asimismo, para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 5° de ley N° 19.983, el Servicio certificará, a solicitud de la entidad auditora, el hecho de haber transcurrido el respectivo plazo sin que el armador haya consignado en la cuenta dispuesta para dicho efecto los fondos necesarios para cubrir el pago de que se trate. El Servicio no tendrá responsabilidad alguna respecto de los pagos adeudados por parte de los titulares y armadores a las entidades auditoras.


El certificador que certifique un hecho falso o inexistente o el que haga una utilización maliciosa de la certificación de desembarques será sancionado con las penas establecidas en los artículos 194 ó 196 del Código Penal, según corresponda. Para todos los efectos, se entenderá que los certificados constituyen instrumento público.


Las entidades auditoras serán fiscalizadas por el Servicio, debiendo, entre otros, efectuar directamente, o a través de terceros, auditorías para evaluar el desempeño de las entidades auditoras. Los resultados de estas auditorías deberán publicarse en el sitio de dominio electrónico de este Servicio.”.


Artículo 64 F.- La habilitación y control de los sistemas de pesaje utilizados para la certificación del desembarque a que se refiere el artículo anterior, corresponderá al Servicio, así como la verificación de los parámetros metrológicos e inspección de su funcionamiento y uso.


El Servicio establecerá un procedimiento de habilitación y control de los sistemas de pesaje y un periodo de calibración y verificación de los parámetros metrológicos de operación del sistema. El Servicio podrá suspender o caducar la habilitación del sistema de pesaje cuando los parámetros metrológicos están fuera de los márgenes establecidos o hayan sido adulterados.


Artículo 64 G.- Se prohíbe a los buques pesqueros y embarcaciones artesanales que operen en áreas de pesca sujetas a restricción o prohibición de artes o aparejos de pesca, llevar o mantener a bordo dichas artes o aparejos prohibidos. 


Artículo 64 H.- El Servicio a objeto de efectuar el control de cuota global de captura de una determinada pesquería, determinará con 24 horas de antelación la fecha de su cierre. Dicha información se publicará en su página de dominio electrónico y deberá ser informada por la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante a quienes se encuentren realizando faenas de pesca.”.


65) Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente: 


“Artículo 65.- Los armadores, transportistas, elaboradores, comercializadores y distribuidores deberán portar junto con los productos, los documentos que acrediten el origen legal de los recursos hidrobiológicos y sus productos derivados.”.


66) Modifícase el artículo 69 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el inciso tercero, la frase “de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen”.


b) Elimínase, en el inciso cuarto, la oración “o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter”.


67) Elimínase el inciso final del artículo 69 bis.


68) Suprímense los incisos segundo y tercero del artículo 77.


69) Elimínase el inciso final del artículo 78.


70) Modifícase el artículo 80 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el inciso segundo, la oración final: “La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Elimínase, en el inciso final, las palabras “de Marina”, y agrégase la siguiente oración final: “El registro será público y la información contenida en él deberá mantenerse actualizada en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría.”.


71) Elimínanse los artículos 80 bis y 80 ter.


72) Modifícase el artículo 81 de la siguiente manera:


a) En el inciso primero:


Reemplázanse la frase “o autorizaciones de acuicultura, cualquiera que sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,” por “de acuicultura o que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ellas, se inscribirán en el Registro de Concesiones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”, y la locución “debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura”, por el siguiente texto: “como asimismo el poder del representante legal de las partes contratantes, cuando corresponda; un certificado de hipotecas, gravámenes y prohibiciones de enajenar emitido por el Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión; el comprobante de pago de la patente de acuicultura correspondiente al año en que se solicite la inscripción y un certificado emitido por Tesorería que dé cuenta que no existen deudas de patente única de acuicultura pendientes.”.


b) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero:


“El Registro de Concesiones será público y deberá estar disponible para su consulta en la página de dominio electrónico de la Subsecretaría. Se dejará constancia en el Registro de Concesiones del ingreso de todas las solicitudes de inscripción, desde la fecha de su recepción.


No se inscribirán los actos referidos a concesiones respecto de los que exista prohibición legal o judicial, o mientras sean objeto de una negociación de conformidad con la ley N° 19.220 y respecto de los demás que señale el reglamento. Las prohibiciones convencionales se inscribirán para el solo efecto previsto en el artículo 81 bis.”.


c) Elimínase el inciso tercero.


d) Reemplázase el inciso quinto por los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones de acuicultura, no serán oponibles a terceros ni habilitarán el ejercicio de actividad alguna en las concesiones respectivas, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. La concesión que se transfiera, arriende o que sea objeto de otro acto jurídico, quedará sometida al mismo objeto, superficie y a las exigencias y modalidades que se encontraban vigentes al momento de la transferencia. 


El Servicio sólo podrá visar documentos y habilitar el movimiento de ejemplares desde el centro de cultivo correspondiente a la concesión, a quien acredite su titularidad o derechos para ejercer la actividad de acuicultura en la misma mediante su inscripción en el Registro de Concesiones.”. 


e) Elimínanse los incisos séptimo y octavo.


73) Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:


“Artículo 82.- En el evento de fallecimiento del titular de una concesión de acuicultura, la sucesión, mediante mandatario común, deberá presentar a la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, dentro del plazo de dos años de ocurrido el fallecimiento del causante, copia autorizada de la inscripción de la posesión efectiva en el Registro Civil e Identificación, para que proceda a dictar una nueva resolución a favor de los herederos, la que deberá ser inscrita por la Subsecretaría en el Registro de Concesiones de Acuicultura.”.


74) Agrégase el siguiente inciso octavo, nuevo, al artículo 84:


“Se exceptúan también de las disposiciones de este artículo, las organizaciones compuestas sólo por pescadores artesanales, cuya concesión o concesiones otorgadas exclusivamente para el cultivo de algas tengan una extensión total igual o inferior a 50 hectáreas o en el caso que sea superior la  proporción de superficie por afiliado no exceda de una hectárea.”. 


75) Reemplázanse los artículos 91 y 92 por los siguientes artículos 91, 92 y 92 A: 


"Artículo 91.- La Subsecretaría elaborará el programa de investigación necesario para la regulación de la pesca y la acuicultura.


El programa generará un conjunto de observaciones sistemáticas en el tiempo y áreas geográficas determinadas, de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas, cuyo análisis permita conocer su estado de situación, patrones y tendencias. Asimismo, tal programa comprenderá la investigación y el monitoreo y análisis de las condiciones oceanográficas, ambientales y sanitarias apropiadas para el ejercicio sustentable de la acuicultura. Los resultados de la ejecución del programa de investigación servirán de base para la fundamentación de las medidas de administración y conservación, así como, en general, del proceso de toma de decisiones para la actividad pesquera extractiva y de acuicultura.


El programa de investigación tendrá proyectos de carácter permanente y otros de carácter ocasional. Sin perjuicio de lo anterior, los permanentes podrán ser revisados en el tiempo, conforme al incremento de la demanda de conocimiento de las variables relevantes para la regulación de la actividad pesquera y de acuicultura. 


Para la elaboración del programa, la Subsecretaría podrá requerir propuestas de investigación a los Consejos Nacional y Zonales de Pesca y a la Comisión Nacional de Acuicultura, así como al Instituto de Fomento Pesquero. Asimismo, deberá requerir propuestas a los Comités Científicos Técnicos, así como al Instituto de Fomento Pesquero. La Subsecretaría efectuará el requerimiento en el mes de enero del año anterior en que deba regir el programa y los organismos requeridos tendrán hasta el 31 de marzo para enviar sus propuestas. 


Con la información obtenida, la Subsecretaría elaborará el programa de investigación priorizado, aprobándolo mediante Resolución y será publicado en su página de dominio electrónico. 


Artículo 92.- El programa de investigación básica o permanente para la regulación pesquera y de acuicultura, podrá ser efectuado por el Instituto de Fomento Pesquero y en él se deberán considerar al menos:


a) La evaluación directa de biomasa y abundancia de los recursos pesqueros.


b) La evaluación de stock mediante modelamientos, con el objeto de determinar el estado de situación y posibilidades de explotación biológicamente sustentable o captura total permisible.


c) El monitoreo y seguimiento sistemático de las pesquerías, dinámica poblacional y sus condiciones oceanográficas.


d) El monitoreo o seguimiento de las actividades de acuicultura, de las especies hidrobiológicas que constituyan plagas y la obtención de la información oceanográfica requerida para asegurar el ejercicio sustentable de esta última. 


e) Los programas referidos al estado sanitario y ambiental de las áreas en que se realiza acuicultura.  


Dentro del programa de investigación básica que será ejecutado por el Instituto de Fomento Pesquero, se podrá contemplar una reserva de emergencia para financiar proyectos o actividades fundadas en cambios en las condiciones oceanográficas y ambientales que causen, a su vez, alteraciones o cambios en el comportamiento de los recursos surgidos en forma imprevista. El monto de dichos proyectos deberá imputarse al presupuesto anual de la investigación básica y no podrá exceder del 3% del mismo.


El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar mediante licitación pública. 


La investigación contenida en el programa de investigación que no sea efectuada por el Instituto de Fomento Pesquero podrá ser efectuada a través del Fondo de Investigación Pesquera.


Artículo 92 A.- El presupuesto del Ministerio de Economía deberá consultar anualmente recursos para financiar el programa de investigación básica pesquera y de acuicultura que realice el Instituto de Fomento Pesquero, de conformidad con los artículos anteriores.


La Subsecretaría elaborará los términos técnicos de referencia de los proyectos, informando de ello al Ministerio en la oportunidad que éste determine.


Para la aplicación de estos recursos se deberá firmar un convenio entre el organismo receptor y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, que incluya un programa de trabajo que defina específicamente, según sea el caso: cada uno de los conceptos a los que serán aplicados los recursos traspasados; cada uno de los estudios de investigación para determinar la situación de las distintas pesquerías, condiciones oceanográficas, y cada uno de los estudios de investigación destinados a evaluar los efectos sanitarios y medioambientales de la acuicultura, que sean financiados con estos recursos. 


Dentro del programa de investigación deberán contemplarse fondos para la contratación de evaluación externa para cada proyecto, mediante la cual se verifique el cumplimiento de los Términos Técnicos de Referencia, y la calidad técnica de los resultados obtenidos. El reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.”.


76) Agrégase al epígrafe del Párrafo 2° del Título VII, a continuación del vocablo “PESQUERA”, la expresión “Y DE ACUICULTURA”. 


77) Incorpórase en el artículo 93, a continuación de la palabra “Pesquera”, la primera vez que aparece, la expresión “y de Acuicultura”. 


78) Sustitúyense los artículos 94, 95 y 96 por los siguientes:


“Artículo 94.- El Fondo de Investigación Pesquera y de Acuicultura será administrado por un Consejo, integrado por las siguientes personas:


a) el Subsecretario, quien lo presidirá.


b) un representante del Comité Oceanográfico Nacional. 


c) un científico proveniente del ámbito pesquero, debiendo acreditar contar con título profesional, de a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, elegido por la Sociedad de Chilena de Ciencias del Mar.


d) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Pesquerías. 


e) un representante nominado por los presidentes de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura.


f) dos profesionales especialistas en el ámbito pesquero, que serán elegidos por el Ministerio de una quina presentada por los estamentos laboral, industrial y artesanal del Consejo Nacional de Pesca.


g) dos profesionales especialistas en el ámbito de la acuicultura, de la salud animal o en materia ambientales o recursos naturales, elegidos por el Ministerio de una quina presentada por la Comisión Nacional de Acuicultura.


En los casos de las letras b), c) y d) se deberá designar, además, a un suplente.


Artículo 95.- Las normas de funcionamiento del Consejo y toma de decisiones se determinarán por reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas:


a) Los miembros del Consejo serán nombrados por decreto del Ministerio, bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, y durarán cuatro años en sus cargos, renovándose por parcialidades cada dos años y pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. 


b) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Consejo. 


Los acuerdos del Consejo se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. Los miembros del Consejo individualizados en las letras e) y g) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con la actividad pesquera, así como los miembros individualizados en las letras d) y f) no tendrán derecho a voto en las materias relacionadas con las actividades de acuicultura, y en ambos casos no se considerarán en el quórum para sesionar y adoptar acuerdos. 


c) Es incompatible la función de los integrantes de las letras d), e), f) y g) del Consejo con la condición de funcionario público dependiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras o de acuicultura, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal, industrial o de acuicultura o de plantas de transformación o de sus matrices, filiales o coligadas. Las personas que al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones deberán renunciar a ellas. 


En todo caso, el desempeño como integrante del Consejo es compatible con funciones o cargos docentes. 


d) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Consejo las siguientes:


a. Expiración del plazo por el cual fue designado;


b. Renuncia;


c. No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario;


d. Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad.


En el caso de las letras c) y d), la cesación será declarada por el Ministro. En el caso de la letra b), la renuncia será aceptada por el Ministro.


Si un miembro del Consejo cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en la letra a) de este artículo.


Artículo 96.- El Consejo de Investigación Pesquera y de Acuicultura tendrá las siguientes funciones:


a) Priorizar el programa anual.


b) Asignar, conforme a los mecanismos establecidos en la ley N°19.886 y sus reglamentos, los proyectos de investigación y los fondos para su ejecución.


c) Asignar, conforme al reglamento, recursos para financiar tesis de pre grado o postgrado relacionadas con las materias de su competencia.


d) Sancionar la calificación técnica de los proyectos de investigación, la que deberá efectuarse por evaluadores externos que sean de igual o superior calificación o experiencia profesional de  aquéllos que efectúen la investigación.


e) Preparar y divulgar la memoria anual de actividades.


Antes de iniciar el procedimiento de contratación, los términos técnicos de referencia de cada proyecto serán remitidos a la Subsecretaría para que ésta pueda formular sus observaciones y sugerencias en el plazo de quince días, contado desde su remisión. Si la Subsecretaría no se pronuncia en el plazo señalado, se procederá sin más trámite. En el caso de formularse observaciones o sugerencias, ellas deberán ser consideradas y sólo podrán ser rechazadas por decisión fundada del Consejo.


El reglamento establecerá las normas de inhabilidad aplicables a quienes participen en los proyectos de investigación, las debidas garantías y demás disposiciones que aseguren la calidad en la ejecución de los proyectos, así como la idoneidad e independencia de quienes se los adjudiquen. Deberá contemplarse, asimismo, el procedimiento de registro y selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.


Los recursos asignados al Fondo podrán contemplar un monto destinado a financiar tesis de pregrado o postgrado en materias propias de sus actividades. El reglamento determinará los requisitos y condiciones conforme a los cuales se asignará este tipo de financiamiento.


El mecanismo de asignación de proyectos deberá considerar una mayor ponderación de aquellas instituciones regionales que participen en los concursos de investigaciones que se realicen en su zona.


El estado de avance e informes finales de cada una de las investigaciones realizadas serán entregados a la Subsecretaría y servirán de base para la adopción de las medidas de administración y conservación y, en general, al proceso de toma de decisiones. 


Artículo 96 A.- El Fondo contará con un Director Ejecutivo, que será designado por el Subsecretario de Pesca. 


Corresponderá al Director Ejecutivo:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo, y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.


b) Proponer al Consejo la priorización del programa de investigación del Fondo, ejecutar el programa de investigación una vez aprobado, y proponer las modificaciones en la priorización que se requieran durante su ejecución.


c) Administrar el Fondo, sujetándose a los acuerdos e instrucciones que, al efecto, adopte el Consejo.


d) Asistir, con derecho a voz, a las sesiones del Consejo y adoptar las providencias y medidas que requiera su funcionamiento.


e) Informar periódicamente al Consejo acerca de la ejecución técnica y presupuestaria del programa de investigación y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.


f) Ofertar, licitar, adjudicar, adquirir y contratar bienes y servicios para la adecuada marcha y funcionamiento del Fondo de Investigación Pesquera con cargo del presupuesto del Fondo asignado mediante la Ley de Presupuestos de cada año, cualquiera sea su monto. Para estos efectos, el Director Ejecutivo deberá recurrir a los mecanismos contemplados en la ley N° 19.886 y su Reglamento.


g) Otras que determinen las leyes.”.


79) Sustitúyese, en el artículo 107, la palabra “elaborar” por los vocablos “tener, almacenar, transformar”.”.


80) Modifícase el artículo 108 del modo que sigue:


a) Agrégase, en la primera parte del inciso primero, después del vocablo “infracciones”, la siguiente frase: “a la presente ley, a sus reglamentos o”.


b) Sustitúyese la letra e) por la siguiente:


“e) Comiso de las especies hidrobiológicas o de los productos derivados de éstas. Esta sanción será aplicable a las infracciones a las normas de pesca recreativa, cuando así corresponda según la naturaleza de la infracción.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Lo señalado en el presente artículo es sin perjuicio de otras sanciones que para casos especiales establezca esta ley.”.


81) Incorpórase el siguiente artículo 108 A:


“Artículo 108 A.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por reincidencia la reiteración de cualquiera de las infracciones a las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera, cometidas dentro del plazo de dos años, contado desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria. En caso de reincidencia, las sanciones pecuniarias y el período de clausura se duplicarán, salvo disposición en contrario.”.


82) Reemplázase el artículo 109 por el siguiente:


“Artículo 109.- De las infracciones serán responsables: 


a) De las infracciones a las prohibiciones de captura o extracción o desembarque de especies hidrobiológicas, y realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, responderá el armador pesquero industrial o el armador pesquero artesanal y el capitán o patrón de la nave con la cual se cometa la infracción.


b) De las infracciones a las prohibiciones de transporte responderá el empresario de transporte, al tenor de lo dispuesto en el inciso final del artículo 166 del Código de Comercio. 


c) De las infracciones a las prohibiciones de comercialización responderá la persona natural o jurídica que ejerce la actividad comercial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 7° del Código de Comercio.


d) De las infracciones a las prohibiciones de posesión y tenencia responderá el poseedor o mero tenedor. El porte de los recursos hidrobiológicos y los productos derivados de éstos en medios de transporte privados, o que son conducidos como parte del equipaje del conductor o de personas que viajan como pasajeros en el transporte público, constituye, para estos efectos, tenencia.


e) De las infracciones a las prohibiciones de transformación responderá la persona natural o jurídica titular de la inscripción que la habilita para ejercer la actividad. A falta de ésta, responderá  la persona natural o jurídica que incurra en la infracción.


f) De las infracciones a las prohibiciones de almacenamiento responderá  la persona natural o jurídica que ejerce la actividad de depósito de mercancías, entendiendo por tal el almacenamiento, guarda, conservación, manejo y distribución de los bienes o mercancías que se encomiendan a su custodia. El almacenamiento en lugares cuyo objetivo especial no es el depósito de acuerdo a lo señalado precedentemente, constituye, para estos efectos, tenencia. 


g) Si una infracción ha sido cometida por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable del pago de la multa respectiva.


h) Si la infracción es cometida por una persona jurídica, junto a ella será solidariamente responsable, en el ámbito civil y administrativo, su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.


83) Modifícase el artículo 110 del modo que sigue:


a) Elimínase, en la primera parte del inciso primero, la locución “o querella”, y agrégase, a continuación de la expresión “peso físico,” lo siguiente: “y con el comiso de las especies hidrobiológicas y de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, con que se hubiere cometido la infracción,”.


b) Intercálase, a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Informar capturas de especies hidrobiológicas menores que las reales, incluido el ocultamiento de capturas desembarcadas. La sanción se aplicará sobre el total de la captura efectuada.”.


c) Agrégase en la letra c), que pasa a ser d), a continuación del punto (.) final, que pasa a ser coma (,), la frase: “o en contravención a lo establecido en éstos.”.


d) Reemplázase, en la letra d), que pasa a ser e), la expresión “respectivo” por la frase: “pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.”.


e) Elimínase la actual letra e).


f) Sustitúyense las letras f) a i) por las siguientes:


“f) Capturar especies hidrobiológicas en contravención a lo dispuesto en las letras c) y d) del artículo 3º y en la letra c) del artículo 48.


g) Capturar especies hidrobiológicas en el área de reserva de la pesca artesanal, sin contar con la autorización establecida en los artículos 47 y 47 bis.


h) Capturar en alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y Párrafo 4° del Título IX.


i) Capturar especies hidrobiológicas con una nave, con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.”.


g) Incorpóranse las siguientes letras j), k), l) y m), nuevas:


“j) Capturar especies protegidas por convenios internacionales de los cuales Chile es parte, siempre que se haya decretado la prohibición de captura temporal o permanente.


k) Capturar especies hidrobiológicas bajo la talla mínima de extracción establecida y en exceso al margen de tolerancia autorizado por cada especie. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado. 


La cantidad de recursos bajo talla se podrá determinar mediante un sistema de muestreo, cuyo procedimiento se establecerá mediante resolución del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


l) Capturar especies hidrobiológicas con artes o aparejos de pesca prohibidos o en contravención a las regulaciones establecidas en el artículo 4° de esta ley.


m) Capturar una especie hidrobiológica en calidad de fauna acompañante en una proporción superior a la establecida en el decreto supremo correspondiente. La sanción será aplicable sólo sobre el exceso mencionado.”.


84) Agrégase el siguiente artículo 110 ter:


“Artículo 110 ter.- Será sancionado con dos unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso de la nave con que se cometa la infracción, y el comiso de las artes y aparejos de pesca, o equipo y traje de buceo, según corresponda, la realización de operaciones de pesca sin resultado de captura, en los siguientes casos:


a) Sin contar con la autorización, permiso o licencia correspondiente, o en contravención a lo establecido en éstas. 


b) Sin estar inscrito en el registro pesquero artesanal o en contravención a lo establecido en la respectiva inscripción.


c) En alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, salvo en los casos de pesquerías transzonales y altamente migratorias, en que se sancionará según lo previsto en el artículo 40 D y Párrafo 4° del Título IX.


d) Con infracción a las normas sobre funcionamiento del sistema de posicionamiento automático en el mar.


e) Con artes o aparejos de pesca prohibidos. Si no se usaren naves o embarcaciones pesqueras, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales y responderá quien ejerza tal actividad. Se sancionará de la misma manera el porte o tenencia de artes y aparejos prohibidos, en conformidad a lo dispuesto en la letra c) del artículo 6º A de esta ley.”. 


85) Incorpórase el siguiente artículo 110 quáter: 


“Artículo 110 quáter.- Será sancionado con multa de 30 a 100 unidades tributarias mensuales el capitán o patrón de una nave industrial o artesanal que entorpezca, por sí o por terceros, las labores de los observadores científicos a bordo de las mismas, o que no otorgue las facilidades necesarias para que éstos desempeñen sus funciones.


Igual sanción se aplicará al capitán o patrón de una nave industrial o artesanal que no dé cumplimiento a la obligación establecida en el inciso cuarto del artículo 6º B.”.


86) Sustitúyese el artículo 111 por el siguiente:


Artículo 111.- Los armadores cuyas naves presenten los sellos de inviolabilidad del sistema de posicionamiento satelital adulterados, serán sancionados con una multa de cuatro unidades tributarias mensuales por tonelada de registro grueso de la nave donde se cometió la infracción. En todo caso, la multa no podrá ser inferior a 150 Unidades Tributarias Mensuales.


El patrón de la nave será sancionado en el caso del inciso anterior, con la suspensión de su licencia por el término de 90 días.”.


87) Reemplázase, la oración final del inciso primero del artículo 111 A, por la siguiente: “En caso de que se trate de especies sometidas a la licencias transables de pesca, se aplicará la sanción establecida en el artículo 40 C de la presente ley.”.


88) Sustitúyese el artículo 112 por el siguiente:


“Artículo 112.- En los casos de los artículos 110, 110 bis y 110 ter, el capitán o patrón de la nave pesquera industrial con que se hubiere cometido la infracción será sancionado personalmente con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el patrón de la embarcación artesanal, con multa de 15 a 150 unidades tributarias mensuales.


Además, se les aplicará, de acuerdo con las reglas del Párrafo 3º de este Título, la sanción de suspensión del título de capitán o patrón desde 30 hasta 90 días. En caso de reincidencia, la pena será de cancelación del mismo.”.


89) Reemplázase el inciso final del artículo 113 por el siguiente:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura a cualquier título y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que son titulares, o sobre la condición sanitaria de los mismos referida a las enfermedades de alto riesgo, serán sancionados con multas de 500 a 3.000 UTM y suspensión de operaciones hasta por dos ciclos de cultivo consecutivos. La misma sanción será impuesta a quienes entreguen información incompleta o subreportes o entreguen información fuera de plazo, salvo que se trate en este último caso de la información a que se refiere el artículo 118 ter letra g), en cuyo evento se aplicará el procedimiento y la sanción indicada en dicha norma. Serán sancionados de la misma forma, las personas naturales o jurídicas que realicen actividades sometidas a las medidas de protección previstas en los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley y que incurran en las conductas antes señaladas. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.”.


90) Incorpórase el siguiente artículo 113 B, pasando el actual artículo 113 B a ser artículo 113 C:


“Artículo 113 B.- Será sancionado con una multa cuyo monto será equivalente al resultado de la multiplicación de las toneladas de registro grueso de la nave infractora por media unidad tributaria mensual a la fecha de la sentencia, el titular de una autorización de pesca o inscripción en el Registro Pesquero Artesanal que opere una nave alterando las características básicas consignadas en la autorización.


La nave que originó la infracción no podrá volver a operar, mientras el titular no restituya a ésta las características especificadas en dicha autorización.”.


91) Suprímese, en el artículo 113 B, que ha pasado a ser 113 C, la frase “y en la ley N° 19.713”.”.


92) Incorpórase el siguiente artículo 113 D, nuevo:


“Artículo 113 D.- Serán sancionados con multa de 30 a 500 unidades tributarias mensuales el armador pesquero industrial o artesanal cuya nave o embarcación desembarque recursos hidrobiológicos en un punto o puerto no autorizado por el Servicio, o con incumplimiento de las obligaciones y condiciones establecidos en la resolución que autorice dichos lugares de desembarque. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


93) Reemplázase en el inciso primero del artículo 115 la oración “una multa equivalente, en pesos oro, de cien hasta ciento cincuenta, al valor diario fijado por el Banco Central de Chile en el momento del pago, por cada tonelada de registro grueso de la nave infractora”, por “multa desde 60 hasta 400 UTM por tonelada de registro grueso, o su equivalente en unidades de arqueo”.


94) Modifícase el artículo 116 de la forma que a continuación se indica:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “A las infracciones de esta ley” por “A las infracciones de las normas de la presente ley y sus reglamentos, o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad,”. Asimismo, sustitúyese la locución “a la fecha de la dictación de la sentencia” por “vigente a la fecha de la denuncia”. Además, incorpórase a continuación del punto (.) seguido, que pasa a ser coma (,), la frase “y el comiso de las especies hidrobiológicas, de las artes o aparejos de pesca y medios de transporte, cuando corresponda.”.


b) Elimínase el inciso final.


95) Elimínase el inciso segundo del artículo 118.


96) Modifícase el artículo 118 ter en el sentido siguiente:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente letra g):


“g) No entregar la información sobre la condición sanitaria del centro de cultivo referida a las enfermedades de alto riesgo exigida en virtud del reglamento a que se refiere el artículo 86 o en los programas sanitarios dictados conforme a dicho reglamento o entregarla fuera de plazo.”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “En el caso de la letra f) anterior”, por “En los casos de las letras f) y g) anteriores”.


97) Reemplázase el artículo 119 por el siguiente: 


“Artículo 119.- Será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, y el comiso de las especies hidrobiológicas y medios de trasporte utilizados, cuando corresponda, y, además, con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días, el transporte, posesión, tenencia, almacenamiento y comercialización de especies hidrobiológicas bajo la talla mínima establecida y recursos hidrobiológicos vedados, o extraídos con violación al artículo 3º, letra c), o a la cuota establecida en virtud del régimen artesanal de extracción, y  los productos derivados de éstos.”.


98) Derógase el artículo 120.”.


99) Incorpórase el siguiente artículo 120 C:


“Artículo 120 C.- Por resolución, y previo informe favorable de la Subsecretaría, el Servicio determinará los incumplimientos menores que darán lugar a disconformidades. Formulada por escrito una disconformidad, deberá ser subsanada en un plazo que no exceda de 10 días corridos. Vencido el plazo, si subsiste la disconformidad, se cursará la infracción conforme a las normas que correspondan y si ha sido subsanada, no se cursará la infracción. Las disconformidades sólo podrán formularse respecto de procedimientos, incumplimiento de plazos u otras faltas menores que no importen como resultado poner en riesgo el patrimonio ambiental y sanitario del país.”.


100) Sustitúyese, en el artículo 121, la locución “El procesamiento” por “La transformación”, y el vocablo “elaboración” por “posesión, tenencia”. Asimismo, incorpórase a continuación de la expresión “unidades tributarias mensuales” la frase “, con el comiso de las aletas y de los medios de transporte utilizados, en su caso”. Además, reemplázase la expresión “hasta por un plazo de 30 días” por la frase “por un plazo no inferior a 3 ni superior a 30 días”.


101) Sustitúyese, en el artículo 121 bis, el número “10” por “30”.


102) En el artículo 122:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación del vocablo “ley”, la frase “sus reglamentos y medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”, y en el inciso segundo, a continuación de la expresión “la actividad pesquera” la frase “y de acuicultura”.


b) Elimínase de la letra b) la frase final del párrafo primero a continuación del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.) y elimínase el párrafo segundo.


c) Agregánse las siguientes letras o), p), q), r), s) y t):


“o) Requerir a los órganos de la Administración del Estado la información y datos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones encomendadas en la presente ley. 


p) Ordenar a los capitanes o patrones de naves o embarcaciones pesqueras la recalada obligatoria en el puerto más cercano de la operación de la nave, en el cual pueda descargar su captura, con el objeto de inspeccionar la nave, las artes y aparejos y la captura a bordo, cuando se presuma fundadamente el incumplimiento de medidas de administración de cuota y tamaño mínimo legal. En el evento de oposición a la orden impartida, el funcionario del Servicio podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública a la Autoridad Marítima, la cual podrá apresar la nave y conducirla a puerto.


q) En caso de emergencia sanitaria, determinar el lugar de disposición final de mortalidades y residuos que los titulares de centros de cultivo deberán utilizar, previo cumplimiento de los requisitos definidos por las autoridades competentes. El titular del centro de cultivo asumirá los costos que de la disposición final se derive.


r) Controlar la inocuidad de los productos pesqueros y de acuicultura de exportación y otorgar los certificados oficiales correspondientes, cuando así lo requieran los peticionarios.


Las labores de inspección, muestreo, análisis y cobro de estos procedimientos, podrán ser encomendadas a las entidades que cumplan con los requisitos que fije el Reglamento.


s) Requerir a aquellos armadores cuyas embarcaciones realizan viajes de pesca superiores a 5 días, información de la actividad pesquera, en relación tanto a las capturas diarias y acumuladas por especie como a la elaboración de productos por especie, en el caso de los buques factoría, conforme lo determine el Servicio mediante Resolución.


t) Designar certificadores oficiales para realizar labores de inspección, muestreo, análisis y certificación de la condición sanitaria requeridos por los programas sanitarios de vigilancia y control de enfermedades de alto riesgo dictados de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, a costo de los titulares de los centros de cultivo, cuya labor deberá ser supervisada por laboratorios de referencia del Servicio. El incumplimiento de los procedimientos o de las metodologías de análisis así como la entrega de información fuera de plazo, incompleta o falsa, será causal de revocación de la designación.”.


103) Reemplázase, en el inciso final del artículo 124, la frase “al que sea competente de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 175 y 176 del Código Orgánico de Tribunales”, por “al que se encuentre de turno a la fecha en que se sorprenda la infracción según la regla establecida en el artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales”.


104) Modifícase el artículo 125 de la siguiente manera:


a) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 1), a continuación del vocablo “reglamentos”, la locución “o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”, y en su párrafo segundo, incorpórase la siguiente oración final: “La persona citada por los fiscalizadores del modo antes señalado se entenderá debidamente emplazada para efectos de la referida comparecencia.”.


b) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2), la siguiente oración final: “Las audiencias que se realicen se celebrarán ante un funcionario del tribunal, incluyendo aquélla en que se reciba la prueba testimonial.”.


c) Reemplázase el numeral 8) por el siguiente:


“8) Las resoluciones se notificarán por el estado diario, con excepción de la resolución que recibe la causa a prueba y la sentencia definitiva, las cuales deberán notificarse por cédula, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 48, 49 y 53 del Código de Procedimiento Civil. Lo anterior es sin perjuicio de la facultad de las partes de solicitar al juez su notificación en forma electrónica o por cualquier otro medio que elijan para sí, y que el juez califique como expedito y eficaz.”.


d) Reemplázase, en el párrafo primero del numeral 9), las expresiones “Tesorería Comunal” y “Tesorero Comunal”, por “Tesorería Regional o Provincial” y “Tesorero Regional o Provincial”, respectivamente.


e) Elimínase, en el primer párrafo del numeral 10), la expresión “de cinco días”, e incorpórase la siguiente oración final: “Si la infracción es cometida por personas jurídicas, la orden de arresto se despachará en contra de su representante legal, a menos que constare su falta de participación o su oposición al hecho constitutivo de infracción, no obstante cualquier limitación establecida en los estatutos o actos constitutivos de la sociedad, corporación o fundación.”.


f) Reemplázase el último párrafo del numeral 12) por el siguiente:


“Las resoluciones que se dicten en esta instancia se notificarán por el Estado Diario.”.


g) Reemplázase, en la primera parte del numeral 13), la frase “o de sus reglamentos” por “, de sus reglamentos o de las medidas de administración pesquera adoptadas por la autoridad”.


h) En el párrafo tercero del número 16), intercálase, a continuación de “4ª,”, la expresión “5ª,”, y elimínase la frase “y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 432”.


i) Derógase el párrafo cuarto del número 17).


105) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 126, la expresión “deportiva” por “recreativa”.


106) Sustitúyese, en el artículo 127, la expresión “del crimen” por “de garantía”.


107) Modifícase el artículo 129 en el sentido que sigue.


a) En el inciso primero, agrégase, a continuación de la locución “aparejos de pesca”, la frase “, equipo y traje de buceo, según corresponda,”, y reemplázase las frases: “y puestos a disposición del juez competente a la mayor brevedad. Tratándose de los materiales biológicos o patológicos, con excepción de”, por lo siguiente: “quedando en poder del denunciado en calidad de depositario provisional, bajo la responsabilidad legal del artículo 470, Nº 1, del Código Penal, mientras el juez competente determine su destino, conforme las facultades establecidas en el presente artículo, con excepción de los materiales biológicos o patológicos, respecto de los cuales, salvo”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de especies hidrobiológicas o sus productos derivados, sujetos a las medidas de administración pesquera de veda, extraídos de parques marinos o reservas marinas, éstas deberán destinarse sólo a instituciones de beneficencia o similares, u ordenarse su destrucción. Si se hubiere dispuesto la donación de los mismos, la Autoridad Sanitaria competente deberá evaluar las condiciones de inocuidad alimentaria o aptitud para el consumo humano.”.


108) Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:


“Artículo 130.- Los bienes decomisados por sentencia ejecutoriada, atendida su naturaleza y el estado en que se encuentren, podrán ser donados a instituciones de beneficencia, educacionales dedicadas a la formación en materia de actividad pesquera o acuicultura, rematados en pública subasta o destruidos, según lo determine el juez que conozca de la denuncia.”.


109) Intercálase, en el inciso primero del artículo 131, a continuación de la locución “artículo 110”, la expresión “, 110 bis y 110 ter”.


110) Elimínase el inciso primero del artículo 132.


111) Modifícase al artículo 132 bis del modo que sigue:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a que se refiere este Título” por “a esta ley”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “ejecutoriada la sentencia condenatoria” por “firme la sentencia o acto administrativo condenatorio, según corresponda”.


c) Agrégase el siguiente inciso final: 


“Los plazos de días establecidos en este Título son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los feriados.”.


112) Incorpórase el siguiente Artículo 139 bis:


“Artículo 139 bis.- El que extrajere o capturare por cualquier medio recursos hidrobiológicos provenientes de un área de manejo y de explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con las multas y penas establecidas para el delito de hurto, de conformidad con el artículo 446 del Código Penal, según el valor de los recursos extraídos y, si tuviere la calidad de pescador artesanal, se suspenderá la inscripción artesanal por dos años.


El tribunal ordenará el comiso de los equipos de buceo y de las embarcaciones utilizadas en la perpetración del delito.”.


113) Sustitúyese en el artículo 108, letra e), la conjunción copulativa “y”, entre los guarismos “119” y “139”, por una coma (,) y agrégase a continuación del guarismo “139” la expresión “y 139 bis”.


114) Modifícase el artículo 142 en el sentido siguiente:


a) Elimínase, en el párrafo primero de la letra e), la frase “, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis”. 


b) Elimínase la letra g).


c) Reemplázase, en la letra h), la palabra “dos” por “cuatro”, y sustitúyese la frase “la entrega de información falsa” por “el subreporte o la entrega de información incompleta o falsa”.”.


115) En el artículo 143:


a) En el inciso primero:


i) Sustitúyese la conjunción “y” entre las palabras “autorizaciones de pesca” y “permisos” por una coma (,) e intercálase a continuación de la palabra “permisos”, la expresión “y licencias transables de pesca”. 


ii) Intercálase en la letra a), a continuación de la frase “permisos extraordinarios de pesca”, la expresión “y licencias transables de pesca”; y reemplázase la expresión “del título IX” por “de esta ley”.


iii) Reemplázase en la letra b) la expresión “No iniciar” por “En el caso de autorizaciones de pesca, no iniciar”.


iv) Intercálase una nueva letra c), pasando la actual letra c) a ser letra d), y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“c) Capturar menos del 70 por ciento del promedio de los desembarques del conjunto de titulares de licencias transables de pesca de una determinada unidad de pesquería, durante los tres años de mayor desembarque de un período de cinco años continuos. La caducidad se referirá al porcentaje que resulte de la resta del promedio del conjunto de titulares de licencias y el promedio del armador que corresponda. En este caso se excluyen los casos en que el titular haya sufrido una circunstancia de fuerza mayor debidamente acreditada. 


Para este efecto, no se considerarán las capturas efectuadas en exceso de lo autorizado. Asimismo, si al titular, arrendatario o mero tenedor se le ha impuesto alguna de las sanciones establecidas en este esta ley, se considerará como autorizado el que resulte después de aplicada la o las sanciones.”.”.


v) Reemplázase la letra d), que ha pasado a ser letra e), por la siguiente: 


“e) Haber transcurrido 1 mes desde la fecha de vencimiento del pago de la patente única a que se refieren los artículos 43 y 43 bis de esta ley. Tratándose de las licencias transables de pesca la caducidad será del porcentaje que represente las toneladas que haya capturado la nave a que se refiere la patente en el año calendario anterior.


Haber transcurrido 30 días desde la fecha de vencimiento del pago del impuesto específico a que se refiere el artículo 43 ter de esta ley.”.


vi) Incorpórase la siguiente letra k): 


“k) Haber incurrido el titular, arrendatario o mero tenedor de licencias transables de pesca en al menos 3 sentencias condenatorias ejecutoriadas por el Juzgado de Letras del Trabajo, por infracción al artículo 289 del Código del Trabajo, en un período de dos años. Las infracciones deberán referirse a los trabajadores embarcados. En este caso la caducidad será de un 10 por ciento de la licencia transable de pesca de la especie preponderante con cargo a la cual se encontraba operando a la fecha de la comisión de la infracción.”.


b) Agrégase en el inciso segundo, a continuación de la palabra “permiso”, la frase: “, autorización o licencia transable de pesca,”. 


c) Sustitúyese en el inciso final la frase “estos permisos llamando a propuesta” por “los permisos o licencias transables de pesca llamando a subasta”.


d) Incorpórase el siguiente inciso cuarto:


“Las infracciones que dan lugar a las caducidades respecto de los permisos, autorizaciones o licencias transables de pesca, se aplicarán asimismo respecto de los sucesivos titulares de éstas, salvo que la sanción o la existencia de un procedimiento sancionatorio se haya anotado al margen de la inscripción en el registro a que alude el artículo 30, con posterioridad a la enajenación o transferencia del mismo.”.


116) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:


“Artículo 144.- Son causales de caducidad de los planes de manejo y explotación de las áreas de manejo las siguientes:


a) Explotar el área en contravención al plan de manejo y explotación aprobado por la Subsecretaría.


b) No cumplir con la entrega de los informes de seguimiento de conformidad con el artículo 55 D, por un período de 2 años desde que éste sea exigible.


c) No haber declarado actividad extractiva o no realizar ningún tipo de acciones de manejo en su interior, por un plazo de 3 años consecutivos.


Sin perjuicio de lo anterior, los plazos indicados en los literales b) y c), se suspenderán de pleno derecho en el evento que la autoridad declare zona de catástrofe en aquellos sectores en que se encuentren situadas las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos.


La caducidad será declarada, previa audiencia de la organización titular, por resolución del Subsecretario y notificada a la organización de pescadores artesanales respectiva, de conformidad con lo dispuesto en la ley N°19.880.


La organización de pescadores artesanales tendrá el plazo de 30 días contado desde la notificación para presentar recurso jerárquico al Ministro.


Una vez ejecutoriada la resolución que declara la caducidad, quedará sin efecto, por el solo ministerio de la ley el convenio de uso celebrado con la organización de pescadores artesanales respectiva.”.


117) Agrégase el siguiente artículo 144 A:


“Artículo 144 A.- Son causales de caducidad de un área de manejo y explotación de recursos bentónicos, las siguientes:


a) Que el estudio de situación base del área de manejo no dé cuenta de la existencia de un banco natural que presente las condiciones para el desarrollo de un plan de manejo y explotación de recursos bentónicos, y 


b) En caso que no se asigne el área a una organización de pescadores artesanales dentro de un plazo de 2 años desde la fecha del decreto de destinación marítima a que se refiere el artículo 55 A, o de la fecha de término del último convenio de uso vigente.


La caducidad será declarada por decreto del Ministro, suscrito “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Subsecretaría, y publicado de conformidad con el artículo 174 de esta ley. Caducada el área, se comunicará al Ministerio de Defensa Nacional y quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley la destinación que se haya otorgado.”.


118) Derógase la letra c) del artículo 146.


119) Elimínase la letra c) del artículo 152.


120) Reemplázase el Párrafo 3° del Título XII por el siguiente:

“Párrafo 3°

De los Comités Científicos Técnicos


Artículo 153.- Créanse ocho Comités Científicos Técnicos pesqueros, como organismos asesores y,o de consulta de la Subsecretaría en las materias científicas relevantes para la administración y manejo de las pesquerías que tengan su acceso cerrado, así como, en aspectos ambientales y de conservación y en otras que la Subsecretaría considere necesario, pudiendo un mismo Comité abocarse a una o más pesquerías afines o materias.


Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.


Los Comités deberán determinar, entre otras, las siguientes materias:


a) El estado de situación de la pesquería.


b) Determinación de los puntos biológicos de referencia.


c) Determinación del rango dentro del cual se puede fijar la cuota global de captura, el que deberá mantener o llevar la pesquería al rendimiento máximo sostenible. La amplitud del rango será tal que el valor mínimo sea igual al valor máximo menos un 20%.


Asimismo, además de las materias contempladas en esta ley, se podrá consultar a los Comités las siguientes materias:


a) Diseño de las medidas de administración y conservación.


b) Formulación de los planes de manejo.


Para la elaboración de sus informes el Comité deberá considerar la información que provea el Instituto de Fomento Pesquero, así como la proveniente de otras fuentes.


Artículo 154.- Créanse los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura, como organismos asesores y de consulta en las materias científicas relevantes para la administración de la actividad acuícola, pudiendo un mismo Comité abocarse a uno o más recursos hidrobiológicos o materias. Los Comités serán consultados y requeridos a través de la Subsecretaría.


Deberán existir tres Comités para las siguientes materias: ambiental, sanitario y de ordenamiento territorial.


Además de las materias contenidas en la presente ley a los Comités se les deberá consultar:


a) La metodología para clasificar los centros de cultivo y las agrupaciones de concesión, de acuerdo a su nivel de bioseguridad.


b) Las propuestas para el establecimiento de macro-zonas de acuerdo al reglamento a que se refiere el artículo 86.


c) La evaluación de los programas sanitarios a la acuicultura.


Artículo 155.- Las normas de funcionamiento, toma de decisiones y la integración de los Comités se determinarán mediante reglamento. Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas: 


a) Cada Comité estará integrado por no menos de tres ni más de cinco miembros. Para participar en dicho Comité se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar relacionadas con el manejo y conservación de recursos pesqueros en caso de los Comités Científicos Técnicos Pesqueros.  En el caso de los Comités Científicos Técnicos de Acuicultura del artículo 154, se deberá acreditar contar con un título profesional de, a lo menos, 8 semestres y especialidad en ciencias del mar, medicina veterinaria u otra carrera de ciencias con especialización en materias ambientales o recursos naturales. Los miembros del Comité podrán participar en más de uno de ellos.


En el caso del Comité Científico de recursos bentónicos podrá estar integrado por un máximo de hasta 7 miembros. Asimismo, en el caso del Comité de recursos pelágicos podrá estar integrado hasta por el mismo número de miembros, debiendo provenir dos de ellos de las dos principales regiones en las que se desarrolle la pesquería.


b) Los miembros del Comité serán nombrados previo concurso público que llevará a efecto el Ministerio, pudiendo ser reelegidos conforme al mismo procedimiento. Los miembros del Comité durarán cuatro años en sus funciones, renovándose por parcialidades cada dos años. El nombramiento se efectuará por decreto del Ministerio bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.


c) Al menos uno de sus integrantes, además de cumplir con el requisito de la letra a), deberá provenir de instituciones de investigación o universidades que tengan su sede en la o las regiones en las cuales se distribuye la principal pesquería o actividad objeto del Comité.


d) Es incompatible la función de los integrantes del Comité Científico Técnico señalados en la letra a), con la condición de funcionario público dependiente o asesor independiente del Ministerio de Economía o de las reparticiones públicas dependientes de éste; trabajador dependiente o asesor independiente del Instituto de Fomento Pesquero o de empresas pesqueras, asociaciones gremiales de la actividad pesquera artesanal o industrial, o de plantas de transformación o de sus matrices filiales o coligadas. Las personas que, al momento del nombramiento detenten cualquiera de dichas condiciones, deberán renunciar a ellas. Las limitaciones contenidas se mantendrán hasta un año después de haber cesado en sus funciones de miembro del Comité. En todo caso el desempeño como integrante del Comité es compatible con funciones o cargos docentes. Los integrantes de los Comités deberán presentar la declaración de intereses regulada en los artículos 57 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, previo a asumir sus funciones.


e) Además de los integrantes señalados en la letra a), dos representantes de la Subsecretaría y dos del Instituto de Fomento Pesquero integrarán el Comité por derecho propio. Un integrante de la Subsecretaría ejercerá las funciones de Secretario, quien será responsable de las actas del Comité. Asimismo, podrán participar en los Comités Científicos Técnicos de Pesca, hasta dos profesionales a los cuales se configure alguna causal de inhabilidad, pero no tendrán derecho a voto ni a recibir viático ni reembolso de los gastos en que incurran para concurrir a las sesiones del Comité.


f) Los integrantes de cada Comité deberán elegir a un presidente. En caso de no existir consenso en la adopción de los acuerdos deberán quedar reflejadas todas las opiniones en los informes que se emitan.


g) El quórum para sesionar será la mayoría de los miembros en ejercicio del Comité.


h) Los acuerdos de los Comités se adoptarán por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.


i) Serán causales de cesación en el cargo de miembro del Comité las siguientes:


ia) Expiración del plazo por el cual fue designado;


iib) Renuncia;


iiic) No asistir a dos sesiones sin causa justificada en un año calendario, y 


ivd) Sobreviniencia de alguna de las causales de inhabilidad contempladas en este artículo.


Si un miembro del Comité cesare en su cargo, podrá ser reemplazado por el mismo procedimiento contemplado en el literal b) por el período que reste al reemplazado. La cesación del cargo será declarada por el Ministro.


El Comité tendrá un plazo de 15 días corridos a contar de la fecha del requerimiento, prorrogables por otros 15 días corridos, para pronunciarse sobre las materias en las que ha sido requerido. Cumplido dicho plazo sin que exista pronunciamiento del respectivo Comité, la Subsecretaría o el Ministerio adoptará la decisión fundado en informe técnico.


Los miembros de los Comités, a excepción de los miembros de la Subsecretaría y del Instituto, recibirán una dieta de tres unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de dieta para seis sesiones dentro de un año calendario.


En caso que sus miembros tengan su residencia en una localidad distinta de aquella en la que sesionen, se financiarán los gastos en que incurran para asistir, así como un viático equivalente al que le corresponde a un funcionario grado 4° de la Escala Única de Sueldos. La Subsecretaría deberá consultar en su presupuesto anual los fondos necesarios para el financiamiento de los Comités.”.


121) Derógase el artículo 156.


122) Incorpórase el siguiente Párrafo 4° en el Título XII:

“Párrafo 4°

Del Instituto de Fomento Pesquero


Artículo 156 bis.- El Instituto de Fomento Pesquero, en su calidad de organismo técnico especializado en investigaciones científicas en materia de pesquerías y acuicultura, es un colaborador y asesor permanente en la toma de decisiones con respecto al uso sustentable de los recursos pesqueros y la conservación del medio ambiente marino, contribuyendo activamente con el desarrollo sustentable del país.


El Instituto podrá realizar la investigación de continuidad definida en los programas de investigación.


El Instituto administrará las bases de datos generadas en las actividades de investigación y monitoreo de las pesquerías y de la acuicultura, conforme a las políticas que se definan por el Ministerio. Estas bases de datos serán de propiedad del Estado y de acceso público. Deberán establecerse, con consulta a los Comités Científicos Técnicos, estándares referidos a la calidad estadística, forma y contenido de los datos obtenidos en la ejecución de los programas de investigación.


El Instituto de Fomento Pesquero podrá subcontratar la ejecución de los proyectos que constituyan el programa de investigación básica, lo que deberá efectuar de conformidad con la ley N° 19.886.


Artículo 156 A.- La investigación que realice el Instituto de Fomento Pesquero deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Estar disponible en forma oportuna para apoyar la toma de decisiones.


b) Cumplir con los términos técnicos de referencia que elabore la Subsecretaría.


c) El Ministerio deberá velar por la calidad de la investigación de conformidad con las siguientes reglas:


1. Deberá someter los informes del Instituto a la revisión de evaluadores externos a fin de determinar si cumplen con los términos técnicos de referencia. Dichas evaluaciones deberán verificar la calidad técnica de la investigación realizada así como de los resultados obtenidos. Los informes de evaluación serán públicos.


2. Las metodologías, toma de datos y los procedimientos utilizados deberán someterse a la revisión de pares externos a fin de asegurar su calidad, de conformidad al procedimiento de la letra anterior. Los Comités Científicos podrán requerir esta revisión.


3. El Ministerio deberá consultar en su presupuesto los fondos necesarios para efectuar las evaluaciones externas referidas en los números anteriores. 


Un reglamento determinará el procedimiento de selección de los evaluadores externos y de acreditación de su experiencia, especialización e idoneidad para llevar a cabo dicha labor. Deberá contemplarse un sistema transparente y público de selección de los evaluadores externos.”.


Artículo 156 B.- Los informes y demás antecedentes recabados de conformidad a los artículos anteriores, deberán ser puestos a disposición del público general de forma permanente en el sitio de dominio electrónico del Instituto tan pronto como sean remitidos a la Subsecretaría.”.


123) En el artículo 173:


1. Reemplázase, en el inciso primero, el texto que va a continuación de la palabra “financiar”, hasta su punto aparte (.), que se sustituye por dos puntos (:), por el siguiente:


“a) Proyectos de investigación pesquera y de acuicultura.


b) Programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras.


c) Programas y proyectos de fomento y desarrollo a la pesca artesanal.


d) Programa de reinserción laboral para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el período que dure la reinserción y según las reglas que establece el reglamento. Ambos programas tendrán una vigencia de hasta tres años a contar de la entrada en vigencia de esta ley.


e) Acciones de capacitación tanto para trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera como para ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de esta ley y no imputable al trabajador, las que se ejecutarán en conformidad a algunos de los programas señalados en el artículo 46 de la ley Nº 19.518. Para estos fines se celebrarán convenios entre la Subsecretaría y el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, debiendo éste último implementarlas priorizando a los trabajadores del sector industrial antes señalado. Además con cargo de este fondo se financiarán becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de capacitación y según las reglas que se establezcan en el reglamento.


f) Programas de estudios técnicos de nivel superior destinados a trabajadores que se encuentren contratados en la industria pesquera y ex trabajadores de la industria pesquera que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de la ley y no imputable al trabajador, la que no podrá exceder de 4 semestres; para la realización de estudios técnicos de nivel superior y becas de estudios para los hijos de dichos ex trabajadores durante el periodo que dure el programa de estudios y según las reglas del reglamento.


g) Programas de apoyo social destinados a ex trabajadores de la industria pesquera extractiva o de procesamiento, que hayan perdido su trabajo como consecuencia de la aplicación de esta ley y no imputable al trabajador, siempre que tengan más de 55 años de edad y 15 años de antigüedad en el sector a lo menos y, además, que no se hubieren acogido a alguno de los programas de reinserción señalados en las letras precedentes y no sean beneficiarios de alguna pensión estatal o jubilación anticipada o por enfermedad, para lo cual se estará a la información que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social proveerá a través de los servicios que corresponda. Estos beneficios no serán reembolsables y sólo se entregarán de forma anual por un máximo de tres años, de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento, priorizándose en su entrega a aquellas personas que acrediten mayor vulnerabilidad social. En todo caso este beneficio no podrá exceder de 20 unidades de fomento anual por cada trabajador beneficiario.


h) Proyectos de investigación y restauración de hábitat para especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa y programas de promoción, difusión, administración, vigilancia y fiscalización para esta actividad.


i) Programas o proyectos de promoción del consumo de recursos hidrobiológicos.


j) Programas de recuperación de las pesquerías para pescadores artesanales, tripulantes de naves especiales y trabajadores de planta.”.


2. En el inciso tercero, agrégase, después de la palabra “artículo” la siguiente frase, pasando el punto aparte (.) a ser una coma (,): “priorizándose los fines contenidos en las letras d) y e).”.”.


124) Derógase el artículo 11 transitorio.


125) En el artículo 12 transitorio: 


i) Elimínase en el inciso primero la oración: “, no paralicen sus actividades en ellas por períodos iguales o superiores a doce meses”.


ii) Elimínanse los incisos segundo y tercero.


iii) Elimínase en el inciso cuarto la  frase “acogidos a la excepción dispuesta en el artículo 11 transitorio anterior”.


Artículo 2°.- Créanse, en el Servicio Nacional de Pesca, las siguientes Subdirecciones: 


a) Subdirección de Comercio Exterior, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.


b) Subdirección de Pesquerías, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.


c) Subdirección Administrativa, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.


d) Subdirección Jurídica, a cargo de un Subdirector, grado 4 de la Escala Única de Sueldos del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.


Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, de la siguiente forma:


a) Agrégase el siguiente artículo 17 bis: 


“Artículo 17 bis.- La Subsecretaría, previo a proponer al Ministerio la dictación de normas legales y reglamentarias, así como las medidas de conservación y administración que sean establecidas por primera vez en una determinada pesquería, que incidan en la fiscalización, deberá solicitar un informe técnico al Servicio, el cual se pronunciará dentro del plazo de 10 días, respecto del alcance e impacto que la normativa propuesta implica para la fiscalización.”.


b) Incorpórase, al artículo 28, la siguiente letra k), nueva, pasando la actual letra k) a ser letra l):


“k) Regular y administrar el sistema de servicios de certificación de desembarques y emitir los certificados que correspondan para los efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 5° de la ley N° 19.983.”.


c) Agrégase, en el artículo 31, la siguiente letra l), pasando la actual letra l) a ser letra m):


“l) Recibir, dentro de la región respectiva, los fondos correspondientes al pago que efectúen los titulares y armadores a las entidades auditoras, por los servicios de certificación a los que se refiere la Ley General de Pesca y Acuicultura.”.”.


Artículo 4°.- Créanse cuatro cargos de Subdirector, grado 4 en la planta de personal de Directivos del Servicio Nacional de Pesca, contenida en el artículo único del decreto con fuerza de ley N°6, de  1990, del Ministerio de Economía y Fomento, y sus normas complementarias.


Artículo 5º.- Créase en la planta de directivos de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, un cargo de Jefe de Departamento, grado 4 E.U.S., correspondiente a Director Ejecutivo del Fondo de Investigación Pesquera.


Artículo 6°.- Modifícase el artículo transitorio de la ley N° 20.625 en el sentido siguiente:


a) En el inciso segundo, reemplázase la expresión “artículo 64 E” por “artículo 64 I”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Las obligaciones contenidas en los artículos 64 E y 64 F de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que pasan a ser artículos 64 I y 64 J, serán exigibles para los armadores de embarcaciones artesanales de una eslora igual o superior a 15 metros, en el plazo de 3 años contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento que regule tal actividad.”.


c) En el inciso final, sustitúyese la frase “artículos 64 E y 64 F” por “artículos 64 I y 64 J”.”.


Artículo 7°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de 2015, suspéndase en la Décima Región de Los Lagos el ingreso de solicitudes de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos.


Suspéndese, asimismo, en la Décima Región de Los Lagos, hasta el 31 de diciembre de 2015, el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere especies pertenecientes al grupo mitílidos, salvo las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca al 30 de septiembre de 2012 y cuya superficie solicitada no exceda de seis hectáreas o siendo superior a seis hectáreas y menor a 9 hectáreas, el solicitante modifique la superficie hasta una extensión total de seis hectáreas.


Las solicitudes de concesión de acuicultura para mitílidos ingresadas al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura con posterioridad al 30 de septiembre de 2012 o las que no se encuentren en los casos previstos en el inciso anterior deberán ser denegadas.


Las suspensiones de que trata este artículo estarán referidas a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 8°.- Se prohíbe lavar redes industriales en áreas reservadas a los artesanales.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia el 1 de enero del año 2013.


Artículo segundo.- En el plazo de 6 meses contado desde la entrada en vigencia de la Ley General de Pesca y Acuicultura, los armadores titulares de autorizaciones de pesca de pesquerías administradas mediante límite máximo de captura por armador, de conformidad con la ley N°19.713, podrán optar por cambiar sus autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca clase A con las regulaciones del Título III de la presente ley.


La opción se deberá ejercer por un armador para todas las autorizaciones de pesca de que sea titular respecto de la o las pesquerías que se encontraban administradas por la ley N°19.713, modificándose dichas autorizaciones de pesca en el sentido de eliminar el recurso sujeto a licencia transable de pesca.


Los titulares de certificados del artículo 9° de la ley N°19.713, podrán, asimismo, ejercer dicha opción. En este caso, si no se ejerce la opción anterior, el certificado quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la autorización de pesca regulada en el artículo 12 transitorio de la Ley General de Pesca y Acuicultura, seguirá vigente a efectos de la autorización de la operación de los buques fábrica de conformidad con la regulación establecida en dicho artículo.


Las licencias transables de pesca otorgadas de conformidad a este artículo en una determinada pesquería, serán equivalentes a la sumatoria de los coeficientes de participación relativo de cada una de sus embarcaciones de conformidad con la ley N°19.713. 


Si el armador no opta dentro del plazo establecido en el inciso primero, mantendrá vigentes sus autorizaciones de pesca con las regulaciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las hará efectivas en el remanente de cuota de la fracción industrial una vez efectuados los descuentos de todos aquellos que hayan optado por cambiar las autorizaciones de pesca por licencias transables de pesca y por los descuentos que puedan efectuarse por la regulación del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, las naves de aquellos armadores que no opten por las licencias transables de pesca y que mantengan naves autorizadas en las pesquerías administradas con licencias transables de pesca, pagarán la patente a que se refiere el artículo 43 de la Ley General de Pesca y Acuicultura incrementada en un 110%.


En el evento de que uno o más titulares de autorizaciones de pesca no ejerzan la opción regulada en los incisos anteriores, igualmente se deberán efectuar las licitaciones contempladas en el artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, si se da cumplimiento a los supuestos contemplados en dicho artículo.


El área de las unidades de pesquerías a que hace referencia este artículo, se extenderá hacia el oeste a toda la zona económica exclusiva de la República.


Durante el plazo de seis meses que otorga este artículo y sin perjuicio de lo establecido en la ley N° 19.713 se mantendrán vigentes los límites máximos de captura.


Los titulares de autorizaciones de pesca a que se refiere el inciso primero, hayan o no ejercido la opción establecida en el presente artículo, así como los titulares de certificados otorgados de conformidad al artículo 9° de la ley N° 19.713, sólo pagarán en el año 2013 la patente establecida en artículo 43 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incrementada en un 110 por ciento.


Artículo tercero.- Si al cabo de tres años de determinados los puntos biológicos de referencia de las pesquerías contenidas en el artículo segundo transitorio de la presente ley, no se ha cumplido con la condición a que se refiere el inciso primero del artículo 27 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se realizará por unidad de pesquería la pública subasta del 15% de la fracción industrial de la cuota global en tres años consecutivos, a razón de 5% anual. En el caso de las pesquerías colapsadas, estas subastas procederán a contar del quinto año de la determinación de los puntos biológicos de referencia.


Artículo cuarto.- Las obligaciones establecidas en los artículos 50 C y 50 D de la Ley General de Pesca y Acuicultura para los pescadores artesanales, será exigible al cabo de dos años de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo quinto.- En el plazo de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, la Subsecretaría deberá determinar los puntos biológicos de referencia de las pesquerías que se administren con licencias transables de pesca.


Artículo sexto.- El fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector pesquero artesanal e industrial entre los años 2013 y 2032, ambos años inclusive, en los recursos hidrobiológicos y áreas que a continuación se indican, será el siguiente:


a) Sardina española (Sardinops sagax) y Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima entre el límite norte de la XV Región y el límite sur de la II Región: De la suma de ambas cuotas globales: Hasta 500.000 toneladas, el 16% para el sector pesquero artesanal y 84% para el sector pesquero industrial. Entre 500.000 y 1.000.000 de toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 12% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 500.000 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Entre las 1.000.000 a 1.500.000 toneladas el monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 8% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 1.000.000 de toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.500.000 toneladas un 12% de la cuota global de captura para el sector pesquero artesanal y 88% para el sector pesquero industrial.


No obstante lo anterior, la cuota correspondiente al sector artesanal de la II región se incrementará en un 1% de lo que le corresponde según el inciso anterior al sector industrial decreciendo la fracción industrial en la misma proporción.


b) Jurel (Trachurus murphy) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la XV Región al límite sur de la X Región, 10% para el sector pesquero artesanal y 90% para el sector pesquero industrial.


No obstante lo anterior, la fracción de la cuota artesanal para el área comprendida entre el límite norte de la XV región y el límite sur de la II región, corresponde a un 5% para el sector artesanal y 95% para el sector industrial.


c) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.


d) Sardina común (Strangomera benticki), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la V Región al límite sur de la X Región, 78% para el sector pesquero artesanal y 22% para el sector pesquero industrial.


e) Anchoveta (Engraulis ringens), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.


f) Sardina española (Sardinops sagax), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región al límite sur de la IV Región, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.


g) Merluza Común (Merluccius gayi) en el área marítima comprendida entre el límite norte de la IV Región al paralelo 41°28,6’ de latitud sur, 40% para el sector pesquero artesanal y 60% para el sector pesquero industrial.


h) Merluza del sur (Merluccius australis), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 60% para el sector pesquero artesanal y 40% para el sector pesquero industrial.


i) Congrio dorado (Genypterus blacodes), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la X Región al límite sur de la XII Región para el sector pesquero artesanal y entre el 41°28,6’ latitud sur al 57° latitud sur para el sector pesquero industrial, 50% para el sector pesquero artesanal y 50% para el sector pesquero industrial.


j) Camarón naylon (Heterocarpus reedi), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la II Región y el límite sur de la VIII Región: Hasta las 600 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 600 y 4.000 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 5,88% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 600 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 4.000 toneladas de la cuota global un 20% será para el sector pesquero artesanal y 80% para el sector pesquero industrial.


De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.


k) Langostino Colorado (Pleuroncodes monodon), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la I Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 700 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 701 y 2.100 toneladas, el sector pesquero artesanal conservará una fracción de 700 toneladas, siendo el exceso para el sector pesquero industrial. Sobre las 2.100 toneladas, el 30% de la cuota global será para el sector pesquero artesanal y 70% para el sector pesquero industrial.


De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.


l) Langostino amarillo (Cervimunida johni), en el área marítima comprendida entre el límite norte de la III Región y el límite sur de la IV Región: hasta las 350 toneladas el total de la cuota global será para el sector pesquero artesanal. Entre 350 y 1.350 toneladas al monto que le corresponde al sector artesanal en el tramo anterior se le sumará un 10% de la diferencia entre la cuota global de captura a fraccionar y las 350 toneladas y el remanente será para el sector pesquero industrial. Sobre 1.350 toneladas de cuota global un 33% será para el sector pesquero artesanal y 67% para el sector pesquero industrial.


De la fracción artesanal el 75% será distribuido en las Regiones que comprenden la unidad de pesquería considerando las capturas desembarcadas durante los dos años anteriores al año de aplicación de la distribución.


El porcentaje de la fracción artesanal que acrece con este artículo, se distribuirá preferentemente en aquella Región en que se registren los mayores desembarques por parte del sector industrial.


Artículo séptimo.- Los programas de reinserción laboral a que hace referencia la letra d) del artículo 173 que se incorpora en la Ley General de Pesca a través de la presente ley, se podrán aplicar por el plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, a los trabajadores que hayan perdido su trabajo con posterioridad al 27 de febrero de 2010, por causas no imputables a su voluntad.


Artículo octavo.- Mientras no se establezcan por resolución de la Subsecretaría, los planes de manejo a que se refiere el artículo 9º de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán vigentes aquellos establecidos sobre recursos bentónicos y algas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº20.560 aprobados por la Resolución N° 540, de 2005, modificada por Resolución N° 194 de 2011, ambas de la Subsecretaría de Pesca, respecto de los recursos almeja, erizo y luga roja en las regiones de Los Lagos y de Aysén y aprobado por Resolución N° 2187, de 2010, de la Subsecretaría de Pesca, respecto del recurso Huiro en la Región de Atacama.


Artículo noveno.- Facúltase al Presidente de la República, por el plazo de un año a contar de la publicación de la presente ley, para establecer la reestructuración orgánica del Servicio y las funciones de los Subdirectores. Tal facultad la ejercerá mediante decreto con fuerza de ley, dictado a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


Artículo décimo.- Las inscripciones de los pescadores artesanales propiamente tales que sean asignatarios de los regímenes artesanales de extracción, establecidos de conformidad con el artículo 48 A de la Ley General de Pesca y Acuicultura, con anterioridad a la publicación de esta ley, podrán ser objeto de reemplazo o transmisión en beneficio de otro pescador artesanal propiamente tal inscrito en la misma pesquería y sometido al mismo régimen.


Artículo undécimo.- Dentro del plazo de seis meses a contar de la entrada en vigor de la presente ley, se deberá iniciar el procedimiento de modificación de los estatutos del Instituto de Fomento Pesquero, en el sentido de adecuarlos a las modificaciones contempladas en la presente ley. 


Artículo duodécimo.- En el primer nombramiento de los miembros de los Comités Científicos Técnicos, se deberá determinar aquellos miembros cuyo período durará dos años, para efectos de lo dispuesto en la letra b) del artículo 155 de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus modificaciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.


Artículo décimo tercero.- La obligación establecida en el artículo 64 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, modificado por esta ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de dos años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo décimo cuarto.- La obligación establecida en el artículo 64 E incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, para las embarcaciones artesanales será exigible a contar de un año de la entrada en vigencia de la presente ley.


El Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura podrá recurrir al trato directo con los adjudicatarios que mantengan contratos de prestación de servicios para el Programa de Certificación de Desembarques Industriales vigentes al 31 de diciembre de 2012, por un período que no podrá ir más allá del 31 de julio de 2013, tiempo durante el cual las tarifas serán pagadas directamente a las entidades auditoras de conformidad a dicho programa y a los actos administrativos dictados al efecto con las adecuaciones pertinentes.


Artículo décimo quinto.- Las modificaciones incorporadas a los artículos 39 y 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, regirán respecto de las pesquerías que se declaren en régimen de recuperación y desarrollo incipiente con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente tratándose de la unidad de pesquería del bacalao de profundidad (Dissostichus eleginoides) declarada en régimen de desarrollo incipiente por decreto N° 328, del Ministerio de Economía, de 1992, en el área de las aguas jurisdiccionales al sur del paralelo 47° Latitud Sur, el porcentaje a subastar a que se refiere el artículo 40 de la Ley General de Pesca y Acuicultura durante un período de 5 años a partir del año 2013 se dividirá en dos partes iguales, subastándose un 5% para el sector pesquero industrial y un 5% para el sector pesquero artesanal, hasta alcanzar el 30% para el sector pesquero artesanal.


Los remanentes no asignados en la subasta durante un año calendario acrecerán la cuota a licitar del otro sector.


En la subasta del 5% para los pescadores artesanales sólo podrán participar los armadores que cuenten con inscripción vigente en el Registro Pesquero Artesanal en la pesquería del bacalao de profundidad. A los adjudicatarios se les otorgará un permiso extraordinario de pesca de una vigencia de 10 años con coeficiente fijo.


Los permisos extraordinarios de pesca sólo serán transferibles entre pescadores artesanales que tengan inscrita la pesquería del bacalao de profundidad.


Los pagos anuales correspondientes a la subasta de los pescadores artesanales se efectuará en dos cuotas, pagaderas los meses de junio y diciembre. La primera cuota se pagará en el mes de junio del año siguiente a la subasta.


El no pago de una de las cuotas a las que se refiere el inciso anterior, constituirá causal de caducidad del permiso extraordinario de pesca y su titular no podrá participar en nuevas subastas.


Las embarcaciones que se utilicen para hacer efectivo los permisos extraordinarios de pesca deberán dar cumplimiento a la exigencia de posicionador satelital y certificación de las capturas.


La subasta y los permisos extraordinarios se regirán en todo lo no contemplado en este artículo por las normas generales contempladas en esta ley y sus normas reglamentarias.


Junto con establecer la cuota de captura para la unidad de pesquería licitada se deberá establecer cuota de captura para el área situada al norte del paralelo 47° de Latitud Sur.


Artículo décimo sexto.- En el caso que se autorice la operación extractiva por naves industriales en la franja de cinco millas, éstas no podrán contemplar un área mayor a la autorizada en las Resoluciones de autorización vigente a la fecha de entrada en vigor de la presente ley.


La fracción artesanal de la cuota global de captura de la IV Región de Coquimbo se incrementará anualmente, durante 20 años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, con cargo a la cuota del sector industrial, en las siguientes pesquerías y cantidades: a) 340 toneladas de Langostino amarillo; b) 330 toneladas de Langostino colorado, y c) 195 toneladas de camarón naylon. 


Asimismo, la autorización a que se refiere el inciso tercero del artículo 47 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para la operación de los armadores pesqueros industriales en la IV Región de Coquimbo, vigentes a la fecha de la presente ley sobre los recursos camarón naylon, langostino colorado, langostino amarillo y gamba, se mantendrá vigente por un período de 20 años. La autorización continuará respecto de las licencias transables de pesca que se originen en dichas pesquerías.


Artículo décimo séptimo.- Para los efectos del artículo 43 ter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley, durante los 10 primeros años contados desde que se haga exigible el pago de este impuesto, el guarismo 3,3% contenido en su numeral a) se reemplazará por la cifra siguiente:


Primer y segundo año:

0,0%


Tercer y cuarto año: 


0,7%


Quinto y sexto año:


1,5%


Séptimo y octavo año:

2,2%


Noveno y décimo año: 

2,9%


Artículo décimo octavo.- En el plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, el Ministerio dictará el reglamento para el establecimiento de caladeros a que se refiere el artículo 67, inciso quinto, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo décimo noveno.- La regulación de la reserva de la primera milla contenida en el artículo 47 bis, incorporado en la Ley General de Pesca y Acuicultura mediante la presente ley, entrará en vigor un año después de la entrada en vigencia de la presente ley.


Por el plazo de cinco años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, en el caso de la VIII Región, la primera milla contemplada en el citado artículo 47 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura quedará abierta a la operación de las naves de una eslora igual o superior a 12 metros y, con el acuerdo del Comité de Manejo, se cerrará en todas aquellas áreas en que se afecte la operación de la flota de inferior eslora. En todo caso, en la primera milla marina medida desde la línea de base normal de las áreas de Bahía de Coliumo, desde “Piedra La Peluda” hasta “Punta Chapehue”; Bahía de Concepción, desde Punta “El Arco” hasta Punta “Tumbes”; Bahía de San Vicente, desde Punta “Piedra Blanca” hasta Punta “Longaví Chico”, y en el Golfo de Arauco, desde el Faro Puchoco hasta Río Tubul, la primera milla costera medida en línea de base normal, quedará cerrada a la actividad pesquera artesanal de embarcaciones de eslora igual o superior a 12 metros y, asimismo, en ningún caso se autorizará la operación de actividades pesqueras que afecten el fondo marino.


Asimismo, en el mencionado plazo, en la pesquería de sardina común y anchoveta, las embarcaciones de una eslora inferior a doce metros, y las embarcaciones de una eslora igual o superior a doce metros e igual o inferior a quince metros sin tecnificación, operarán por un lapso de diez días al inicio del período de pesca en forma exclusiva.


Artículo vigésimo.- Los planes de manejo respecto de las pesquerías que se encuentren en estado de sobreexplotación o colapso deberán estar aprobados 18 meses después de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo vigésimo primero.- Los Comités Científicos Técnicos deberán comenzar su funcionamiento en el plazo de seis meses a contar de la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo vigésimo segundo.- No se establecerán nuevas áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni serán tramitadas ampliaciones a los sectores decretados bajo este régimen, por el plazo de tres años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley. Sin embargo, en ambos casos se considerarán ingresadas, para efectos de esta ley, todas aquellas solicitudes presentadas hasta seis meses después de la entrada en vigencia de la misma.


Artículo vigésimo tercero.- Los pescadores artesanales inscritos en la XIV Región de Los Ríos que hubieren informado desembarque al Servicio Nacional de Pesca, en el marco de una o más pescas de investigación a las que se refiere el artículo 1° de la ley N° 20.560, en la X Región de Los Lagos, y cuya participación haya sido establecida por resolución de la Subsecretaría de Pesca, podrán optar por quedar inscritos en esta última región en la o las pesquerías a que se refiere el artículo antes señalado y en las que haya sido reconocida su participación. 


Artículo vigésimo cuarto.- En el plazo seis meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley se deberá presentar un proyecto de ley, por parte del Presidente de la República, que cree un organismo público descentralizado denominado Instituto de Desarrollo de la Pesca Artesanal y Acuicultura a Pequeña Escala, cuyo objetivo será el de contribuir a elevar la capacidad empresarial, productiva y comercial de los sectores de pesca y acuicultura, promover el consumo de los productos del mar y coordinar, financiar y ejecutar, según corresponda, la acción del Estado orientada a dichos objetivos con el fin de fomentar y promover el desarrollo productivo de sus beneficiarios en el marco de la sustentabilidad de la actividad pesquera y de acuicultura, así como programas de capacitación, diversificación productiva y asistencia técnica. Asimismo, en dicho proyecto de ley se eliminará de los fines del Fondo de Administración Pesquero el financiamiento de fomento y desarrollo a la pesca artesanal y programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras. 


Artículo vigésimo quinto.- En el plazo de seis meses a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que establezca un sistema de bonificación por parte del Estado al repoblamiento y cultivo de algas para empresas de menor tamaño de conformidad a lo estipulado en la ley N° 20.416. La entrega de tal bonificación se supeditará a la aprobación del proyecto ejecutado mediante calificación técnica la que deberá dar cuenta de la generación de impactos positivos en la recuperación de la cobertura algal en las zonas de intervención mediante indicadores recomendados por un Grupo Técnico Asesor de Expertos, el cual deberá constituirse con tal propósito. 


Artículo vigésimo sexto.- Para los efectos del artículo 4° C de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderán regulados los recursos hidrobiológicos contenidos en el decreto supremo N° 316, de 1985, modificado por los decretos supremos Nos 423, de 2001; 120, del 2003, y 169, del 2004. 


Artículo vigésimo séptimo.- Los titulares de concesiones de acuicultura que habiéndose sometido al régimen del artículo 80 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, hubieren pagado la consignación por la solicitud de la concesión establecida en el artículo 77 de la referida ley, podrán solicitar a la Subsecretaría de Pesca la restitución del 50% de dicha consignación, si no lo hubieren hecho antes, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial o desde que obtengan la concesión, según corresponda.


El registro de concesiones a que se refiere el artículo 81 de la Ley General de Pesca y Acuicultura comenzará a operar en la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura a partir del 1 de julio de 2013. En el plazo que medie entre la fecha de publicación de esta ley y el 1 de julio de 2013, la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas seguirá inscribiendo los actos que tengan por objeto la concesión de acuicultura. Las transferencias, arriendos y demás actos que se hayan presentado a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas para su inscripción y que al 1 de julio de 2013 se encuentren pendientes, sin que haya vencido el plazo de tramitación, serán remitidas a la Subsecretaría de Pesca.


Artículo vigésimo octavo.- Los miembros del Consejo del Fondo de Investigación Pesquero vigente al momento de la entrada en vigor de la presente ley se mantendrán en sus cargos en tanto no se nombren los nuevos integrantes en conformidad con las modificaciones incorporadas por esta ley. Dicho plazo no podrá exceder de un año a contar de la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo vigésimo noveno.- Los tres primeros años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, para la aplicación del artículo 48 B de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se destinarán las cuotas de imprevistos de sardina común para las Regiones IX de La Araucanía y V de Valparaíso; de merluza común para las Regiones VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule; y de jurel para las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo; y sardina española y anchoveta para la Región XV de Arica y Parinacota.”.

_________


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que la Honorable Senadora señora Allende, ha requerido que se dirija oficio, en su nombre, a la autoridad y en relación con la materia que se consigna, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la Senadora indicada, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 81ª, ESPECIAL, EN MARTES 11 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, también, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

_________


Enseguida, el señor Presidente agradece su presencia a los alumnos y alumnas del Instituto Claudio Matte de Santiago y a los representantes de la Red de Organizaciones No Gubernamentales que trabajan con la infancia, que nos acompañan en las tribunas.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias y prevenciones de los Honorables Senadores respecto del asunto discutido en esta sesión, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________

ORDEN DEL DÍA

Ceremonia con niños, niñas y adolescentes, en el marco del aniversario de la Convención sobre los

Derechos del Niño en Chile



El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.



Acto seguido, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente hace uso de la palabra en nombre de la Corporación y, luego, la otorga a los Honorables Senadores señores Rossi, Walker (don Patricio), Larraín Peña, Tuma, Letelier y Larraín Fernández.

- - -



En su alocución, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita se dirija un oficio a S.E. el Presidente de la República para reiterar la petición elevada por esta Corporación en cuanto a que, si lo tiene a bien, instruya al señor Ministro de Desarrollo Social para el pronto envío a tramitación legislativa de una iniciativa legal referida a la protección integral de los derechos de la infancia y la creación de un Defensor de los Derechos del niño, niña y adolescentes. Así se acuerda.


Seguidamente, el señor Presidente recaba la autorización unánime de la Sala para que haga ingreso a la misma y uso de la palabra la señorita Angiel Astudillo, en representación de Red de ONG Infancia y Juventud de Chile (ROIJ). Se accede.

- - -



Finalmente, anuncia que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 82ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública; de Defensa Nacional; Secretario General de la Presidencia; de Economía, Fomento y Turismo; de Salud, y del Medio Ambiente, señores Andrés Chadwick, Rodrigo Hinzpeter, Cristián Larroulet, Pablo Longueira y Jaime Mañalich y señora María Ignacia Benítez, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 64ª, extraordinaria, y 65ª, especial, de 20 de noviembre; 66ª y 67ª, especiales, 68ª, ordinaria, y 69ª, especial, de 21 de noviembre; 70ª y 71ª, especiales, de 22 de noviembre; 76ª, especial, y 77ª, ordinaria, de 27 de noviembre, y 78ª, especial, de 28 de noviembre, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales (Boletín Nº 8.715-06).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de las siguientes iniciativas de ley:


1.- Proyecto de ley modificatorio de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que libera a la mujer, durante el lapso anterior o posterior al parto que indica, de la carga pública de desempeñarse como vocal de mesa receptora de sufragios (Boletín N° 8.635-06).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, estableciendo la facultad de excusarse de la obligación de ser vocal de mesa para las mujeres en estado de embarazo y puerperio (Boletín N° 8.644-06).  


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de la tramitación de las siguientes iniciativas: 


1.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (Boletín Nº 8.041-04).


2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio del Deporte (Boletín Nº 8.085-29).


3.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


4.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


5.- Proyecto de ley que introduce mejoras en el régimen del personal del Servicio Médico Legal (Boletín Nº 8.129-07).


6.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


7.- Proyecto de ley que ajusta normas del Estatuto del Personal de Gendarmería de Chile, en materias de requisitos de ingreso y de promoción de cargos en las Plantas de Oficiales Penitenciarios y de Suboficiales y Gendarmes (Boletín N° 8.563-07).


8.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular (Boletines N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


9.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


10.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15).


11.- Proyecto de ley que incorpora en el artículo 78 de la ley   N° 18.290, de Tránsito, requisitos para el uso de chaleco reflectante (Boletín N° 8.348-15).



Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, el día 30 del mes pasado, con motivo de su visita oficial a la República del Perú para participar en la Cumbre Unasur 2012.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogaría, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.


- Se toma conocimiento.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos, otros beneficios que indica y modifica normas legales que señala (Boletín Nº 8.706-05).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el segundo, informa que aprobó el proyecto de ley que otorga al personal asistente de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional por antigüedad y las compatibiliza con plazos de la ley N° 20.305 (Boletín N° 8.686-04) (con urgencia calificada de “suma”).


Pasa a las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (Boletín N° 7.911-06).


- Se toma conocimiento y se remite el documento al archivo junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los artículos 225 del Código Civil, 88 del Código de Procedimiento Civil y 41 N° 5 y 42, incisos primero y segundo, del decreto ley N° 3.063, Ley sobre Rentas Municipales. 


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre estudios y estadísticas de carga laboral de los funcionarios de Carabineros de Chile durante los últimos 5 años.

De la señora Ministra (S) de Justicia


Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Letelier y Walker, don Patricio, señora Pérez San Martín y señores Larraín Fernández y Tuma, relativo al envío de una iniciativa legal sobre protección integral de los derechos de la infancia y la creación de un defensor de los derechos del niño, niña y adolescentes (Boletín N° S 1.486-12).


Contesta petición de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativa a la comisión nacional y a las comisiones regionales creadas por la ley N° 20.534 con la finalidad de formular proposiciones técnicas para el fortalecimiento del sistema procesal penal.

De la señora Ministra de Obras Públicas


Responde consulta, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre recepción definitiva por la Dirección de Arquitectura de la Región del Maule del nuevo edificio del Liceo Ignacio Carrera Pinto, de Colbún.


Da respuesta a petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a adquisición de una embarcación y un catamarán, para normalizar el servicio que cubre la Ruta Sur Austral Quellón - Melinka - Puerto Chacabuco.


Responde dos solicitudes de información, efectuadas en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de los asuntos siguientes:


1.- Disponibilidad de recursos presupuestarios en el año 2013 para la licitación del diseño y construcción del Puente Lonquén en la Región del Bío Bío.


2.- Remisión de antecedentes sobre autorizaciones para la extracción de áridos desde el Río Itata, en el sector Casino o La Isla, en la comuna de Quillón.


Informa causas del retraso en la entrada en funcionamiento del sistema de agua potable rural para los sectores apartados de la comuna de San Pedro de Atacama: materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica.

Del señor Ministro (S) de Obras Públicas


Responde petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, con el fin de priorizar, en la cartera de inversiones de esa Secretaría de Estado, la reposición y levantamiento de los puentes que cruzan el Río de las Minas en la ciudad de Punta Arenas. 

Del señor Ministro de Salud


Remite oficio de la Secretaría Regional Ministerial de Salud de Atacama que atiende consulta, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa a acciones ejecutadas para hacer frente a la emergencia sanitaria que afectó a los habitantes de Freirina, debido al proyecto “Agroindustrial Valle de Huasco".


Responde consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de las razones por las que se puso término a la modalidad de petición de hora, por vía telefónica, para la atención en consultorios y sobre la posibilidad de su restablecimiento.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a solicitudes de información sobre los asuntos siguientes: 


1.- Entrega de viviendas con subsidio de reconstrucción en los sectores de Ajial, Ajial Manzano, Ajial Valdivieso y otros aledaños, en la comuna de Retiro; materia consultada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón.


2.- Factibilidad de aumentar el número de subsidios para atender a necesidades de cuatro comités de vivienda de la comuna de Puerto Aysén; petición cursada en nombre del Honorable Senador señor Horvath.


3.- Identificación del propietario de un terreno ubicado entre las calles Balmaceda, Chacabuco y Beaucheff, en el sector El Arenal, comuna de Talcahuano; a requerimiento del Honorable Senador señor Muñoz Aburto.


4.- Informe sobre presencia de hongos en paredes, filtraciones de agua y defectos eléctricos en viviendas construidas por la empresa Peña y Peña en el sector Juan Pablo II, comuna de Frutillar: petición cursada en nombre del Honorable Senador señor Escalona.

Del señor Ministro de Agricultura


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, respecto de las inversiones realizadas por la Corporación Nacional Forestal para la recuperación y protección del parque nacional Torres del Paine.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Responde consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, sobre los efectos de la explotación de la turbera -componente indispensable del ecosistema en los humedales de Chiloé- en el supuesto de que no se resguarde su sustentabilidad en el tiempo.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Remite, en cumplimiento del artículo 17 de la ley N° 19.067, copia del decreto supremo N° 399, de 2012, del Ministerio de Defensa Nacional, que prorroga, por el plazo de un año, a contar del día 1 de junio pasado, la permanencia de tropas y medios militares nacionales, en Haití (Boletín Nº S 1.469-05).

De la señora Subsecretaria de Justicia


Remite decreto supremo N° 783, de 2012, del Ministerio de Justicia, que nombra a don Lamberto Cisternas Rocha en el cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema. 

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Contesta petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, referente a factibilidad de mantener en servicio el cuartel institucional existente en el sector Reina Luisa, comuna de Parral, que será relocalizado en la población Arrau Méndez, de esa misma comuna.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud (S),

Región de Antofagasta


Emite pronunciamiento, ante petición enviada en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de la autoridad competente para hacerse cargo de condiciones de inseguridad y hacinamiento en la Unidad de Siquiatría del Hospital Regional de Antofagasta, derivadas del desempeño en ella de funcionarios de Gendarmería de Chile.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Horvath, Prokurica, Rossi y Walker, don Patricio, sobre actualización de la resolución exenta N° 698, de 2006, del Ministerio de Hacienda, con el fin de adecuar normas de condonación tributaria a las empresas y personas naturales que se indican (Boletín Nº S 1.512-12).


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales (Boletín Nº 8.715-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que modifica el artículo 96 de la ley N° 18.700 para sancionar con nulidad de la elección los casos en que el escrutinio de mesas receptoras de sufragios fuere hecho en un lugar distinto de aquel en que hubieren funcionado o sin la presencia de público (Boletín         N° 8.716-06). 


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que se da inicio a un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Ricardo Luis Tapiero Ballatore (Boletín N° 8.721-07).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, con el que solicitan al señor Ministro de Hacienda que el reglamento de ejecución de la ley N° 20.630 no limite la forma de acreditar la calidad de chofer de vehículo de alquiler o de transporte escolar a la presentación de un documento contractual (Boletín Nº S 1.533-12).


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con el que solicita a S. E. el Presidente de la República que modifique el artículo 3° de la ley Nº 16.744, sobre accidentes del trabajo, con el fin de incorporar en el seguro escolar a los estudiantes del nivel parvulario (Boletín Nº S 1.534-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín N° 8.091-21), con excepción de las que indica, que ha rechazado, e informa la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Se toma conocimiento y se designa a los miembros de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura como integrantes de la referida Comisión Mixta.

_________


Enseguida, el señor Presidente solicita a la Sala y al público en las tribunas guardar un minuto de silencio ante el trágico incendio ocurrido en la ciudad de Valparaíso que le costó la vida a un hijo del trabajador de la empresa de aseo que presta servicios al Senado, don Carlos Calquín.


La Sala guarda un minuto de silencio.

- - -


Luego, el señor Presidente pide la anuencia de la Sala para incorporar en la Tabla de la sesión de hoy el proyecto de reforma constitucional que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales (Boletín N° 8.715-06), que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Tuma, Kuschel, Pizarro y Larraín Fernández.


No hay acuerdo.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Kuschel solicita fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras (Boletín N° 8.201- 09).


La Sala acuerda fijar dicho plazo hasta las 12 horas del día 17 de diciembre de 2012.

- - -


A continuación, el mismo señor Senador pide fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272- 08).


La Sala acuerda fijar dicho plazo hasta las 12 horas del día 17 de diciembre de 2012, para ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Minería y Energía.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Chahuán, en su calidad de Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, solicita recabar la anuencia de la Sala para que el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.378 que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, incrementando los recursos del subsidio y creando el fondo de apoyo regional (FAR) (Boletín N° 8.289-15), que fue aprobado en general por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y pasó a la de Hacienda, vuelva a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para un nuevo primer informe.


La Sala acuerda que el proyecto sea conocido por las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor García solicita recabar la autorización de la Sala para que la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras sobre el proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas del país (Boletín N° 8.011-05), pueda sesionar paralelamente en el día de mañana. Se accede.

- - -


Posteriormente, el mismo señor Senador destaca que el proyecto que prorroga la vigencia de la ley N° 20.372, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín N° 8.720-07), tiene “discusión inmediata” y solicita que se autorice a la Comisión de Hacienda para que pueda iniciar su estudio aun cuando no se haya dado cuenta del mismo a la Sala del Senado. Se accede.

- - -


Finalmente, la Honorable Senadora señora Von Baer solicita recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología pueda discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley que otorga al personal asistente de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional por antigüedad y las compatibiliza con plazos de la ley N° 20.305 (Boletín           N° 8.686-04). Adicionalmente, solicita la autorización de la Sala para que dicha Comisión sesione en forma paralela. 


Se accede a ambas solicitudes.

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales, con informe de la Comisión de

Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.139-14 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que el objetivo del proyecto es crear un Registro Nacional de Inspectores Técnicos de Obra; otorgar rango legal al Registro Nacional de Revisores de Proyectos de Cálculo Estructural, y modificar las normas del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones, y leyes complementarias, para garantizar la calidad de la construcción y perfeccionar la tramitación de solicitudes de permiso de urbanización y de edificación ante las señaladas Direcciones de Obras.


Destaca que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Sabag y Tuma.


Señala, finalmente, que el artículo 23, contenido en el artículo primero, así como el artículo tercero del proyecto, tienen rango orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Sabag.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 26 votos a favor, un voto en contra y 5 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 23, contenido en el artículo primero, y el artículo tercero del proyecto. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Tuma.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Larraín Peña.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez, Lagos, Navarro, Quintana y Ruiz-Esquide.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro y Ruiz-Esquide.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 7 de enero de 2013, a las 12 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.754, permitiendo la incorporación del personal de los establecimientos municipales de salud a las prestaciones de bienestar y autorizando la constitución de servicios de bienestar separados por entidad administradora, con informes de las Comisiones de Gobierno,

Descentralización y Regionalización y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín Nº 8.334-06 y urgencia “suma”. 


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es extender las prestaciones de bienestar al personal que se desempeña en los establecimientos municipales de salud afecto a la ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud.


Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia de que, en conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y de que lo aprobó tanto en general, cuanto en particular, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Rossi, Sabag y Zaldívar.


Añade que la Comisión de Hacienda, por su parte, aprobó las normas de su competencia en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -


El señor Presidente pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Sabag, Zaldívar, García-Huidobro y Navarro.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, se aprueba, en general y en particular, por 26 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto. 


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.754, que autoriza a las municipalidades para otorgar prestaciones de bienestar a sus funcionarios:

1) Incorpóranse las siguientes enmiendas en el artículo 1°: 


a) En el inciso primero:


i. Suprímense las expresiones “o por la ley N° 19.378,” y “salud,”.


ii. Agrégase, a continuación del vocablo “educación”, la frase “, al personal regido por la ley N°19.378”.


b) En el inciso segundo, suprímese la expresión “salud y”. 


c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto: 


“Asimismo, cada entidad administradora regida por la ley N°19.378, podrá constituir un sistema propio de prestaciones de bienestar para los trabajadores que pertenecen a dicha entidad, dictándose al efecto su propio reglamento conforme al artículo 2°, y aplicándose en todo lo demás las normas de este cuerpo legal, salvo que se indique lo contrario.


De constituirse sistemas de prestaciones de bienestar separados para una entidad administradora regida por la ley N°19.378, el aporte municipal deberá ser igual al que se otorga al sistema de prestaciones de bienestar vigente en la municipalidad respectiva; sin embargo, los beneficios que se contemplen en el reglamento deberán estar estrictamente ajustados a las disponibilidades presupuestarias de cada uno de los sistemas en forma independiente.


Los servicios de bienestar constituidos conforme a esta ley podrán celebrar convenios entre sí, con la finalidad de otorgar determinados beneficios o actividades de bienestar social que, individualmente, no puedan proporcionar o resulten más onerosos; no obstante, no podrán traspasar entre ellos los aportes que efectúen tanto de los afiliados de cada sistema como de cada municipalidad.”. 


2) Intercálase en el artículo 10 el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“En el caso de los servicios de bienestar constituidos separadamente por una entidad administradora regida por la ley N°19.378, los representantes propuestos por el alcalde deberán incorporar personal de dicha entidad. Respecto de la otra mitad de los integrantes del Comité, serán representantes de la o las asociaciones de funcionarios existentes en la entidad administradora o, en caso de no existir, serán elegidos por la totalidad de los funcionarios adscritos a dicho Servicio de Bienestar, conforme el inciso anterior y el reglamento.”.


3) Agrégase en el artículo 11, a continuación de la expresión “el municipio”, la oración “o la entidad administradora de atención primaria de salud, según corresponda,”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- El personal regido por la ley N°19.378 que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo único de la presente ley, es autorizado para incorporarse a los sistemas de bienestar municipal, podrá hacerlo a contar del día 1° del mes subsiguiente al de su publicación, sin perjuicio de que puedan presentar su solicitud de afiliación desde la fecha de publicación de este cuerpo legal.


Se otorgará un aporte fiscal por cada trabajador que se incorpore como afiliado activo en los términos del inciso anterior, sujetándose a las siguientes reglas:


a) El monto total del aporte fiscal será de dos unidades tributarias mensuales (UTM) al año, por los primeros 24 meses, siempre que la afiliación se produzca a contar del día 1° del mes subsiguiente a la publicación de esta ley y que el trabajador permanezca afiliado durante dicho periodo;


b) Las municipalidades podrán requerir el aporte fiscal correspondiente sólo respecto de aquellos trabajadores que se afilien al sistema de bienestar municipal de conformidad a la presente modificación legal, y 


c) Por las afiliaciones que se efectúen en los meses posteriores a la fecha señalada en la literal a), la municipalidad percibirá el aporte fiscal señalado en la citada letra en forma proporcional al número de meses que restan para completar los primeros 24 meses, contados desde el día 1° del mes subsiguiente a la publicación de esta ley.


Artículo segundo.- De constituirse un servicio de bienestar exclusivo en una entidad administradora de salud municipal de conformidad a esta ley, se procederá de igual forma a lo dispuesto en el artículo anterior; sin embargo, el plazo señalado en su letra a) se contará desde la constitución del mismo. 


En todo caso, el aporte fiscal en ningún caso podrá otorgarse más allá del 31 de diciembre de 2014 y para su determinación se considerarán los meses de afiliación efectiva, otorgándose en forma proporcional al máximo de 24 meses.


Artículo tercero.- Si la municipalidad recibiese el aporte fiscal por un trabajador que ejerce posteriormente su opción de cambio entre los servicios de bienestar municipal y aquellos creados separadamente por las entidades administradoras, deberá destinar el saldo del aporte fiscal que corresponde a dicho trabajador a la nueva entidad de afiliación.


Artículo cuarto.- El aporte que deben efectuar las municipalidades, de acuerdo al artículo 3° de la ley N°19.754, para el financiamiento de las actividades de bienestar social de los nuevos afiliados, no podrá ser inferior a 0,5 unidades tributarias mensuales (UTM) por afiliado al año, para los primeros 24 meses contados de acuerdo a las reglas establecidas en los artículos primero y segundo transitorios, según corresponda, por cada trabajador incorporado.


Artículo quinto.- Por resolución de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, visada por la Dirección de Presupuestos, se fijarán  los procedimientos, modalidades y plazos para la acreditación de la afiliación, la modalidad y periodicidad con que se entregarán los recursos y las demás normas para la implementación de esta ley.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco, con informe complementario del segundo informe de la Comisión de Salud y certificado de la Comisión de

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar la discusión en particular de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.914-11.


Agrega que en sesión del día 30 de octubre pasado, durante la discusión en particular del proyecto de ley de la referencia, la Sala acordó enviarlo, por una parte, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que informara acerca de la constitucionalidad del artículo 3º, contenido en el número 3) del artículo único. 


Indica que también se acordó enviar el proyecto a la Comisión de Salud, para un informe complementario del segundo informe, respecto del N° 4) del artículo 10, contenido en el numeral 9) del artículo único, fijándose un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de esa norma. 


Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento señala que adoptó, por la unanimidad de sus miembros presentes, los siguientes acuerdos en relación con la materia: 


1.- Informar que el artículo 3°, contenido en el numeral 3) del artículo único del proyecto, no contraviene disposiciones constitucionales y, por lo tanto, es una norma que está conforme con la Ley Fundamental.


2.- Efectuar enmiendas en los incisos segundo, tercero y final de dicho artículo 3°, sustituyendo el texto de la referida norma despachado por la Comisión de Salud.


La Comisión de Salud, por su parte, en su informe complementario del segundo informe, efectuó una enmienda al aludido N° 4), la cual fue aprobada por unanimidad.


Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la modificación propuesta por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al inciso segundo del artículo 3°, contenido en el numeral 3) del artículo único del proyecto, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi y Larraín Fernández. Interviene, también, el señor Ministro de Salud.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada por 21 votos a favor, 4 votos en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Navarro, Orpis, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Uriarte, Ruiz-Esquide, Navarro, Girardi, Chahuán y Tuma.


Votan en contra, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, Larraín Peña y Pérez Varela.


Fundamentan su rechazo, los Honorables Senadores señores Coloma y Espina.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la modificación propuesta por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al inciso tercero del artículo 3°, contenido en el numeral 3) del artículo único del proyecto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Girardi, Rossi, Uriarte, Zaldívar, Espina, Larraín Peña, Walker (don Patricio), García-Huidobro, Larraín Fernández, Orpis y Ruiz-Esquide, señora Pérez San Martín y señores Lagos y Chahuán. Interviene, también, el señor Ministro de Salud.

- - -


Cerrado el debate y puesta en votación la modificación señalada, es rechazada por 19 votos en contra y 10 a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Lagos, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Uriarte.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín Fernández, Prokurica, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Cabe destacar que, oportunamente, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita votación separada de la frase “en el horario permitido para menores”, comprendida en el inciso tercero del artículo 3° propuesto por la Comisión de Salud.
- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión de Salud en cuanto al inciso tercero del artículo 3°, contenido en el numeral 3) del artículo único del proyecto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina, Zaldívar y Girardi.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Gómez, Lagos, Letelier, Sabag, Walker, don Ignacio, y Zaldívar, con el que piden a S. E. el Presidente de la República la ampliación del giro de la Empresa Nacional del Petróleo para impulsar la exploración, explotación y comercialización de otras fuentes energéticas y, en consecuencia, su

transformación en una empresa nacional de energía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.518-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 10 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Orpis, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.


Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 83ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 12 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick. Asiste, también, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


2.- Proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (Boletín N° 8.324-03).


3.- Proyecto de ley que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985 (Boletín Nº 7.761-24).


4.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


5.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


6.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Manuel Muñoz Pardo (Boletín Nº S 1.535-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República y continuar integrando la Misión de Estabilización de la Unión Europea en Bosnia-Herzegovina (Misión EUFOR-ALTHEA), con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (Boletín N° S 1.536-05). 


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de las siguientes disposiciones:

a) Artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo.


b) Artículo tercero, letra a), del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre el sistema único de prestaciones familiares, respecto de las expresiones “en la forma que determine el reglamento” e “inválido”, contenidas en él. 


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), sobre los privilegios e inmunidades de la OPAQ”, suscrito en La Haya, el 30 de octubre de 2007 (Boletín N° 7.685-10).


- Quedan para Tabla.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Kuschel, Larraín Fernández, Pizarro y Tuma, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto de ley que otorgue a don Vicente Bianchi Alarcón un Premio de Honor por su trayectoria musical que le confiera los mismos galardones y pensiones asignados a los Premios Nacionales por el artículo 3° de la ley N° 19.169 (Boletín   Nº S 1.538-12).


De los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Gómez, Horvath, Lagos, Navarro y Walker, don Ignacio, con el que piden a S. E. el Presidente de la República la adopción de medidas especiales que permitan la continuidad de la Orquesta Marga Marga (Boletín Nº S 1.539-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativos a los siguientes asuntos:


1.- Pedir a S. E. el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Economía para coordinar el establecimiento de una política pública de interconexión de sistemas y plataformas diversos, que considere servicios de “computación en la nube” (cloud computing), en las modalidades de arrendamiento o suscripción de equipamiento computacional con el fin de favorecer la reducción de costos, el aumento de eficiencia y el acceso de los usuarios de esos servicios a dichas tecnologías (Boletín Nº S 1.540-12).


2.- Requerir al señor Ministro de Salud la elaboración de un registro estadístico epidemiológico de los casos de fibromialgia que permita evaluar su incorporación a las patologías AUGE (Boletín Nº S 1.541-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Rincón y señores Bianchi y Escalona, con la que proponen un proyecto de ley que establece un beneficio económico a los trabajadores despedidos en los casos que indica.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción de los Honorables Senadores señor Escalona, señora Alvear y señores Letelier, Muñoz Aburto y Walker, don Patricio, con la que proponen un proyecto de ley de protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.


- Se declara inadmisible por contener materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Acto seguido, el señor Presidente saluda a los alumnos de la Escuela Comunitaria de Lo Espejo, de la Región Metropolitana, y a los del Colegio San Lorenzo de Coya, de la comuna de Machalí, estos últimos invitados del Honorable Senador señor Letelier.

- - -


Luego, solicita el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier, Muñoz Aburto y Walker, don Patricio, a S. E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, en que proponen la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, la cual fuera declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Asimismo, solicita el asentimiento de la Sala a fin de remitir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Rincón y señor Bianchi, a S. E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, con la que proponen un proyecto de ley que establece un beneficio económico a los trabajadores despedidos en los casos que indica, la cual fuera declarada inadmisible por contener materias de iniciativa exclusiva del Jefe de Estado.


Se accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que establece un mecanismo transitorio para la elección de consejeros regionales, con informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia y solicita autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.715-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el principal objetivo del proyecto es prorrogar el mandato de los actuales consejeros regionales y establecer un mecanismo transitorio para elegir a los del periodo siguiente.


Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi, Sabag y Zaldívar.


Agrega que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión realizó diversas enmiendas, las que aprobó también por unanimidad.


Finalmente, hace presente que el proyecto en discusión requiere para su aprobación de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -


Luego, el señor Secretario General señala que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización introdujo las siguientes enmiendas al texto propuesto por el Ejecutivo:

Artículo único

Inciso primero de la disposición vigésima sexta transitoria propuesta


Reemplazar el punto aparte por una coma (,) y agregar a continuación la frase “hasta el 11 de marzo del año 2014.”.

Inciso segundo de la disposición vigésima sexta transitoria propuesta


Sustituirlo por el siguiente:


“La primera elección por sufragio universal en votación directa de los consejeros regionales a que se refiere el inciso segundo del artículo 113, se realizará en conjunto con las elecciones de Presidente de la República y Parlamentarios, el día 17 de noviembre del año 2013.”.

Incisos tercero y cuarto de la disposición vigésima sexta transitoria propuesta


Suprimirlos.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general y en particular el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, García, Walker (don Ignacio) y Rossi, señoras Pérez San Martín y Allende y señores Horvath, Bianchi, Tuma, Sabag y Coloma. Interviene, también, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública.

- - -


Durante su alocución, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín advierte que se inhabilita para votar este proyecto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8º del Reglamento del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.

_________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 84ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 12 DE DICIEMBRE DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Educación, señores Cristián Larroulet y Harald Beyer, respectivamente. Asiste, también, el Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile, señor Aldo Valle.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Informes


Segundo informe de la Comisión de Agricultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (Boletín N° 7.484-01) (con urgencia calificada de “suma”).


Informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario por el periodo que indica y una bonificación adicional (Boletín Nº 8.447-04) (con urgencia calificada de “simple”).


- Quedan para Tabla.

Comunicación


Del señor Presidente de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica, en el ámbito de la sustentabilidad de recursos hidrobiológicos, acceso a la actividad pesquera industrial y artesanal y regulaciones para la investigación y fiscalización, la Ley General de Pesca y Acuicultura contenida en la ley N° 18.892 y sus modificaciones (Boletín         N° 8.091-21), para que se autorice a esa Comisión a sesionar simultáneamente con la Sala.


- Se accede a lo solicitado.

- - -



En el curso de la sesión, llegan a la Mesa dos proyectos de acuerdo:



El primero de ellos, presentado por los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, García, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Rossi, Tuma y Zaldívar, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que, en el caso de la Universidad del Mar o de establecimientos de educación superior a los que se les impusieren medidas de cierre, se aseguren: el egreso y la conclusión de sus estudios a todos los alumnos actualmente matriculados en alguna carrera de la institución afectada; la vigencia de estándares de buena calidad académica; la aplicación permanente de medidas de transparencia por el Consejo Nacional de Educación y la intervención del Estado para garantizar la permanencia definitiva de dichos establecimientos (Boletín N° S 1.542-12).


El segundo, presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte y Zaldívar, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que disponga la ejecución de un programa de acción para resolver la situación que afecta a los distintos estamentos de la Universidad del Mar y, en especial, la reubicación inmediata de los alumnos de las carreras de Medicina, Enfermería, Kinesiología y Pedagogía (Boletín N° S 1.543-12).



- Quedan para ser votados en esta sesión.

- - -


Enseguida, el señor Presidente saluda a los alumnos del octavo año de enseñanza básica “B” de la Escuela Oriente de Quellón, provincia de Chiloé, que nos acompañan en las tribunas.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

______________

ORDEN DEL DÍA

Abordar la situación que afecta a los alumnos de la Universidad del Mar



El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.



Acto seguido, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto, al señor Ministro de Educación y a los Honorables Senadores señores Tuma, Chahuán, Zaldívar, Bianchi, Coloma, Gómez y Navarro, señora Allende, señor Walker (don Ignacio), señora Pérez San Martín, señores Quintana y García-Huidobro, señoras Rincón y Von Baer y señores Lagos, Larraín Fernández y Letelier. Interviene, también, el señor Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile.

- - -



El señor Presidente recaba la autorización unánime de la Sala para prorrogar la sesión hasta las 14:15 horas, lo que así se acuerda.

- - -



Seguidamente, otorga la palabra a los Honorables Senadores señores García, Uriarte y Zaldívar.



Se suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

- - -



Se suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

- - -



En el contexto de la discusión, la Sala se aboca al estudio de los proyectos de acuerdo de los que se diera cuenta en esta sesión:

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, García, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Rossi, Tuma y Zaldívar, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que, en el caso de la Universidad del Mar o de establecimientos de educación superior a los que se les impusieren medidas de cierre, se aseguren: el egreso y la conclusión de sus estudios a todos los alumnos actualmente matriculados en alguna carrera de la institución afectada; la vigencia de estándares de buena calidad académica; la aplicación permanente de medidas de transparencia por el Consejo Nacional de Educación y la intervención del Estado para garantizar la permanencia definitiva de

dichos establecimientos



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.542-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 19 votos a favor.



Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

- Que la situación de la Universidad del Mar y, en general, de todas las casas de estudios superiores del país a las cuales se aplique la medida de cierre de su labor docente, requiere una pronta solución.



El Senado acuerda:



Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República se sirva disponer la adopción de las medidas necesarias para:



a) Asegurar el egreso de todos los alumnos que hoy se encuentran cursando una carrera en la Universidad del Mar, permitiéndoles terminar en dicho plantel universitario sus estudios superiores, manteniendo tanto sus matrículas como los créditos otorgados, los planes de estudios, las becas y los créditos con aval del Estado obtenidos, mientras dure esta transición.



b) Garantizar estándares mínimos de calidad académica en el proceso de egreso de los alumnos que hoy se encuentran cursando alguna carrera en la mencionada casa de estudios, a través de la creación de instrumentos de seguimiento, control y fiscalización permanente que permitan asegurar la calidad de la educación impartida.



c) Contemplar mecanismos de transparencia permanentes en la página web del Consejo Nacional de Educación y del Ministerio de Educación que den cuenta de los procesos de acreditación de todas las universidades e institutos profesionales y, en los casos que corresponda, del avance de las medidas contra la dirección de estos establecimientos, del procedimiento iniciado para aplicar la medida de cierre y del desarrollo de las medidas transitorias de cierre.



d) Considerar la intervención del Estado para garantizar la permanencia definitiva de los establecimientos educacionales, atendidos los factores de demanda de profesionales en la zona respectiva, el número de egresados de enseñanza media y la situación de vulnerabilidad de los matriculados.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Chahuán, señoras Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Coloma, Espina, García, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Rossi, Tuma, Uriarte y Zaldívar, con el que se pide a S. E. el Presidente de la República que disponga la ejecución de un programa de acción para resolver la situación que afecta a los distintos estamentos de la Universidad del Mar y, en especial, la reubicación inmediata de los alumnos de las carreras de Medicina, Enfermería,

Kinesiología y Pedagogía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.543-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado con la misma votación precedente.

- - -



Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la Universidad del Mar ha entrado en una crisis que afecta su funcionamiento integral, lo que ha motivado su proceso de cierre por parte del Ministerio de Educación, de conformidad a las normas de la ley N° 20.370, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, del año 2010;

2. Que esta situación afecta a los distintos estamentos de dicha casa de estudios superiores, compuestos por académicos, trabajadores y alumnos, en sus diversas sedes;

3. Que es necesario resolver esta situación a la mayor brevedad, mediante acciones legislativas y reglamentarias, según sea procedente, con el fin de ejecutar un programa que considere tanto los problemas que afectan a las sedes donde no existe una alternativa para garantizar la continuidad de los alumnos, como asimismo el pago de las remuneraciones y cotizaciones previsionales de los académicos y funcionarios que aún se adeudan;

4. Que, de igual modo, debe garantizarse la continuidad de los estudios de los alumnos, reconociendo la validez de los cursos efectuados;

5. Que esta universidad tiene una matrícula de aproximadamente dieciocho mil alumnos y cerca de cuatro mil funcionarios y docentes, lo que obliga al Estado a asumir esta situación como un tema de país, y

6. Que, asimismo, debe actuarse con rigor a fin de hacer efectivas las responsabilidades que procedan, para lo cual el Estado debe hacerse parte en el proceso judicial pertinente.



El Senado acuerda:



Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga la ejecución de un programa o plan de acción integral a fin de resolver la situación que afecta a la Universidad del Mar, contemplando, especialmente, medidas para:



a) Posibilitar la continuidad de la comunidad universitaria en todos sus estamentos, estableciendo diversas garantías al efecto, entre ellas, el envío de un proyecto de ley que permita intervenir administrativamente la referida universidad.



b) En los casos en que no fuere posible resolver la continuidad de los estudios, contemplar la reubicación de los alumnos, analizando en tal evento la situación puntual de cada uno de los planteles y sedes. Asimismo, disponer la reubicación inmediata de los alumnos de las carreras de Medicina, Kinesiología, Enfermería y Pedagogía.



c) En los casos en que se aplique la señalada reubicación, respetar el avance curricular de los alumnos en las distintas carreras y sedes.



d) Contemplar una solución a la deuda histórica que mantienen los estudiantes con la referida casa de estudios superiores producto de los créditos, tanto internos como externos.



e) Respecto de los funcionarios y académicos, garantizar el pago oportuno de las remuneraciones y cotizaciones previsionales adeudadas, así como también velar por su futuro laboral dando cumplimiento a las normas pertinentes.



f) Asumir la responsabilidad que cabe al Estado en el proceso de acreditación, a través del envío de las modificaciones legales pertinentes que permitan materializar lo expresado anteriormente.


g) Finalmente, por intermedio del Ministerio de Educación, ampliar el número de matrículas de las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores.”.

_________



Inmediatamente, el señor Presidente anuncia que habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR JUAN MANUEL MUÑOZ PARDO

(S 1535-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de Su Excelencia el señor Presidente de la República para designar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Juan Manuel Muñoz Pardo, miembro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, en la vacante provocada por el cese de funciones de la señora Sonia Araneda Briones.


Se deja constancia que en el Oficio respectivo se ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


A la sesión en que la Comisión analizó esta proposición concurrieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Hosaín Sabag Castillo.


Asistió, especialmente invitado, el mencionado Magistrado señor Juan Manuel Muñoz Pardo.


Concurrió, asimismo, la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez Goldberg.


Igualmente, participaron los señores Andrés Vega, Jefe de Gabinete de la señora Ministra de Justicia; Héctor Cruzatt, periodista de la Dirección de Comunicaciones del Poder Judicial, y Tomás Celis, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

- - -


Cabe señalar que, según lo dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado S.E. el señor Presidente de la República, debe ser considerada en una sesión especial de esta Corporación.


Asimismo, se deja constancia que, para aprobarla, se requiere el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio.

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1. Constitución Política de la República:


- El artículo 78 de la Ley Fundamental establece que la Corte Suprema se compone de veintiún miembros, los que son nombrados por Su Excelencia el señor Presidente de República, con acuerdo del Senado.


El inciso tercero del mencionado precepto dispone que los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema serán nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado. Éste adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Agrega que si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.


Su inciso quinto preceptúa que cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se decidirán en atención a los merecimientos de los candidatos.


- El número 9) del artículo 53 de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los Ministros de la Corte Suprema.


1.2. Código Orgánico de Tribunales. Su artículo 254 señala que para ser ministro de la Corte Suprema se requiere ser chileno, tener título de abogado y haber ejercido la profesión por a lo menos quince años.


1.3. Reglamento del Senado. Su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO


En los antecedentes presentados con la proposición en estudio, el Primer Mandatario recuerda que se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema por el cese de funciones de la señora Sonia Araneda Briones.


Esta situación condujo a que el día 10 de diciembre del año en curso, el Pleno de la Excelentísima Corte Suprema, en sesión convocada especialmente para tal efecto, elaborara la nómina a que alude el referido inciso tercero del artículo 78 de la Ley Fundamental, resultando elegidos, de entre los once candidatos que en esa oportunidad fueron votados, los siguientes magistrados:


1. Don Alfredo Pfeiffer Richter, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, por derecho propio;


2. Don Carlos Cerda Fernández, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago;


3. Don Carlos Aránguiz Zúñiga, Ministro de la Corte de Apelaciones de Rancagua;


4. Don Juan Manuel Muñoz Pardo, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, y


5. Don Ricardo Blanco Herrera, Ministro de la Corte de Apelaciones de San Miguel.


Hace presente que el orden de inclusión en esta cinquena atiende a la ubicación de los oponentes en el Escalafón General de Antigüedad del Poder Judicial.


Esta proposición fue comunicada al Jefe de Estado mediante el oficio N° 0826, de fecha 11 de diciembre de 2012.


Por su parte, con fecha 11 de diciembre de 2012, el Primer Mandatario, mediante oficio GAB. PRES. Nº 2.232, comunicó al Senado que había escogido al señor Juan Manuel Muñoz Pardo para ocupar el cargo vacante, solicitando el acuerdo de esta Corporación para designarlo como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.


La Sala del Senado tomó conocimiento del referido oficio en sesión celebrada el día 12 de diciembre de 2012, oportunidad en la cual también se dio cuenta de la urgencia para el despacho de esta materia, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Según consta en el currículum vitae de don Juan Manuel Muñoz Pardo, el candidato es chileno, estudió en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y se tituló de abogado en el mes de junio de 1976.


Agrega dicho documento que ingresa al Poder Judicial el año 1974. Ha desempeñado diversos cargos en el referido Poder del Estado: Oficial Tercero Titular del 4° Juzgado del Crimen de San Miguel;  Secretario Titular del Juzgado de Letras de Castro (1976); Secretario Titular del Juzgado de Letras de Puente Alto (1977); Relator Titular de la Corte de Apelaciones de Santiago (1981); Juez Titular del 8° Juzgado del Crimen de Santiago (1985); Ministro de la I. Corte de Apelaciones de Copiapó (1989); Presidente de la I. Corte de Apelaciones de Copiapó (1996-2000); Ministro de la I. Corte de Apelaciones de Santiago (2001); Presidente 1° del Tribunal Electoral de la Región Metropolitana (2007 a 2011), reelegido para el período 2011-2015; Presidente de la I. Corte Marcial (2008-2010); Presidente de la I. Corte de Apelaciones de Santiago (2010); Ministro de la I. Corte de Apelaciones de Santiago (2011), y, a contar del año 2012, Ministro de la I. Corte de Apelaciones de Santiago integrando la Sexta Sala de este Tribunal.



Precisa el currículum que también ha desempeñado labores como Profesor en la Universidad de Atacama, entre los años 1992 y 1997.

CONSIDERACIÓN DE ESTE ASUNTO EN LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio inicio al estudio de esta proposición, dando la bienvenida a la Ministra de Justicia, señora Patricia Pérez, y al Ministro señor Juan Manuel Muñoz.


Enseguida, ofreció la palabra a la Ministra señora Pérez.


La mencionada Secretaria de Estado se refirió a la trayectoria del Ministro señor Muñoz, destacando su desempeño en el ámbito judicial. Señaló que actualmente es Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago y que se desempeñó anteriormente en la I. Corte de Apelaciones de Copiapó. Puso de relieve que estudió Derecho en la Universidad de Chile y que, además, es Magíster en Derecho Judicial de la misma Casa de Estudios.


Señaló que tanto lo anterior como las demás condiciones que reúne el mencionado Magistrado le proporcionan las características y los conocimientos necesarios para desempeñar el cargo de miembro de la Excelentísima Corte Suprema.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Ministro señor Juan Manuel Muñoz Pardo, quien agradeció la invitación cursada por la Comisión.



Expresó que ingresó al Poder Judicial a los 23 años y que ha desarrollado su carrera tanto en provincias como en la Región Metropolitana.





Agregó que se desempeñó en los Juzgados de Letras de Castro, Puente Alto y San Bernardo y que, posteriormente, ejerció el cargo de Relator de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago.





Hizo presente que, luego, fue nombrado Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Copiapó, cargo que ejerció durante once años. Actualmente, se desempeña como Ministro en la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago.





Indicó que siempre ha tenido la aspiración de ser un Magistrado independiente y que sus resoluciones y sentencias sean comprendidas. Afirmó, asimismo, que siempre ha tenido buena relación con sus pares, con sus superiores y con sus subalternos.





Por otra parte, añadió que su mayor desafío profesional es que de sus fallos emane transparencia y seguridad jurídica.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, ofreció la palabra a los señores Senadores presentes para que formularan al Ministro señor Muñoz las consultas que estimaran pertinentes.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, comenzó su intervención valorando especialmente la destacada trayectoria del candidato propuesto por el Primer Mandatario.


Luego, inquirió la opinión del Ministro señor Muñoz sobre la homogeneidad en la calificación de los jueces y la forma en que puede lograrse una calificación fundada, utilizando la mayor cantidad de antecedentes posibles.


Seguidamente, consultó su opinión respecto al valor que concedía al principio de independencia que deben observar los jueces y, sobre todo, quienes integran la Excelentísima Corte Suprema cuando resuelven las causas que están sometidas a su conocimiento.


El Honorable Senador señor Sabag destacó el interés del Ministro señor Muñoz por la certeza jurídica que debe emanar de los fallos. Sobre el particular, hizo presente su preocupación en el sentido de que el desarrollo del país se vea entrampado por algunas resoluciones que están al filo de esa certeza. Recordó el caso de reclamos judiciales vinculados a la aplicación de las exigencias del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y de otros que han paralizado importantes obras, incluyendo el área de la pesca.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, connotó los antecedentes del Ministro señor Muñoz y también su preocupación por los fundamentos de los fallos. Le consultó, enseguida, sobre su opinión acerca de la creación de tribunales especializados, como, por ejemplo, los Tribunales Ambientales.


Inquirió, asimismo, si los tribunales cuentan con los equipos necesarios para dar a los fallos la profundidad necesaria.


La Honorable Senadora señora Alvear consultó sobre la visión del Ministro señor Muñoz sobre la Academia Judicial y la necesidad de fortalecer los programas de habilitación, capacitación y formación que ella imparten.


Enseguida, se refirió a ciertas publicaciones aparecidas en el diario electrónico “El Mostrador”, que consideró duras y tendenciosas, en las cuales se alude a las resoluciones evacuadas por el Ministro señor Muñoz en ciertas causas sobre derechos humanos. Consideró pertinente escucharlo a este respecto en el seno de la Comisión.


El Honorable Senador señor Espina, luego de resaltar la calidad del Ministro señor Muñoz en su labor como juez de la República y la buena opinión que ello despierta, le consultó cómo se puede lograr que las investigaciones en materias penales sean más exitosas. Manifestó que existe un tema complejo que es el vínculo entre los Fiscales y las Policías en relación a la información que comparten y al manejo de la investigación. Destacó que un considerable número de causas por delitos de alta connotación social sencillamente no tiene resultados.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó la opinión del Ministro señor Muñoz respecto al valor que concedía al principio de autonomía del Poder Judicial.


Inquirió, además, sobre su parecer acerca de los cambios que se discuten en los ámbitos procesal penal y procesal civil y sobre los lineamientos de los mismos.


Finalmente, destacó la importancia de avanzar en materia de transparencia, entendida como una manera de rendir cuenta por quien detenta un cargo de autoridad por el ejercicio de sus funciones ante la ciudadanía. Consultó al Ministro señor Muñoz sobre este particular.


El Ministro señor Muñoz pasó a responder las preguntas formuladas.


En primer término, en relación al sistema de calificaciones de los jueces, señaló que una de las preocupaciones permanentes del Poder Judicial es tratar de perfeccionarlo. Hizo presente que la aplicación del mismo en Santiago es distinta que en Regiones, pues naturalmente, dado el tamaño de la capital, es más difícil conocer a las personas y ponderar su desempeño. No obstante lo anterior, señaló que existe la inquietud de basar las calificaciones en criterios de objetividad y justeza.


Vinculado con el tema anterior, puso de relieve el rol de la Academia Judicial, indicando que las calificaciones revelan la calidad de la labor de los jueces. Sostuvo que dicha institución es un verdadero cedazo, que permite llegar a contar con muy buenos jueces y alcanzar un importante nivel de especialización en áreas de tanta relevancia como el Derecho Laboral, el Derecho de Familia y otras materias civiles. Informó que hay alumnos muy destacados, cuyo alto nivel luego se refleja en su trabajo.


Hizo presente que, en todo caso, para los procesos de calificaciones en Santiago se cuenta con los informes del Ministro Visitador, con los datos del calificado y otros antecedentes. Añadió que además de calificarse diferentes rubros, existe un sistema de bonos de gestión, lo que también tiene algún grado de incidencia en el rendimiento de estos profesionales.


Enseguida, abordó el tema de la independencia que los jueces deben mantener frente a las distintas presiones.


Sobre el particular, manifestó que comparte la idea de que tanto la independencia como el criterio se logran a través de la antigüedad de la persona en el cargo. Opinó que el paso de los años acarrea el necesario nivel de autonomía y permite al juez ser independiente frente a cualquier tipo de presión.


Indicó que los medios de comunicación social también importan una forma de control ciudadano y un nivel de exigencia superior. Observó que aun cuando el juez forma parte del medio en que está inserto, debe mostrar profesionalismo en su actuar y emitir resoluciones precedidas del necesario grado de estudio y de los fundamentos pertinentes.


A continuación, en relación al Convenio 169, de la Organización Internacional del Trabajo, expresó que no tenía una opinión del todo formada y que no disponía de información suficiente acerca de los procesos vinculados a la paralización de determinadas obras.


En lo concerniente a los Tribunales Ambientales, indicó que han sido objeto de ciertas críticas, lo que de algún modo ha motivado una visión pesimista acerca de su labor. Señaló que, personalmente, estaba a favor de la especialización, la que, agregó, deriva del estudio y del conocimiento pleno de las situaciones que se producen.


Refiriéndose a la asesoría profesional de que disponen los tribunales para desempeñar su trabajo, expresó que el sistema actual consiste en que los Ministros de Corte cuentan con el apoyo de un secretario que generalmente es abogado, a quien se le encomiendan misiones como reunir material y jurisprudencia, entre otras.


Destacó que, en el caso de los Ministros que integran la Corte Suprema, aun cuando su labor es fuerte y dura, el apoyo de que disponen en la actualidad es suficiente para lograr la excelencia, aunque surjan algunas críticas en cuanto a la falta de uniformidad en la jurisprudencia.


Retomando el tema de la Academia Judicial, afirmó que ésta constituye una institución indispensable, que ha permitido mejorar el nivel de la judicatura debido a la calidad de la capacitación que entrega. Declaró tener la mejor opinión respecto a su cometido y a su desempeño.


Enseguida, abordó las mencionadas publicaciones del diario electrónico “El Mostrador”, que en los últimos meses han aludido a él. Indicó que uno de los casos que allí se mencionan, sobre “El Melocotón”, corresponde al año 1984, cuando era juez interino y debió asumir aquella causa, respecto de la cual el juez titular se había declarado incompetente. Hizo presente que la resolución respectiva fue confirmada y que la queja que se presentó fue rechazada por la Corte Suprema.


Por otra parte, en relación a su posición en cuanto a la prescripción como causal de extinción de la responsabilidad penal, señaló que en el año 2001 emitió un voto de minoría en una causa del año 1973, en el que se pronunció por acoger su aplicación.


Prosiguió diciendo que, sin embargo, con el tiempo su criterio en este aspecto ha evolucionado, lo que se debe al estudio de estas materias y también al contenido de los tratados que la abordan, a la doctrina y a la propia evolución de nuestro país. Por ello, explicó, en sentencias del año 2008 en adelante se ha pronunciado por no aplicar la prescripción y por sancionar las respectivas conductas punibles, aplicando las atenuantes del caso y siguiendo, en esta materia, la doctrina aceptada por la Corte Suprema y por los Ministros de la Corte de Apelaciones de que forma parte.


Puntualizó que aun cuando no le influye en forma decisoria la opinión de sus pares y de sus superiores, en estos casos existe la constatación de hechos que están delimitados y se cuenta con una doctrina internacional muy fuerte, lo que da lugar a un proceso dinámico al que se ha ido incorporando.


Luego, abordó las consultas relativas a los vínculos entre las Policías y las Fiscalías y al fracaso y archivo de numerosas investigaciones. Expresó que ello siempre se ha dado, aun cuando ésta no sea una razón para aceptar dicha situación.


Como posibles vías de solución, sugirió la posibilidad de que la investigación policial pueda ser más extendida. Ello, agregó, supondría disponer de más medios y de una mayor concentración de la policía especializada. En todo caso, señaló no estar tan preparado en este campo como para formular otros planteamientos.


En cuanto a la autonomía del Poder Judicial, se manifestó de acuerdo con la forma en que dicho Poder del Estado se maneja en este aspecto. Expresó que no participaba de las ideas tendientes a alcanzar una autonomía plena ni la independencia para la generación de los cargos. Su opinión, sintetizó, no es crítica en esta materia, sino más bien de conformidad y aceptación de la situación actual.


Tocante a la Reforma Procesal Penal, sostuvo que se trata de un tema en debate, dado que ya ha transcurrido un buen número de años desde su entrada en vigor. En todo caso, observó que en ningún caso los cambios pueden ser tan drásticos como para comenzar de nuevo.


Agregó que aun así y pese a que las modificaciones que se propician pueden estar influidas por noticias precisas que surgen en nuestro medio, se detectan aspectos que pueden ser mejorados. Es el caso del tratamiento a las víctimas, de las comunicaciones, del acceso a la segunda instancia o de algunos puntos derivados de las primeras fases del procedimiento.


En lo concerniente al proyecto de ley que actualmente se tramita en la Cámara de Diputados destinado a modernizar el procedimiento civil, consideró de interés avanzar, por este medio, en una mayor unificación de la jurisprudencia, lo que, a la vez, reforzará la seguridad jurídica. Ojalá, dijo, ése sea el destino de esta reforma.


En último término, en cuanto a la transparencia, indicó que para el Poder Judicial es muy positivo que se conozca su labor, lo que puede lograrse principalmente por la vía de la publicación de las sentencias, además de otras fórmulas como es algún tipo de rendición de cuentas o la publicación de informaciones a través de la prensa.


Hizo presente que había cada vez mayor interés por dar a conocer los fallos y que progresivamente se va teniendo más información sobre ellos, lo que es muy favorable para ese Poder del Estado.


Finalizada esta audiencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció la participación del Ministro señor Muñoz y de la Ministra de Justicia, señora Pérez.


Acto seguido, suspendió brevemente la sesión para despedirlos.

- - - 


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán (Presidente), señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, y Walker, don Patricio, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. el señor Presidente de la República para nombrar al señor Juan Manuel Muñoz Pardo como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 18 de diciembre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández, Soledad Alvear Valenzuela, Alberto Espina Otero,

Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 18 de diciembre de 2012.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE S.E EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTROS TITULARES DEL SEGUNDO TRIBUNAL AMBIENTAL, CON SEDE EN SANTIAGO, A LOS SEÑORES JOSÉ IGNACIO VÁSQUEZ MÁRQUEZ Y RAFAEL CARLOS ASENJO ZEGERS, EN LOS CUPOS DE ABOGADO, Y SEBASTIÁN VALDÉS DE FERARI, EN EL CUPO DE LICENCIADO EN CIENCIAS; Y COMO MINISTROS SUPLENTES A LA SEÑORA XIMENA CAROLINA FUENTES TORRIJO, EN EL CUPO DE ABOGADO, Y AL SEÑOR JUAN ESCUDERO ORTÚZAR, EN EL CUPO DE LICENCIADO EN CIENCIAS

(S 1537-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República para nombrar como Ministros Titulares y Suplentes del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a las personas indicadas en el epígrafe.


Mediante el oficio N° 2.234, de 12 de diciembre del año en curso, el Primer Mandatario ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en previstos en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República. Asimismo, es necesario tener presente que este nombramiento tiene prioridad debido a que de acuerdo con el artículo primero transitorio de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, el Segundo Tribunal Ambiental deberá entrar en funcionamiento el día 28 de diciembre de 2012.

A la sesión en que se consideró esta solicitud asistieron, especialmente invitados, la señora Ximena Carolina Fuentes Torrijo y los señores José Ignacio Vásquez Márquez, Rafael Carlos Asenjo Zegers, Sebastián Valdés de Ferari y Juan Escudero Ortúzar.

Concurrieron, asimismo, la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez y el Subsecretario de esa Secretaría de Estado, señor Ricardo Irarrázabal.

Estuvieron también presentes el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; el asesor del Honorable Senador señor Letelier, señor Tomás Monsalve y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis. 

-.-.-


Hacemos presente que de conformidad con lo prescrito en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, la presente solicitud requiere, para ser aprobada, del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio. Este acuerdo se debe adoptar en una votación única.

-.-.-

ANTECEDENTES

1.- de Derecho

1.1.- De conformidad con lo dispuesto por la ley N° 20.600, los Tribunales Ambientales  son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.

En virtud del artículo 5° se ha creado tres tribunales ambientales, a saber:

El Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Antofagasta, con competencia en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo;

El Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Santiago, el cual ejercerá sus atribuciones en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule, y

El Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, el cual tienen competencia en las Regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.

En cuanto a su composición cabe consignar que cada uno de estos tribunales estará integrado por tres ministros titulares y dos suplentes.

Dos de los ministro titulares deben ser abogados, quienes deben, además, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercer ministro titular  debe ser un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. 

Por su parte, uno de los ministros suplentes debe ser un abogado destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho  Administrativo o Ambiental, con a lo menos ocho años de ejercicio profesional. El otro ministro suplente debe ser un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y ocho años de ejercicio profesional. 


Tanto los ministros titulares como los suplentes deben ser designados de conformidad al procedimiento que establece el artículo 2° de la ley 20.600.


En síntesis, dicha norma dispone que cada ministro será nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.


Para llevar adelante este procedimiento se ha establecido que el Máximo Tribunal del país formará la nómina correspondiente de una lista de candidatos, que con un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres, le proponga el Consejo de Alta Dirección Pública. Este Consejo selecciona a los candidatos mediante un concurso público que se somete al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882.


Los candidatos propuestos por el Consejo serán recibidos en audiencia pública por el Máximo Tribunal, quien puede aprobar o rechazar a todos o a alguno de los postulantes. Concluido esta etapa, la referida Corte hace una proposición a S.E. el Presidente de la República, quien  debe seleccionar a un postulante de cada nómina y formular su proposición al Senado.


El Senado puede acoger o rechazar la proposición que formula el Primer Mandatario en una votación única por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otro candidato que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cabe recordar que no podrán integrar los Tribunal Ambientales quienes, en los dos años anteriores a su nombramiento, hayan desempeñado el cargo de Ministro o Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquier otro cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período. 

Agrega la norma que el cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva y es incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales.

Los ministros suplentes tienen las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en la ley.

Asimismo, los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal.

Finalmente, y en lo que dice relación con la instalación de los primeros Tribunales Ambientales, hay que tener presente que sus ministros serán designados de acuerdo con las siguientes reglas que establece el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.600: (1) Un ministro titular abogado lo será por dos años y el otro por seis; el ministro titular licenciado en ciencias será nombrado por cuatro años;(2) Entre los ministros abogados la determinación de quien asumirá el período de dos o seis años se efectuará por sorteo y, (3) Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será por seis años.

1.2.- Finalmente, hacemos presente que en virtud de lo dispuesto en el artículo 205 del Reglamento del Senado, los asuntos que importen el ejercicio de alguna atribución exclusiva de es Corporación no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.

2.- de Hecho


En el Oficio N° 2.234, de 12 de diciembre de 2012, el Primer Mandatario recuerda que cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E. el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema.


Seguidamente, hace presente que el Senado, adoptará el acuerdo correspondiente en votación única, por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Sancionado dicho procedimiento y nombrados los respectivos ministros por decreto supremo suscrito además por los Ministros de Medio Ambiente y de Justicia, los primeros integrantes del Segundo Tribunal Ambiental se someterán a las reglas que establece el artículo cuarto transitorio.


Agrega que mediante oficio N° 0785, de fecha 22 de noviembre de 2012, la Excma. Corte Suprema le propuso tres cinquenas, en base a las cuales le corresponde nombrar, con acuerdo del H. Senado, a los ministros titulares para la integración del Segundo Tribunal Ambiental con sede en Santiago. Asimismo, puntualiza, que en el  oficio N° 0798, de fecha 28 de noviembre de 2012, la Excma. Corte Suprema le propuso otras dos cinquenas, en base a las cuales también le corresponde nombrar, con acuerdo del H. Senado, a los dos ministros suplentes del referido tribunal.


En mérito de estos antecedentes propone a esta Corporación el nombramiento de tres candidatos a ministros titulares y a dos ministros suplentes en el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la ciudad de Santiago. 


A continuación, presentamos una síntesis de los antecedentes curriculares de cada uno de los candidatos propuestos al Senado. Hacemos presente que en el anexo de este informe se acompañan los curriculum vitae de cada uno de los postulantes.


- Para el primer cargo de ministro titular, en calidad de abogado, se propone al señor José Ignacio Vásquez Martínez. El señor Vásquez es abogado egresado de la Universidad de Chile, Magister en Ciencia Política de esa casa de estudios, y en la actualidad cursa el programa de Doctorado en Derecho de la Universidad de los Andes. Se ha desempeñado como profesor de Derecho Constitucional y Ciencias Políticas en la Universidad de Chile y en la Universidad Católica de Chile. Ha trabajado como funcionario en diversas reparticiones públicas, ha sido consultor  en materias constitucionales, administrativas y urbanísticas, y en la actualidad es el Director de Estudio, Análisis, Evaluación y Biblioteca de la Excelentísima Corte Suprema.


- Para el segundo cargo de ministro titular, también en calidad de abogado, se propone al señor Rafael Carlos Asenjo Zegers. El señor Asenjo es abogado, Bachiller en Humanidades, con mención en Letras y Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, ambos títulos otorgados por la Universidad de Chile. Se desempeñó como el primer Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Medioambiente (CONAMA). Ha desarrollado variadas asesorías jurídicas  en materias medioambientales, ha actuado como coordinador Ejecutivo del Fondo del Medio Ambiente Mundial (GEF) en Nueva York,  Estados Unidos. Asimismo, ha sido integrante y Relator del Grupo Asesor Independiente en Sustentabilidad del Banco Interamericano de Desarrollo y se ha desempeñado como consultor  del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y para el Medio Ambiente (PNUMA). Finalmente, ha desarrollado amplias labores docentes universitarias en las cátedras de derecho ambiental.


- Para el cargo de ministro titular, en calidad de licenciado en ciencias, se propone al señor Sebastián Valdés de Ferari. El señor Valdés es Ingeniero Comercial y Licenciado en Ciencias Económicas y Administrativas por la Universidad de Chile, y tiene un Doctorado en Environmental and Resource Economics del Departamento de Economía Agraria y Recursos Naturales de la Universidad de Maryland. Ha trabajado como economista y consultor en diversas organizaciones públicas y privadas. Desde agosto del año 2010 se desempeña como Gerente de Sustentabilidad en la Empresa Nacional de Minería (ENAMI).


- Para el cargo de ministro suplente, en calidad de abogado, se propone a la señora Ximena Carolina Fuentes Torrijo. La señora Fuentes es abogada egresada de la Universidad de Chile y Doctor of Philosophy  por la Universidad de Oxford. Ha desarrollado labores docentes universitarias en las Facultades de Derecho de la Universidad de Chile, de la Universidad Adolfo Ibáñez y en la Universidad de Talca. Desde el año 2009 a la fecha se ha desempeñado como asesora del Ministerio de Relaciones Exteriores en el Programa para la Defensa de nuestro país frente a la Demanda Peruana pendiente ante la Corte Internacional de Justicia y como asesora externa en un estudio jurídico privado. Sus áreas de investigación se han concentrado especialmente en el desarrollo sostenible y el impacto del derecho internacional en el derecho nacional.


- Finalmente, para el cargo de ministro suplente, en la calidad de  licenciado en ciencias, se propone el señor Juan Escudero Ortúzar. El señor Escudero es Ingeniero Civil egresado de la Universidad Católica de Chile, y Master en Ingeniería por Instituto Tecnológico de Massachusetts. Ha sido profesor de la facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas y en el Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile. Asimismo, se desempeñó como Secretario Ejecutivo de la Comisión Especial de Descontaminación de la Región Metropolitana, como Director Ejecutivo del Centro Nacional del Medio Ambiente (CENMA),  asesor técnico de CONAMA (actual Ministerio del Medio Ambiente) y del Ministerio de Obras Públicas. Desde al año 2010 hasta la fecha ha cumplido labores como Ingeniero Consultor, miembro del staff de Gestión Ambiental Consultores.

- - -

CONSIDERACIÓN DE LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR S.E EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA


Al iniciarse el estudio de la proposición de S.E el Presidente de la República, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín ofreció la palabra a la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez Pereira.


La señora Ministra del Medio Ambiente inició su exposición indicando que los cinco candidatos propuestos por el Ejecutivo son personas destacadas en su quehacer profesional y académico, y que han realizado actividades relevantes para la institucionalidad ambiental del país.

Expresó que la conformación de este Tribunal Ambiental es muy importante para Chile, porque es el primero de su tipo que se pone en funcionamiento. Puntualizó que este órgano jurisdiccional debe comenzar sus funciones el día 28 de diciembre de este año. 


Agregó que en esta fecha también se pone en marcha la Superintendencia del Medio Ambiente, organismo encargado de  ejecutar, organizar y coordinar el seguimiento y fiscalización de las Resoluciones de Calificación Ambiental, de las medidas de los Planes de Prevención y de Descontaminación Ambiental, del contenido de las Normas de Calidad Ambiental y Normas de Emisión; de los Planes de Manejo, y de todos aquellos instrumentos de carácter ambiental que establezca la ley. Explicó que las funciones anteriormente descritas podrán ser revisadas por el Tribunal Ambiental, por lo que dicho organismo será de importancia trascendental para el pleno funcionamiento de la legislación ambiental en nuestro país.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra señor José Ignacio Vásquez Márquez, candidato a ministro titular, en calidad de abogado, del Segundo Tribunal Ambiental.


Al comenzar su exposición agradeció la invitación formulada por la Comisión y expresó que su postulación fue objeto de un largo proceso de selección, que incluyó la participación de muchas instituciones públicas independientes entre sí.


Señaló que tiene veinte años de experiencia profesional en materias administrativas municipales y judiciales. Explicó que en este último cometido le ha correspondido asesorar en el análisis de diversos proyectos de ley a la Excma. Corte Suprema.


Manifestó que su interés al postular al cargo de Ministro del Tribunal Ambiental se funda en el deseo de aportar sus conocimientos en Derecho Administrativo y Constitucional, desarrollados en el ámbito académico y profesional.


En relación con la entidad de los Tribunales Ambientales, expresó que es una institucionalidad nueva y que es necesario ponerla en funcionamiento de la mejor forma posible. Sostuvo que ello implica, entre otras cosas, demostrar que no es una jurisdicción corporativa o sujeta a presiones, pero que tampoco actúa con prescindencia absoluta de los efectos sociales de sus resoluciones.


Puntualizó que es relevante tener presente que al Tribunal no le corresponde diseñar o ejecutar políticas públicas, sino que sólo interviene frente a excesos denunciados en procedimientos administrativos ambientales o frente a daños al medio ambiente.


Hizo presente que es importante que el Tribunal consolide una jurisprudencia que lo legitime frente a la ciudadanía, en el desarrollo de sus competencias específicas y con el aporte de los ministros abogados y licenciados en ciencias que lo integran.


Recordó que a esta instancia le son plenamente aplicables los principios del debido proceso. Asimismo, afirmo, que ella debe resolver las controversias ambientales que se le sometan, propendiendo, en lo posible, a soluciones que apunten a un desarrollo económico ecológicamente sustentable. Indicó que las resoluciones que dicten los Tribunales Ambientales son revisables por los Tribunales superiores de Justicia, y por ello la jurisprudencia que emane de los primeros deberá enmarcarse en los principios generales que rigen en nuestro ordenamiento jurídico.


Finalmente, subrayó que esta nueva instancia resuelve conflictos de naturaleza jurisdiccional y no política.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al señor Rafael Asenjo Zegers, candidato a ministro titular, en calidad de abogado, del Segundo Tribunal Ambiental.


El señor Asenjo agradeció la invitación cursada e inició su intervención señalando que le asiste el convencimiento que el Estado de Chile, al crear los Tribunales Ambientales, da un enorme paso para avanzar en lo que, desde la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 1992, se ha conocido como la “democracia ambiental”. Agregó que gran parte de su vida profesional ha estado dedicada a esta área del Derecho, que plantea apremiantes desafíos en pos de construir un desarrollo que integre crecimiento económico, equidad social y protección del patrimonio ambiental.


Indicó que desde antes de su juramento como Abogado, hace ya más de 30 años, comenzó a interesarse por las materias medio ambientales y la búsqueda del equilibrio entre un sano y eficiente crecimiento económico para superar la pobreza y la protección del patrimonio ambiental en un país como Chile, que vive básicamente de la exportación de sus recursos naturales. Señaló que en este sentido el interés público impone al Derecho una tarea insustituible de prevención y de reparación del daño ambiental que frecuentemente afecta a nuestro territorio nacional.


Recordó que al inició de su vida profesional no existía una institucionalidad ni legislación ambiental propiamente tal y sólo se podía recurrir a las garantías constitucionales a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y al derecho a la salud, para enfrentar los problemas que genera la contaminación ambiental.


Manifestó que cuando el Presidente Patricio Aylwin creó en Junio de 1990, por medio de un decreto supremo, la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) le correspondió la tarea de ser su primer Director, lo que importó la responsabilidad de preparar un ordenamiento jurídico moderno que facilitara superar la dispersión de las casi mil normas con incidencia ambiental que se encontraban vigentes. 


Puntualizó que con este esfuerzo Chile daba un paso irreversible para asumir una temática nueva que venía desarrollándose internacionalmente con mucha fuerza, particularmente a partir de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano de Estocolmo de 1972.


Sostuvo que hasta esa fecha nuestro país le daba la espalda al deterioro de nuestros recursos nacionales, suelo, agua, bosques, flora y fauna, y no asignaba importancia al desarrollo internacional de Principios, Acuerdos, e Instituciones de lo que se conocería más tarde como el Desarrollo Sustentable, que terminaría siendo la base central del esfuerzo productivo nacional.


Hizo presente que hace exactamente 20 años, en Río de Janeiro, más de 170 Jefes de Estado y de Gobierno suscribieron, entre varios importantes documentos, lo que se conoció como la Declaración de Río. Sostuvo que en el Principio número 10 de ese documento, la comunidad internacional manifestó su creencia de que “Los temas ambientales son manejados de una mejor manera con la participación de todos los ciudadanos involucrados” y que esto se lograba facilitando los medios para que todos ellos tuvieran tres herramientas: “acceso apropiado a la información”, “la oportunidad de participar en los procesos de toma de decisiones” y, por último, “acceso efectivo a procedimientos administrativos y judiciales incluyendo revisión y reparación”. Estos tres elementos son los que han dado origen al concepto de la “Democracia Ambiental”.


Expresó que en paralelo en Chile la primera CONAMA cumplió con su desafío contra muchos pronósticos: en menos de tres años se elaboró un proyecto que desembocó en la primera norma propiamente ambiental, la Nº 19.300 de Bases Generales del Medio Ambiente, de 1994.


Connotó que desde esa época hasta ahora se ha avanzado mucho en cuanto a normas, instituciones, políticas, e instrumentos de gestión en esta área. Agregó que contamos con un Ministerio del Medio Ambiente, un Servicio de Evaluación Ambiental plenamente vigentes y una Superintendencia del Medio Ambiente y Tribunales Ambientales que entrarán prontamente en funcionamiento. De esta manera, sostuvo, el país y el Estado han ido integrando la gestión ambiental como una dimensión de política pública que compromete el presente y sobre todo el futuro de las condiciones de existencia de nuestra sociedad.


Observó que el tema medioambiental pasó de ser un tarea aparentemente específica y exclusiva del Poder Ejecutivo y de la Administración a una que requiere la integración permanente con el Poder Legislativo para modernizar nuestro ordenamiento jurídico y para armonizar y sistematizar el aún disperso conjunto de normas jurídicas vigentes en materias medio ambientales. Adujo que mientras no se solucione este problema subsistirá la dificultad para una efectiva gestión y fiscalización ambiental.


Seguidamente, señaló que después del escándalo del Santuario Rio Cruces o caso CELCO del año 2005, el gran pasivo nacional era el esfuerzo de fiscalización de la normativa ambiental originada en el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos de inversión. Por ello, la ley Nº 20.600, que forma parte del proceso de modernización institucional ambiental, provee una fórmula para facilitar el acceso de todos los ciudadanos a una tutela judicial efectiva, no restringiendo la competencia de estos Tribunales especiales sólo a las decisiones de la nueva Superintendencia del Medio Ambiente sino ampliándolo a todas las derivaciones de la ley Nº 19.300. Así se asegura, aseveró, la consistencia nacional en el sistema de reclamaciones y de solución de controversias.


Expresó que los conflictos ambientales no son simples. La exposición de motivos del Mensaje del proyecto que desembocó en la ley Nº 20.600 planteaba cuatro objetivos básicos: disponer de control jurisdiccional de las decisiones de la autoridad administrativa ambiental; que el Tribunal fuera especializado; de integración mixta y que, por ser único y especializado, permitiera certeza jurídica para todos los interesados. En este contexto observó que se puede discutir si la ley alcanzó plenamente los objetivos planteados originalmente. 


En otro orden de materias, explicó que actualmente en el mundo existen más de 350 Cortes o Tribunales Ambientales que funcionan en 41 países, tan distintos como Australia, Bangladesh, Bélgica, Japón, Tailandia, Trinidad y Tobago o Estados Unidos. Agregó que ellos cubren una enorme variedad de fórmulas de organización: desde soluciones dentro de la Administración, en el Poder Judicial o en órganos independientes. Señaló que sin duda podríamos aprender las lecciones de estas experiencias comparadas, algunas de las cuales han funcionado por casi 100 años, ya que los problemas ambientales se parecen universalmente.


Afirmó que no hay razón alguna para dudar que todas las decisiones originadas en la gestión ambiental del país, adoptadas por los organismos de la Administración y dados los presupuestos legales vigentes, disminuirán sustancialmente la discrecionalidad administrativa. Con todo, añadió que la puesta en marcha de los Tribunales Ambientales debe ser un proceso conducido con cautela, sin generar una disrupción con la experiencia y los estándares de la Administración de la Justicia en Chile y que la especialización no significa, en modo alguno, desnaturalizar el rol, papel y la experiencia del Poder Judicial.


Concluyó su presentación planteando que en sus treinta años de experiencia profesional ha tenido contacto de primera mano con casi la totalidad de la vida del Derecho ambiental en nuestro país. Esos antecedentes, sostuvo, puede servir de garantía de que hará todo lo que esté a su alcance, con independencia y basándose sólo en el criterio jurídico, para prestar un servicio al país, en orden a proteger el patrimonio ambiental natural de Chile y de su población.


Seguidamente, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al señor Sebastián Valdés de Ferari, candidato a ministro titular, en calidad de licenciado en ciencias, del Segundo Tribunal Ambiental.


El señor Sebastián Valdés agradeció la invitación cursada e inició su presentación manifestando que su interés y experiencia en materia ambiental parte al final de sus estudios de pregrado de licenciatura en Ciencias Económicas, oportunidad en la que se produjo los primeros papers relacionados con el tema de la gestión económico ambiental a nivel empresarial e institucional. Explicó que posteriormente en los Estados Unidos efectuó un postgrado en Economía de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente.


Indicó que con esa experiencia pudo desempeñarse como investigador del Centro de Economía de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente de la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, como profesor en esa casa de estudio y en otras a nivel nacional  y extranjero.


Señaló, además, que se ha desarrollado profesionalmente en el ámbito de la gestión ambiental a nivel empresarial e institucional. Hizo presente que ha tenido la oportunidad de participar en la elaboración de normas ambientales y planes de descontaminación, y en los últimos años se ha desempeñado como gerente de sustentabilidad de la Empresa Nacional de Minería.


Manifestó que le ha tocado participar en múltiples proyectos, consultorías y asesorías tanto al sector público como privado, lo que le ha otorgado una visión global de la problemática ambiental de nuestro país. Puntualizó que él puede brindar esta visión global a la nueva instancia jurisdiccional ambiental que ahora inicia su funcionamiento. Dada la composición plural del Tribunal aseguró que él puede aportar su práctica profesional independiente y su estricto apego a estándares éticos.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra a la señora Ximena Carolina Fuentes Torrijo, quien  ha sido presentada como candidata al cargo de ministro suplente, en la calidad de abogado, del Segundo Tribunal Ambiental. Asimismo, le agradeció su labor asesora del Gobierno de Chile en el conflicto se sustancia en la Corte Internacional de Justicia de la Haya.


La señora Ximena Fuentes agradeció la invitación e inició a su exposición señalando que era un honor formar parte del primer grupo de nominados para integrar los tribunales ambientales.

Recordó que esta nueva instancia jurisdiccional cumple tres funciones básicas: ejercer el control jurisdiccional de determinadas actuaciones de la Superintendencia; resolver controversias producidas a raíz de decisiones administrativas en materias medioambientales, y resolver sobre las demandas por daño ambiental.


Señaló que estas funciones deben ser leídas en un contexto más amplio, cual es propender a un desarrollo sustentable. Indicó que muchos países tiene instancias jurisdiccionales para los temas ambientales y, en general, con su creación se busca un objetivo común: generar cierta unificación y coherencia en un tema de suyo complejo por su naturaleza jurídica y por el contexto social en que se desenvuelve.


Expresó que los tribunales ambientales deben contribuir a crear confianza en la aplicación eficaz de la institucionalidad ambiental.


Indicó que consideraba que la judicialización del debate ambiental no es necesariamente negativa, porque ello supone un reconocimiento transversal de que los problemas medioambientales se tienen que encarar con una óptica del interés general y, en ese contexto, se entiende el desarrollo de la legislación ambiental, que tiene su aplicación práctica en la decisión de casos particulares atingentes a esta área.


Sostuvo que la regulación normativa del tribunal ambiental está abierta a recibir distintas perspectivas que reflejen el interés general, a través, por ejemplo, de la introducción de la institución del amicus curiae.


Puntualizó que la puesta en marcha de esta institucionalidad plantea el desafío de construir legitimidad en torno a la institucionalidad ambiental, desde la perspectiva procesal (debido proceso) y sustantiva (correcta aplicación de la ley), pues ambas son objeto de control a través de instancias judiciales superiores.


Manifestó que el derecho ambiental tiene diversas dimensiones: por un lado está aquella propiamente ambiental, que coexiste con la administrativa ambiental, y que debe tener además en consideración el derecho internacional ambiental. En relación con este último punto, recordó que en muchos casos que hoy se ventilan en tribunales las partes han aducido Convenios Internacionales y exigen su aplicación directa, como la Convención de Washington para la protección de la flora, fauna y la belleza escénica de América, el Convenio Ramsar sobre humedales, el Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y el Convenio sobre diversidad biológica.


Indicó que era esperable que la dimensión internacional del derecho ambiental se incremente, pues la propia ley que crea el Ministerio del Medio Ambiente señala que esa nueva institucionalidad deberá, entre otras funciones, ocuparse del estricto cumplimiento de las disposiciones internacionales ratificadas por Chile en materia medioambiental. Expresó que estas normas forman parte del ordenamiento jurídico nacional y deben integrar el proceso de calificación ambiental. Señaló que este aspecto es complejo, porque hay problemas a nivel académico y forense en lo relativo a la aplicación interna de esas normas internacionales.


Expresó que este último aspecto le ha interesado en su desarrollo profesional y académico. Relató que su memoria de grado versó sobre el tema de la responsabilidad de los Estados por daño ambiental, y su tesis doctoral en la Universidad de Oxford estuvo referida al uso compartido de recursos hídricos entre diversos Estados. 


Finalmente, hizo presente que ha sido co-relatora por 6 años en el tema de desarrollo sustentable en la International Law Asociation, que es una asociación privada de profesores de derecho ambiental.


 A continuación, el señor Presidente de la Comisión ofreció la palabra al señor Juan Escudero Ortúzar, quien ha sido presentado para ocupar el cargo de ministro suplente ,en la calidad de licenciado en ciencia, del Segundo Tribunal Ambiental. 


El señor Escudero Ortúzar agradeció la invitación cursada e inició su presentación expresando que es Licenciado en Ciencias de la Ingeniería e Ingeniero Civil egresado de la Universidad Católica, con un Master en Ingeniería Civil en Transportes otorgado por el Massachusetts Institute of Technology (MIT).


Agregó que comenzó su trabajo académico en la Universidad Católica de Chile abocado a los primeros estudios sobre ordenamiento territorial, y más tarde pasó a desempeñarse a la Universidad de Chile.


Señaló que a contar del año 1980 transitó desde la planificación del transporte a los efectos ambientales del transporte, desde ahí al análisis de las políticas de control de contaminación de origen vehicular, y posteriormente a las políticas de control de otras formas de contaminación, en una época en que el tema ambiental era incipiente. Expresó que desde la Universidad le correspondió asesorar a ODEPLAN para el desarrollo de políticas de control de contaminación, y en la elaboración del primer intento de plan de descontaminación desarrollado por el Estado.


Relató que a mediados de los 80 encabezó el primer curso de gestión ambiental que se ofreció en el país, el cual se mantuvo de forma ininterrumpida en la Universidad de Chile por casi 25 años.


Expresó que en 1990 asumió el cargo de Director Ejecutivo de la Comisión de Descontaminación de la Región Metropolitana, instancia que formuló y puso en marcha el primer plan de descontaminación ambiental, el que contó con los primeros intentos de desarrollar participación ciudadana efectiva. En esa misma época, relató,  le correspondió participar en la creación de organismos de control de emisión de fuentes fijas y móviles, que posteriormente fueron traspasados a la Secretaría Regional Ministerial de Salud y al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Agregó que en la segunda mitad de los años noventa fue director del Centro Nacional del Medio Ambiente (CENMA), que era un proyecto conjunto entre la CONAMA, la Universidad de Chile y la Agencia de Cooperación del Gobierno de Japón, y que tuvo por finalidad elaborar metodologías de medición de contaminación del aire, del agua y de los residuos como base indispensable para fiscalizar el cumplimiento de la normativa ambiental. En paralelo con ese cometido, asesoró a CONAMA para la elaboración de la primera política ambiental del Gobierno de Chile y en la elaboración del primer Reglamento del Sistema de Impacto Ambiental.


Expresó que en el año 2001 pasó a asesorar al Ministerio de Obras Públicas y desde ahí participó en representación de esa Secretaría de Estado en los Comités Técnicos de la CONAMA, realizados para la generación y estudio de normas ambientales.


Agregó que en lo últimos tres años ha desempeñado funciones en el sector privado como consultor en auditorias de due diligence ambiental, como parte del proceso de otorgamiento de créditos con la Banca Internacional.


Resumió su labor profesional indicando que tiene experiencia teórica y práctica en la política ambiental chilena desde sus inicios, y que la razón que lo movió a participar en el proceso de integración del Tribunal Ambiental –que por formación profesional consideró en principio que debía quedar en manos de abogados- es la norma del artículo 35 de la ley Nº 20.600, que señala que esta instancia judicial deberá apreciar la prueba que se le allegue según las reglas de la sana crítica, lo que implica fundamentar las razones jurídicas, pero también simplemente lógicas, técnicas, científicas o de experiencia que le asignan o no valor; materias en las que puede aportar de manera significativa.


A continuación, el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor Hernán Larraín, ofreció la palabra a los integrantes de esta instancia.


En primer lugar, intervino el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, quien felicitó a los postulantes y expresó que la amplitud de sus antecedentes profesionales y académicos justifican sus nombramientos en los cargos a los que postulan.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, coincidió con lo planteado por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. Connotó que el candidato señor Escudero plantea un interesante entrecruzamiento entre las materias ambientales y urbanísticas, lo que demuestra una preocupación por los aspectos ambientales de la ciudad. Al respecto, consultó al candidato cómo podrían compatibilizarse los planes de desarrollo urbanístico con la actividad del tribunal. Hizo presente, además, que mucha de la indignación social que se expresa en la opinión pública tiene que ver con el malestar de experiencia de la vida propia en entornos urbanos saturados.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear indicó que se sumaba a las felicitaciones expresadas, pues le consta -por su experiencia como legisladora tanto en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento como en la de Medio Ambiente del Senado-, que el proceso de selección al cual se vieron expuestos los candidatos fue largo y exigente.


A continuación, consultó al señor Vásquez que opinión tenía respecto de la participación ciudadana en la evaluación ambiental de proyectos de inversión, tema que es de recurrente reclamo ciudadano.


Al señor Asenjo le preguntó, en su carácter de interviniente en la creación de la primera institucionalidad ambiental de nuestro país, cuál era su juicio sobre la conservación del patrimonio ambiental nacional después de 20 años de la publicación de la primera legislación ambiental, y cómo esta situación variará luego de la puesta en marcha de los tribunales ambientales.


A la  señora Fuentes le consultó la opinión que le merece la discusión parlamentaria sobre el proyecto de áreas silvestres protegidas en el marco del cumplimiento nacional de la Convención de Washington sobre biodiversidad.


Al señor Valdés le preguntó sobre qué instrumentos de evaluación económica pudieran ser útiles para dirimir conflictos ambientales.


Finalmente, consultó al señor Escudero qué desafíos pendientes considera que aún hay que enfrentar para fortalecer la sustentabilidad de las políticas públicas.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con los Parlamentarios que le han antecedido en el uso de la palabra en orden a valorar las capacidades profesionales y académicas de los candidatos y sus méritos para ocupar los cargos a los que postulan. 


Dirigiéndose en particular al señor Valdés, recordó que el sistema para generar los jueces del tribunal ambiental es bien complejo, pues naturalmente la cultura jurídica apunta a que quienes ocupan estos cargos son siempre abogados. En esta línea, le consultó qué juicio le merece, desde su perspectiva profesional, el catálogo de competencias que la ley fija a los tribunales ambientales.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió las observaciones sobre los méritos de los candidatos y manifestó que la temática ambiental es una preocupación creciente de la ciudadanía, lo que provoca en algunas ocasiones reacciones emocionales. Añadió que nuestro país enfrenta importantes vacilaciones en este ámbito, que entre otras cosas se muestran en las dicotomías propias de la definición de la matriz energética o en la regulación sobre los desechos domiciliarios.


En este contexto, consultó a los candidatos qué opinión le merecen la presión ciudadana como elemento a considerar en el contexto de la judicialización de los conflictos ambientales.


En primer lugar, intervino señor José Ignacio Vásquez quien expresó que la participación ciudadana es una presión constante que desborda, en general, los esquemas de la democracia representativa tradicional, y se expresa en las más diversas instancias. Señaló que reconociendo este hecho, la ley que regula los estudios de impacto ambiental considera etapas de participación de los ciudadanos afectados, que formalmente parecen razonables. Recordó que una instancia similar se prevé en el Convenio Nº 169 de la OIT sobre pueblos indígenas. Indicó que el cumplimiento de esas normas puede ser medida y verificada por los tribunales ambientales.


Relacionando lo anterior con la observación general hecha por el Honorable Senador señor Larraín, don Carlos,  puntualizó que la ordenanza general de urbanismo y construcción establece ciertos atisbos de participación de los vecinos en el proceso de elaboración de la planificación urbana, que se replican en otros ámbitos a nivel municipal, siendo ella aún insuficiente.


Respecto de la pregunta relativa a la presión ciudadana sobre el tribunal ambiental, recordó que esa instancia tiene carácter jurisdiccional y falla sujeto a una norma de derecho. Indicó que es patente el hecho de que en nuestro país no hay una política energética consensuada, pero el tribunal ambiental no es el encargado de definirla sino que, únicamente, de resolver los conflictos jurídicos puntuales que al respecto se produzcan y que le sean sometidos.


A continuación, el señor Rafael Asenjo indicó que desde 1990 se observa un cambio notable en el estado de la institucionalidad ambiental. Expresó que aunque las cerca de las mil normas ambientales catastradas, que mencionó en su intervención anterior, generan obvios problemas de fiscalización. Puntualizó que  la evaluación que al respecto hizo la OCDE cuando nuestro país postuló a integrar dicha organización fue muy positiva, pues se observa una mejora creciente en las regulaciones internas sobre biodiversidad.


Con todo, señaló que hay importantes temas aún pendientes. En primer término expresó que falta cierta integración del tema ambiental como tópico general en la elaboración de políticas públicas, sobre todo teniendo en consideración a que nuestra matriz económica es la exportación de materias primas a mercados que son ambientalmente más sensibles que el nuestro. Sobre este mismo punto expresó que lo ambiental no es una parte de la realidad sino que penetra a todo el Sistema Social. 


En segundo lugar, explicó que era necesario hacer un esfuerzo mayor por sistematizar la normativa ambiental, la que en general está contenida en regulaciones de muy diversa índole, muy atomizadas e inconexas entre sí, lo que genera un obvio problema para su interpretación, aplicación e interpretación.


Sostuvo que el tercer tema pendiente es la regulación territorial desde el punto de vista ambiental. Al respecto, indicó que en la actualidad las normas que regulan esta materia tienen un ámbito de aplicación muy circunscrito y puntual. Por ejemplo, relató que quien solicita la autorización para instalar una fábrica en un determinado lugar sólo tiene que mostrar el cumplimiento ambiental de las normas locales vigentes, como el seccional del plano regulador, pero no se le obliga a tener en consideración el impacto de su actividad en una unidad mayor de territorio. Recordó que nuestro país no tiene extensiones grandes de terreno sino una serie de espacios geográficos relativamente circunscritos, y por ello ciertas actividades económicas pueden tener un impacto global en el lugar donde se instalan, más allá de lo meramente local. Señaló que este factor repercute en el sistema de evaluación de impacto ambiental, porque si no hay normas que consideren la generalidad de un territorio determinado tomándolo como una sola unidad, es prácticamente imposible que se evalúe el impacto que a ese nivel tiene un proyecto determinado.


En cuarto lugar, subrayó que nuestro país no tiene una política clara y general de protección de la integridad física del suelo, lo que ha generado un estado generalizado de erosión en los escasos terrenos cultivables con los que cuenta Chile. Explicó que la recuperación de estos espacios suponen lapsos de tiempos que van mucho más allá del marco de la vida de las personas. En consideración a lo anterior, afirmó que es imprescindible prevenir este daño, pues no es reparable con los medios que hoy se cuenta. A este respecto, destacó que hay una relación directa entre pobreza rural y erosión.


Finalmente, planteó que hay un déficit importante en materia de inversión en educación ambiental, porque más allá de las declaraciones formales acerca de la educación ambiental, en la práctica no se observan esfuerzos generalizados en este ámbito que generen el cambio cultural que nos permita proteger adecuadamente el medio ambiente. Connotó que en Sociedades más desarrolladas la buena calidad del entorno natural se debe, en una importante medida, a la cultura ambiental de sus ciudadanos.


 A continuación, intervino el señor Sebastián Valdés, quien respondió la consulta formulada por la Honorable Senadora señora Alvear expresando que en materia de desarrollo de instrumentos económicos que favorezcan la protección del medio ambiente se han hecho varios intentos, por ejemplo, señaló, la posibilidad de introducir bonos de carbono o permisos de emisión transables para incentivar la descontaminación. Resaltó que lo anterior fue desarrollado a nivel teórico por varios economistas nacionales, aunque aún no se han materializado como normas positivas.


Señaló que un instrumento de su disciplina que sí ha sido llevado a la práctica es la evaluación socioeconómica como elemento a considerar en los procesos de impacto ambiental de normas, planes y proyectos, lo que ha permitido que esos procesos vayan mucho más allá de las prohibiciones indiscriminadas por un solo aspecto. Con ello se ha logrado que se consideren también los impactos reales de una regla teórica en el bienestar general de las personas. Añadió que ha habido experiencias discretas pero exitosas con la introducción de herramientas económicas en planes de descontaminación puntuales, como el impulsado por Codelco Chile División el Teniente.


Relató que en la última reforma tributaria se planteó la idea de un impuesto verde a las baterías y otros elementos muy contaminantes, pero ellas no prosperaron. Lamentó esta situación porque una norma de este tipo habría sido una vía de dar respuesta legislativa tangible a la preocupación ciudadana.


Expresó que todavía es necesario que los mercados internacionales integren la temática ambiental. Indicó que ello se ejemplifica en la adopción voluntaria de algunos protocolos de intercambio de bonos de emisión en ciertas industrias, en cumplimiento de directivas del Protocolo de Kioto. No obstante lo anterior, sostuvo que no se observa que las contingencias ambientales locales tengan un efecto perceptible en el mercado internacional, con excepción de algunos casos excepcionales y más sofisticados como la industria del vino. Con todo, indicó que la situación antes descrita ha ido variando en el tiempo. 


En otro orden de materias, sostuvo que la competencia que la ley otorgó a los tribunales ambientales parece en principio adecuada para cubrir los conflictos que se planteen en esta materia, y que la integración mixta del tribunal  es una novedad que evidentemente mejorará el control de las normas ambientales, y la evaluación y reparación del daño ambiental.


Respecto de la consulta acerca de la participación social, indicó que es un elemento clave para el éxito de la gestión ambiental y debe cumplirse a cabalidad en los estrictos términos que plantea la ley.


A continuación, intervino señora Ximena Fuentes, quien se refirió a la consulta de la Honorable Senadora señora Alvear. Al respecto, señaló que las normas contenidas en el Convenio de Washington sobre Biodiversidad han sido  esgrimidas en algunos conflictos ambientales por las partes recurrentes, y la Excelentísima Corte Suprema ya ha tenido la oportunidad de escuchar alegatos al respecto, con ocasión de la vista de apelaciones de recursos de protección.


Sobre este tema indicó que hay un déficit generalizado, tanto a nivel académico como del foro, respecto de los elementos a considerar en la interpretación de los tratados internacionales, especialmente a la luz de su aplicación en un caso concreto, la posición jerárquica que ellos ocupan dentro del sistema nacional de fuentes del derecho, y el problema de la ejecutabilidad directa de estos instrumentos internacionales por los tribunales de justicia. Indicó que en este aspecto la Carta Fundamental es muy exigua en su regulación, por lo que es necesario un desarrollo dogmático mayor. Precisó que sobre este punto al tribunal ambiental le cabe un rol importante, pues hay muchas regulaciones ambientales que están contenidas en instrumentos internacionales.


En relación con la pregunta sobre la presión ciudadana en los conflictos ambientales sostuvo que los tribunales ambientales son una instancia jurisdiccional, y por tanto el criterio para resolver los casos que son sometidos a su consideración es la aplicación del derecho. 


Ahondando en este aspecto, afirmó que la mayor parte de los conflictos públicos que se provocan por esta causa deberían ser encaminados a una pretensión de cambio normativo general más que a una decisión específica para un caso concreto.


Finalmente, el señor Juan Escudero, respondiendo la consulta del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, sobre el aspecto ambiental de los instrumentos de planificación territorial, indicó que es un ámbito extremadamente importante pero que de forma lamentable no ha sido considerado con la importancia debida.  


Sobre el punto relató que dentro de los círculos de especialistas ambientales se considera que la planificación urbana es la parte de la regulación que de manera más incompleta e insuficiente considera los elementos ambientales, pese a que los instrumentos que la integran pasan por el sistema de impacto ambiental. Expresó que esta situación ha variado con la última modificación de la ley del medio ambiente, pero aún se está a la espera del efecto que ello tendrá en los citados instrumentos.


Indicó que debe haber una conjugación más estrecha entre la política ambiental y la ordenación territorial, lo que supone que esta última será abordada desde una perspectiva más sistémica y amplia.


Expresó que la otra tarea pendiente es el fortalecimiento de la fiscalización y el control, para lo que se espera que la Superintendencia del Medio Ambiente entre en funciones. Señaló que a este respecto es muy importante la puesta en marcha de los tribunales ambientales, porque ellos actuarán como contrapartida de esa repartición pública. Indicó que del éxito de este proceso depende, en buena medida, la mejora del tema ambiental a nivel nacional.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, agradeció la concurrencia, exposición y participación de los candidatos presentados por el Ejecutivo, y les planteó que de ser confirmados por la Sala del Senado quedarán a cargo de una tarea difícil pero insoslayable.

-.-.-
En virtud de los antecedentes previamente descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán; Larraín, don Carlos y Walker, don Patricio, tiene el honor de informar que la proposición de S.E el Presidente de la República para como ministros titulares del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a los señores José Ignacio Vásquez Márquez y Rafael Asenjo Zegers, en los cupos de abogado, y Sebastián Valdés de Ferari en el cupo de licenciado en Ciencias; y como ministros suplentes a la señora Ximena Carolina Fuentes Torrijo, en el cupo de abogado, y al señor Juan Escudero Ortúzar, en el cupo de licenciado en Ciencias, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 18 de diciembre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela, y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, 18 de diciembre de 2012.

(Fdo): Rodrigo Pineda Garfias,

Secretario
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